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DIPUTADA SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente designa una comisión que acompañe a la ciudadana Sagrario María
del Rosario Ortiz Montoro, diputada federal suplente electa por el distrito XV del
estado de Puebla, a rendir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política para exhortar al titular del Poder
Ejecutivo federal a publicar en el Diario Oficial de la Federación el decreto por
el que se adiciona un artículo 60 Bis 2 a la Ley General de Vida Silvestre. Apro-
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PROCESO ELECTORAL FEDERAL 2008-2009

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que la Cámara de Diputados
exhorta al Consejo General del Instituto Federal Electoral para que desde el inicio
y durante el desarrollo del proceso electoral federal 2008-2009 se conduzca bajo
los principios constitucionales en materia electoral, así como para que en el seno
de ese órgano electoral se analice la conveniencia de modificar la integración de
las comisiones, de éste, especialmente la de quejas y denuncias y el Comité de Ra-
dio y Televisión. Aprobado.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

BANCO DE MEXICO

Oficio del Banco de México con el que remite el informe sobre la ejecución de la
política monetaria durante el primer semestre de 2008; y sobre la inflación del pri-
mero y segundo trimestres del año en curso. Se remite a las Comisiones de Ha-
cienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que remite el infor-
me relativo a la situación económica, las finanzas públicas y la deuda pública co-
rrespondiente al mes de agosto de 2008. Se remite a las Comisiones de Hacienda
y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento. . . . 

CONSEJO DE SEGURIDAD NACIONAL 2008

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite el informe del Consejo
de Seguridad Nacional 2008. Se remite a la Comisión Bicamaral de Seguridad Na-
cional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIAS DE ESTADO

Siete oficios de la Secretaría de Gobernación con los que se remite el II informe
de labores de las Secretarías de Energía; de Hacienda y Crédito Público; de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; de Turismo; de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales; de Comunicaciones y Transportes; y de la
Procuraduría General de la República. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite la iniciativa con proyecto de
decreto por el que adiciona con un segundo párrafo la fracción II del artículo 32,
se reforma la fracción II, se adiciona una fracción VI al artículo 79 y se reforma
el último párrafo del artículo 81 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, presenta-
da por el senador Adolfo Toledo Infanzón. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PRESUPUESTO DE EGRESOS 2009

Dos oficios de la Cámara de Senadores con los que remite acuerdos relativos al
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2009. Se tur-
nan a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA -
CODIGO PENAL FEDERAL

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite iniciativa del Ejecutivo
federal con proyecto de decreto que expide la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y adiciona diversos artículos del Código Penal Federal. Se
turna a las Comisiones Unidas de Seguridad Pública, y de Justicia, con opinión de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MOVIMIENTO DEL 68

El Presidente designa una comisión que acompañe al Rector de la Universidad Au-
tónoma de México, doctor José Narro Robles y distinguidos invitados. . . . . . . . . 

RECESO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MOVIMIENTO DEL 68

Se reanuda la sesión, y la Presidencia da la bienvenida al salón de sesiones de la
honorable Cámara de Diputados al Rector de la Universidad Autónoma de Méxi-
co, doctor José Narro Robles y funcionarios representantes de ésta, así como di-
rectores de facultades, escuelas, bachilleratos, institutos, centros y directores ge-
nerales de la universidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se refieren a la conmemoración de los 40 años de los acontecimientos del 2 de oc-
tubre de 1968 las diputadas:

Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Silvia Luna Rodríguez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO DE ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MOVIMIENTO DEL 68

Continúan sobre la conmemoración de los 40 años de los acontecimientos del 2 de
octubre de 1968 los diputados:

Ricardo Cantú Garza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luis Alejandro Rodríguez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Alejandro Chanona Burguete. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Eduardo Sánchez Hernández. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Javier González Garza quien solicita minuto de silencio en memoria de los caídos
durante el movimiento del 68. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan José Rodríguez Prats. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Oficio de la Junta de Coordinación Política con el que comunica cambios en la in-
tegración de las Comisiones de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios; de
Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación, y Especial para la promoción
del acceso digital a los mexicanos. Aprobado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL - LEY FEDERAL DE DERECHOS

Se recibe del diputado Francisco Javier Calzada Vázquez iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordina-
ción Fiscal y de la Ley Federal de Derechos, para distribuir entre las entidades fe-
derativas la recaudación por concepto de derecho adicional a la minería. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

Se recibe del diputado Francisco Javier Calzada Vázquez iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, con objeto de establecer la tasa aplicable a la enajenación de
mezcal certificado de origen. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

Se recibe de la diputada Elda Gómez Lugo iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 366 del Código Penal Federal, en relación con penas aplicables
al delito de secuestro. Se turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL

Se recibe de diversos diputados del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional iniciativa que reforma el artículo 40 de la Ley de Coordinación
Fiscal, en relación con las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Apor-
taciones Múltiples reciban los estados de la Federación y el Distrito Federal con
mayor transparencia y equidad en la asignación de los recursos, para ampliar co-
bertura a un mayor número de población vulnerable. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DELITO DE SECUESTRO

El diputado César Octavio Camacho Quiroz presenta en una exposición las siguien-
tes iniciativas con proyecto de decreto, en relación con el delito de secuestro. . . . . 
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Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que expide la Ley Federal para Prevenir y Sancionar el Secuestro; y reforma y
adiciona diversas disposiciones del Código Penal Federal, del Código Federal de
Procedimientos Penales, la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, el Có-
digo Civil Federal, la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros, la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Ley de Insti-
tuciones de Crédito. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, de Seguridad
Pública, y de Hacienda y Crédito Público, con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - LEY DEL IMPUESTO 
EMPRESARIAL A TASA UNICA

El diputado José Alfonso Suárez del Real y Aguilera presenta iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta y de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Unica, en re-
lación con proyectos de inversión en la producción cinematográfica nacional. Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE PETROLEOS MEXICANOS

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 15 de la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos, para
dotar a la Cámara de Diputados de la atribución para designar tanto al comisario
de Petróleos Mexicanos como de sus organismos subsidiarios. Se turna a la Co-
misión de Energía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DELITO DE SECUESTRO

Se rectifica el trámite dado a la iniciativa presentada por el diputado César Octa-
vio Camacho Quiroz que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Consti-
tucionales, y de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION - LEY DE DERECHOS 
DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

La diputada Holly Matus Toledo presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 33 de la Ley General de Educación y 17 de la Ley de Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, para adecuar los planes, programas y ma-
teriales educativos del Instituto Nacional para la Educación de los Adultos y que
se incluyan los temas del proceso de envejecimiento y cuidado propio, así como
la perspectiva de género. Se turna a las Comisiones Unidas de Educación Pública
y Servicios Educativos, y de Atención a Grupos Vulnerables. . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE EDUCACION

El diputado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda presenta iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona los artículos 48 Bis y 50 Bis a la Ley General de
Educación, sobre la evaluación para obtener el grado de licenciatura y de posgra-
do en instituciones públicas y privadas. Se turna a la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 35, 36, 40, 41, 99 Y 115 CONSTITUCIONALES - 
LEY GENERAL DE ACCESO A LA PARTICIPACION CIUDADANA

Se recibe del diputado Efraín Morales Sánchez iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 35, 36, 40, 41, 99 y 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y expide la Ley General de Acceso a la
Participación Ciudadana, en materia de iniciativa y participación ciudadana. Se
turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Participación Ciu-
dadana, con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

Primera lectura del dictamen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión So-
cial, de Seguridad Social y de Hacienda y Crédito Público, que reforma diversos
artículos de la Ley del Seguro Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA POLICIA FEDERAL PREVENTIVA

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Seguridad Pública que reforma los
artículos 5, 6, 9 y 10 de la Ley de la Policía Federal Preventiva. . . . . . . . . . . . . . 

CONDECORACIONES

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Gobernación que concede permi-
so al ciudadano Tomás López Alonso, para aceptar y usar la condecoración de la
Orden de Isabel la Católica, en grado de Cruz de Oficial, que le confiere el Go-
bierno del Reino de España. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESTAR SERVICIOS EN REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Gobernación que concede permi-
so a tres ciudadanos para prestar servicios en la Embajada de Estados Unidos de
América en México y en su Consulado en Ciudad Juárez, Chihuahua, respectiva-
mente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 4o. Y 73 CONSTITUCIONALES

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales que re-
forma y adiciona los artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Fundamenta el dictamen en nombre de la comisión el diputado Emilio Ulloa Pé-
rez, quien presenta fe de erratas, y solicita un minuto de silencio en memoria del
dramaturgo Víctor Hugo Rascón Banda; del poeta Alejandro Aura y la etnóloga
Margarita Nolasco Armas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fijan la posición de su respectivo Grupo Parlamentario los diputados:

Blanca Luna Becerril. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luis Alejandro Rodríguez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Beatriz Pagés Llergo Rebollar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Alfonso Suárez del Real y Aguilera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado José Manuel del Río Virgen propone modificación al
artículo segundo transitorio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raymundo Cárdenas Hernández como Presidente de la comisión dictaminadora
acepta la propuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente declara aprobado por unanimidad en lo general y en lo particular,
con la modificación aceptada, el proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Pasa a la Cámara de Senadores para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe del diputado Moisés Dagdug Lützow proposición con punto de acuerdo
a fin de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2009 se consideren más recursos para el Programa Integral contra Inun-
daciones para el estado de Tabasco. Se turna a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe del diputado Antonio Díaz Athié proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2009 se consideren más recursos para infraestructura carretera, educación, turis-
mo y salud en el estado de Chiapas. Se turna a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ENERGIA SOLAR

Se recibe del diputado Diego Cobo Terrazas proposición con punto de acuerdo pa-
ra modificar el contrato de interconexión de energía solar y permitir la intercone-
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xión de sistemas eólicos, minihidráulicos e híbridos. Se turna a la Comisión de
Energía.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe de la diputada Aída Marina Arvizu Rivas proposición con punto de
acuerdo a fin de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2009 se consideren recursos para el rescate del Centro Cultural Al-
berto M. Alvarado, en el municipio de Gómez Palacio, estado de Durango. Se tur-
na a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe del diputado Pablo Trejo Pérez proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2009 se consideren recursos para continuar el programa de nivelación salarial del
personal de los colegios de bachilleres del país. Se turna a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE NAYARIT

Se recibe del diputado Sergio Sandoval Paredes proposición con punto de acuer-
do por el que se solicita a la Comisión Federal de Electricidad que condone el co-
bro de la energía eléctrica a los habitantes de los municipios de San Blas, Santia-
go y Tuxpan, en el estado de Nayarit, y otorgue la indemnización por los daños
causados por la apertura de las compuertas de las presas el Cajón y Aguamilpa, en
la misma entidad. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Públi-
co, y de Energía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe de la diputada Aída Marina Arvizu Rivas proposición con punto de
acuerdo a fin de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2009 se consideren recursos para la construcción de la carretera
Gómez Palacio-Gregorio García, en el estado de Durango. Se turna a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe del diputado Pablo Trejo Pérez proposición con punto de acuerdo a fin
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2009 se consideren recursos para la construcción de la carretera Santa Catarina-
Juquila-San Marcos Zacatepec-Río Grande en el estado de Oaxaca. Se turna a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe del diputado Gerardo Octavio Vargas Landeros proposición con punto
de acuerdo a fin de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2009 se consideren recursos para la creación del Centro de Estu-
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dios sobre Seguridad Pública en la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe del diputado Octavio Adolfo Klimek Alcaraz proposición con punto de
acuerdo a fin de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2009 se consideren recursos para el Programa de Prevención y
Combate de Incendios Forestales del Distrito Federal. Se turna a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AGRICULTURA ORGANICA

Se recibe del diputado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Agricultura y Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación, en coordinación con la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, a promover la producción de cultivos orgánicos
e impulsar políticas públicas para fortalecer la agricultura orgánica certificada. Se
turna a la Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería, y de Medio Ambiente
y Recursos Naturales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe del diputado Efraín Peña Damacio proposición con punto de acuerdo a
fin de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2009 se mantengan los recursos considerados para el Programa de Seguridad
Alimentaria en el estado de Guerrero. Se turna a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE OAXACA

Se recibe del diputado Jorge Toledo Luis proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Secretaría de Gobernación a emitir la declaratoria de desastre
para diversos municipios del estado de Oaxaca que resultaron afectados por las
ondas tropicales 31 y 32. Se turna a la Comisión de Gobernación. . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2009

Se recibe de la diputada Maricela Contreras Julián proposición con punto de acuer-
do a fin de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2009 se consideren recursos para el Programa de Infraestructura en Salud del
Distrito Federal. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . 

PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE 2008

Se recibe del diputado Celso David Pulido Santiago proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita a los titulares de las dependencias del Ejecutivo fede-
ral responsables del ejercicio del Programa Especial Concurrente 2008 que presen-
ten un informe pormenorizado del avance presupuestal de cada una de las depen-
dencias involucradas. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . 
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CAMARA DE DIPUTADOS

Se recibe del diputado Jesús Humberto Zazueta Aguilar proposición con punto de
acuerdo relativo a la revisión de las condiciones generales de trabajo de los em-
pleados de las empresas que prestan servicios en la Cámara de Diputados. Se tur-
na a la Junta de Coordinación Política. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Se recibe de la diputada Silvia Luna Rodríguez iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para in-
crementar los montos del subsidio para el empleo. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Solicitud de la Junta de Coordinación Política para incluir en el orden del día el si-
guiente acuerdo. Aprobado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, DESARROLLO RURAL,
PESCA Y ALIMENTACION

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se cita a comparecer an-
te el pleno de la Cámara de Diputados al secretario de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, en el marco del desahogo del análisis del
II Informe de Gobierno del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, licen-
ciado Felipe de Jesús Calderón Hinojosa. Aprobado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Equidad y Género que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Maricela Contreras Julián fundamenta el dictamen en nombre de la
comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión intervienen las diputadas:

Guillermina López Balbuena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Martha Angélica Tagle Martínez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Blanca Luna Becerril. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rocío del Carmen Morgan Franco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera el asunto suficientemente discutido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de decreto. Pasa a la Cá-
mara de Senadores para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

De la próxima sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el artículo 2, numeral 2, inciso c, del Regla-
mento para la Transparencia y el Acceso a la Información Pública de la H. Cáma-
ra de Diputados, se publican las votaciones.

De la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos (en lo general y en lo particular, con la modificación admitida). . . . . 

De la Comisión de Equidad y Género, con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencia (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
César Horacio Duarte Jáquez

ASISTENCIA

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de la Presi-
dencia el resultado del registro de asistencia de diputadas y
diputados.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 346 diputadas y diputados, ciudadano presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
(11:41 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra del orden del día, en virtud de que se encuentra publica-
do en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del or-
den del día. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente. Se dispen-
sa la lectura.

«Primer Periodo Ordinario de Sesiones.— Tercer Año de
Ejercicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Jueves 2 de octubre de 2008.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Protesta de la ciudadana Sagrario María del Rosario Ortiz
Montoro.

Proposiciones de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política

Para exhortar al titular del Poder Ejecutivo federal a publi-
car en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el
que se adiciona el artículo 60 Bis 2 a la Ley General de Vi-
da Silvestre. (Votación)

Por el que la Cámara de Diputados exhorta al Consejo Ge-
neral del Instituto Federal Electoral a conducirse, desde el
inicio y durante el proceso comicial federal 2008-2009, se-
gún los principios constitucionales en la materia; y a anali-
zar la conveniencia de modificar la integración de sus co-
misiones, especialmente la de Quejas y Denuncias y el
Comité de Radio y Televisión. (Votación)

Oficio del Banco de México

Con el que remite los informes respecto a la ejecución de
la política monetaria durante el primer semestre, y a la in-
flación del primero y segundo trimestres de 2008, de con-
formidad con lo que establece el artículo 51, fracción II, de
la Ley del Banco de México. 

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite información sobre la situación económi-
ca, las finanzas públicas y la deuda pública correspondien-
te a agosto de 2008.

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite el informe del Consejo de Seguridad Na-
cional de 2008, para dar cumplimiento a lo establecido en
el artículo 58 de la Ley de Seguridad Nacional. (Turno a
Comisión)

Siete, con los que remite el segundo informe de labores de
las Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación; de Comunicaciones y Transpor-
tes; de Energía; de Hacienda y Crédito Público; de Medio
Ambiente y Recursos Naturales; y de Turismo, así como de
la Procuraduría General de la República.

Oficios de la Cámara de Senadores

Con el que remite iniciativa que adiciona un segundo pá-
rrafo a la fracción II del artículo 32, reforma la fracción II,
adiciona una fracción VI al artículo 79 y reforma el último
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párrafo del artículo 81 de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, presentada por el senador Adolfo Toledo Infanzón, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Dos, con los que remite puntos de acuerdo relativos al Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2009 presentados por legisladores de diversos gru-
pos parlamentarios. (Turno a Comisión)

Iniciativa del Ejecutivo

Que expide la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública y adiciona diversos artículos del Código Pe-
nal Federal. (Turno a Comisión)

Posicionamiento relativo a la conmemoración de los cua-
renta años de los acontecimientos del 2 de octubre de 1968,
a cargo de los grupos parlamentarios.

Iniciativas

Que reforma los artículos 18 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 161 y 162 del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales, a cargo del diputado Ma-
rio Enrique del Toro, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión) 

Dos proyectos de decreto, que reforma el artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
expide la Ley Federal para prevenir y sancionar el Secues-
tro; y que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Penal Federal, del Código Federal de Procedimien-
tos Penales, de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, del Código Civil Federal, de la Ley General de
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, de la
Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y de
la Ley de Instituciones de Crédito, suscritos por diputados
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 15 de la Ley Orgánica de Petróle-
os Mexicanos, a cargo del diputado Alberto Amador Leal,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 33 de la Ley General de Educa-
ción y 17 de la Ley de Derechos de las Personas Adultas
Mayores, a cargo de la diputada Holly Matus Toledo, del

Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que adiciona los artículos 48 Bis y 50 Bis a la Ley Gene-
ral de Educación, a cargo del diputado Fernando Moctezu-
ma Pereda, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 29 y 40 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, a cargo del diputado Faustino Javier Estra-
da González, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 38 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
José de Jesús Solano Muñoz, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, a car-
go de la diputada Irene Aragón  Castillo, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable y de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo del
diputado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que expide la Ley General de Playas, suscrita por los di-
putados Gloria Lavara Mejía, Manuel Salvador Salgado
Amador y Francisco Elizondo Garrido, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona los artículos 995 y 1004 Bis de la
Ley Federal del Trabajo y 49 de la Ley para la Protección
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo
de la diputada Holly Matus Toledo, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Al-
fonso Izquierdo Bustamante, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)



Que adiciona el artículo 468 Bis al Código Federal de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Ma. de los Án-
geles Jiménez del Castillo, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a car-
go de la diputada Adriana Díaz Contreras, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Eduardo Sánchez Hernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de los Có-
digos Penal Federal, y de Justicia Militar, a cargo del dipu-
tado Javier Estrada González, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 175 Bis de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, suscrita
por diputados integrantes de la Comisión Especial de la
Cuenca de Burgos. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Vio-
leta del Pilar Lagunes Viveros, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 29 de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado Samuel Aguilar Solís, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Vivienda y de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo de la di-
putada Beatriz Manrique Guevara, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Co-
misión)

Que adiciona el artículo 34 Bis a la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, suscrita por
diputados integrantes de la Comisión Especial de la Cuen-
ca de Burgos. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 343 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada María Soledad Limas Frescas, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Asistencia Social, a cargo de la diputada Holly Matus To-
ledo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de las Leyes
para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Fi-
nancieros; del Banco de México, y de Instituciones de Cré-
dito, a cargo del diputado Manuel Portilla Diéguez, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, suscrita por diputados integrantes de la Comisión
Especial de la Cuenca de Burgos. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 66 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 4 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a car-
go del diputado José Inés Palafox Núñez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, de la Ley de los Sistemas de Aho-
rro para el Retiro y de la Ley de Protección y Defensa al
Usuario de Servicios Financieros, a cargo del diputado Nef-
talí Garzón Contreras, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 32 de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Carlos Alberto Puente Salas, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 45 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Jesús Arredondo Velázquez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, a cargo del diputado Fernando Enrique Mayans Ca-
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nabal, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Derechos, a cargo del diputado Carlos Alberto Puente Sa-
las, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 64 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 12 y 23 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo del diputado Obdulio Ávila Mayo, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma y adiciona los artículos 3 y 4 de la Ley Fede-
ral de Juegos y Sorteos, a cargo del diputado Javier Martín
Zambrano Elizondo, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 24 de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Javier Martín Zambrano Elizondo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del di-
putado Francisco Javier Calzada Vázquez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, suscrita por diversos diputados del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Coordinación Fiscal y de la Ley Federal de Derechos, a
cargo del diputado Francisco Javier Calzada Vázquez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que reforma la fracción XXVI y se recorre el numeral y
contenido de las fracciones XXVI a XXIX del artículo 132
y se adiciona una fracción VII al artículo 994 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo del diputado Obdulio Ávila Ma-
yo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley Gene-
ral de Salud, a cargo del diputado Francisco Javier Calza-
da Vázquez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputa-
da Martha García Müller, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2 de la Ley del Impuesto Especial
Sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado Fran-
cisco Javier Calzada Vázquez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por
diversos diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, del Có-
digo Penal Federal, de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público y de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, a cargo
del diputado Francisco Javier Calzada Vázquez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Martha García Müller, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 12 de la Ley General que estable-
ce las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública, a cargo del diputado Carlos Madrazo Li-
món, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financie-
ros y de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Ser-
vicios Financieros, suscrita por los diputados Jaime Verdín
Saldaña y Martín Malagón Ríos, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)



Que reforma el artículo 2 de la Ley de Planeación, a cargo
de la diputada Elda Gómez Lugo, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Que deroga los artículos 238 y 238-A de la Ley Federal de
Derechos y reforma el 89 de la Ley General de Vida Sil-
vestre, a cargo del diputado Pascual Bellizzia Rosique, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Elsa de Guada-
lupe Conde Rodríguez, del Grupo Parlamentario Alternati-
va. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 27 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
Luis Fernando Rodríguez Ahumada, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 85 del Código Penal Federal y 5
de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, a
cargo de la diputada Yary del Carmen Gebhardt Garduza,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 354 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
Faustino Javier Estrada González, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo y de la Ley General de Educación, a
cargo del diputado Luis Enrique Benítez Ojeda, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 6o. de la Ley que Establece las
Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentencia-
dos y el 18 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo de la diputada Beatriz Manrique
Guevara, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 77 de la Ley Federal de Radio y Te-
levisión, a cargo del diputado Mario Enrique del Toro, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 29 de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones, suscrita por los diputados Mayra Gisela Peñue-
las Acuña y Gilberto Ojeda Camacho, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que reforma los artículos 93 y 188 del Código Federal de
Procedimientos Civiles, a cargo del diputado Faustino Ja-
vier Estrada González, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la
Ley General de Educación y expide la Ley del Instituto Na-
cional para la Evaluación de la Educación, a cargo de la di-
putada Guillermina López Balbuena, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, a cargo de la diputada Verónica Velasco Rodríguez,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 165 Quáter al Código Federal de
Procedimientos Penales, a cargo de la diputada Bertha Yo-
landa Rodríguez Ramírez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta y de la Ley del Impuesto Em-
presarial de Tasa Única, suscrita por los diputados José Al-
fonso Suárez del Real y Aguilera, Pablo Trejo Pérez y Au-
rora Cervantes Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 366 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Elda Gómez Lugo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que expide la Ley Federal Pro-Campo y reforma el artícu-
lo 71 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del
diputado Ramón Barajas López, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 5 de la Ley Federal para Prevenir
y Eliminar la Discriminación, a cargo del diputado Jorge
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Quintero Bello, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y expi-
de la Ley General de Acceso a la Participación Ciudadana,
a cargo del diputado Efraín Morales Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 3 Bis a la Ley Federal Contra la
Delincuencia Organizada, a cargo de la diputada Patricia
Villanueva Abraján, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 259 Bis del Código Penal Federal,
a cargo del diputado José Luis Aguilera Rico, del Grupo
Parlamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 94 de la Ley General de Población,
a cargo del diputado Manuel Portilla Diéguez, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 12 de la Ley General de Educa-
ción, suscrita por diversos diputados del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo del diputado David Mendoza Arellano, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Asociaciones Religiosas y Culto Público, a cargo de la di-
putada Patricia Villanueva Abraján, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 5 de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos, a cargo de la
diputada Ma. de los Ángeles Jiménez del Castillo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado José Ro-
sas Aispuro Torres, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona el artículo 71 de la Ley General de
Desarrollo Social, suscrita por los diputados Gerardo Prie-
go Tapia y Rubí Laura López Silva, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 4 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Joel Are-
llano Arellano, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 4-B de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Antonio Vega Corona, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de las Leyes
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, y Federal de Procedimiento Administrativo, a cargo del
diputado Christian Martín Lujano Nicolás, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de las Personas con Discapacidad, a cargo del di-
putado Eduardo Espinosa Abuxapqui, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

De decreto para que se inscriba con letras de oro en el Mu-
ro de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro la le-
yenda “A la generación democratizadora de 1968”, suscri-
ta por los diputados Martha Angélica Tagle Martínez y
Elías Cárdenas Márquez, del Grupo Parlamentario Conver-
gencia. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Manuel Salvador Salgado Amador, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 28 de la Ley para la Protección de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Mónica Arriola, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza. (Turno a Comisión) 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General que Establece las Bases de Coordinación del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, suscrita por diversos
diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)



Que reforma el artículo 40 de la Ley de Coordinación Fis-
cal, suscrita por diversos diputados del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 32 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Mónica Arriola, del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza. (Turno a Comisión) 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, a cargo de la diputada Silvia Luna Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma el artículo 19 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado
Alberto Amador Leal, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Dictámenes de primera lectura

De las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social,
de Seguridad Social, y de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma diversos artículos de la
Ley del Seguro Social

De la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 5, 6, 9 y 10 de la Ley de la
Policía Federal Preventiva

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso al ciudadano Tomás López Alonso
para aceptar y usar la condecoración de la Orden de Isabel
la Católica, en grado de Cruz de Oficial, que le confiere el
Gobierno del Reino de España

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos José Francisco Ma-
yo Martínez, Carlos Navarro Fernández e Israel Álvarez
Torres para prestar servicios en la Embajada de Estados
Unidos de América en México y en su Consulado en Ciu-
dad Juárez, Chihuahua

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Puntos Constitucionales, con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos 4o. y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Equidad y Género, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma los artículos 107 y
108 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona un párrafo al artícu-
lo 62 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona una fracción V al ar-
tículo 2o. de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma el párrafo tercero del
artículo 173 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente.

De la Comisión de la Función Pública, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 11 de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma la fracción III del artículo 112, las fracciones II y
VIII del 115, y el artículo 307; y adiciona la fracción IX al
artículo 115 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 222 Bis a la Ley General de Salud.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Población.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que reforma el segundo pá-
rrafo del artículo 150 de la Ley General de Población.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 200819



Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados20

De las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, y de Equidad y Género, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Educación.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que adiciona las fracciones
XIV Bis al artículo 7 y X al 14 de la Ley General de Edu-
cación.

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto relativo a la revisión de la Cuenta de la
Hacienda Pública Federal de 2002.

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto relativo a la revisión de la Cuenta de la
Hacienda Pública Federal de 2003.

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto relativo a la revisión de la Cuenta de la
Hacienda Pública Federal de 2004..

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso al ciudadano José Antonio Fernández
Carbajal para aceptar y usar la condecoración Encomienda
de la Orden de Isabel la Católica, que le otorga el Gobier-
no de España.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso al ciudadano Antonio Rullán Dichter
para aceptar y desempeñar el cargo de cónsul honorario de
la Federación de Rusia en Acapulco, con circunscripción
consular en Guerrero.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos José Alejandro Del-
gado Ruiz, Jorge Enrique Servín Fuentes y José Manuel
Cacho Aguilar para prestar servicios en la delegación de la
Comisión Europea en México.

De la Comisión de Seguridad Pública, con puntos de acuer-
do para exhortar al titular del Ejecutivo Federal para que a
través de los titulares de la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal, de la Procuraduría General de la República y de la Se-
cretaría de Seguridad Pública evalúen la implantación, con
carácter preventivo, de un operativo conjunto de combate a
la delincuencia organizada en Baja California Sur.

De la Comisión de Seguridad Pública, con puntos de acuer-
do para exhortar al Consejo Nacional de Seguridad Públi-

ca a evaluar lo relativo a la incidencia delictiva en el pró-
ximo acuerdo que emita para la aprobación de criterios de
asignación, formulas y variables utilizadas en el cálculo
para la distribución de los recursos del Fondo de Aporta-
ciones de los Estados y del Distrito Federal.

Proposiciones

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos
para el Programa Integral contra Inundaciones en Tabasco,
a cargo del diputado Moisés Félix Dagdug Lützow, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren más recur-
sos para infraestructura carretera, educación, turismo y sa-
lud en Chiapas, a cargo del diputado Antonio Díaz Athié y
suscrita por diversos legisladores del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo turno a Co-
misión) 

Con punto de acuerdo, relativo al contrato de interconexión
de energía solar, a cargo del diputado Diego Cobo Terrazas,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos
para el rescate del centro cultural Alberto M. Alvarado, en
Gómez Palacio, Durango, a cargo de la diputada Aída Ma-
rina Arvizu Rivas, del Grupo Parlamentario de Alternativa.
(Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos pa-
ra garantizar la continuidad del programa de nivelación sa-
larial del personal de los Colegios de Bachilleres, a cargo del
diputado Pablo Trejo Pérez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Sólo turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la CFE que
condone el pago de energía eléctrica a los habitantes de
San Blas, Santiago y Tuxpan, Nayarit, e indemnice por los
daños que causó la apertura de las compuertas de las pre-
sas El Cajón y Aguamilpa, en la misma entidad, a cargo del
diputado Sergio Sandoval Paredes, del Grupo Parlamenta-



rio del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos
para construir la carretera Gómez Palacio-Gregorio García,
Durango, a cargo de la diputada Aída Marina Arvizu Rivas,
del Grupo Parlamentario de Alternativa. (Sólo turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos
para construir la carretera Santa Catarina-Juquila-San Mar-
cos Zacatepec-Río Grande, Oaxaca, a cargo del diputado
Pablo Trejo Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos
para crear en esta soberanía un centro de estudios sobre se-
guridad pública, a cargo del diputado Gerardo Octavio Var-
gas Landeros, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos
para el Programa de Prevención y Combate de Incendios
Forestales del Distrito Federal, a cargo del diputado Octa-
vio Adolfo Klimek Alcaraz, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Sólo turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa a
promover con la Semarnat la producción de cultivos orgá-
nicos e impulsar políticas públicas para fortalecer la agri-
cultura orgánica certificada, a cargo del diputado Arnulfo
Elías Cordero Alfonzo, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Sólo turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se mantengan los recur-
sos considerados para el Programa de Seguridad Alimenta-
ria, suscrita por los diputados Efraín Peña Damacio y Mo-
desto Brito González, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob a
emitir la declaratoria de desastre respecto a los municipios
de Oaxaca que resultaron afectados por las ondas tropica-
les números 31 y 32, a cargo del diputado Jorge Toledo

Luis, del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2009 se consideren recursos
para el Programa de Infraestructura en Salud del Distrito
Federal, suscrita por los diputados Maricela Contreras Ju-
lián y Efraín Morales Sánchez, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Sólo turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a las obras y a los recursos
para atender las zonas de Veracruz afectadas por las lluvias,
a cargo del diputado Íñigo Antonio Laviada Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se cita a comparecer al ti-
tular de la SHCP para que informe respecto de las acciones
que emprenderá contra los responsables de los actos y omi-
siones perpetrados por servidores públicos de esa depen-
dencia con relación a la operación mediante la cual se fu-
sionaron Citibank y Banamex, a cargo del diputado Juan
Nicasio Guerra Ochoa, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
Segob instale una mesa de negociación, con la participa-
ción de diversas instancias, a efecto de resolver los con-
flictos mineros de Sonora, Zacatecas y Guerrero, a cargo
del diputado Alberto Esteva Salinas, del Grupo Parlamen-
tario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar al titular de la Semar-
nat inicie la gestión ante la UNESCO a fin de que la reser-
va de la biosfera de Los Petenes se integre a la lista de lu-
gares considerados patrimonio natural de la humanidad, a
cargo del diputado Jorge Rubén Nordhausen González, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF, al
SAT y a la PGR a que se cumplan los procedimientos de
ley relativos a los resultados de la investigación del desvío
de recursos por parte del gobierno de Oaxaca y el origen
del capital para la construcción del Sedna, hospital situado
en la colonia Pedregal de Carrasco, Distrito Federal, a car-
go del diputado José Luis Varela Lagunas, del Grupo Par-
lamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)
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Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo federal a
reforzar la vigilancia en las aduanas y fortalecer los pro-
gramas de protección al migrante, a cargo del diputado An-
drés Bermúdez Viramontes, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el cual se exhorta a la Junta de
Coordinación Política a crear un grupo de trabajo relacio-
nado con la Alianza por la Calidad de la Educación, sus-
crita por los diputados Adrián Pedrozo Castillo y Alejandro
Sánchez Camacho, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno y
a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca
a garantizar la seguridad, tornar eficiente el sistema judi-
cial local y aplicar el estado de derecho en la procuración
y administración de justicia, a cargo del diputado José Luis
Varela Lagunas, del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SHCP eli-
mine el subsidio del diesel adquirido por buques mercantes
de bandera extranjera en el país, suscrita por los diputados
Marco Antonio Peyrot Solís y Gerardo Buganza Salmerón,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Comisión Intersecretarial de
Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados
emita un informe detallado de los comentarios recabados
por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria sobre los
puntos planteados en el dictamen elaborado por ella mis-
ma, a cargo de la diputada Adriana Díaz Contreras, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Sagarpa emita el Reglamen-
to de la Ley de Productos Orgánicos, a cargo del diputado
Fabián Fernando Montes Sánchez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Sagarpa facilite la ejecución
federalizada del Programa de Uso Sustentable de los Re-
cursos Naturales para la Producción Primaria en el Distrito
Federal, a cargo del diputado Carlos Navarro López, del

Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que exhorta a la Comisión pa-
ra la Regularización de la Tenencia de la Tierra y a Ferro-
nales agilicen el trámite de regularización de la tenencia de
la tierra en asentamientos humanos irregulares de Tijuana,
Baja California, a cargo del diputado Ricardo Franco Ca-
zares, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal emita la declaratoria de zona de desastre Hidalgo de
Parral, Chihuahua, por los daños que ocasionaron las llu-
vias, y libere recursos del Fonden para atender a la pobla-
ción, a cargo del diputado Carlos Armando Reyes López,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se cita a comparecer al
titular de la Sagarpa para que informe a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público sobre el esquema de compras
anticipadas de maíz blanco de Sinaloa para el ciclo agrí-
cola 2007/2008, a cargo del diputado Juan Nicasio Guerra
Ochoa, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se crea una comisión es-
pecial para garantizar la soberanía alimentaria, a cargo de
la diputada Martha Angélica Tagle Martínez, del Grupo
Parlamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, a
la SE, a la Sener, a la CFE y a la Comisión Reguladora de
Energía instauren mecanismos para ajustar y reducir las ta-
rifas de los sectores más vulnerables del país, a cargo de la
diputada Mónica Arriola, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para que el Congreso de la Unión
otorgue un reconocimiento público a los deportistas mexi-
canos que obtuvieron medalla en los Juegos Olímpicos de
Beijing de 2008, a cargo del diputado José Luis Aguilera
Rico, del Grupo Parlamentario de Convergencia. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CNBV vi-
gile que se cumpla el artículo 65 de la Ley de Instituciones
de Crédito, a cargo del diputado Obdulio Ávila Mayo, del



Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la celebración del primer
Congreso mundial del deporte, suscrita por los diputados
Mauricio Ortiz Proal y José Jesús Reyna García, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud a prohibir la venta de “bebidas energéticas”, a car-
go del diputado José Luis Aguilera Rico, del Grupo Parla-
mentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP es-
tablezca en la Ley de Ingresos de la Federación para 2009
un impuesto especial al consumo de bolsas de plástico, de
cualquier polímero y espesor, a cargo del diputado José
Gildardo Guerrero Torres, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador
de Tlaxcala resolver los problemas locales de inseguridad,
a cargo del diputado Alberto Amaro Corona, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE y a la
Sectur para que las artesanías mexicanas cuenten con la le-
yenda de “manos mágicas”, a cargo de la diputada Elda
Gómez Lugo, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal instruya a la PGR la creación de una fiscalía espe-
cial para la prevención de delitos contra el patrimonio cul-
tural y la atención del tráfico de bienes culturales, a cargo
del diputado Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que solicita a los titulares de
las dependencias del Ejecutivo federal responsables del
ejercicio del programa especial concurrente de 2008 pre-
senten a esta soberanía un informe pormenorizado del
avance presupuestal de cada una de las dependencias invo-
lucradas, suscrita por los diputados Celso David Pulido
Santiago, Alejandro Martínez Hernández y Carlos Ernesto
Navarro López, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo al proceso de licitación pa-
ra las concesiones que se otorgarán en el desarrollo del pro-
yecto Puerto Bahía Colonet, suscrita por los diputados
Francisco Javier Paredes Rodríguez y Héctor Manuel Ra-
mos Covarrubias, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la SCT y la SSP obligue a los
vehículos pesados y los que transporten materiales peligro-
sos a transitar por la autopista Irapuato-Querétaro, y no por
la carretera 45, a cargo del diputado Martín Malagón Ríos,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a declarar el 20 de enero como Día Nacional para
Erradicar la Pobreza, a cargo del diputado Gerardo Priego
Tapia, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para que se integre una mesa de tra-
bajo de alto nivel con representantes del Ejecutivo federal,
del Congreso de la Unión y de los Poderes Ejecutivos y
Legislativos de Oaxaca y de Chiapas para resolver los pro-
blemas limítrofes y agrarios entre dichos estados, a cargo
del diputado Martín Ramos Castellanos, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la SHCP acuerde la amplia-
ción del horario de aplicación de la tarifa 9n para el uso
agrícola a las 24 horas del día, a cargo del diputado Fran-
cisco Javier Calzada Vázquez, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular del
Ejecutivo federal para que a través de la Sedena y autori-
dades civiles federales se suspendan de inmediato los cate-
os domiciliarios en Culiacán, Sinaloa, suscrita por los di-
putados Sonia Nohelia Ibarra Franquez, Alliet Mariana
Bautista Bravo y Juan Nicasio Guerra Ochoa, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso de
Tamaulipas legisle a favor de la pronta homologación del
calendario electoral del estado, suscrita por diputados del
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Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno de
Oaxaca a instituir un programa contra la desnutrición en la
entidad, a cargo del diputado José Luis Varela Lagunas, del
Grupo Parlamentario de Convergencia. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la titular de
la SEP que suspenda la distribución del éxito en ventas
Cuando el monstruo despierta, por violar la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General
de Educación y demás normatividad en la materia, a cargo
del diputado Miguel Ángel Solares Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno de
Oaxaca a establecer a través de la Semarnat mecanismos
para preservar los árboles históricos de la ciudad capital, a
cargo del diputado José Luis Varela Lagunas, del Grupo
Parlamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del director del Centro Nacional de Trasplantes para
que informe de la situación que prevalece en los hospitales
donde se realizan trasplantes, a cargo de la diputada May-
ra Gisela Peñuelas Acuña, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP y a la
Secretaría de Educación de Tabasco implanten programas
educativos que permitan elevar el nivel académico en la
educación media superior en dicha entidad, a cargo del di-
putado Moisés Dagdug Lützow, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, relativo a las obras de rehabilitación
del puente de Metlac, en la autopista Orizaba-Córdova, Ve-
racruz, a cargo del diputado Pedro Montalvo Gómez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congre-
sos locales y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
armonicen sus legislaciones en materia de prevención y
sanción de la desaparición forzada de personas, a cargo del

diputado Gerardo Priego Tapia, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, sobre la relación entre el gobierno
estatal y los municipales en Oaxaca, a cargo del diputado
Carlos Altamirano Toledo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, relativo a la promoción de los re-
sultados de diversos programas sociales que ha enviado el
Ejecutivo federal a los beneficiarios en el contexto del Se-
gundo Informe de Gobierno, a cargo del diputado Luis En-
rique Benítez Ojeda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sedena y
a la SCT a fin de que la base militar aérea número 2, en
Ciudad Ixtepec, Oaxaca, dé reapertura a la aviación co-
mercial, a cargo del diputado José Luis Varela Lagunas, del
Grupo Parlamentario de Convergencia. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
de Vivienda, al Consejo Nacional del Vivienda y a la Co-
misión Intersecretarial del Vivienda otorguen facilidades a
las personas cuyos créditos de interés social han sido re-
chazados por tener reportes negativos en el buró de crédi-
to, a cargo de la diputada Beatriz Manrique Guevara, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener a
coordinar los trabajos para la realización de un acuerdo de
carácter regional entre Pemex, organismos subsidiarios y
contratistas con los estados y los municipios de la cuenca
de Burgos, suscrita por integrantes de la Comisión Especial
de la Cuenca de Burgos. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a instituir y celebrar el Día Nacional del Niño por
Nacer, a cargo del diputado Leonardo Magallón Arceo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno y
a la PGJ de Oaxaca a investigar la agresión física que su-
frieron autoridades de Zimatlán de Álvarez el 30 de agosto
del año en curso, a cargo del diputado Othón Cuevas Cór-



dova, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral a revisar a través de la SCT la inoperatividad de la lí-
nea férrea Sánchez-Oaxaca, y a revocar la concesión de Fe-
rromex, a cargo del diputado José Luis Varela Lagunas, del
Grupo Parlamentario de Convergencia. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
ejecute lo establecido en la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo del diputa-
do Diego Cobo Terrazas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a través de la STPS, a implantar acciones para
combatir el trabajo infantil, a cargo de la diputada Holly
Matus Toledo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
SCT retire o reubique la caseta de cobro de Chalco, en la
autopista México-Puebla, a cargo de la diputada Alma Li-
lia Luna Munguía, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal expida el Reglamento de la Ley para Prevenir y
Sancionar la Trata de personas y establecer una comisión
intersecretarial en la materia, a cargo de la diputada Holly
Matus Toledo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las legisla-
turas estatales a adecuar su normativa electoral conforme a
la reforma constitucional de 2007, a cargo del diputado
Fernando Enrique Mayans Canabal, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente
resolución)

Con punto de acuerdo, para que se cite a comparecer al ti-
tular de la Sagarpa a fin de que esclarezca los subejercicios
de la dependencia en 2008, de que explique las acciones di-
rigidas a apoyar el campo por las recientes lluvias que han
azotado al país y de que rinda cuenta de la glosa del Se-
gundo Informe de Gobierno presentado por el titular del
Ejecutivo este 1o. de septiembre, a cargo del diputado Jo-
sé Rubén Escajeda Jiménez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a realizar a través de las dependencias competentes,
y en coordinación con las Comisiones de Recursos Hidráu-
licos de las Cámaras de Senadores y de Diputados, una re-
visión detallada del Programa Nacional Hídrico, a cargo
del diputado Cuauhtémoc Velasco Oliva, del Grupo Parla-
mentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que se realicen estudios téc-
nicos justificativos para declarar un área natural protegida
en San Miguel de Allende, Guanajuato, a cargo de la dipu-
tada Beatriz Manrique Guevara, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF a au-
ditar el pabellón de México en la Exposición Internacional
del Agua, celebrada el presente año en Zaragoza, España, a
cargo del diputado Mario Enrique del Toro, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular del
IMSS a invertir más recursos en el municipio de San Fer-
nando, Tamaulipas, a efecto de mejorar la calidad de los
servicios de salud y subsanar deficiencias en prestaciones
sociales, a cargo del diputado Tomás Gloria Requena, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP a
efecto de que los alumnos devuelvan los libros de texto
gratuitos del año anterior, a cargo de la diputada Dolores
María del Carmen Parra Jiménez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Comisión
de Turismo de esta soberanía que integre una subcomisión
plural que analice el efecto del derecho por servicio migra-
torio en el turismo, en la industria de cruceros y en la eco-
nomía de los destinos de los cruceros turísticos, a cargo del
diputado Víctor Manuel Lizárraga Peraza, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la eliminación del certifi-
cado fitosanitario para exportar productos citrícolas, a cargo
del diputado Pedro Montalvo Gómez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Urgente re-
solución)
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Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso de
Tabasco a expedir disposiciones legales para promover la
igualdad entre mujeres y hombres, a cargo del diputado
Gerardo Priego Tapia, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a implantar mediante la STPS acciones que comba-
tan el trabajo infantil, a cargo de la diputada Holly Matus
Toledo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de que el Consejo de Salubri-
dad General instaure un programa de emergencia para
atender a la población de El Salto y Juanacatlán, Jalisco,
que ha sido víctima de la contaminación ambiental del río
Santiago y de los desechos sólidos municipales, a cargo del
diputado Héctor Padilla Gutiérrez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congre-
sos estatales a armonizar su legislación con los tratados in-
ternacionales en materia de discriminación y protección de
los derechos humanos, a cargo del diputado Gerardo Prie-
go Tapia, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Semarnat
que amplíe el polígono del área de refugio para la protec-
ción de la vaquita marina y que, con la SRE, entregue un
informe de los recursos destinados a salvar dicha especie,
a cargo del diputado Christian Martín Lujano Nicolás, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a establecer los mecanismos necesarios para salva-
guardar la confidencialidad de la información personal de
los usuarios de los servicios de telefonía, a cargo de la di-
putada Dolores María del Carmen Parra Jiménez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, sobre el ilegal bloqueo económico,
comercial y financiero impuesto por Estados Unidos de
América contra el pueblo de Cuba, suscrita por diputados
de los Grupos Parlamentarios de los Partidos: de la Revo-
lución Democrática, de Convergencia y del Trabajo. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la actualización y al me-
joramiento de las tarifas eléctricas en apoyo de los grupos
de menores ingresos, a cargo del diputado Pedro Montalvo
Gómez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
y a la Profepa a fortalecer con la Sedena y la PFP las ope-
raciones e inspecciones en la reserva de la biosfera Mari-
posa Monarca, a cargo de la diputada Blanca Luna Bece-
rril, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la titular de
la SEP a actualizar el Reglamento de Cooperativas Escola-
res, a cargo de la diputada Holly Matus Toledo, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo fe-
deral que eleve de “componente” a “eje” el estatus actual
del Programa Nacional Integral de Reconversión Producti-
va, a fin de que el Presupuesto de Egresos de la Federación
se le destinen mayores recursos, a cargo de la diputada Ir-
ma Piñeyro Arias, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sectur a
incluir Sombrerete, Zacatecas, en el programa Pueblos Má-
gicos de México, a cargo de la diputada María Dolores
González Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la revisión de las condi-
ciones generales de trabajo de las empresas prestadoras de
servicios en esta soberanía, suscrita por los diputados
Humberto Zazueta Aguilar, Rosario Ignacia Ortiz Maga-
llón y Alliet Mariana Bautista Bravo, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente
resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener a to-
mar las medidas necesarias a efecto de que Pemex reduzca
el precio del gasóleo doméstico, del gas LP y del gas natu-
ral para los consumidores del estado de Chihuahua, a car-
go del diputado Enrique Serrano Escobar, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión) 

Con punto de acuerdo, relativo a los combustibles de bajo
azufre y al transporte sustentable, a cargo del diputado Jo-



sé Antonio Arévalo González, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
a declarar áreas naturales –mediante las dos comisiones co-
rrespondientes– diversas regiones del país, a cargo del di-
putado Christian Martín Lujano Nicolás, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Segob, de la SHCP, del Banco de México y de la
CNBV a intervenir frente a las extorsiones telefónicas, a
cargo del diputado Salvador Barajas del Toro, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Semarnat
que promueva el desarrollo del proyecto de recuperación
de especies prioritarias para diversos primates, a cargo del
diputado Christian Martín Lujano Nicolás, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
a realizar mediante la Comisión Nacional para el Conoci-
miento y Uso de la Biodiversidad estudios de población de
diversas especies de reptiles y a tomar las medidas condu-
centes a preservarlas, a cargo del diputado Christian Mar-
tín Lujano Nicolás, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
y a la Secretaría de Medio Ambiente del Distrito Federal a
realizar un programa de conservación, rescate y aprove-
chamiento de las barrancas, a cargo del diputado Christian
Martín Lujano Nicolás, del Partido Acción Nacional. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que por el que se exhorta al
titular del Conacyt a elaborar y hacer pública una base de
datos de sus becarios actuales y anteriores, a cargo del di-
putado Javier Zambrano Elizondo, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Excitativas

A las Comisiones de Gobernación y de Energía, a solicitud
de la diputada Dolores de María Manuell-Gómez Angulo,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

A la Comisión de Justicia, a solicitud del diputado Manuel
Cárdenas Fonseca, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza.

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público, a solicitud
del diputado Manuel Cárdenas Fonseca, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza.

A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, a soli-
citud del diputado Manuel Cárdenas Fonseca, del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza. 

A la Comisión de Puntos Constitucionales, a solicitud del
diputado Manuel Cárdenas Fonseca, del Grupo Parlamen-
tario de Nueva Alianza. 

A la Comisión de Justicia, a solicitud del diputado Manuel
Cárdenas Fonseca, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

A la Comisión de Pesca, a solicitud del diputado Manuel
Cárdenas Fonseca, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público, a solicitud
del diputado Manuel Cárdenas Fonseca, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza.

Efemérides

Relativa a la conmemoración del 184 aniversario de la de-
cisión libre, soberana y democrática del pueblo chiapaneco
para sumarse al Pacto Federal Mexicano, por celebrarse el
14 de septiembre, a cargo de los diputados Martín Ramos
Castellanos y Martha Cecilia Díaz Gordillo, de los Grupos
Parlamentarios de los Partidos de la Revolución Democrá-
tica y Acción Nacional, respectivamente.

Relativa al aniversario de la Declaración de las Naciones
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, a car-
go del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Relativa al cuadragésimo octavo aniversario de la naciona-
lización de la industria eléctrica, por celebrarse el 27 de
septiembre, a cargo del diputado José Antonio Almazán
González, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática.
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Relativa al Día Mundial del Linfoma, por celebrarse el 15
de septiembre, a cargo de la diputada Josefina Salinas Pé-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de
la sesión anterior. Pido a la Secretaría que consulte a la
asamblea se le dispense la lectura, tomando en considera-
ción que ha sido publicada previamente en la Gaceta Par-
lamentaria.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura
del acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes treinta de septiembre de
dos mil ocho, correspondiente al Primer Periodo de Sesio-
nes Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Sexagési-
ma Legislatura.

Presidencia del diputado
César Duarte Jáquez

En el Palacio Legislativo de San Lázaro, en la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de 290 di-
putadas y diputados, a las 11 horas con 27 minutos del mar-
tes 30 de septiembre de 2008, el Presidente declara abierta
la sesión.

En sendas votaciones económicas, la asamblea dispensa la
lectura al orden del día, al acta de la sesión anterior y
aprueba esta última.

La Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal,
invita a las ceremonias cívicas a celebrarse:

• El 2 de octubre 2008, con motivo del Día de Duelo en
el Distrito Federal, por las víctimas de la masacre de es-
te día de mil novecientos sesenta y ocho.

• El 4 de octubre de 2008, con motivo del Bicentenario
Luctuoso de Francisco Primo de Verdad y Ramos.

Se designan sendas comisiones de representación.

La Secretaría de Turismo, remite contestación a punto de
acuerdo aprobado en la Cámara de Diputados. Se remite a
la Comisión de Turismo para su conocimiento.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 47 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, los ciudadanos René
Lezama Aradillas y Alberto Esteva Salinas, diputados fe-
derales electos en el XV distrito electoral del estado de
Puebla y III circunscripción plurinominal respectivamente,
solicitan licencia por tiempo indefinido para separarse de
sus funciones. En sendas votaciones económicas, la asam-
blea aprueba los puntos de acuerdo por los que se concede
la licencia solicitada y se llama a los suplentes. Comuní-
quense. Se concede el uso de la palabra para referirse a la
segunda solicitud de licencia a la diputada Layda Elena
Sansores San Román, de Convergencia y desde sus respec-
tivas curules, a los diputados José Manuel del Río Virgen,
Juan Abad de Jesús, ambos de Convergencia; Othón Cue-
vas Córdova, del Partido de la Revolución Democrática,
José Antonio Díaz García, José Guillermo Fuentes Ortiz,
ambos del Partido Acción Nacional y Alberto Esteva Sali-
nas, de Convergencia.

La Junta de Coordinación Política expone a consideración
del Pleno:

• La baja del diputado Juan Manuel Parás González,
como secretario de la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública.

• El alta del diputado Joel Ayala Almeida, como secre-
tario de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

En votación económica, la asamblea autoriza los cambios
solicitados.

La Coordinación Ejecutiva de Petróleos Mexicanos, remi-
te el Informe de los Ingresos Netos obtenidos en flujo de
efectivo correspondientes al periodo enero-agosto, compa-
rado contra el presupuesto original. Se remite a las Comi-



siones de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y
Cuenta Pública.

La Secretaría de Gobernación envía contestación a punto
de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados. Se re-
mite a las comisiones de Salud, y de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para su conocimiento.

Se recibe del Senado de la República:

a) Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artí-
culo 85-B de la Ley Federal de Derechos, presentada por el
senador Antonio Mejía Haro, del Partido de la Revolución
Democrática. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público.

b) Cinco oficios con los que remite proposiciones con pun-
tos de acuerdo relativos al Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2009, presentadas
por diversos senadores. Se turnan a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.

c) Minutas con proyecto de decreto que:

• Reforma la fracción XIII y adiciona una fracción XIV
al artículo 7o.; reforma el inciso d) y adiciona un inciso
e), a la fracción I del artículo 16; adiciona las fracciones
XI, XII, XIII, XIV y XV al artículo 44; se adiciona un
segundo párrafo al artículo 52; se reforman las fraccio-
nes XV y XVI, y se adicionan una fracción XVII al ar-
tículo 64; y VI al artículo 71 de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones. Se turna a la Comisión de
Comunicaciones, con opinión de la Comisión de Radio,
Televisión y Cinematografía.

• Adiciona un artículo 182-S al Código Federal de Pro-
cedimientos Penales. Se turna a la Comisión de Justicia.

El Congreso de Veracruz, remite iniciativa con proyecto de
decreto, que reforma el primer párrafo del artículo 108 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.

Se otorga el uso de la tribuna, para referirse al 243 aniver-
sario del natalicio de don José María Morelos y Pavón, a
los diputados: Daniel Chávez García, del Partido Acción
Nacional;

Presidencia del diputado
José Luis Espinosa Piña

Fausto Fluvio Mendoza Maldonado, del Partido de la Re-
volución Democrática;

Presidencia del diputado
César Duarte Jáquez

José Ascención Orihuela Bárcenas, del Partido Revolucio-
nario Institucional; María del Carmen Salvatori Bronca, de
Convergencia; Beatriz Manrique Guevara, del Partido Ver-
de Ecologista de México;

Presidencia del diputado
José Luis Espinosa Piña

Ricardo Cantú Garza, del Partido del Trabajo y Jacinto Gó-
mez Pasillas, de Nueva Alianza.

A las 12 horas con 11 minutos, se instruye el cierre del sis-
tema electrónico de asistencia con un registro de 426 di-
putadas y diputados.

La Secretaría da lectura a solicitud de la Junta de Coordi-
nación Política, para que se modifique el orden del día y se
incluya acuerdo de ésta, sobre la declaratoria de desastre
natural por la ocurrencia de lluvias extremas e inundacio-
nes en las entidades federativas afectadas, así como la en-
trega oportuna de los recursos del Fondo de Desastres Na-
turales. En sendas votaciones económicas, la asamblea
autoriza su inclusión y lo aprueba. Comuníquese.

Presidencia del diputado
César Duarte Jáquez

En votación económica, la asamblea autoriza la dispensa
de la lectura de los dictámenes con proyecto de decreto de
las comisiones:

a) De Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias,
por el que la Cámara de Diputados otorga la Medalla al
Merito Cívico “Eduardo Neri, Legisladores de 1913”, al
doctor Miguel León Portilla.

b) Unidas de Seguridad Social, de Defensa Nacional y de
Marina, que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas.
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c) De Equidad y Género, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia.

d) De Medio Ambiente y Recursos Naturales, que:

• Reforma los artículos 107 y 108 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

• Adiciona un párrafo al artículo 62 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

• Adiciona una fracción V al artículo 2o. de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

• Reforma el párrafo tercero del artículo 173 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. 

• Reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

e) De Puntos Constitucionales, que reforma y adiciona los
artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

f) De la Función Pública, que reforma el artículo 11 de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

g) De la Comisión de Salud, que:

Reforma la fracción III del artículo 112, las fracciones II y
VIII del artículo 115, el artículo 307 y se adiciona una frac-
ción IX al artículo 115 de la Ley General de Salud.

• Adiciona un artículo 222 Bis a la Ley General de Salud.

h) De Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, que:

• Reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Población.

• Reforma el segundo párrafo del artículo 150 de la Ley
General de Población.

i) Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos, y
de Equidad y Género, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General de Educación.

j) De Educación Pública y Servicios Educativos, que adi-
ciona la fracción décimo cuarta Bis al artículo siete y la
fracción décima al artículo catorce de la Ley General de
Educación. 

k) De Presupuesto y Cuenta Pública, relativos a la revisión
de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal, correspon-
dientes al: 

• Ejercicio Fiscal de 2002.

• Ejercicio Fiscal de 2003.

• Ejercicio Fiscal de 2004.

l) De Gobernación, que concede permisos a los ciudadanos:

• José Antonio Fernández Carbajal, para aceptar y usar
la condecoración “Encomienda de la Orden de Isabel la
Católica”, que le otorga el gobierno de España.

• Antonio Rullán Dichter, para aceptar y desempeñar el
cargo de cónsul honorario de la Federación de Rusia en
Acapulco, con circunscripción consular en Guerrero.

• José Alejandro Delgado Ruiz, Jorge Enrique Servín
Fuentes y José Manuel Cacho Aguilar, para prestar servi-
cios en la delegación de la Comisión Europea en México.

Son de primera lectura.

Desde su curul, el diputado Carlos Chaurand Arzate, del
Partido Revolucionario Institucional, solicita la dispensa
de la segunda lectura del dictamen con proyecto de decre-
to de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, por el que la Cámara de Diputados otorga
la Medalla al Merito Cívico “Eduardo Neri, Legisladores
de 1913”, al doctor Miguel León Portilla. En votación eco-
nómica, la asamblea dispensa la segunda lectura. Desde su
curul, el diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, del Par-
tido de la Revolución Democrática, se manifiesta en pro
del dictamen. En votación económica, la asamblea consi-
dera el asunto suficientemente discutido. Con un resultado
de 326 votos, el Presidente declara aprobado en lo general
y en lo particular el proyecto de decreto. Se instruye su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

En votación económica, la asamblea dispensa la lectura de
los dictámenes con proyecto de decreto de la Comisión de
Gobernación que concede permisos a los ciudadanos:



• Enrique Mier y Terán Suárez, para aceptar y desempe-
ñar el cargo de cónsul honorario de la República de Co-
rea en Tijuana, con circunscripción consular en Baja Ca-
lifornia.

• María de la Luz Tovar Martínez, Gustavo Hernández
Galván y Ramiro Rodríguez Hernández, para prestar
servicios en la Embajada de la República de Argentina
en México.

• Claudia Virginia Fernández Uribe, Jessica Ingrid So-
tomayor Cavazzani, Susan Consuelo Libbey Aguilera,
Efraín Salazar Hernández y Rosa Guadalupe Olguín
Sánchez, para prestar servicios en la Embajada de los
Estados Unidos de América en México.

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

Con un resultado de 313 votos en pro y tres abstenciones,
la Presidenta declara aprobados, en un solo acto, en lo ge-
neral y en lo particular, los proyectos de decreto de refe-
rencia. Pasan al Senado de la República para sus efectos
constitucionales.

En votación económica, la asamblea autoriza la lectura de
los puntos de acuerdo de los dictámenes en sentido negati-
vo de las comisiones:

a) De Atención a Grupos Vulnerables, que desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto, que adiciona una fracción
XVIII al artículo 30 de la Ley General de las Personas con
Discapacidad.

b) Defensa Nacional, que desecha la iniciativa con proyec-
to de decreto, que reforma el artículo 16 de la Ley Orgáni-
ca del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

c) De Vivienda, que desecha la iniciativa con proyecto de
decreto, que reforma los artículos 71, 78 y 83 de la Ley de
Vivienda.

d) Unidas de Economía, y de Hacienda y Crédito Público,
que desecha la iniciativa con proyecto de decreto, que re-
forma la Ley del Impuesto sobre la Renta y la Ley de los
Impuestos Generales de Importación y Exportación.

e) Unidas de Hacienda y Crédito Público, y de Fortaleci-
miento al Federalismo, que desecha la iniciativa con pro-

yecto de decreto, que expide la Ley de Coordinación Ha-
cendaria.

f) De Justicia, que desechan iniciativas con proyecto de de-
creto que:

• Adiciona un inciso 35) a la fracción I del artículo 194
del Código Federal de Procedimientos Penales y refor-
ma el artículo 223 del Código Penal Federal.

• Reforma el párrafo cuarto al artículo 343 Bis del Có-
digo Penal Federal.

• Reforma la fracción II del artículo 76 Bis de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

• Adiciona el artículo 197-C y reforma la fracción IV al
artículo 211 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

• Adiciona en el Libro II del Título XXVII denominado
“De los delitos contra el deporte” del Código Penal Fe-
deral.

• Reforman y adicionan en cuatro iniciativas, diversas
disposiciones del Código Civil Federal.

• Reforma los artículos 306 y 308 del Código Federal de
Procedimientos Civiles.

• Reforma los artículos 323 Bis y 323 Ter y se adiciona
un artículo 323 Quater al Capítulo III Título VI del Có-
digo Civil Federal.

g) De Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, que
desechan iniciativas con proyecto de decreto, que:

• Reforman diversas disposiciones, en dos iniciativas,
de la Ley General de Población. Desde su curul, el di-
putado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, del Partido de
la Revolución Democrática, solicita la reserva de este
asunto y la Presidencia señala que en su oportunidad así
se hará.

• Expide la Ley Federal de Protección a los Trabajado-
res Migrantes y sus Familias.
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• Reforma la fracción segunda del artículo 7o. y adicio-
na el artículo 11 de la Ley General de Población.

h) De Recursos Hidráulicos, que desechan iniciativas con
proyecto de decreto que:

• Reforma el artículo 29 Bis de la Ley de Aguas Nacio-
nales.

• Reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Aguas Nacionales.

i) De Salud, por los que desechan iniciativas con proyecto
de decreto, que:

• Reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud.

• Reforma y adiciona los artículos 195 y 216 de la Ley
General de Salud.

• Adiciona un artículo 233 Bis a la Ley General de Sa-
lud.

• Adiciona una fracción V al artículo 119 de la Ley Ge-
neral de Salud.

j) De la Función Pública, que desechan iniciativas con pro-
yecto de decreto, que:

• Reforma el artículo 28 de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo.

• Reforma el artículo 44 de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo.

k) De Presupuesto y Cuenta Pública, que desechan inicia-
tivas con proyecto de decreto, que:

• Reforman y adicionan, en dos iniciativas, los artículos
18 y 28 del decreto de Presupuesto de Egresos para el
Ejercicio Fiscal de 2007.

• Reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

• De decreto interpretativo, en dos iniciativas, del artí-
culo XIV Transitorio y del Anexo 7 del Programa Espe-
cial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable; y

por el que se aclara y explica la aplicación y destino es-
pecífico de los recursos establecidos en el Anexo 7, Pro-
grama Especial Concurrente para el Desarrollo Rural
Sustentable, Ramo 16, Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, del Presupuesto de Egresos de 2007.

• Reforma el artículo III Transitorio del decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2006.

• Reforma diversas disposiciones del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2007.

l) De Vivienda, que desecha la minuta con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 14, adiciona un primer párra-
fo al artículo 25 y una fracción al artículo 30 de la Ley de
Vivienda.

m) De Hacienda y Crédito Público, que desechan minutas
con proyecto de decreto que:

• Reforma y adiciona la Ley para Regular las Socieda-
des de Información Crediticia.

• Reforma el primer párrafo del artículo 68 de la Ley de
Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financie-
ros.

• Adiciona la Ley Federal para la Administración y Ena-
jenación de Bienes del Sector Público y se adiciona un
artículo 62 Bis a la Ley de Protección al Ahorro Banca-
rio.

n) De Salud, que desecha la minuta con proyecto de decre-
to que reforma la fracción III del artículo 112 de la Ley Ge-
neral de Salud.

En votación económica, la asamblea aprueba los puntos de
acuerdo no reservados. Se instruye archivar los expedien-
tes como asuntos totalmente concluidos. Concerniente a las
minutas con proyecto de decreto desechadas, se devuelven
a la Cámara de Senadores para los efectos del inciso d) del
artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. 

Se concede el uso de la tribuna a los diputados Cuauhté-
moc Sandoval Ramírez y Alberto Amaro Corona, ambos
del Partido de la Revolución Democrática, para hablar en
contra del dictamen de la Comisión de Población, Fronte-



ras y Asuntos Migratorios, por los que se desechan dos ini-
ciativas con proyecto de decreto, que reforman diversas
disposiciones de la Ley General de Población. Desde sus
respectivas curules, los diputados Juan José Rodríguez
Prats, del Partido Acción Nacional y Cuauhtémoc Sando-
val Ramírez, del Partido de la Revolución Democrática, re-
alizan comentarios de procedimiento y la Presidencia hace
la aclaración. En votación económica, la asamblea aprueba
los puntos de acuerdo de referencia. Se instruye el archivo
de los expedientes como asuntos totalmente concluidos.

Se otorga el uso de la tribuna al diputado Manuel Cárdenas
Fonseca, de Nueva Alianza, para hablar en contra del dic-
tamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios, que desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma la fracción II del artículo 7 y adiciona el
artículo 11 de la Ley General de Población. En votación
económica, la asamblea aprueba los puntos de acuerdo de
referencia. Se instruye el archivo de los expedientes como
asuntos totalmente concluidos.

Se reciben iniciativas con proyecto de decreto de los dipu-
tados:

• Jorge Emilio González Martínez, José Antonio Aréva-
lo González, Diego Cobo Terrazas y Carlos Alberto
Puente Salas, del Partido Verde Ecologista de México,
que reforma y adiciona diversas disposiciones de las Le-
yes del Impuesto al Valor Agregado, del Impuesto sobre
la Tenencia o Uso de Vehículos y de la Federal del Im-
puesto sobre Automóviles Nuevos. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público.

• Antonio Vega Corona, del Partido Acción Nacional,
que reforma y adiciona los artículos 68 y 71 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones. Se turna a la Comisión
de Comunicaciones.

• Claudia Lilia Cruz Santiago, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que expide la Ley de Acceso Iguali-
tario a la Justicia. Se turna a la Comisión de Justicia, con
opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca.

• Horacio Emigdio Garza Garza y Miguel Ángel Gon-
zález Salum, del Partido Revolucionario Institucional,
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2008. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público.

• Andrés Lozano Lozano, del Partido de la Revolución
Democrática, que expide la Ley Federal para la Imple-
mentación del Sistema Procesal Acusatorio. Se turna a
la Comisión de Justicia, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública.

• Mario Alberto Salazar Madera, del Partido Acción Na-
cional, que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria y de la Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental. Se turna a las
Comisiones Unidas de Presupuesto y Cuenta Pública, y
de la Función Pública.

• Octavio Adolfo Klimek Alcaráz y Lourdes Alonso Flo-
res, del Partido de la Revolución Democrática, que re-
forma el artículo 37 Bis de la Ley de Aguas Nacionales.
Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos.

• Octavio Adolfo Klimek Alcaráz y José Alfonso Suárez
del Real y Aguilera, del Partido de la Revolución De-
mocrática, para que se inscriba con Letras de Oro en el
Muro de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro la
leyenda “Congreso de Anáhuac de 1813, Primer Consti-
tuyente Mexicano”. Se turna a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.

• Manuel Cárdenas Fonseca, de Nueva Alianza, que re-
forma los artículos segundo-A y tercero de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.

Se reciben proposiciones con punto de acuerdo de los di-
putados:

• Joaquín Jesús Díaz Mena, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se exhorta a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y al Banco Nacional de Crédito Rural,
para que realice una reevaluación de los deudores del
extinto Banrural, de Yucatán. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.

• Joaquín Jesús Díaz Mena, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se solicita a la Comisión Nacional de
Acuacultura y Pesca, que realice un informe sobre los
criterios empleados para la elección de beneficiarios de
sus programas. Se turna a la Comisión de Pesca.

• Carlos Armando Reyes López, del Partido Acción Na-
cional, para que en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
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deración para el Ejercicio Fiscal de 2009, se considere
un incremento presupuestal al Sistema Nacional de Ins-
titutos Tecnológicos. Se turna a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.

• Odilón Romero Gutiérrez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral para que –a través de la Secretaría de Salud– fo-
mente la Semana Nacional de Vacunación Contra el
Neumococo. Se turna a la Comisión de Salud.

• Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes, para que realice
el levantamiento de topes y coloque las señales preven-
tivas reglamentarias en el tramo carretero federal San
Cristóbal de las Casas-Teopisca-Comitán de Domín-
guez en Chiapas. Se turna a la Comisión de Transportes.

• Carlos Eduardo Felton González, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta a las Secretarías de Ha-
cienda y Crédito Público, de Desarrollo Social y de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación, para que implanten programas de apoyo a
las comunidades pesqueras en épocas de veda y para
que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2009, se consideren recursos para
dichos programas. Se turna a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.

• Mario Vallejo Estévez, del Partido de la Revolución
Democrática, para que en el Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2009, se consi-
deren recursos para que se implemente el Programa de
Atención a Personas con Discapacidad en Zonas Rura-
les. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

• Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se exhorta a la Comi-
sión Nacional de Acuacultura y Pesca, a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la Comisión
Nacional de Áreas Naturales Protegidas, realicen los es-
tudios para el rescate y conservación de las aguas del
Parque Nacional “Lagos de Montebello”; y crear la in-
fraestructura para la conservación ambiental y forestal
del parque ubicado en los municipios de La Trinitaria y
La Independencia, en Chiapas. Se turna a las Comisio-
nes Unidas de Recursos Hidráulicos y de Medio Am-
biente y Recursos Naturales.

• Silvia Emilia Degante Romero, del Partido Acción Na-
cional, para que en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal de 2009, se consideren
recursos para el Instituto Nacional de Rehabilitación,
para la construcción y equipamiento del Centro Nacio-
nal de Investigación y Atención de Quemados. Se turna
a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

• Modesto Brito González y Carlos Ernesto Navarro Ló-
pez, del Partido de la Revolución Democrática, para que
en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2009, se consideren montos adicio-
nales para la Financiera Rural y para el Fideicomiso de
Fomento Minero, suscrito por los diputados. Se turna a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

• Miguel Ángel Peña Sánchez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, para que en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2009, se
consideren recursos para diversos municipios de Hidal-
go, a través del Programa Hábitat. Se turna a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública.

• Miguel Ángel Peña Sánchez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, para que en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2009, se
consideren recursos para la integración de cadenas pro-
ductivas en Hidalgo. Se turna a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.

• Martín Ramos Castellanos, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, para que en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2009, se
consideren recursos para incluir el Programa de Ciuda-
des Rurales Sustentables. Se turna a la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública.

• Jorge Toledo Luis, del Partido Revolucionario Institu-
cional, por el que se exhorta a la Secretaría de Goberna-
ción, emita la declaratoria de desastre en diversos muni-
cipios de Oaxaca, afectados por las ondas tropicales
número 31 y 32. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción.

• Mónica Fernández Balboa, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se crea una subcomisión de tra-
bajo encargada de dar seguimiento a las acciones, cum-
plimiento de metas y objetivos, así como los recursos fe-
derales empleados en el Plan Hídrico Integral de Tabasco.
Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos.



• Adolfo Mota Hernández y Nemesio Domínguez Do-
mínguez, del Partido Revolucionario Institucional, por
el que se exhorta al Ejecutivo Federal, para que reconsi-
dere la política del pari passu del Fondo de Desastres
Naturales, tomando en consideración la opinión de los
gobiernos locales, a efecto de lograr una mejor atención
en las contingencias ambientales. Se turna a la Comi-
sión de Gobernación.

Se otorga el uso de la tribuna para presentar iniciativas con
proyecto de decreto a los diputados:

• José Antonio Muñoz Serrano, del Partido Acción Na-
cional, que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, del Código Fiscal de la Fede-
ración, del Código Federal de Procedimientos Penales y
de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. Se
turna a las Comisiones Unidas de Justicia, de Hacienda
y Crédito Público y de Seguridad Pública.

• Odilón Romero Gutiérrez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, para que se inscriba con Letras de
Oro en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de San
Lázaro la leyenda “Plan de Ayutla” Se turna a la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias.

• Faustino Javier Estrada González, del Partido Verde
Ecologista de México, que reforma el artículo 5o. de la
Ley de Seguridad Nacional. Se turna a la Comisión de
Gobernación.

• José Inés Palafox Núñez, del Partido Acción Nacional,
que reforma el artículo 14 de la Ley de Asociaciones
Religiosas y Culto Público. Se turna a la Comisión de
Gobernación.

• Octavio Adolfo Klimek Alcaraz, del Partido de la Re-
volución Democrática:

- Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
Residuos, suscrita por el diputado Juan Hugo de la
Rosa García, del Partido de la Revolución Democrá-
tica y Diego Cobo Terrazas, del Partido Verde Ecolo-
gista de México. Se turna a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales.

- Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al

Ambiente. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales.

- Que reforma el artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales.

- Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Vida Silvestre, suscrita por el diputa-
do Carlos Roberto Martínez Martínez, del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

- Que expide la Ley General de Evaluación Ambiental
de los Efectos de Planes y Programas de la Adminis-
tración Pública y reforma diversas disposiciones de la
Ley de Planeación, suscrita por los diputados Roberto
Mendoza Flores, del Partido de la Revolución Demo-
crática y Diego Cobo Terrazas, del Partido Verde Eco-
logista de México. Se turna a las Comisiones Unidas
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Ha-
cienda y Crédito Público, con opinión de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública.

• Mauricio Ortiz Proal, a nombre propio y del diputado
José Jesús Reyna García, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo 45 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamen-
tos y Prácticas Parlamentarias.

La Secretaría da lectura a solicitud de la Junta de Coordi-
nación Política para que se modifique el orden del día y se
incluya una proposición con punto de acuerdo suscrita por
el diputado Fernando Enrique Mayans Canabal, del Parti-
do de la Revolución Democrática, por el que se exhorta al
Poder Ejecutivo federal a través de la Secretaría de Gober-
nación a que se agilice el proceso para disponer y aplicar
los recursos del Fondo de Desastres Naturales, para atender
el estado de emergencia en Tabasco y Veracruz. En vota-
ción económica, la asamblea autoriza su inclusión. La Se-
cretaría da lectura al punto de acuerdo propuesto y en vo-
tación económica, la asamblea considera el asunto de
urgente resolución. Se otorga el uso de la tribuna a los di-
putados: Fernando Enrique Mayans Canabal, del Partido
de la Revolución Democrática; Juan José Rodríguez Prats,
del Partido Acción Nacional; Pedro Montalvo Gómez, del
Partido Revolucionario Institucional; Édgar Mauricio
Duck Núñez, del Partido Acción Nacional; Mónica Fer-
nández Balboa, del Partido de la Revolución Democrática
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y Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante, del Partido Re-
volucionario Institucional. Desde su curul, la diputada Ma-
ría del Carmen Salvatori Bronca, de Convergencia, expresa
su adhesión al asunto de referencia. En sendas votaciones
económicas, la asamblea considera el asunto suficientemen-
te discutido y lo aprueba. Comuníquese.

Presentan iniciativas con proyecto de decreto los diputa-
dos:

• Adriana Díaz Contreras, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales.

• Eduardo Espinosa Abuxapqui, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley de Coordinación Fiscal. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

La Presidenta clausura la sesión a las 15 horas con 43 mi-
nutos y cita para la próxima que tendrá lugar el jueves 2 de
octubre de 2008 a las 11:00 horas.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Está a discusión el acta. No habiendo quien haga uso
de la palabra, en votación económica se pregunta si se
aprueba. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobada el acta.

DIPUTADA SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se encuentra a las puertas de este recinto la ciudadana Sa-
grario María del Rosario Ortiz Montoro, diputada federal
electa del XV distrito de Puebla.

Se designa en comisión para que la acompañen en el acto
de rendir la protesta de ley para entrar en funciones a los si-
guientes diputados: José Guillermo Velázquez Gutiérrez,
Guillermo Fuentes Ortiz, Alfonso Othón Bello Pérez, José
Antonio Díaz García y Martha Angélica Tagle Martínez.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Se invita a
las diputadas y a los diputados mencionados a cumplir el
encargo.

(La comisión cumple su encargo)

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

(Puestos los presentes de pie)

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Ciudadana Sagrario María del Rosario Ortiz Montoro,
¿protesta guardar y hacer guardar la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella
emanen, y desempeñar leal y patrióticamente el cargo de
diputada que el pueblo le ha conferido, mirando en todo
por el bien y la prosperidad de la Unión?

La ciudadana Sagrario María del Rosario Ortiz Mon-
toro: Sí, protesto.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Si así no lo hiciera, que la nación se lo demande. 

Felicidades y bienvenida, diputada. Continúe la Secretaría.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara
de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coordinación
Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, para exhor-
tar al titular del Poder Ejecutivo federal a publicar en el Dia-
rio Oficial de la Federación el decreto por el que se adiciona
el artículo 60 Bis 2 a la Ley General de Vida Silvestre

La Junta de Coordinación Política, con fundamento por lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34, de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos



Mexicanos, y en el artículo decimocuarto del acuerdo de la
Conferencia para la Dirección y Programación de los Tra-
bajos Legislativos, relativo al orden del día de las sesiones,
las discusiones de los dictámenes y la operación del siste-
ma electrónico de votación, hace suya la proposición con
punto de acuerdo relativa a la materia del objeto del pre-
sente, que formula a este órgano de gobierno el diputado
Diego Cobo Terrazas, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, por lo que se somete a consi-
deración del Pleno de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al titular del Poder Ejecutivo federal a
publicar inmediatamente en el Diario Oficial de la Federa-
ción, en los términos previstos en el inciso A) del artículo
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, el decreto que adiciona un artículo 60 Bis 2 a la Ley
General de Vida Silvestre, debido a la importancia que és-
te tiene para la protección y conservación de la biodiversi-
dad de nuestro país. 

Palacio Legislativo, México, Distrito Federal, a 1 de octubre de
2008.— Diputado Javier González Garza (rúbrica), Presidente y Coor-
dinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática; Diputado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Emilio
Gamboa Patrón (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional; Diputado Alejandro Chanona
Burguete, Coordinador del Grupo Parlamentario de Convergencia; Di-
putada Gloria Lavara Mejía (rúbrica p.a.), Coordinadora del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México; Diputado Ri-
cardo Cantú Garza (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo; Diputada Silvia Luna Rodríguez (rúbrica), Coor-
dinadora del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; Diputada Aída
Marina Arvizu Rivas, Coordinadora del Grupo Parlamentario de Alter-
nativa Socialdemócrata.»

En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que esténtor la
negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobada. Continúe la Secretaría.

PROCESO ELECTORAL FEDERAL 2008-2009

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coor-
dinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la
Cámara de Diputados exhorta al Consejo General del Ins-
tituto Federal Electoral a conducirse, desde el inicio y du-
rante el proceso comicial federal 2008-2009, según los
principios constitucionales en la materia; y a analizar la
conveniencia de modificar la integración de sus comisio-
nes, especialmente la de Quejas y Denuncias y el Comité
de Radio y Televisión

De la Junta de Coordinación Política, por el que la Cáma-
ra de Diputados exhorta al Consejo General del Instituto
Federal Electoral para que desde el inicio y durante el desa-
rrollo del proceso electoral federal 2008-2009, se conduz-
ca bajo los principios constitucionales en materia electoral,
así como para que en el seno de ese órgano electoral se ana-
lice la conveniencia de modificar la integración de las co-
misiones, especialmente la de Quejas y Denuncias y el Co-
mité de Radio y Televisión.

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en el artículo decimocuarto del
acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos relativo al orden del día
de las sesiones, las discusiones de los dictámenes y la ope-
ración del sistema electrónico de votación, hace suya la pro-
posición con punto de acuerdo relativa a la materia objeto
del presente, que remiten a este órgano de gobierno, diver-
sos diputados, de distintos grupos parlamentarios, por lo
que se somete a la consideración del Pleno de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral para que desde el inicio y durante el proce-
so federal electoral 2008-2009 se apegue a los principios
constitucionales de legalidad, objetividad, certeza, inde-
pendencia e imparcialidad.
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Segundo. Se exhorta al Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral para que analice la conveniencia de modifi-
car la integración de sus comisiones, especialmente la de
Quejas y Denuncias, así como el Comité de Radio y Tele-
visión.

Palacio Legislativo, México, Distrito Federal, a 1 de octubre de
2008.— Diputado Javier González Garza (rúbrica), Presidente y Coor-
dinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática; Diputado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Emilio
Gamboa Patrón (rúbrica en contra), Coordinador del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional; Diputado Alejandro
Chanona Burguete, Coordinador del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia; Diputada Gloria Lavara Mejía (rúbrica p.a. en contra), Coordi-
nadora del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico; Diputado Ricardo Cantú Garza (rúbrica), Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo; Diputada Silvia Luna Rodríguez
(rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido Nueva
Alianza; Diputada Aída Marina Arvizu Rivas, Coordinadora del Grupo
Parlamentario de Alternativa Socialdemócrata.»

«Proposición con punto de acuerdo, por el que los diputa-
dos integrantes del Consejo General del Instituto Federal
Electoral exhortan al Consejo General para que desde el
inicio y durante el desarrollo del proceso electoral federal
2008-2009, se conduzca bajo los principios constituciona-
les en materia electoral, así como para que en el seno de ese
órgano electoral se analice la conveniencia de modificar la
integración de la comisiones, especialmente la de Quejas y
Denuncias y el Comité de Radio y Televisión.

Los suscritos, diputados federales de la LX Legislatura, in-
tegrantes del Consejo General del Instituto Federal Electo-
ral, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y de conformidad con las disposiciones conte-
nidas en los artículos 55 y 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someten a la consideración de esta soberanía la
siguiente proposición con punto de acuerdo, para lo cual
presentamos las siguientes

Consideraciones

Primera. Derivado de los hechos sucedidos en el proceso
electoral federal 2005-2006 el honorable Congreso de la
Unión, erigido en sus Cámaras de Diputados y Senadores,
impulsamos y aprobamos la reforma electoral constitucio-
nal y legal, renovando y fortaleciendo el sistema electoral

mexicano y por ende al Instituto Federal Electoral, dotán-
dolo de nuevos instrumentos jurídicos, mecanismos ten-
dentes a la generación de condiciones de equidad, confian-
za y transparencia, donde la fiscalización a los partidos
políticos se acreciente en medida y calidad, robusteciendo
así la democracia mexicana.

Bajo este contexto y atendiendo el compromiso que asumi-
mos los legisladores; el 14 de noviembre de 2007 y el 11
de enero 2008, entraron en vigor las reformas electorales
constitucional y legal, respectivamente; dando inicio una
nueva etapa electoral en el México actual.

La reforma requirió de acciones secundarias que le dieran
sustento al mandato dado en la misma; en este afán se
aprueba la renovación parcial del Consejo General del Ins-
tituto Federal Electoral; el jueves 7 de febrero del presente
año la Cámara de Diputados designó a Leonardo Valdez
Zurita, Marco Antonio Baños Martínez y Benito Nacif
Hernández, consejero presidente y consejeros electorales,
respectivamente, como parte de la transformación derivada
de la reforma electoral en cita, posteriormente el viernes 20
de junio y para concluir con la renovación del citado Con-
sejo General, se designó como consejeros electorales a los
ciudadanos María Macarita Elizondo Gasperín, Francisco
Javier Guerrero Aguirre y Alfredo Figueroa Fernández.

Cabe mencionar que la integración del nuevo Consejo Ge-
neral obedece a un mandato constitucional cuya primordial
función es garantizar el estado de derecho sobre la materia
para no repetir errores del pasado.

Los consejeros electorales al entrar en funciones rindieron
protesta y juraron guardar y hacer guardar la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que
de ella emanen; no sobra señalar, en términos de los artí-
culos 109 y 110 de la Carta Magna, que en el caso del in-
debido ejercicio de sus funciones, podrían ser sujetos a jui-
cio político y ser sancionados con su destitución e
inhabilitación. Para desempeñar funciones, empleos, car-
gos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio pú-
blico.

Segunda. Que la citada reforma electoral contempló como
parte de las nuevas reglas de equidad la regularización,
contratación y asignación de los espacios en medios de co-
municación para los partidos políticos y sus fines como en-
tidades de interés público. De la misma manera la nueva
ley electoral contempla la facultad conferida al Consejo
General del Instituto Federal Electoral y su Comité de Ra-



dio y Televisión, para dictar las medidas administrativas y
reglamentarias necesarios a fin de que todas las atribucio-
nes en materia de acceso a los medios para los partidos po-
líticos y el monitoreo de los espacios que se transmitan se
cumplan a cabalidad en términos de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Tercera. Actualmente se desarrollan diversos procesos
electorales en algunas entidades federativas, que darán lu-
gar a la renovación de cargos de elección popular con ca-
rácter local, en los que las disposiciones y acciones para
garantizar el acceso a los medios de comunicación para las
campañas electorales de los partidos políticos y el monito-
reo a dichas campañas y espacios transmitidos, no han te-
nido la eficacia necesaria, en algunas ocasiones han repre-
sentado un conflicto para el desarrollo óptimo e integral de
los procesos. De lo anterior ha quedado constancia en las
diversas sesiones del Comité de Radio y Televisión del Ins-
tituto Federal Electoral, en las que los partidos políticos
han hecho patente esta imperiosa necesidad de actuar con
mayor oportunidad y atingencia.

Cuarta. Los partidos políticos y coaliciones que participa-
ron en el proceso electoral federal 2005-2006 presentaron
diversas quejas o solicitudes de investigación e inicio de
procedimientos administrativos por presuntas irregularida-
des detectadas en el proceso electoral en comento, a fin de
que la autoridad electoral deslindara la responsabilidad y
en los casos procedentes impusiera las sanciones debidas;
en este tenor fueron incoadas más de 800 quejas por diver-
sos motivos y en contra de distintos probables responsa-
bles, de los cuales a un día de iniciar el proceso electoral
2008-2009, no se han resuelto plenamente, ya que quedan
aún pendientes 206.

En este contexto, el Consejo General del Instituto Federal
Electoral antes de la reforma carecía de elementos claros y
precisos para la individualización e imposición de sancio-
nes a los que resultaran responsables de conductas contra-
rias o violatorias a la ley, dicho argumento sirvió en varias
ocasiones para dejar incluso en estado de indefensión a va-
rios partidos políticos frente a la autoridad electoral, pues
no había certeza de las sanciones impuestas e incluso de la
uniformidad de criterios para calificar las conductas de-
nunciadas, ello a pesar de los vastos criterios emitidos con
antelación por la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la federación; en atención a la considera-
ción preliminar, en la nueva ley federal electoral se con-
templan los criterios del Tribunal Electoral y disposiciones

claras con el fin de que la Comisión de Quejas y Denuncias
cuente con las normas que garanticen la certeza y seguri-
dad jurídica en la sustanciación y resolución de todas de-
nuncias que se presenten en el proceso electoral por iniciar
y por ende en los subsecuentes.

Quinta. El pasado lunes 29 de septiembre en sesión del
Consejo General del Instituto Federal Electoral, suspendi-
da después de más de 14 horas, se resolvieron 53 quejas, en
su mayoría del proceso electoral 2005-2006, en dicha se-
sión fue evidente que la Comisión de Quejas y Denuncias
presentó sendos proyectos de resolución que en el mejor de
los casos contenían errores en sus textos, en varios de ellos
los criterios para calificar conductas eran totalmente abis-
males, inexactos e incongruentes, con violaciones a las ga-
rantías del debido proceso, con criterios distintos para el
cálculo del monto de las sanciones, mismos que sufrieron
modificaciones propuestas por el resto de los integrantes
del consejo.

La mayoría de los partidos políticos representados en la
mesa del consejo dejaron constancia en la referida sesión
respecto de su inconformidad por los criterios plasmados
en las resoluciones presentadas al pleno, pues los razona-
mientos esgrimidos por la Comisión de Quejas y Denun-
cias en sus resoluciones no garantizan el apego a los prin-
cipios constitucionales que rigen la actividad electoral.

Sexta. Como es del conocimiento, de conformidad con el
artículo 210, numeral 3 del Código Federal de Instituciones
y Procedimientos Electorales, el proceso electoral de 2009
iniciará la primera semana de octubre del presente año; asi-
mismo, por disposición constitucional y legal, corresponde
al Instituto Federal Electoral la organización de las próxi-
mas elecciones federales.

En este sentido, el Consejo General del Instituto Federal
Electoral es el órgano superior y responsable de vigilar el
cumplimiento de las disposiciones constitucionales y lega-
les en materia electoral y vigilante de que los principios de
certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetivi-
dad guíen todas las actividades del instituto.

Por ello, tanto las resoluciones que emita este órgano des-
de la etapa de preparación del proceso electoral hasta su fi-
nalización como su funcionamiento y desempeño deberán
inequívocamente ser independientes de cualquier interés
partidista que atente con lo dispuesto por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Las resoluciones que emita el Congreso General del Insti-
tuto Federal Electoral, sobre aquellos procedimientos pen-
dientes de resolución no deben ser excluidas de los princi-
pios rectores de este órgano, conduciendo sus actividades
de acuerdo a lo establecido por las leyes.

Séptima. A unas horas de que inicie el proceso electoral
federal 2008-2009 es significativo distinguir que el Institu-
to Federal Electoral cuenta con el respaldo ciudadano y del
Poder Legislativo de la Unión, ello quedo claro con el for-
talecimiento que se otorgó en la reforma electoral reciente,
pues es el órgano constitucional depositario de la función
electoral de nuestro país, dotado de autonomía y mecanis-
mos legales para hacer valer su autoridad ante los Poderes
de Unión, los niveles de gobierno, los particulares y así
cumplir con su compromiso democrático y soberano de ga-
rantizar a los ciudadanos procesos electorales realizados
bajo los principios constitucionales de legalidad, objetivi-
dad, certeza, independencia e imparcialidad.

Por lo anteriormente expuesto, presentamos a esta sobera-
nía el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral para que especialmente al inicio y durante
el proceso federal electoral 2008-2009 se apegue a los prin-
cipios constitucionales de legalidad, objetividad, certeza,
independencia e imparcialidad.

Segundo. Se exhorta al Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral para que analice la conveniencia de modifi-
car la integración de sus comisiones, especialmente la de
Quejas y Denuncias, así como el Comité de Radio y Tele-
visión.

Dado a los treinta días de septiembre del año 2008.— Diputados:
Adrián Fernández Cabrera (rúbrica), Javier Hernández Manzanares
(rúbrica), Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Carlos Armando Bie-
brich Torres, Francisco Elizondo Garrido, Abundio Peregrino García,
Elías Cárdenas Márquez (rúbrica), Miguel Ángel Jiménez Godínez,
Silvano Garay Ulloa, Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica).»

En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado. Continúe la Secretaría.

BANCO DE MEXICO

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Banco de México.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

El artículo 51 de la Ley del  Banco de México contiene dis-
posiciones para conciliar la autonomía del instituto central
con la necesaria rendición de cuentas sobre su gestión. La
fórmula que el Legislativo ha considerado más apropiada
para dicho fin es la presentación por el banco central de in-
formes sobre sus políticas y actividades. El artículo citado
señala, en su fracción II, que en septiembre de cada año es-
te instituto central enviará al Ejecutivo federal y al Con-
greso de la Unión un informe sobre la ejecución de la polí-
tica monetaria durante el primer semestre del ejercicio de
que se trate.

En cumplimiento con lo anterior, y por acuerdo de la junta
de gobierno de este instituto central, tomado con funda-
mento en la fracción IX del artículo 46 de la ley que lo ri-
ge, el Banco de México adjunto envía el informe sobre la
política monetaria aplicada durante el primer semestre de
2008. En apego al ordenamiento legal, el citado informe se
concentra en las acciones de política monetaria instrumen-
tadas durante dicho semestre. Cabe mencionar que las re-
feridas acciones fueron oportunamente reseñadas en los in-
formes sobre la inflación del primero y segundo trimestres
del año en curso, los cuales también se anexan al presente
documento.

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Guillermo Ortiz Martínez
(rúbrica), gobernador del Banco de México.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Remítase a las Comisiones de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su cono-
cimiento.



SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.— Presente.

Con fundamento a lo dispuesto en el artículo 107, fracción
II, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, me permito enviar la información relativa a
los montos de endeudamiento interno neto, el canje o refi-
nanciamiento de obligaciones del erario federal, en los tér-
minos de la Ley General de Deuda Pública, y el costo total
de las emisiones de deuda interna y externa correspondien-
tes al mes de agosto de 2008. Asimismo, se informa sobre
la recaudación federal participable que sirvió de base para
el cálculo del pago de las participaciones a las entidades fe-
derativas, así como el pago de éstas, desagregada por tipo
de fondo, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Coor-
dinación Fiscal, y por entidad federativa, efectuando en
ambos casos la comparación correspondiente con el mes de
agosto de 2007. De igual forma, en términos del artículo
22, fracción I, de la Ley del Servicio de Administración
Tributaria, se proporciona la información sobre la evolu-
ción de la recaudación para el mes de agosto de 2008. Adi-
cionalmente, se incluye la información consolidada sobre
las finanzas públicas y la deuda pública al mes de agosto
del año en curso.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Agustín Guillermo Cars-
tens Carstens (rúbrica), secretario.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Remítase a las Comisiones de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y de Presupuesto y Cuenta Pública.

CONSEJO DE SEGURIDAD NACIONAL 2008

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que, mediante oficio número CSN/ST/154/08, W. Sigrid
Arzt Colunga, secretaria técnica del Consejo de Seguridad
Nacional, envía el informe a que se refiere el artículo 58 de
la Ley de Seguridad Nacional.

Por lo anterior, y con fundamento en lo establecido por la
fracción XIV, del artículo 27 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, me permito remitir copia del
documento a que me he referido y de su anexo, para que
por su amable conducto se sirvan hacerlo del conocimien-
to de los integrantes de la Comisión Bicamaral de Seguri-
dad Nacional del Poder Legislativo Federal.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Remítase a la Comisión Bicamaral de Seguridad Na-
cional.

SECRETARIAS DE ESTADO

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto, me permito remitir a ustedes 500 ejem-
plares del segundo informe de labores de la Secretaría de
Energía, cantidad equivalente a los legisladores integrantes
de ese órgano legislativo, y 70 para las comisiones de di-
cha Cámara. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 
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Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto, me permito remitir a ustedes 500 ejem-
plares del segundo informe de labores de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, cantidad equivalente a los le-
gisladores integrantes de ese órgano legislativo, y 70 para
las comisiones de dicha Cámara. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto, me permito remitir a ustedes 500 ejem-
plares del segundo informe de labores de la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación, cantidad equivalente a los legisladores de ese órga-
no legislativo, y 70 para las comisiones de dicha Cámara. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto, me permito remitir a ustedes 500 ejem-
plares del segundo informe de labores de la Secretaría de
Turismo, cantidad equivalente a los legisladores de ese ór-
gano legislativo, y 70 para las comisiones de dicha Cáma-
ra; así como un disco compacto que contiene la versión
electrónica del mismo. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto, me permito remitir a ustedes 500 ejem-
plares del segundo informe de labores de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, cantidad equiva-
lente a los legisladores de ese órgano legislativo y 70 para
las comisiones de dicha Cámara, así como un disco com-
pacto que contiene la versión electrónica. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito remitir a ustedes 500 ejem-
plares del segundo informe de labores de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, cantidad equivalente a los
legisladores de ese órgano legislativo, y 70 para las comi-



siones de dicha Cámara, así como un disco compacto que
contiene la versión electrónica. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 26 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito remitir a ustedes 500 ejem-
plares del segundo informe de labores de la Procuraduría
General de la República, cantidad equivalente a los ciuda-
danos legisladores integrantes de ese órgano legislativo, y
70 para las comisiones de dicha Cámara, así como un dis-
co compacto que contiene la versión electrónica del docu-
mento.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 26 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
De enterado. Distribúyanse entre las diputadas y los dipu-
tados.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha el senador Adolfo Toledo Infanzón, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,

presentó iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona con un segundo párrafo la fracción II del artículo
32, se reforma la fracción II, se adiciona una fracción VI al
artículo 79 y se reforma el último párrafo del artículo 81
todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa se turnara a la
Cámara de Diputados, la cual se anexa.

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Senador José González
Morfín (rúbrica), Vicepresidente.»

«Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
diversos artículos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a
cargo del senador Adolfo Toledo Infanzón, integrante del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, senador Adolfo Toledo Infanzón, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, de conformidad con lo previsto por los artículos 55,
fracción II, y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona con
un segundo párrafo la fracción II, del artículo 32, se refor-
ma la fracción II, se adiciona una fracción VI, al artículo 79
y se reforma el último párrafo del artículo 81 todos de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, de conformidad con la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La silvicultura es tanto una ciencia como una actividad hu-
mana destinada a la formación, cultivo y aprovechamiento
de bosques.

Quienes se dedican responsablemente a la silvicultura con-
tribuyen a elevar la calidad de vida de las comunidades y
al crecimiento del empleo y de las oportunidades de desa-
rrollo humano y regional del país. 

En México, de los 55.3 millones de hectáreas de bosques y
selvas que cubren su territorio, el 80 por ciento son propie-
dad de ejidos y comunidades. 

Los ejidatarios y comuneros mexicanos tienen hoy en el
aprovechamiento, beneficio, conservación, comercializa-
ción, almacenamiento e industrialización de los productos
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del bosque; fuente de trabajo, ingreso legítimo para sus fa-
milias, oportunidad para mejorar su entorno, manera para
satisfacer la demanda de la sociedad para obtener insumos
derivados de la silvicultura.

Actualmente, operan en México más de mil empresas so-
ciales encargadas del manejo y aprovechamiento de los
bosques para la producción comercial de madera y otros
productos no maderables. Este esquema ha permitido a las
comunidades apropiarse de los procesos de extracción,
transformación y comercialización de los productos fores-
tales procedentes de sus territorios.

La llamada silvicultura comunitaria ha permitido también
que los remanentes económicos que las empresas dedica-
das a ella obtienen, se apliquen a la realización de obras de
beneficio social, como la introducción de energía eléctrica,
redes de agua potable, drenaje, construcción y manteni-
miento de caminos, construcción de edificios públicos,
apoyos para el desarrollo de proyectos productivos, que
contribuyen a paliar la marginación que sus comunidades
padecen.

Asimismo, la silvicultura comunitaria ha desarrollado a la
vez que una cultura empresarial comunal una cultura eco-
lógica comunal, que se refleja en inversiones para la refo-
restación, la recuperación de terrenos forestales degrada-
dos, el control y combate de plagas y enfermedades
forestales, la prevención y combate a incendios forestales,
el mantenimiento de mantos acuíferos y de la conservación
de la fauna y flora de sus ecosistemas. 

A estos servicios ambientales, no reconocidos, ni recom-
pensados, ni menos pagados, hay que agregar que en las
comunidades con silvicultura comunitaria no existe el con-
trabando de productos maderables o no maderables, ni se
realizan desmontes para fines agrícolas o ganaderos.

El proceso histórico que ha devuelto a nuestros ejidos y
comunidades la propiedad de sus bosques y la toma de de-
cisiones sobre su manejo, muestra que este aspecto de
grandes dimensiones sociales se enlazó con otros elemen-
tos técnicos, jurídicos y agrarios y con un problema admi-
nistrativo de las concesiones que dejaba muy pocos bene-
ficios a las comunidades; y que el gobierno mexicano
consideró que los reclamos de las comunidades que busca-
ban alternativas para aprovechar sus recursos naturales
eran suficientemente razonables y viables económica y po-
líticamente, culminando con ello a mediados de los ochen-
ta la política de concesiones forestales de este país.

De esta manera fue que se adecuo el marco legal agrario
protegiendo, a nivel constitucional, la propiedad ejidal y
comunal, así como la integridad territorial de los pueblos
indígenas, reconociendo la plena capacidad de los ejidata-
rios y comuneros a decidir las formas que deben adoptar y
los vínculos que deseen establecer entre ellos para aprove-
char su territorio.

El reconocimiento de los derechos de tenencia de las co-
munidades campesinas sobre los terrenos y recursos fores-
tales ha sentado las bases para la obtención de logros tan
importantes como el desarrollo del manejo forestal, el gra-
do de integración de algunas industrias comunitarias y la
sofisticación de sus empresas, además de los beneficios an-
tes descritos, como lo ha reconocido plenamente el gobier-
no federal, a través de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales y la Comisión Nacional Forestal, por
medio de declaraciones y publicaciones y de la expedición
de certificados por buen manejo de bosques, a las comuni-
dades y ejidos.

En este terreno, el legal, en donde hay que reconocer avan-
ces, no obstante ha habido también contrarreformas, que
han afectado negativamente a la silvicultura comunitaria,
organizada mediante empresas comunales.

En la legislación fiscal, en 1990, específicamente en la Ley
del Impuesto sobre la Renta, dejó de considerarse a las em-
presas forestales sociales como personas morales con fines
no lucrativos. Al realizarse esta contrarreforma, algunos de
los contribuyentes exentos de todo impuesto directo o indi-
recto, como este tipo de empresas, las comunidades y eji-
dos y otros modelos agrarios de organización, no fueron
considerados como personas morales no contribuyentes,
dándoseles, desde entonces el mismo tratamiento que a las
empresas del sector privado, las cuales si persiguen un fin
de lucro, posteriormente primero mediante resolución mis-
celánea fiscal y después en el año 1991 se incluyo en la
Ley del Impuesto sobre la Renta el artículo 10-B que en su
cuarto párrafo establecía:

“No pagaran el impuesto sobre la renta por los ingresos
que obtengan por el beneficio, conservación, comercia-
lización almacenamiento e industrialización de sus pro-
ductos, las personas morales que se señalan a continua-
ción:

Ejidos y comunidades.

1. Uniones de ejidos y comunidades. 



2. La empresa social, constituida por avecindados e hi-
jos de ejidatarios con derechos a salvo. 

3. Asociaciones rurales de interés colectivo. 

4. Unidad agrícola industrial de la mujer campesina. 

Este artículo otorgaba claramente a las empresas comuna-
les constituidas al amparo del derecho agrario, sin importar
el nivel de desarrollo industrial, la exención del impuesto
sobre la renta; reafirmando con esto la esencia de ser em-
presas con fines no lucrativo como se les consideraba en la
legislación fiscal vigente hasta 1989, fomentando con esto
el crecimiento de las cadenas productivas permitiéndoles a
las comunidades reinvertir sus recursos en las mismas em-
presas y a utilizar sus remanentes en obras de beneficio so-
cial.

En el año 2002 entró en vigor la nueva Ley del Impuesto
sobre la Renta, desconociendo el fin social de las empresas
comunitarias ubicándolas dentro del régimen simplificado
y limitándolas únicamente a actividades primarias.

Ello contradice los programas federales que buscan impul-
sar el desarrollo de los procesos productivos de las empre-
sas comunales y ejidales y la propia Ley General de Des-
arrollo Forestal Sustentable, que en su artículo 2o. dice:
“son objetivos generales de esta ley: II.- Impulsar la silvi-
cultura y el aprovechamiento de los recursos forestales, pa-
ra que contribuyan con bienes y servicios que aseguren el
mejoramiento del nivel de vida de los mexicanos, especial-
mente el de los propietarios y pobladores forestales”.

Por ello, ante la falta de claridad en el tratamiento fiscal
que debe darse a las empresas constituidas en las comuni-
dades y ejidos, así como ante la necesidad de que debe ser
considerado como base para la definición de su régimen
fiscal, la importancia que estas empresas tienen para las co-
munidades desde el punto de vista de ser generadoras de
empleo en el campo, coadyuvantes en la conservación de
los recursos naturales y suplir las funciones del estado, me-
diante la inversión de sus utilidades en la realización de
obras de beneficio y desarrollo social, que son el mismo fin
que tienen los impuestos, acciones que han ayudado a sub-
sanar paulatinamente el rezago y marginación que ha pre-
valecido en ellas, es necesario plantear se les reconozca
expresamente en la Ley del Impuesto sobre la Renta, a tra-
vés de la exención en el pago de este impuesto, su carácter
de ser personas morales con fines no lucrativos, como acer-

tadamente se les consideraba antes de 2002, ya que los re-
manentes que estas empresas generan no son para el bene-
ficio de una o varias personas en lo individual, sino para el
de toda una comunidad.

En tal sentido, se propone que directamente en la Ley del
Impuesto sobre la Renta, e indirectamente en la Leyes del
Impuesto Empresarial de Tasa Única y del Impuesto a los
Depósitos en Efectivo, se reconozca explícitamente la na-
turaleza sin fines de lucro de las empresas sociales dedica-
das a la silvicultura, y de igual modo se exente a campesi-
nos o comuneros integrantes de empresas sociales
dedicadas a la silvicultura de este impuesto, por los apoyos
económicos que perciban por su participación en los traba-
jos de las mismas.

En esa virtud, y con apoyo además en el artículo 73, frac-
ciones VII y XXIX numeral 5, inciso f), de la Constitución
Federal, formulo la siguiente

Iniciativa

Artículo Único. Se adiciona con un segundo párrafo la
fracción II, del artículo 32, se reforma la fracción II y se
adiciona una fracción VI al artículo 79 y se reforma el úl-
timo párrafo del artículo 81 todos de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 32. Para los efectos de este título, no serán dedu-
cibles:

I. ...

II. ...

Tratándose de contribuyentes a que se refiere la
fracción VI del artículo 79 de esta ley, no será apli-
cable la proporción establecida por esta fracción.

Artículo 79. …

I. ...

II. Las que se dediquen exclusivamente a actividades
agrícolas, ganaderas o silvícolas.

III. ...

IV. y V. ...
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VI. Las de derecho agrario por las actividades de be-
neficio, almacenamiento, comercialización, transfor-
mación e industrialización de sus productos.

Artículo 81. ...
...

Las personas morales que se dediquen exclusivamente a las
actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras, no
pagarán el impuesto sobre la renta por los ingresos prove-
nientes de dichas actividades hasta por un monto, en el
ejercicio, de veinte veces el salario mínimo general corres-
pondiente al área geográfica del contribuyente, elevado al
año, por cada uno de sus socios o asociados siempre que no
exceda, en su totalidad, de 200 veces el salario mínimo ge-
neral correspondiente al área geográfica del Distrito Fede-
ral, elevado al año. Las personas morales de derecho
agrario señaladas en la fracción VI del artículo 79 de
esta ley no pagarán impuesto sobre la renta. En el caso
de las personas físicas quedarán a lo dispuesto en el artícu-
lo 109 fracción XXVII de la presente Ley. Las personas
morales a que se refiere este párrafo, podrán adicionar al
saldo de su cuenta de utilidad fiscal neta del ejercicio de
que se trate, la utilidad que corresponda a los ingresos
exentos; para determinar dicha utilidad se multiplicará el
ingreso exento que corresponda al contribuyente por el co-
eficiente de utilidad del ejercicio, calculado conforme a lo
dispuesto en el artículo 14 de esta Ley. 

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Salón de sesiones del Senado de la República. México, DF, a 30 de
septiembre de 2008.— Senador Adolfo Toledo Infanzón (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.
Continúe.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 2009

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Rodolfo Dorador Pérez Gavilán,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó propuesta con punto de acuerdo por el que se exhor-
ta a la Cámara de Diputados para que en la discusión, mo-
dificación y aprobación del Presupuesto de Egresos para
2009 garantice los recursos necesarios para la construcción
de la infraestructura carretera en el estado de Durango, el
cual deberá ser mayor al autorizado en el ejercicio de 2008.

La Presidenta dispuso que dicho punto de acuerdo se tur-
nara a la Cámara de Diputados, mismo que se anexa.

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Senador José González
Morfín (rúbrica), Vicepresidente.»

«Secretarios de la Mesa Directiva del Senado de la Repú-
blica del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

El suscrito, Rodolfo Dorador Pérez Gavilán, senador por el
estado de Durango, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, de conformidad con lo previsto por los
artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, somete a la consideración de esta asamblea la pre-
sente proposición con punto de acuerdo por el que el
Senado de la República exhorta a la honorable Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con pleno respeto a
su soberanía, para que en el ejercicio de la facultad de exa-
men, discusión, modificación y aprobación del Presupues-
to de Egresos para el ejercicio del año 2009, garantice los
recursos necesarios para la construcción de la infraestruc-
tura carretera en Durango, el cual deberá ser mayor al au-
torizado en el ejercicio de 2008, para atender las necesida-
des de desarrollo de la entidad. Con base en las siguientes:

Consideraciones

En el eje 2 del Plan Nacional de desarrollo 2007-2012, so-
bre la economía competitiva y generadora de empleos, el
Ejecutivo federal estableció, en el objetivo 13, el de supe-
rar los desequilibrios regionales aprovechando las ventajas
competitivas de cada región, en coordinación y colabora-
ción con actores políticos, económicos y sociales al interior
de cada región y a nivel nacional. Para ello se establece, en
la Estrategia 13.4, asegurar que exista la infraestructura ne-



cesaria para que todos los mexicanos puedan tener acceso
adecuado a la energía, a los mercados regionales, naciona-
les e internacionales.

En la propuesta de Presupuesto de Egresos para el ejercicio
del año 2009, el Ejecutivo federal ha establecido como lí-
nea de acción, entre otras, la de continuar con la construc-
ción de obras de infraestructura que contribuyan al des-
arrollo regional, al crecimiento de la economía y a la
generación de empleos. Si bien es cierto, que la infraes-
tructura programada para el ejercicio del 2009 en el estado
de Durango debe atenderse con un esquema de copartici-
pación pública de los tres niveles de gobierno, federal, es-
tatal y municipal, y con el sector privado.

La honorable Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad exclusiva que establece
la Constitución General, en el artículo 4 , fracción IV, para
aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación, previo
examen, discusión y, en su caso modificación del proyecto
enviado por el Ejecutivo federal, deberá considerar que el
nivel de desarrollo de Durango exige consolidar la cons-
trucción de carreteras para activar el desarrollo de distintas
regiones de la entidad, infraestructura que se ha visto afec-
tada por las torrenciales lluvias, por lo que la reducción re-
al de las aportaciones y participaciones federales que se
presentan para el estado de Durango en el proyecto de Pre-
supuesto que propone el Ejecutivo federal de aproximada-
mente 2 mil millones de pesos, debe ser revisado en forma
objetiva e imparcial, con base en los principios de equidad,
proporcionalidad y oportunidad que deben observarse en el
sistema de finanzas publicas federalizado.

Por lo anterior, con pleno respeto a la soberanía de la ho-
norable Cámara de Diputados, en mi carácter de senador
por el estado de Durango, presento a esta asamblea, propo-
sición con punto de acuerdo en los siguientes términos:

Único. La Cámara de Senadores de la República, exhorta a
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con ple-
no respeto a su soberanía, para que en el ejercicio de la fa-
cultad de examen, discusión, modificación y aprobación
del Presupuesto de Egresos para el ejercicio del año 2009,
garantice los recursos necesarios para la construcción de la
infraestructura carretera en el estado de Durango, el cual
deberá ser mayor al autorizado en el ejercicio del 2008, pa-
ra atender las necesidades de desarrollo de la entidad.

Salón de sesiones del Senado de la República, a 29 de septiembre de
2008.— Senadores: Rodolfo Dorador Pérez Gavilán, Jesús Dueñas

Llerenas, Felipe González González, Ricardo Francisco García Cer-
vantes, María Guadalupe Mondragón González, Humberto Andrade
Quezada, José Guillermo Anaya Llamas, Luis Alberto Villarreal Gar-
cía (rúbricas).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Manuel Velasco Coello, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
presentó propuesta con punto de acuerdo respecto a los re-
cursos presupuestarios de Chiapas.

La Presidenta dispuso que dicho punto de acuerdo se tur-
nara a la Cámara de Diputados, y se anexa.

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Senador José González
Morfín (rúbrica), Vicepresidente.»

«Presidente de la Comisión Permanente, del honorable
Congreso de la Unión.— Presente.

Los suscritos, senadores del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México de la LX Legislatura del
Senado de la República, de conformidad con lo estableci-
do en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, someten a consideración de esta Cámara la siguiente
proposición con punto de acuerdo, con base en las siguien-
tes

Consideraciones

México es un país con una gran diversidad y desigualdad
social y económica, lo cual se constata observando los dis-
tintos niveles de desarrollo que tienen los estados de la re-
pública. 

De esta manera, podemos ver que una de las razones más
importantes que explican la mala distribución de la riqueza
es la desequilibrada repartición de los recursos públicos en-
tre las entidades federativas, y el olvido de compromisos
adquiridos por la federación para el desarrollo nacional y
regional. 
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Así, Chiapas ha permanecido con rezagos importantes en
materia de desarrollo de infraestructura en diversos secto-
res, como son los de desarrollo social, educación, salud,
agroindustrial, migración, seguridad, turístico, de comuni-
caciones, de agua, de medio ambiente y, en general, en to-
dos los sectores prioritarios, debido a la falta de una políti-
ca constante de desarrollo y crecimiento del estado por
parte de las autoridades federales. 

De esta manera, es que estamos a punto de cumplir ya 15
años del levantamiento zapatista en Chiapas, que tuvo su
origen a partir de la inconformidad y decepción social, en
especial del sector indígena, precisamente por la falta de
condiciones mínimas indispensables para el desarrollo hu-
mano de la región.

Sin embargo, durante todo este tiempo que ha pasado,
Chiapas parece no encontrar respuesta por parte de la fede-
ración a los múltiples conflictos que desde entonces se
plantearon, como la falta de infraestructura social y econó-
mica necesaria para dar a los chiapanecos un adecuado
desarrollo humano. A pesar de los acuerdos surgidos, a par-
tir del conflicto zapatista en la entidad, ni una sola obra de
infraestructura importante se ha realizado desde entonces. 

Pero no sólo eso. Hasta ahora, Chiapas no ha tenido el apo-
yo presupuestal que requiere, en virtud de la contribución
nacional tan importante que realiza a la federación.

Por su extensión geográfica, que abarca algo más de 74 mil
kilómetros cuadrados, Chiapas ocupa el octavo lugar entre
los estados con mayor superficie (casi un 4 por ciento del
territorio nacional), y constituye un espacio en el cual se
encuentra un enorme sistema hidrográfico que vierte sus
aguas tanto hacia la cuenca del Pacífico como hacia la del
golfo de México, llegando a sumar más de 120 ríos que de-
terminan la conformación de un clima tropical lluvioso.

Resulta increíble que Chiapas, siendo el estado que cuenta
con el 33 por ciento de escurrimientos de agua, en sus 118
municipios se carezca de agua potable. Igualmente, no
existe la infraestructura mínima indispensable para llevar a
cabo un adecuado tratamiento de aguas residuales. 

Chiapas (junto a Oaxaca), ocupa el último lugar en cuanto
al número de viviendas particulares con agua entubada y
drenaje. Sólo el 71.7 por ciento de ellas cuenta con agua
entubada y el 74.5 por ciento tiene drenaje.1 De manera
que no es posible que la federación siga ignorando esta si-
tuación y continúe manteniendo sin recursos suficientes a

una de las zonas más marginadas del país. Los problemas
sanitarios derivados de estas carencias son muy graves.

La entidad es una de las que cuenta con mayor población
indígena del país, sin embargo, son escasos los recursos
que se le otorgan para atender las necesidades de desarro-
llo social, educativo y de salud para estos grupos. Basta se-
ñalar que la Comisión para los Pueblos Indígenas tuvo uno
de los mayores subejercicios presupuestales de todo el go-
bierno.

Por otra parte, por lo que se refiere a la infraestructura ca-
rretera, de los 24 mil 800 kilómetros de caminos que tiene
Chiapas, sólo 6 mil se han modernizado en más de 15 años,
por lo que en la actualidad es impostergable la moderniza-
ción de por lo menos 3 mil 800 kilómetros más, que com-
prenden, entre otros, el tramo de San Cristóbal-Palenque, y
vías de comunicación entre la zona de la sierra con el cen-
tro del estado. Este último es un proyecto que por años ha
querido realizarse, pero que año con año queda sólo en el
papel. 

Por otra parte, desde 2005 se tiene programado reparar 248
kilómetros de vías férreas, y la federación no ha hecho na-
da al respecto. Al parecer, el impulso del sector ferroviario
nacional no es una estrategia para fortalecer el crecimiento
económico de la nación, mucho menos de la región. 

En el ámbito de la salud, Chiapas es uno de los estados que
se encuentra en los últimos lugares de infraestructura hos-
pitalaria y de servicios de salud de primer nivel. Lo mismo
se carece de personal calificado suficiente que las instala-
ciones advierten severas insuficiencias, que en varias oca-
siones han generado graves problemas de salud. Por cada
mil habitantes, Chiapas cuenta con sólo 2.1 quirófanos y
menos de 45 camas hospitalarias,2 lo que lo coloca por de-
bajo de la media nacional y en el penúltimo lugar a nivel
nacional. 

Particularmente, para este año se hace necesaria una dota-
ción presupuestal especial para la construcción de diversos
hospitales generales, ya que localidades como las de Co-
mitán, San Cristóbal de las Casas, Tuxtla y Villaflores, por
mencionar sólo algunas, requieren con urgencia una mayor
infraestructura hospitalaria. 

En materia de medio ambiente, Chiapas ha tenido buenas
experiencias en el tratamiento de basura, sin embargo, no
existe apoyo presupuestal alguno que le permita desarrollar
una mayor infraestructura para la atención de este proble-



ma, y para el tratamiento de aguas negras. Este asunto pro-
voca daños colaterales de importancia en sectores como el
turístico, en razón de que afecta el paisaje y la preservación
de una de las zonas más bellas del país y que resulta prio-
ritario conservar. La inversión en estos sectores amerita
que se le otorgue la mayor atención posible.

Asimismo, se ha dejado totalmente de lado la contribución
ambiental que realiza el estado no sólo al país sino a nues-
tro planeta, siendo uno de los estados con mayor extensión
natural y que, sin embargo, no cuenta con recursos sufi-
cientes para reforestación.

Durante muchas décadas, nuestro estado fue uno de los que
obtuvo la mayor producción de granos, sobre todo de ma-
íz, sorgo y café, con una significativa derrama económica
para todos los sectores de la población de la entidad y del
país. Ahora, con los subejercicios federal en esos sectores
y el abandono de esta actividad prioritaria en el estado, se
nos ha generado un problema agudo de desempleo y de re-
cesión en esos sectores. Hace varios lustros, Chiapas era
uno de los principales productores de becerros para abaste-
cer las zonas de engorda en todo el país. El abandono de las
inversiones en ese campo ha provocado que se tengan que
traer las decenas de miles de becerros desde varios países
de Centroamérica para el abasto de las zonas señaladas.

En otro orden de ideas, debe recordarse que como entidad
fronteriza, Chiapas debe contender con importantes presio-
nes migratorias y problemas de seguridad nacional que le
obligan a contar con una infraestructura compleja, costosa
y urgente para poder atender adecuadamente esos agudos
problemas. Sin embargo, la federación ha relegado esos as-
pectos estratégicos para nuestro estado, al no destinar los
recursos indispensables para ello. 

Finalmente, es importante tener presente la contribución
petrolera que Chipas realiza a nuestro país. Sin duda, dicha
explotación de recursos tiene un fuerte efecto ambiental y
social en el estado, que no se retribuye en forma equitativa
en el ámbito económico para los chiapanecos. 

Es así como hasta ahora Chiapas no ha visto ningún bene-
ficio del incremento del precio petróleo, a pesar de ser uno
de los estados que presenta una mayor marginación y atra-
so. Resultaría incongruente desarrollar el sector petrolero
sin que se retribuya adecuadamente a una de las localida-
des que está generando la mayor proporción de los ingre-
sos públicos en este sentido.

No es concebible que una de las entidades con mayores re-
cursos naturales del país, con uno de los entornos turísticos
más bellos, un fuerte potencial de producción agroindus-
trial y una rica población, ávida de adquirir y aplicar sus
conocimientos para el desarrollo personal y colectivo, ten-
ga que seguir sufriendo el abandono federal, mientras que
a otras entidades se les confieren apoyos significativos en
aras de la competitividad y la productividad nacional.

Es importante destacar que el actual gobierno federal no ha
autorizado la realización de ningún proyecto social o eco-
nómico relevante para el desarrollo de nuestro estado, lo
que ha ocasionado un freno de las inversiones productivas
en beneficio de los chiapanecos.

Por todo ello, es que necesitamos hacer un respetuoso pero
fuerte y enérgico reclamo a las autoridades federales, para
que volteen su mirada a los chiapanecos que por muchos
años han esperado que sus necesidades sean atendidas y
que sus peticiones más sentidas sean tomadas en cuenta de
manera formal y eficiente por parte de la federación. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a la
consideración de este honorable Pleno la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Primero. Esta soberanía exhorta respetuosamente a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión a conside-
rar, dentro del análisis, discusión y aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2009, un incremento presupuestal para el estado de
Chiapas para que se lleven a cabo obras de infraestructura
o desarrollo en los siguientes sectores:

a) Construcción y rehabilitación de la infraestructura
educativa; 

b) Construcción y rehabilitación de la infraestructura de
los servicios de salud de primer y segundo nivel; 

c) Construcción de hospitales generales en las localida-
des de Comitán, Villaflores y Tuxtla Gutiérrez;

d) Asignación de los recursos indispensables para reac-
tivar las industrias agropecuarias, ganaderas y forestales
de la entidad;
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e) Asignación de los recursos indispensables para forta-
lecer los servicios migratorios y de seguridad en la enti-
dad; 

f) Modernización y construcción de más de 3 mil 800
kilómetros en caminos y carreteras, particularmente los
que comprende construir la infraestructura necesaria pa-
ra comunicar adecuadamente a la sierra con el centro del
estado. 

g) Reparación de 248 kilómetros de vías férreas; 

h) Construcción de infraestructura necesaria para el tra-
tamiento y disposición final de basura; 

i) Construcción de plantas de tratamiento de aguas resi-
duales, obras de alcantarillado y agua potable; y 

j) Incremento sustancial de los recursos asignados para
el desarrollo de los servicios turísticos y de transporte en
la entidad. 

Segundo. Esta soberanía exhorta respetuosamente a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión a conside-
rar, dentro del análisis, discusión y aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2009, un incremento presupuestal al estado de Chiapas
para llevar a cabo los trabajos de reforestación necesarias
para incrementar el acervo natural de la nación.

Notas:

1 INEG, últimos datos son para 2005. 

2 INEG, últimos datos son para 2005.

Recinto del honorable Senado de la República, a 30 de septiembre de
2008.— El Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, senadores: Francisco Agundis Arias, coordinador; Arturo Escobar
y Vega, Jorge Legorreta Ordorica, Ludivina Menchaca Castellanos, Ja-
vier Orozco Gómez, Manuel Velasco Coello (rúbrica), Rosalinda Ló-
pez Hernández (rúbrica), Rogelio Humberto Rueda Sánchez (rúbrica),
Heladio Elías Ramírez López (rúbrica), María de los Ángeles Moreno
Uriegas (rúbrica), Gabino Cue Monteagudo (rúbrica), María Elena
Orantes López (rúbrica), Jorge Mendoza Garza (rúbrica), Dante Del-
gado (rúbrica), Federico Döring Casar (rúbrica), Eloy Cantú Segovia
(rúbrica), Irma Martínez Manríquez (rúbrica), Alejandro González Yá-
ñez (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Túrnense a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

LEY DE GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE
SEGURIDAD PUBLICA - CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por instrucciones del Presidente de la República y en ejer-
cicio de la facultad que le confiere el artículo 71, fracción I,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, me permito remitir la iniciativa de Decreto por el que
se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, documento que el Titular del Ejecutivo Fede-
ral propone por el digno conducto de ese Órgano Legisla-
tivo.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2008.— Cuauhtémoc Cardona Be-
navides (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Presidencia de la República.

Presidente de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Las sociedades evolucionan cuando su régimen jurídico
responde a las necesidades primordiales de los ciudadanos
y los gobiernos son capaces de dar respuesta a las deman-
das de los gobernados; así, un Estado cuyas Instituciones
corresponden a un tiempo pretérito, pierden credibilidad an-
te aquellos a quienes debe servir en el presente.

El Estado mexicano heredero de una larga tradición jurídi-
ca de protección a los ciudadanos, ha incoado la actualiza-
ción de su régimen normativo en diversas etapas de su his-



toria, las cuales han obedecido a la dinámica social que exi-
ge soluciones permanentes y creíbles, a todas las necesida-
des que van surgiendo en el acontecer social.

El Constituyente Permanente legitima su encomienda al
analizar y debatir con seriedad las ideas para la construc-
ción constante de nuestra Nación. Esta generación, no es
ajena al reclamo social que exige el cumplimiento pleno de
todas las garantías y derechos que plasmaron los formado-
res de nuestra República.

El Poder Ejecutivo Federal, al cumplir y hacer cumplir la
Constitución y las leyes que de ella emanan, ha escuchado
el reclamo social que le recuerda que nuestro sistema jurí-
dico y nuestras Instituciones son perfectibles, y que existen
temas fundamentales en la agenda nacional que urge aten-
der con soluciones convincentes a los ojos de quienes pade-
cen el problema. Uno de ellos es la inseguridad pública.

La consolidación democrática de un pueblo sólo puede dar-
se cuando sus ciudadanos, confiados en las instituciones de
seguridad pública, pueden disfrutar de una vida familiar sin
temor a sufrir algún menoscabo en su integridad personal o
en su patrimonio a mano de los grupos delictivos; por ende,
la dimensión de esta responsabilidad es mayúscula en tanto
que la seguridad pública es la primera garantía que se debe
brindar para asegurar una vida digna.

No atender a fondo el problema, a pesar de sus consecuen-
cias conllevaría a una falta de credibidad en quienes tene-
mos la encomienda pública y el compromiso social de pre-
servar la vida, libertad, integridad, los bienes y derechos de
los gobernados.

Los esfuerzos realizados hasta el momento no han logrado
consolidar un adecuado sistema de seguridad pública arti-
culado en una estrategia nacional, la cual ha sido una misión
largamente postergada y sustituida en ocasiones por el dis-
curso.

La contundencia en el actuar policial no ha sido constante
ni homogénea. Hoy mas que nunca, la sociedad reclama una
coordinación entre los tres órdenes de gobierno, organizada
a partir de una perspectiva del sistema federal y traducida
en una eficiente convergencia de competencias correspon-
sables.

En este contexto se ubica, en las últimas dos décadas, la la-
bor de los tres poderes de la Unión a fin de dar respuesta a
la inseguridad, la cual generó la reforma constitucional de

1994, que modificó los artículos 21 y 73 de nuestra Ley
Fundamental, dando sustento jurídico a la coordinación en
materia de seguridad pública y ordenando la ley que esta-
bleció las bases sobre las cuales pudieran actuar los tres ór-
denes de gobierno.

A través de esta reforma, se establecieron las bases jurídicas
de una política en materia de seguridad pública; con ella, se
habló por primera vez de un esfuerzo sistematizado a nivel
nacional para combatir la delincuencia.

La reforma constitucional de 1994 en materia de seguridad
pública fue parte de la última etapa del desarrollo jurídico-
social de nuestro país en el siglo XX, satisfizo parcialmen-
te las necesidades para las cuales fue legislada y cumplió en
su momento con sus planteamientos; sin embargo, a cator-
ce años de distancia, nadie puede negar que la realidad de
nuestro país es otra, el constante desenvolvimiento de las
fuerzas sociales y los cambios vertiginosos a nivel mundial
han generado que nuestro país en menos de tres lustros vi-
va otros escenarios en el ámbito de la seguridad pública.

La reforma constitucional aprobada el 18 de junio del pre-
sente año, primera de diversas que habrá a lo largo del siglo
XXI, es sintomática porque marca el inicio de una nueva
etapa en nuestro Estado de Derecho, respecto de la coordi-
nación de todos los órdenes de gobierno para la atención de
la seguridad pública, la cual constituye una de las principa-
les preocupaciones de la sociedad.

Así, los instrumentos jurídicos que se derivan de la recien-
te reforma constitucional, tienden a perfeccionar aquellos
que, derivados de la reforma de 1994, han sido rebasados
por los cambios sociales o carecieron de plenitud en su apli-
cación.

En la Ley General que establece las Bases de Coordinación
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicada el 11
de diciembre de 1995, se había pretendido alcanzar la segu-
ridad que demandan los mexicanos, al sentar las bases le-
gales para un sistema nacional de seguridad pública que fa-
cilitase la coordinación de acciones entre los distintos
niveles de gobierno.

En dicha ley se estableció el servicio civil como eje rector
del desarrollo de las corporaciones de seguridad pública y
como obligatoria la carrera policial en todas las policías del
país, de conformidad con las fórmulas de coordinación in-
tergubernamental que el propio Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública contempló. No obstante, los objetivos de la
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ley citada no alcanzaron su realización y la idea de que la
federación, los estados y los municipios garantizaran una
política coherente en la materia se vio frustrada.

El Sistema Nacional de Seguridad Pública debe comple-
mentar su tarea de provisión de lineamientos para las polí-
ticas públicas en la materia, y de este modo constituir un
verdadero eje de concertación para el desarrollo institucio-
nal de las policías.

Ante el predominio de esta situación, las corporaciones de
seguridad pública se atienen a reglamentos interiores que no
tienen la plenitud de una norma exclusiva como lo consig-
na el artículo 123 Constitucional, en su apartado B, fracción
XIII, al referirse a los derechos de los miembros de las cor-
poraciones de seguridad pública.

Por otra parte, el escaso interés de fortalecer a las institu-
ciones policiales, más allá de lo que permiten los recursos
del Fondo para la Seguridad Pública consignado en la Ley
de Coordinación Fiscal y que es fuente principal del soste-
nimiento de las corporaciones en todo el país, ha generado
un notable descuido en la preparación, equipamiento y ca-
pacidad institucional de sus elementos.

En el año de 1999 se creó la Policía Federal Preventiva y su
organización quedó instituida en la ley y reglamento de di-
cha corporación; su profesionalización fue estipulada a par-
tir de una serie de normas compiladas en los códigos de éti-
ca de la misma Institución; sin embargo, tras diversos
intentos de instituir una norma con un enfoque claramente
orientado hacia el servicio policial de carrera, no se logró
establecer a plenitud un sistema que pudiera fungir como
modelo de organización y gestión para todas las policías del
país.

Simultáneamente en las entidades federativas, de conformi-
dad con las disposiciones de la Ley General que Establece
las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, se legisló para crear leyes de seguridad públi-
ca locales cuyo principal elemento consistió en la organiza-
ción de los propios sistemas estatales de seguridad pública,
relegando a disposiciones reglamentarias la definición de
las reglas de ingreso, de asignación de grados, de promo-
ciones, ascensos, capacitación, desarrollo y baja de sus in-
tegrantes.

En este vacío legislativo, las corporaciones de seguridad
pública de los estados y de los municipios en muy contadas
ocasiones han definido con precisión las pautas de un siste-

ma de carrera policial, por lo cual las viejas prácticas de la
lealtad, el mérito calificado únicamente por los jefes, los
sistemas de prebenda y otros medios de apropiación de las
corporaciones, continúan lamentablemente siendo una prác-
tica reiterada.

A pesar de esta tendencia, también se debe reconocer que
las policías federales han mejorado sus sistemas de recluta-
miento y selección, y han instituido importantes centros de
formación policial; todo esto no podrá rendir los frutos es-
perados si no existe en el plano legislativo una norma que
comprometa en forma eficiente y bajo un sistema de conse-
cuencias alas autoridades que deben regir el desarrollo po-
licial. Por otra parte, si este tema no es atendido en la agen-
da legislativa con la importancia que merece, las actuales
políticas de combate al crimen no tendrán la contundencia
y efectos esperados, al no poder sostener únicamente a las
fuerzas armadas en el terreno del combate al delito sin un
fuerte componente de prevención.

Ante este panorama, el proyecto de una nueva Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública es no solamen-
te factible, sino inaplazable en cuanto a su expedición y
puesta en operación, como un instrumento acorde con los
objetivos nacionales, estrategias, prioridades y programas
contenidos en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el jueves 31
de mayo de 2007.

En este contexto, si bien es cierto que el marco de las atri-
buciones de las entidades federativas y el sistema de distri-
bución de competencias entre los tres órdenes de gobierno,
se funda en el respeto a las autonomías, también se debe re-
conocer que la seguridad pública ha quedado definida como
una función de Estado y que deberá proveerse de manera
concurrente y coordinada por la Federación, entidades fe-
derativas y municipios.

El criterio referido ha sido adoptado por el Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, al advertir que la se-
guridad pública es una materia concurrente, en la que se
pueden configurar las competencias en una ley marco o ge-
neral.

En efecto, los artículos 40 y 41, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos consagran el principio
fundamental de organización social, política y jurídica del
Estado Mexicano; asimismo, el preceptivo 133 de la misma
carta magna establece el principio de la supremacía consti-
tucional. No obstante, respecto del régimen federal y de su-



premacía constitucional, el alto tribunal de la Nación ha de-
finido que las leyes del Congreso emanadas directamente de
la Constitución son precisamente las leyes generales cuya
jerarquía normativa es de orden constitucional, lo que sig-
nifica que, en aquellos casos en que el legislador constitu-
cional dispuso que determinada materia o facultad habría de
normarse por una ley emanada de la Constitución, significa
que dicha ley integra una porción de normatividad constitu-
cional; en palabras de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación:

“Nuestro lenguaje constitucional llama concurrencia legis-
lativa las que derivan de la atribución combinada, segmen-
taria y hasta compartida que efectúa el constituyente en fa-
vor de los distintos órdenes de gobierno, en relación con
una materia competencial específica, a través de la distribu-
ción que se establece en una ley del Congreso de la Unión,
llamada Ley General.

Estas leyes generales o marco distribuyen las competencias
entre la Federación y los Estados, otorgando las bases para
el desarrollo de las leyes locales correlativas, desconstitu-
cionalizando la atribución de competencias entre los dos ór-
denes de gobierno, dejando la función de reparto en el Con-
greso Federal.

Ahora bien, la coexistencia de un criterio constitucional de
distribución de competencias cooperativo junto con (sic) el
criterio federalista dual, produce una alteración en las rela-
ciones entre las leyes, en tanto la Constitución no atribuye
las competencias en las materias concurrentes, sino que re-
mite a otras leyes federales para ello. De esta forma, la
constitucionalidad de una ley federal o local, en las materias
concurrentes depende tanto de la Constitución como de la
ley marco.

En efecto, si únicamente operara una configuración compe-
tencial federal, la validez de una ley en atención al órgano
que la emitió exclusivamente estaría condicionado a deter-
minar si la Constitución otorgó a cierto nivel de gobierno la
facultad para expedir determinada ley en determinada ma-
teria. Sin embargo, en tanto que normas de igual rango pue-
den distribuir competencias, la validez de una norma no de-
pende sólo de la Constitución, sino de otra ley, en las
materias concurrentes.

Así la constitucionalidad de una ley puede depender no so-
lo de la infracción a la Constitución Federal, sino también
de la contravención de lo que en otras jurisdicciones se ha
denominado bloque de constitucionalidad, es decir, de las

normas que no forman parte de la Constitución y que tienen
un rango inferior a ella, pero que por disposición constitu-
cional deben ser utilizadas como parámetros de validez res-
pecto de las leyes de la misma jerarquía cuya contravención
provoca la inconstitucionalidad de éstas.”1

Ahora bien, en el tema de la seguridad pública, lejos de una
conjunción de soberanías o autonomías o simple suma de
proyectos, las reformas constitucionales tienden a la inte-
gración de capacidades y esfuerzos, a la interacción de los
órdenes de gobierno en el diseño de una estrategia para la
seguridad pública integral para la Nación; la operatividad y
alcance de cada uno de los órganos ha sido y es aún dife-
renciado, ya se trate de la competencia federal, ya del actuar
local o municipal, pero la exigencia social, el proyecto y la
responsabilidad es compartida y única ante la Nación.

Así, las bases de coordinación y colaboración deben ir más
allá de un simple reparto de funciones; más bien se deben
fijar con toda claridad los parámetros generales sobre los te-
mas específicos, de manera que integrados en la Federa-
ción, en cada uno de sus ámbitos competenciales, constitu-
yan una fuerza sólidamente unida, y no dispersa o difusa, en
la atención a la seguridad pública.

La coordinación en el régimen federal no significa la sim-
ple distribución material o matemática de competencias o
atribuciones de los órganos de gobierno; por ejemplo, el ré-
gimen de coordinación fiscal, no tiene parámetros numéri-
cos iguales entre la Federación y un estado, o entre los es-
tados en sí; o las aportaciones y participaciones de recursos
a los municipios resultan con iguales números; pero si cons-
tituyen parámetros equitativos y efectivos de coordinación
o cooperación federalizada, precisamente, son parámetros
reales y eficaces del actuar de cada uno de los órdenes de
gobierno, con el respeto a su ámbito de funciones y opera-
tividad, ni subordinación ni suprasubordinación, soberanos
en sí, unidos en un proyecto nacional: el combate a la de-
lincuencia.

A ese respecto, se han identificado diversas materias de fa-
cultades concurrentes, que imponen al Congreso General el
establecimiento de leyes generales que fijen las normas,
mecanismos y alcances de la participación de los entes es-
taduales; materia sobre la cual el máximo intérprete consti-
tucional ha determinado que: “Si bien es cierto que el artí-
culo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece que: “Las facultades que no están ex-
presamente concedidas por esta Constitución a los funcio-
narios federales, se entienden reservadas a los Estados.”,
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también lo es que el Órgano Reformador de la Constitución
determinó, en diversos preceptos, la posibilidad de que el
Congreso de la Unión fijara un reparto de competencias, de-
nominado “facultades concurrentes”, entre la Federación,
las entidades federativas y los Municipios e, inclusive, el
Distrito Federal, en ciertas materias, como son: la educati-
va (artículos 3o., fracción VIII y 73, fracción XXV), la de
salubridad (artículos 4o., párrafo tercero y 73, fracción
XVI), la de asentamientos humanos (artículos 27, párrafo
tercero y 73, fracción XXIX-C), la de seguridad pública (ar-
tículo 73, fracción XXIII), la ambiental (artículo 73, frac-
ción XXIX-G), la de protección civil (artículo 73, fracción
XXIX-I) y la deportiva (artículo 73, fracción XXIX-J). Es-
to es, en el sistema jurídico mexicano las facultades concu-
rrentes implican que las entidades federativas, incluso el
Distrito Federal, los Municipios y la Federación, puedan ac-
tuar respecto de una misma materia, pero será el Congreso
de la Unión el que determine la forma y los términos de la
participación de dichos entes a través de una ley general.”2

Cierto es que la participación de los diversos órdenes de go-
bierno: Federación, Distrito Federal, estados y municipios
es un presupuesto de la operatividad de las directrices y los
programas de seguridad pública, empero, ello no puede
quedar sujeto a los tiempos e inercias políticas, sino debe
estar atento al Estado de Derecho y a la definición normati-
va a través de la ley.

Por ello, las reformas aprobadas por el Congreso de la
Unión en el presente año, ordenan la constitución de un Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública sujeto a las bases mí-
nimas siguientes:

“[...]

a) La regulación de la selección, ingreso, formación,
permanencia, evaluación, reconocimiento y certifica-
ción de los integrantes de las instituciones de seguridad
pública. La operación y. desarrollo de estas acciones se-
rá competencia de la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los Municipios en el ámbito de sus respecti-
vas atribuciones;

b) El establecimiento de las bases de datos criminalísti-
cos y de personal para las instituciones de seguridad pú-
blica. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones
de seguridad pública si no ha sido debidamente certifi-
cado y registrado en el sistema;

c) La formulación de políticas públicas tendientes a pre-
venir la comisión de delitos;

d) Se determinará la participación de la comunidad que
coadyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación
de las políticas de prevención del delito así como de las
instituciones de seguridad pública; y

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad públi-
ca, a nivel nacional serán aportados a las entidades fede-
rativas y municipios para ser destinados exclusivamente
a estos fines”.

Sin lugar a dudas hay mucho por hacer en la agenda del
desarrollo policial; se debe promover que la retribución es-
té a la altura de las exigencias del desarrollo integral de sus
elementos y sea compensatorio de las funciones que des-
empeñan en beneficio de la población a costa de su propio
riesgo.

El ingreso a la policía debe dejar de concebirse como un re-
curso inmediato para tener empleo, por tanto, se precisa de
la formación de una verdadera doctrina de servicio público,
respaldada por un adecuado sistema de formación, desarro-
llo, empleo y retiro, es decir, todas las fases de un sistema
de carrera que se encuadre en todas las corporaciones loca-
les y federales en las mismas reglas de pertenencia, des-
arrollo y crecimiento institucional, y profesional de sus ele-
mentos que en verdad constituya una opción de vida y
desarrollo.

Adicionalmente, se requiere que las instituciones de seguri-
dad pública cuenten con personal certificado por una ins-
tancia que brinde certeza en la prestación del servicio pú-
blico encomendado. De singular relevancia resulta esta
disposición, en tanto tiende a combatir factores de riesgo
para la corrupción al garantizar que quienes forman parte de
las Instituciones de seguridad pública sean sometidos a ri-
gurosos exámenes de control de confianza, que abarquen
desde la ausencia de adicciones toxicológicas, hasta un
adecuado desarrollo patrimonial, pasando por la verifica-
ción de la inexistencia de vínculos con la delincuencia, o
aspectos personales que los hagan proclives a desviaciones
del poder.

Esa fue la intención del Constituyente permanente al refor-
mar el artículo 21 Constitucional, ya que determinó como
requisito para que los agentes de policía puedan realizar sus
funciones de prevención e investigación del delito, que se



sometan a un proceso de certificación, cuyas directrices de-
berán establecerse en las leyes federales e incorporadas en
las legislaciones locales.

La reforma constitucional trascendió también a la estrategia
integral de prevención del delito y combate a la delincuen-
cia, ordenando una alineación de las capacidades del Esta-
do Mexicano contra el crimen organizado; en este respecto,
reconoció las facultades de investigación para el combate y
prevención del delito a las instituciones policiales, mismas
que en el ejercicio de aquella función actuarán bajo la con-
ducción del Ministerio Público, pero sin que ello implique
forzosamente una supeditación orgánica a la estructura mi-
nisterial.

La asignación de facultades para la investigación y pre-
vención de los delitos a la policía, hace necesaria la crea-
ción o fortalecimiento de áreas especializadas en las dife-
rentes actividades de las instituciones policiales; por ello,
la presente iniciativa propone que las corporaciones de los
tres órdenes de gobierno cuenten al menos con las áreas de
investigación, prevención y reacción, a efecto de atender
de manera eficaz y eficiente las demandas de la población
en esta materia.

El paradigma policial que existe actualmente sufre severos
cuestionamientos, los cuales obedecen fundamentalmente a
la falta de capacidad de transmitir los resultados obtenidos
en la lucha contra la delincuencia y en la prevención del cri-
men, así como en el alcance y sostenimiento de una situa-
ción que proteja los valores y bienes jurídicamente tutela-
dos de la sociedad.

En este escenario, no se debe soslayar que la seguridad pú-
blica, en su acepción funcional, no sólo comprende la in-
vestigación de las conductas ilícitas cometidas, sino ade-
más, implica las más amplias tareas de prevención y, en
general, preservación de los bienes y derechos de los go-
bernados.

En efecto, tradicionalmente, el enfoque policial implica
operar reactivamente, a la espera de que un delito haya sido
cometido o se esté cometiendo, para posteriormente inten-
tar solucionarlo y detener a los responsables.

Esta no es una visión aceptable para las amenazas naciona-
les e internacionales que actualmente conlleva el fenómeno
delictivo, es necesario evitar 1a comisión de delitos, en lu-
gar de investigarlos una vez ocurridos. Además, la expe-

riencia nos ha enseñado que el narcotráfico es, frecuente-
mente, parte de las operaciones de las empresas criminales,
por lo que en muchos de los casos, el arresto de los perpe-
tradores de un solo crimen, puede no tener gran impacto so-
bre la asociación delictiva, pues inclusive podría tratarse de
un costo aceptable para los jefes de dichas organizaciones.

Por ello, es indispensable adoptar un enfoque de inteligen-
cia para este tipo de actividades; así, en lugar de esperar que
ocurra una actividad criminal, la policía debe reunir infor-
mación permanentemente sobre diversos grupos e indivi-
duos, sus motivaciones, recursos, interconexiones, intencio-
nes, entre otras cosas, con la finalidad de prevenir delitos.

Considerando lo anterior, debemos aceptar que la seguri-
dad pública tiene diferentes ámbitos, sin embargo, es per-
tinente hacer la aclaración que esa especialización no im-
plica necesariamente la pulverización de las capacidades
del Estado.

La ruta tradicionalmente adoptada por las corporaciones po-
liciales, en lo relativo a la especialización de las áreas en-
cargadas respectivamente de la pluralidad de temas inhe-
rentes a la seguridad pública, ha derivado en una errónea
fragmentación del mando policial.

Tal circunstancia ha generado, además de una división or-
gánica de los cuerpos policiales, falta de coordinación entre
las mismas, e incluso, una lógica rivalidad entre las distin-
tas agencias, que llega al extremo de no compartir la infor-
mación de inteligencia para el combate al crimen; circuns-
tancias que se traducen finalmente en la desorganización de
las capacidades del Estado para hacer frente al fenómeno
delictivo y el fortalecimiento del flagelo criminal.

Esa dispersión orgánica implica duplicidad de funciones y
dualidad de gasto, sin mencionar la pérdida gradual de la
capacidad de garantizar un adecuado esquema de control de
confianza, así como una total carencia de coordinación,
congruencia y homogeneidad de protocolos, sistemas, for-
mas de organización, grados y atribuciones policiales.

Esa situación, puede entenderse en el contexto de las múlti-
ples autonomías en los niveles municipal, estatal y federal;
por lo que se hace necesaria la determinación de disposi-
ciones generales que conlleven a la homogeneidad de gra-
dos, perfiles, procedimientos y esquemas de organización
en las corporaciones policiales de los tres órdenes de go-
bierno.
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Por otra parte, la viabilidad de un Sistema Nacional de Se-
guridad Pública eficaz en las tareas propias de la función
pública, hace imprescindible la operación e instrumentación
de sistemas que garanticen el adecuado intercambio de in-
formación en materia de seguridad pública y que generen
inteligencia apta para el ejercicio de las atribuciones de los
órganos de seguridad pública de los tres órdenes de go-
bierno.

En este contexto y ante la crisis de inseguridad que vive el
país, existe la imperiosa necesidad de desarrollar sistemas
informáticos de vanguardia que proporcionen información
de inteligencia idónea y oportuna para el combate de la de-
lincuencia. Así, Plataforma México se constituye en un no-
vedoso instrumento de la más avanzada tecnología que ha-
ce frente al desarrollo tecnológico de la delincuencia y
concentra la información que es necesaria en la planeación
de las operaciones policiales. Nunca antes un programa in-
formático había llegado a tener tal importancia en la fun-
ción policial, debido a la utilidad que representa y que pue-
de potenciar.

La regulación para el suministro, sistematización y acceso a
la información que generen los órganos de seguridad públi-
ca en el país constituye una garantía para salvaguardar la in-
tegridad y derechos de las personas, y para preservar las li-
bertades, el orden y la paz públicos.

Del mismo modo, a efecto de brindar seguridad pública con
respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitu-
ción, la Ley propuesta plantea la regulación del uso de la
fuerza que ejercen los cuerpos de seguridad pública en cum-
plimiento de sus funciones.

La función policial es sin duda la responsabilidad más deli-
cada del Estado en tiempos de paz. A la policía se le ordena
cumplir y hacer cumplir la ley por medio de poderes diver-
sos, entre los cuales destacan el uso de la fuerza y en parti-
cular el empleo de las armas de fuego. Al aplicar estos me-
dios, en aras de proteger el libre ejercicio de los derechos y
libertades, la policía se convierte en el instrumento que po-
ne en riesgo y violenta tales derechos, precisamente por la
enorme dificultad que supone controlar en todo momento el
ejercicio de las atribuciones legalmente conferidas a las cor-
poraciones.

Las instituciones de seguridad pública han desempeñado
distintas misiones dentro de sus rutinas y servicios que pro-
veen a la ciudadanía. Si bien puede reconocerse que en la
mayoría de los casos los elementos de las instituciones de

seguridad pública cumplen con su deber, es también visible
el cúmulo de situaciones en los que el uso de la fuerza pú-
blica excede los límites de una coerción que se limite a con-
trolar conductas ilícitas o infractoras de normas de policía,
por ello es inaplazable iniciar una profunda reforma a la
doctrina, las políticas, las normas, los procedimientos y las
formas de gestión y control de las corporaciones policiales.

Sin lugar a dudas, los puntos de contacto entre las policías
con los sujetos que cometen faltas administrativas o delitos,
tienen diferentes aristas en las que el principio de legalidad
debe hacerse valer, así como también el principio de la de-
bida diligencia, que sustituye al viejo concepto del cumpli-
miento del deber hasta la última de sus consecuencias y por
todos los medios posibles, hecho que ha propiciado el sur-
gimiento de incentivos y márgenes de acción, sobre la base
de reglas informales o formales, a la conducta ilegítima y el
abuso de la fuerza.

En la actualidad las policías preventivas modernas tienen
normas que regulan todos y cada uno de sus procedimien-
tos para el uso de la fuerza necesaria y el cumplimiento de
distintas operaciones; no obstante, en la medida que dichas
normas prevean situaciones generales y específicas unifor-
mes y delimiten el tipo de intervención policial, tanto los
sujetos obligados como los integrantes de las corporaciones
de seguridad pública tendrán un lineamiento objetivo que
les asegure un ejercicio correcto de la autoridad.

La actuación de la policía debe contar con un marco nor-
mativo que le brinde seguridad jurídica; al mismo tiempo
que la ciudadanía debe conocer y saber cuáles son los lí-
mites del uso de la fuerza pública en los procedimientos
policiales. Ambos aspectos, hasta hoy, no han sido estable-
cidos o definidos en una ley federal, por tanto, se siguen
presentando controversias sobre el grado de apego que tie-
ne diversos .procedimientos policiales con respeto a los
Derechos Humanos de los sujetos que debido a las cir-
cunstancias delictivas, son sometidos por los policías. No
hay policía democrática cuando ésta no regulariza la rela-
ción armónica con los derechos humanos, cuando sus
miembros no son reconocidos como autoridad con plenos
derechos y obligaciones, y cuando el uso de la fuerza no es
sujeto de control que garantice, al mismo tiempo, su efica-
cia y uso legítimo.

La importancia de una ley que precise este marco de actua-
ción es sustantiva, ya que es necesario contar con una poli-
cía profesional al pleno servicio de la ciudadanía; haciendo
eco de que la mejor policía es la que interactúa de manera



proactiva con las comunidades y la que reacciona con mé-
todos, prudencia y firmeza ante cualquier violación a los de-
rechos e integridad de las personas y las normas que sus-
tenta el Estado de Derecho.

Desde esta perspectiva, la Iniciativa que se presenta, permi-
te dar respaldo firme para el cumplimiento de los fines del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, en la medida que,
por primera vez, desde una norma general, es posible indu-
cir criterios técnicos, operativos, de procedimiento y de res-
ponsabilidad policial, con una mayor claridad que la que se
consigue a través de manuales, códigos de ética y otros ins-
trumentos de normas secundarias vigentes.

Ante la necesidad de combatir el crimen, pero sin exceder
los límites del uso de la fuerza necesaria, la ley en proyecto
atiende dos puntos: en primer lugar facilita el trabajo de las
policías, aun y cuando recurran al uso de dicha fuerza; y se-
gundo, se asegura que éstas nos se desborden, por tanto, se
trata de una ley que provee garantías complementarias al
respeto de los Derechos Humanos en nuestro país.

La inclusión de la regulación de los procedimientos policia-
les en la Ley General que se propone, abre la posibilidad de
que la Federación, el Distrito Federal, los estados y los mu-
nicipios, establezcan, dentro del ámbito de sus respectivas
competencias, las normas de actuación en los distintos pro-
cedimientos al tenor de principios generales que garanticen
un desempeño uniforme de la función de la seguridad pú-
blica en las corporaciones policiales.

Tal regulación se torna obligatoria si se toma en considera-
ción que la Organización de las Naciones Unidas, de la cual
México forma parte, ha emitido instrumentos internaciona-
les en sobre el empleo de la fuerza y armas de fuego contra
personas por parte de funcionarios encargados de hacer
cumplir la ley. Específicamente es oportuno precisar los
PRINCIPIOS BÁSICOS SOBRE EL EMPLEO DE LA
FUERZA Y DE ARMAS DE FUEGO POR LOS FUN-
CIONARIOS ENCARGADOS DE HACER CUMPLIR
LA LEY, .adoptados por el Octavo Congreso de las Nacio-
nes Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del
Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) del 27 de
agosto al 7 de septiembre de 1990.

Así, con la Ley General que ahora se propone, se pretende
dar precisión a lo que no está regulado y se busca dar res-
puesta a las principales demandas en torno a la organización
y actuación de los cuerpos de policía, pues en efecto, la fal-
ta de profesionalización y la improvisación del policía en

México, constituyen un paradigma que prevalece en el ide-
ario colectivo de nuestra sociedad, que a pesar de los re-
cientes esfuerzos, no ha podido ser desterrado.

Bajo el entendido que la calidad de vida pasa por las condi-
ciones de seguridad pública en las que un ciudadano desa-
rrolla sus actividades cotidianas, la sociedad demanda con
urgencia, como no lo había hecho antes, eficacia plena en la
lucha contra la delincuencia organizada, la cual sólo se pue-
de dar a través de una completa profesionalización policial.

La ciudadanía ha hecho énfasis en múltiples aspectos que
abarcan: la falta de ética, programas, métodos de preven-
ción, técnicas de investigación, sanciones eficaces y ejem-
plares para los servidores públicos que deben garantizar la
seguridad pública en México y que se valen del cargo para
delinquir; aunado a ello, una dolencia de la sociedad es una
coordinación en ciernes entre los niveles de gobierno para
resolver un problema que es común a todos, que más allá
del protocolo, se traduzca en un sano entendimiento entre la
federación, estados y municipios.

Por ello, en la presente iniciativa, se propone reformar el
sistema de seguridad pública, y atacar el problema estructu-
ralmente a través de un sistema integral que contemple la
prevención, investigación y persecución de las conductas
antisociales.

La Ley General que se somete a consideración de esa Ho-
norable Soberanía, presenta el siguiente perfil de su estruc-
tura y contenido.

En el Título Primero, Disposiciones Preliminares, la Ley
establece las disposiciones que orientan el Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública; la coordinación entre la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios a
efecto de hacerlo efectivo, de igual forma define las institu-
ciones de seguridad pública en los tres órdenes de gobierno.

El Título Segundo De las Instancias de Coordinación del
Sistema Nacional de Seguridad Pública; prevé la creación
del Consejo Nacional como máxima instancia de delibera-
ción del Sistema; los Órganos e Instancias Auxiliares para
el impulso y desarrollo de las distintas materias de coordi-
nación a que se refiere la Ley, dentro de las cuales se plan-
tean las conferencias de Secretarios de Seguridad Pública,
la de Procuración de Justicia, del Sistema Penitenciario, de
Prevención del Delito, la de Participación Municipal y el es-
tablecimiento de los Consejos Regionales y Locales de Co-
ordinación, encargados de la coordinación, planeación y su-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 200857



Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados58

pervisión del sistema en sus respectivos ámbitos de compe-
tencia.

Consciente de la fuerza que genera la sociedad civil en las
tareas cotidianas de prevención de las conductas sociales, y
de la importancia que tiene el núcleo familiar al ser genera-
dor y transmisor de valores ante la comunidad, la presente
Ley regula el Consejo de Prevención del Delito, y le enco-
mienda lo que antes fue una labor aislada en su actuar y al
margen de las instituciones de seguridad pública, pero que
en estos momentos se convierte en misión histórica: pro-
mover la cultura de prevención del delito, impulsar la coor-
dinación entre las instancias educativas a fin de generar los
lineamientos que orienten a los educandos, docentes y pa-
dres de familia, respecto al fenómeno delictivo; colaborar
con las instituciones públicas y privadas para llevar a cabo
programas en materia de prevención de adicciones y en sí,
todo tipo de actividades encaminadas a la inhibición de las
conductas delictivas y la preservación de la integridad de
las familias mexicanas.

El Título Tercero, De la Distribución de Competencias, in-
cluye la distribución de competencias entre la Federación,
el Distrito Federal, los estados y los municipios, concep-
tualizando a la seguridad pública como una materia concu-
rrente.

El Título Cuarto, De la Coordinación de las Instituciones
de Seguridad Pública, comprende la coordinación entre el
Ministerio Público de la Federación, del Distrito Federal y
de los Estados, así como la coordinación del Ministerio Pú-
blico con la Policía en los tres órdenes de gobierno, a fin de
garantizar el cumplimiento de la presente Ley y hacer efec-
tiva la coordinación del Sistema.

El Título Quinto, Disposiciones comunes a los integrantes
de las Instituciones de Seguridad Pública, el cual contem-
pla el catálogo de deberes de los servidores públicos que in-
tegran las instituciones de seguridad pública, los sistemas
complementarios de seguridad social, la identificación del
personal de dichas Instituciones y el reconocimiento al per-
sonal.

El Título Sexto, Del Servicio de Carrera en las Institucio-
nes de Procuración de Justicia, el cual comprende los re-
quisitos de ingreso al servicio de carrera de las Instituciones
de procuración de justicia, así como el desarrollo y termi-
nación del servicio de carrera, la profesionalización y certi-
ficación del personal en dichas instituciones.

El Título Séptimo, Del Desarrollo Policial, define el Desa-
rrollo Policial como un conjunto integral de reglas y proce-
sos debidamente estructurados y enlazados entre sí que
comprenden la Carrera Policial, los esquemas de profesio-
nalización, la certificación y el régimen disciplinario de los
integrantes de las Instituciones y tiene por objeto, garantizar
el desarrollo institucional, la estabilidad, seguridad e igual-
dad de oportunidades de los mismos; elevar la profesionali-
zación, fomentar la vocación de servicio, y garantizar el
cumplimiento de los principios constitucionales.

Determina que su ámbito de aplicación sea general, es decir
que es aplicable a los elementos de los tres órdenes de go-
bierno que desarrollen funciones de seguridad pública, in-
cluidas las de investigación para la prevención y combate
de los delitos; y establece las materias que son objeto de co-
ordinación intergubernamental en materia del desarrollo de
las policías, su servicio de carrera, así como las atribuciones
que tienen la Federación, el Distrito Federal, las entidades
federativas y los municipios para llevar a cabo dicha coor-
dinación.

La Ley propuesta establece que el Servicio Civil de Carre-
ra Policial tendrá carácter obligatorio y permanente en las
Instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno, pa-
ra lo cual se define un marco normativo general para preve-
nir que no ingresen a las corporaciones de seguridad públi-
ca personas cuyo perfil no sea el adecuado. El mismo Título
define los subsistemas que forman parte de la estructura de
la carrera policial: el ingreso y permanencia, la selección y
sus criterios generales, la definición del personal que se
considera activo en el servicio; la certificación de los ele-
mentos de las corporaciones de seguridad pública y sus
mandos, los estímulos asignables a los elementos con tra-
yectorias distinguidas, las reglas generales para las promo-
ciones y ascensos, las normas de conclusión del servicio de
los elementos y las previsiones y normas que determinan
cuándo podrá darse de baja a un elemento del servicio.

Lo anterior, bajo de la perspectiva de que la carrera policial
es el elemento básico para la formación de los integrantes
de las instituciones policiales, a fin de cumplir con los prin-
cipios de actuación ydesempeño.

No obstante y a efecto de que en las Instituciones estén los
Integrantes con el más alto grado de compromiso y desem-
peño en el servicio público, se prevé un régimen disciplina-
rio enfocado a asegurar que la actuación de los integrantes
de las instituciones policiales esté regida por los principios
de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, hon-



radez y respeto a los derechos humanos reconocidos en
nuestra Constitución, para lo cual establece los deberes mí-
nimos que los elementos de las corporaciones de seguridad
pública deberán cumplir, así como los procedimientos ge-
néricos para calificar y aplicar las sanciones que correspon-
dan a la inobservancia de las normas establecidas en la Ley
y por las infracciones en que se incurra durante el desem-
peño dentro del servicio.

Asimismo, propone la constitución de órganos policiales
que deberán erigirse en las diferentes corporaciones de se-
guridad pública para efectos de conducir los procesos de la
carrera policial en sus diferentes etapas; los órganos que se
instituyen en la Ley son los siguientes:

1. Centro Nacional de Evaluación y Control de Confian-
za, como órgano encargado de dirigir, coordinar y certi-
ficar los procesos de evaluación de los Integrantes de las
Instituciones;

2. Centros de Evaluación y Control de Confianza de las
Instituciones de Seguridad Pública, responsables de apli-
car los procesos de evaluación sobre el cumplimiento de
los perfiles definidos para los puestos policiales y los re-
quisitos de ingreso y permanencia; así como certificar a
los elementos que satisfagan tales requisitos y perfiles;

3. Academias de Formación, de Capacitación y Profesio-
nalización Policial, organizadas por la Federación, el
Distrito Federal, las entidades federativas y los munici-
pios, que serán responsables de aplicar los planes y pro-
gramas de capacitación, adiestramiento, profesionaliza-
ción y actualización de los aspirantes, candidatos e
Integrantes de los cuerpos policiales, así como el cum-
plimiento de los perfiles genéricos;

4. Instancias colegiadas, establecidas por la Federación,
el Distrito Federal, las entidades federativas y los muni-
cipios, en los que participen representantes de las unida-
des operativas de investigación, prevención y reacción
de las instituciones policiales, que serán las encargadas
de conocer y resolver, en sus respectivos ámbitos de
competencia, toda controversia que se suscite en relación
con los procedimientos de la Carrera Policial y el Régi-
men Disciplinario.

La Ley define el perfil de las dos principales instancias re-
conociéndolas como las Comisiones de Servicio Profesional
de Carrera Policial y de Honor y Justicia. El establecimien-
to de estas instituciones constituye un avance considerable

de la nueva ley propuesta, pues viene a subsanar un vacío
de la anterior Ley de Bases, que no establecía los órganos
encargados de desempeñar las tareas relativas al servicio
profesional de carrera y el régimen disciplinario de las ins-
tituciones de Seguridad Pública.

Además, su integración colegiada y representativa de las di-
ferentes divisiones en que se organizan las corporaciones
policiales contribuirá a reducir los riesgos de corrupción y
fortalecerá la legitimidad de sus resoluciones.

La integración y mando en las corporaciones policiales es
un eje fundamental para su funcionamiento, por ello se de-
terminan también las jerarquías y grados policiales que po-
drán obtenerse en la carrera policial, así como la identifi-
cación de los mandos en que se habrán de estructurar los
puestos con autoridad y capacidad de dirección de las cor-
poraciones, y el orden de la sucesión de mandos para de-
terminar la responsabilidad que estos asumen en casos de
suplencia o habilitación del ejercicio de autoridad de las
corporaciones.

El Título Octavo, Del Sistema Nacional de Evaluación y
Control de Confianza, que comprende las instancias, órga-
nos, instrumentos, políticas, acciones y servicios, tendentes
a cumplir con los objetivos de la evaluación y certificación
de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública.

En la Ley se establece que corresponde al Centro Nacional
de Evaluación y Confianza, proponer los criterios mínimos
para la evaluación de los servidores públicos, tomando en
consideración las propuestas de las conferencias; se pro-
mueve a través de esta instancia la homologación, valida-
ción y actualización en todo el país, de los procedimientos
y criterios de evaluación de los servidores públicos.

El Título Noveno, De la Información sobre Seguridad Pú-
blica, establece que la Federación, Estados, Distrito Federal
y Municipios, suministrarán, intercambiarán, sistematiza-
rán, analizarán y actualizarán oportuna y diariamente, la in-
formación sobre seguridad pública mediante los sistemas e
instrumentos tecnológicos que la integran, a fin de garanti-
zar la integración y operación de la información; de igual
manera, prevé el Sistema Único de Información Criminal,
el Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública, el
Registro Nacional de Armamento y Equipo, y la Estadística
de Seguridad Pública como partes integrantes de Plataforma
México, cual se conceptualiza como un sistema de interco-
nexiones de voz, datos y video, que proporcion a las Insti-
tuciones de seguridad pública de los tres órdenes de gobier-
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no, la información precisa y constante en materia de seguri-
dad pública, que generen inteligencia apta para el ejercicio
de las atribuciones que tienen encomendadas.

El Título Décimo, De la Participación de la Comunidad,
prevé el establecimiento de mecanismos eficaces para que
la sociedad participe en la planeación y supervisión de la se-
guridad pública, privilegiando con ello la participación ciu-
dadana, en la inteligencia de que sociedad y derecho cons-
tituyen un binomio indisoluble cuya dinámica debe estar
encaminada a un mismo fin.

El Título Décimo Primero, De las Responsabilidades de los
Servidores Públicos, tiene como finalidad asegurar el debi-
do manejo o aplicación de los recursos de los Fondos de
Ayuda Federal para la Seguridad Pública; para ello tipifica
los delitos en materia de seguridad pública, como delitos es-
peciales.

El Título Décimo Segundo, De las Instalaciones Estratégi-
cas, relativo a la protección, supervisión y desarrollo de las
acciones necesarias para la vigilancia de los espacios, in-
muebles, construcciones, muebles, equipo y demás bienes
destinados al funcionamiento, mantenimiento y operación
de las actividades consideradas como estratégicas por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como de aquellas que tiendan a mantener la integridad, es-
tabilidad y permanencia del Estado Mexicano en términos
de la Ley de Seguridad Nacional.

El Título Décimo Tercero, De los Servicios Privados de Se-
guridad, dispone las facultades de la Federación y Entida-
des Federativas en la autorización de los servicios privados
de seguridad, así como la participación de éstos en cuanto
son auxiliares de la función de seguridad pública.

Por último, el Título Décimo Cuarto, De los Procedimien-
tos Policiales, tiene como propósito regular de manera ge-
neral el uso de la fuerza que ejercen los cuerpos de seguri-
dad pública en cumplimiento de sus funciones para
salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así
como preservar las libertades, el orden y la paz públicos.

Esta iniciativa contempla todos los supuestos que respon-
den a los puntos que históricamente han vulnerado la con-
fianza de la ciudadanía en sus policías:

Ante la impunidad policial, se propone un verdadero régi-
men disciplinario basado en un estricto sistema que le brin-

de al integrante la oportunidad de ser escuchado en su de-
fensa.

Ante la corrupción, se propone el proceso de certificación
del integrante para eliminar conductas de riesgo que afecten
el desarrollo de la función de seguridad pública.

Ante la improvisación, se propone la profesionalización de
los cuerpos policiales, de manera integral, desde su forma-
ción hasta la profesionalización propiamente dicha, pasan-
do por la capacitación.

Ante la inestabilidad y falta de motivación profesional, se
propone un verdadero servicio de carrera policial, a efecto
de brindar una verdadera opción de vida a quienes tienen la
vocación de velar por la seguridad de todos los mexicanos.

En suma, el nuevo modelo de seguridad pública que con-
templa la iniciativa que hoy se somete a consideración de
esa Honorable Soberanía, pretende colmar la expectativa de
ésta y las siguientes generaciones, porque representa la de-
cidida voluntad del gobierno de la República por atender la
preocupación ciudadana y por formular un nuevo plantea-
miento, en la perenne edificación de una cultura de la lega-
lidad y la seguridad pública.

Por las razones expuestas anteriormente, el Ejecutivo Fede-
ral a mi cargo, en ejercicio de la facultad que le confiere el
artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, por conducto de esa Soberanía so-
mete a la consideración del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente Iniciativa de

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GE-
NERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURI-
DAD PÚBLICA, Y SE ADICIONAN DIVERSOS AR-
TÍCULOS DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL.

ARTÍCULO PRIMERO. Se EXPIDE la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública:

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL
DE SEGURIDAD PÚBLICA

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del artículo 21
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-



nos en lo relativo a la distribución de competencias para la
coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los Municipios y tiene por objeto regular la inte-
gración, organización y funcionamiento del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública.

Sus disposiciones son de orden público e interés social y de
observancia general en todo el territorio nacional.

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo de
la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Munici-
pios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y de-
rechos de las personas, así como preservar las libertades, el
orden y la paz públicos y comprende la prevención de los
delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de
las infracciones administrativas, así como la investigación,
la persecución, la aplicación y la ejecución de sanciones por
delitos en términos de esta ley, en las respectivas compe-
tencias establecidas en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

El Estado combatirá las causas que generan la comisión de
delitos y conductas antisociales y desarrollará políticas,
programas y acciones para fomentar en la sociedad valores
culturales y cívicos, que induzcan el respeto a la legalidad.

Artículo 3. La función de Seguridad Pública se realizará en
los diversos ámbitos de competencia por conducto de las
Instituciones Policiales, del Ministerio Público, de los tri-
bunales, de los’ responsables de la prisión preventiva y eje-
cución de penas, de las autoridades competentes en materia
de justicia para adolescentes, de las encargadas de la pro-
tección de las instalaciones y servicios estratégicos del pa-
ís, así como por las demás autoridades que en razón de sus
atribuciones deban contribuir directa o indirectamente al
objeto de esta Ley.

Artículo 4. El Sistema Nacional de. Seguridad Pública con-
tará para su funcionamiento y operación con las instancias,
instrumentos, políticas, acciones y servicios previstos en la
presente Ley, tendentes a cumplir los fines de la Seguridad
Pública.

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Academias: a las Academias de Formación, de Capa-
citación y de Profesionalización Policial;

II. Carrera Ministerial: al Servicio Profesional de Carre-
ra Ministerial;

III. Carrera Pericial: al Servicio Profesional de Carrera
Pericial;

IV. Carrera Policial: al Servicio Profesional de Carrera
Policial;

V. Capacitación: el conjunto de procedimientos de for-
mación y actualización de Servidores Públicos;

VI. Centro Nacional: al Centro Nacional de Evaluación
y Control de Confianza;

VII. Certificación: el proceso mediante el cual se acredi-
ta que el servidor público es apto para ingresar a las Ins-
tituciones de Seguridad Pública y, en su caso, que ha des-
arrollado y mantiene actualizado el perfil, habilidad y
aptitudes requeridos para el desempeño de su cargo;

VIII. Comisiones: a las Comisiones del servicio profe-
sional de carrera policial, de honor y justicia, o de des-
arrollo policial de las Instituciones Policiales; 

IX. Conferencias Nacionales: a las Conferencias a las
que se refiere el artículo 10 de esta Ley; 

X. Consejo Nacional: al Consejo Nacional de Seguridad
Pública;

XI. Evaluación: el mecanismo para estimar los conoci-
mientos, aptitudes y rendimiento de los aspirantes y ser-
vidores públicos;

XII. Formación: el proceso mediante el cual se desarro-
llan las capacidades, se amplían los conocimientos y las
destrezas que el aspirante requiere para el ejercicio pro-
fesional en un área específica;

XIII. Ingreso: e1 acto mediante el cual se otorga el nom-
bramiento como servidor público de alguna institución
de Seguridad Pública;

XIV. Instituciones de Seguridad Pública: a las Institucio-
nes Policiales, de Procuración de Justicia, del Sistema
Penitenciario y dependencias encargadas de la Seguridad
Pública a nivel federal, local o municipal;

XV. Instituciones de Procuración de Justicia: a las Insti-
tuciones de la Federación y entidades federativas que in-
tegran al Ministerio Público, los servicios periciales y
demás auxiliares de aquél;
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XVI. Instituciones Policiales: a los cuerpos de policía, de
vigilancia y custodia de los establecimientos penitencia-
rios, de detención preventiva o de centros de arraigos; y
en general, todas las dependencias encargadas de la Se-
guridad Pública a nivel federal, local y municipal, que
realicen funciones similares;

XVII. Institutos de Capacitación: a las Direcciones, Co-
ordinaciones e Institutos que a nivel Federal y de las En-
tidades Federativas se encargan de impartir la formación
de aspirantes y servidores públicos de las funciones mi-
nisterial, pericial y de policía ministerial;

XVIII. Permanencia: el vínculo entre el servidor públi-
co y la Institución de Seguridad Pública, resultante del
cumplimiento constante de los programas de capacita-
ción y profesionalización, así como los procesos de eva-
luación y certificación establecidos en la normatividad
aplicable;

XIX. Profesionalización: el proceso permanente y pro-
gresivo de formación que se integra por las etapas de
formación inicial, capacitación, actualización, ascenso, y
promoción, adiestramiento y especialización, y en su ca-
so, alta dirección para desarrollar al máximo las compe-
tencias, capacidades, habilidades y destrezas de los ser-
vidores públicos de las Instituciones de Seguridad
Pública, que garantice el óptimo ejercicio de sus atribu-
ciones;

XX. Programa Rector: a los Programas Rectores de pro-
fesionalización para Instituciones Policiales e Institucio-
nes de Procuración de Justicia, respectivamente;

XXI. Reconocimiento: la distinción que se otorga a los
servidores públicos que se hayan destacado en el desem-
peño de sus funciones;

XXII. Registro Nacional: el Registro Nacional de Perso-
nal de las Instituciones de Seguridad Pública;

XXIII. Secretaría: a la Secretaría de Seguridad Pública
del Gobierno Federal; 

XXIV. Selección: el procedimiento que tendrá por obje-
to determinar, de entre los aspirantes que sean recluta-
dos, a aquellos que cumplan con los requisitos previstos
en esta Ley, así como en las demás disposiciones aplica-
bles, para realizar los estudios de formación y capacita-
ción iniciales respectivos;

XXV. Servidor Público: la persona física que desempeña
un empleo, cargo o comisión en alguna de las Institucio-
nes de Seguridad Pública, y 

XXVI. Sistema: al Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica.

Artículo 6. La actuación de los servidores públicos de los
tres órdenes de gobierno se regirá por los principios de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez,
disciplina y respeto a los derechos humanos reconocidos
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Artículo 7. Conforme a las bases que establece el artículo
21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios, en los términos de esta Ley, deberán coordi-
narse para:

I. Integrar el Sistema;

II. Formular políticas y estrategias en materia de seguri-
dad pública, así como ejecutar, dar seguimiento y eva-
luar sus acciones, a través de las instancias previstas en
esta ley;

III. Proponer, ejecutar y evaluar el Programa Nacional
de Procuración de Justicia, el Programa Nacional de Se-
guridad Pública y demás instrumentos programáticos en
la materia;

IV. Asignar actividades específicas para el cumplimien-
to de los fines de la Seguridad Pública;

V. Regular los procedimientos de selección, ingreso, for-
mación, capacitación, permanencia, evaluación, recono-
cimiento, certificación y registro de los servidores públi-
cos de las Instituciones de Seguridad Pública;

VI. Regular los sistemas disciplinarios, así como de re-
conocimientos, estímulos y recompensas;

VII. Determinar criterios uniformes para la organiza-
ción, administración, operación y modernización tecno-
lógica de las Instituciones de Seguridad Pública;

VIII. Establecer bases de datos criminalísticos, así como
del personal para las Instituciones de Seguridad Pública;
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IX. Suministrar, intercambiar y sistematizar la informa-
ción que genere el Sistema;

X. Establecer los lineamientos y niveles de acceso de las
bases de datos del Sistema, así como regular el suminis-
tro, consulta, intercambio, sistematización y explotación
de información sobre Seguridad Pública;

XI. Coordinar acciones y operativos conjuntos de las
Instituciones de Seguridad Pública;

XII. Participar en la protección y vigilancia de las Insta-
laciones Estratégicas del país;

XIII. Determinar la participación de la comunidad en la
coadyuvancia de los procesos de evaluación de las polí-
ticas de prevención del delito, así como de las Institucio-
nes de Seguridad Pública;

XIV. Fortalecer los sistemas de seguridad social de los
servidores públicos, sus familias y dependientes, e ins-
trumentar los complementarios a éstos, y

XV. Realizar las demás acciones que sean necesarias pa-
ra incrementar la eficacia en el cumplimiento de los fines
de la Seguridad Pública.

Artículo 8. La coordinación, evaluación y seguimiento de
lo dispuesto en esta Ley, se hará con respeto de las atribu-
ciones constitucionales que tengan las Instituciones y auto-
ridades que conforman e intervengan en el Sistema.

Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a ni-
vel nacional serán aportados a las entidades federativas y
municipios para ser destinados exclusivamente a estos fines
en términos de la Ley Coordinación Fiscal.

Artículo 9. La organización y ejecución de las acciones y
materias previstas en esta Ley, se sujetará a las normas que
a continuación se indican, de acuerdo con el siguiente orden
jerárquico:

I. La presente Ley;

II. Las resoluciones y acuerdos generales que emita el
Consejo Nacional;

III. Las resoluciones y acuerdos que emitan las Confe-
rencias Nacionales, en sus respectivos ámbitos de com-
petencia, y 

IV. Los convenios generales y específicos que al efecto
se celebren.

El incumplimiento de las disposiciones antes señaladas se-
rá sancionado en los términos del presente ordenamiento y
demás disposiciones aplicables.

Los convenios generales y específicos que se celebren, esta-
blecerán esquemas que garanticen su debido cumplimiento y
las consecuencias jurídicas resultantes en caso contrario.

TÍTULO SEGUNDO 
DE LAS INSTANCIAS DE COORDINACIÓN 

DEL SISTEMA NACIONAL
DE SEGURIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I
De la organización del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública

Artículo 10. El Sistema se integrará por:

I. El Consejo Nacional de Seguridad Pública, que será la
instancia superior de coordinación y definición de políti-
cas públicas;

II. La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia;

III. La Conferencia Nacional de Secretarios de Seguri-
dad Pública;

IV. La Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario;

V. La Conferencia Nacional de Participación Munici-
pal, y 

VI. La Conferencia Nacional de Prevención del Delito.

La Conferencia Nacional .de Presidentes de Tribunales par-
ticipará en dicho Sistema.

Artículo 11. En la formulación y ejecución de programas,
estrategias, acciones, políticas y servicios, las Conferencias
Nacionales deberán coordinarse entre sí. El Secretario Eje-
cutivo realizará las acciones necesarias para asegurar que la
coordinación sea efectiva y eficaz e informará de ello al
Consejo Nacional.

El Secretariado Ejecutivo se coordinará con los Presidentes
de las Conferencias Nacionales para dar seguimiento a las
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resoluciones que se adopten por el Consejo Nacional, en los
términos de esta Ley.

CAPÍTULO II
Del Consejo Nacional de Seguridad Pública

Artículo 12. El Consejo Nacional estará integrado por:

I. El Secretario de Gobernación, quien lo presidirá; 

II. El Secretario de Seguridad Pública;

III. El Procurador General de la República;

IV. Los Gobernadores de los Estados;

V. El Jefe del. Gobierno del Distrito Federal, y

VI. El Secretario Ejecutivo del Sistema.

El Consejo Nacional designará, a propuesta del Secretario
de Seguridad Pública del Gobierno Federal, al Secretario
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, quien
podrá ser removido libremente por dicho Secretario de Se-
guridad Pública.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Nacional, para el
apoyo de sus funciones en el marco del Sistema, contará
con una Secretaría Técnica, cuyo titular será nombrado y re-
movido por el Presidente del Consejo Nacional y la cual
tendrá las siguientes funciones:

I. Elaborar los proyectos de acuerdos y resoluciones ge-
nerales que proponga el Presidente del Consejo Nacional
para el funcionamiento del Sistema;

II. Sugerir al Presidente del Consejo Nacional mecanis-
mos y estrategias que impulsen la efectiva coordinación
de las instancias que integran el Sistema;

III. Auxiliar al Presidente del Consejo en la formulación
de propuestas para los programas de Seguridad Pública,
de Procuración de Justicia y de Prevención del Delito en
los términos de la Ley de la materia;

IV. Preparar las propuestas que presente el Presidente del
Consejo Nacional para la evaluación y cumplimiento de
los objetivos y metas de los programas de Seguridad Pú-
blica y otros relacionados;

V. Recomendar al Presidente del Consejo Nacional los
mecanismos que proponga en el seno del Sistema, para
el seguimiento de los programas, estrategias, acciones,
políticas y servicios que se adopten por las Conferencias
Nacionales;

VI. Proponer al Presidente del Consejo Nacional políti-
cas para la participación de la comunidad;

VII. Elaborar los informes que resulten necesarios para
el Presidente del Consejo Nacional;

VIII. Las demás que se establezcan en otras disposicio-
nes, el Presidente del Consejo y las demás que sean ne-
cesarias para el funcionamiento de la Presidencia del
Consejo Nacional.

El personal de confianza de las unidades administrativas de
la Secretaría de Gobernación que preste asesoría en materia
operativa, técnica y jurídica al Titular de dicha Dependen-
cia como integrante del Consejo Nacional, así como de la
Secretaría Técnica, será de libre designación y remoción.
Para tal efecto el Secretario de Gobernación emitirá el
Acuerdo respectivo por el que se determinen dichas unida-
des administrativas.

Artículo 14. El Consejo Nacional tendrá las siguientes atri-
buciones:

I. Impulsar los instrumentos y políticas públicas tenden-
tes a cumplir los objetivos y fines de la Seguridad Públi-
ca;

II. Emitir acuerdos y resoluciones generales que resulten
necesarios para el funcionamiento del Sistema;

III. Establecer los lineamientos para la formulación de
políticas generales en materia de Seguridad Pública; 

IV. Asegurar la efectiva coordinación de las instancias
que integran el Sistema y dar seguimiento de las accio-
nes que para tal efecto se establezcan;

V. Promover la homologación de los modelos ministe-
rial, policial y pericial en las Instituciones de Seguridad
Pública; 

VI. Sugerir acciones de mejora para perfeccionar el Sis-
tema; 
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VII. Verificar los avances del desarrollo ministerial, po-
licial y pericial en las Instituciones de Seguridad Públi-
ca;

VIII. Vigilar que los criterios para la distribución de re-
cursos de los fondos de aportaciones federales para la
Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal
se observen en los términos de las disposiciones que re-
sulten aplicables;

IX. Coadyuvar con la Auditoría Superior de la Federa-
ción en el seguimiento de las observaciones y recomen-
daciones que ésta emita respecto del destino de los fon-
dos de ayuda federal en materia de seguridad pública;

X. Formular propuestas para los programas de Seguridad
Pública, de Procuración de Justicia y de Prevención del
Delito en los términos de la Ley de la materia;

XI. Formular propuestas para la evaluación y cumpli-
miento de los objetivos y metas de los programas de Se-
guridad Pública y otros relacionados;

XII. Llevar a cabo la evaluación periódica de los pro-
gramas de Seguridad Pública y otros relacionados;

XIII. Expedir políticas en materia de suministro, inter-
cambio, sistematización y actualización de la informa-
ción que sobre Seguridad Pública generen las Institucio-
nes de los tres órdenes de gobierno;

XIV. Establecer medidas para vincular al Sistema con
otros nacionales, regionales o locales;

XV. Promover que las Instituciones de Seguridad Públi-
ca cuenten con una unidad de consulta y participación de
la comunidad;

XVI. Establecer mecanismos eficaces para que la socie-
dad participe en los procesos de evaluación de las políti-
cas de prevención del delito, así como de las institucio-
nes de Seguridad Pública, y

XVII. Las demás que se establezcan en otras disposicio-
nes normativas y las que sean necesarias para el funcio-
namiento del Sistema.

Artículo 15. El Consejo Nacional se reunirá por lo menos
cada seis meses a convocatoria de su Presidente, quien in-
tegrará la agenda de los asuntos a tratar.

Corresponderá al Presidente, además, la facultad de promo-
ver en todo tiempo la efectiva coordinación y funciona-
miento del Sistema.

Los miembros del Consejo Nacional podrán proponer
acuerdos y resoluciones, así como vigilar su cumplimiento.

Artículo 16. El Consejo Nacional podrá formar las comisio-
nes y conferencias necesarias para las diferentes áreas de la
materia y en particular, para el estudio especializado de las
incidencias delictivas; en ellos podrán participar las Institu-
ciones de Seguridad Pública de los tres órdenes de gobierno.

Con la misma finalidad, se invitará a expertos, instituciones
académicas, de investigación y agrupaciones del sector so-
cial y privado relacionadas con la materia.

CAPÍTULO III
Del Secretario Ejecutivo del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública

Artículo 17. El Secretario Ejecutivo del Sistema deberá
cumplir con los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, que no tenga
otra nacionalidad y estar en pleno goce de sus derechos
civiles y políticos; 

II. Tener más de treinta años de edad;

III. Contar con título profesional de nivel Licenciatura
debidamente registrado, y

IV. Ser de reconocida capacidad y probidad, así como
contar con experiencia en áreas de Seguridad Pública.

Artículo 18. Corresponde al Secretario Ejecutivo del Sis-
tema:

I. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resolucio-
nes del Consejo Nacional y de su Presidente;

II. Proponer mejoras para administrar y sistematizar los
instrumentos de información del Sistema, así como reca-
bar todos los datos que se requieran;

III. Realizar estudios especializados sobre las materias
de Seguridad Pública, someterlos a consideración del
Consejo Nacional y formular recomendaciones a las ins-
tancias de coordinación previstas en el presente ordena-
miento;
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IV. Levantar y certificar los acuerdos que se tomen en el
Consejo Nacional, llevar el archivo de éstos y de los ins-
trumentos jurídicos que deriven;

V. Informar periódicamente al Consejo Nacional y a su
Presidente de sus actividades;

VI. Informar al Consejo Nacional sobre el incumpli-
miento a las disposiciones de esta Ley, a los convenios
generales y específicos en la materia, o demás disposi-
ciones normativas aplicables;

VII. Hacer propuestas al Consejo Nacional y a las Con-
ferencias Nacionales para la integración de los Progra-
mas Nacionales de Seguridad Pública y de Procuración
de Justicia, así como vigilar que en los mismos se preve-
an mecanismos y políticas de coordinación;

VIII. Proponer al Consejo Nacional políticas, linea-
mientos y acciones para el buen desempeño de las Insti-
tuciones de Seguridad Pública; 

IX. Formular propuestas para que las Instituciones de
Seguridad Pública de la Federación, el Distrito Federal,
los Estados y los Municipios, desarrollen de manera más
eficaz sus funciones;

X. Promover la realización de acciones conjuntas, con-
forme a las bases y reglas que emita el Consejo Nacional;

XI. Vigilar que los programas, estrategias, acciones, po-
líticas y servicios que se adopten por las Conferencias
Nacionales, se coordinen entre sí;

XII. Solicitar informes a los Secretarios Técnicos de las
Conferencias Nacionales, para el seguimiento de los
acuerdos y resoluciones que se adopten en las mismas, e
informar al Consejo Nacional; 

XIII. Elaborar y publicar informes de actividades del
Consejo Nacional; 

XIV. Apoyar a las Instituciones de seguridad pública en
el impulso de las carreras Ministerial, Policial y Pericial; 

XV. Impulsar la integración de las bases de datos crimi-
nalísticos, así como la sistematización de la información,
su uso y explotación por las Instituciones de Seguridad
Pública, en sus respectivos ámbitos de competencia, y

XVI. Las demás que le otorga esta Ley y demás disposi-
ciones aplicables, así como las que le encomiende el
Consejo Nacional.

CAPÍTULO IV
De la Conferencia Nacional de 

Procuración de Justicia

Artículo 19. La Conferencia Nacional de Procuración de
Justicia estará integrada por los titulares de las Instituciones
de Procuración de Justicia de la Federación, el Distrito Fe-
deral y los Estados, y será presidida por el Procurador Ge-
neral de la República.

Dicha Conferencia contará con un Secretario Técnico que
será nombrado y removido por el Presidente de la misma.

Artículo 20. El Presidente de la Conferencia Nacional de
Procuración de Justicia podrá convocar a titulares de otras
áreas diversas a la Seguridad Pública por razón de los asun-
tos a tratar.

El Procurador General de Justicia Militar será invitado per-
manente de esta Conferencia.

Artículo 21. Son atribuciones de la Conferencia Nacional
de Procuración de Justicia:

I. Impulsar la integración del Sistema;

II. Determinar las políticas de procuración de justicia,
así como ejecutar, dar seguimiento y evaluar las acciones
en la materia;

III. Promover la coordinación entre las Instituciones de
Procuración de Justicia y con las Instituciones Policiales;

IV. Formular propuestas para la integración del Progra-
ma Nacional de Procuración de Justicia y demás instru-
mentos programáticos relacionados con el ámbito de su
competencia, así como darles seguimiento;

V. Elaborar propuestas de reformas legislativas y orde-
namientos administrativos en materia de Seguridad Pú-
blica y Procuración de Justicia;

VI. Proponer medidas para vincular al Sistema con otros
nacionales, regionales o locales;
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VII. Analizar los proyectos y estudios que sobre Seguri-
dad Pública y Procuración de Justicia se sometan a su
consideración;

VIII. Ordenar la instalación de Comités que sean nece-
sarios para el desempeño de sus funciones, así como pro-
poner a sus integrantes;

IX. Emitir bases y reglas para la investigación conjunta
de los delitos, de conformidad con los ordenamientos le-
gales aplicables, así como para la realización de operati-
vos de investigación conjuntos;

X. Fijar criterios uniformes para la regulación de la se-
lección, ingreso, formación, permanencia, capacitación,
profesionalización, evaluación, reconocimiento, certifi-
cación y registro de agentes del Ministerio Público y pe-
ritos, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y de-
más disposiciones aplicables;

XI. Formular propuestas en materia del servicio profe-
sional de carrera de la policía ministerial;

XII. Promover la capacitación, actualización y especia-
lización de los miembros de las Instituciones de Procu-
ración de Justicia, conforme al Programa Rector de Pro-
fesionalización;

XIII. Promover la homologación de los procedimientos
de evaluaciones de control de confianza de los Integran-
tes de las Instituciones de Procuración de Justicia, de
conformidad con las disposiciones aplicables;

XIV. Promover que las legislaciones aplicables prevean
un procedimiento ágil, eficaz y uniforme para la imposi-
ción de sanciones administrativas al personal de las ins-
tituciones de procuración de justicia, por incumplimien-
to de los deberes previstos en esta Ley y demás que se
establezcan en los ordenamientos correspondientes. Tra-
tándose de policías ministeriales, se estará a lo dispuesto
en esta ley para las instituciones policiales;

XV. Establecer mecanismos de coordinación, en materia
de investigación de delitos, con la Conferencia Nacional
de Secretarios de Seguridad Pública;

XVI. Impulsar las acciones necesarias para promover la
denuncia de los delitos y la participación de la comuni-
dad en las actividades de procuración de justicia;

XVII. Determinar las políticas y lineamientos para que
la información contenida en las averiguaciones previas,
procesos penales y juicios de amparo, se integre a las ba-
ses de datos que establece el presente ordenamiento;

XVIII. Establecer políticas de enlace con el Poder Judi-
cial de la Federación y los poderes judiciales de las enti-
dades federativas;

XIX. Fijar reglas de cooperación y coordinación para la
entrega de indiciados, procesados y sentenciados; el
cumplimiento de mandamientos judiciales y ministeria-
les; el aseguramiento de bienes instrumento, objeto o
producto de delitos, y el desahogo de diligencias judicia-
les, ministeriales y periciales;

XX. Fomentar la cultura de respeto a los derechos hu-
manos reconocidos por la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos;

XXI. Formular estrategias de coordinación en materia de
combate a la corrupción, protección de personas, aten-
ción a víctimas y ofendidos de delitos y, en su caso, for-
mular propuestas en materia de prevención del delito;

XXII. Proponer y aplicar políticas y programas de coo-
peración internacional en materia de procuración de jus-
ticia; 

XXIII. Establecer lineamientos de colaboración para el
desahogo de procedimientos de extradición y asistencia
jurídica, en términos de los instrumentos jurídicos inter-
nacionales de los que México sea parte;

XXIV. Definir criterios uniformes para la regulación e
instrumentación de la cadena de custodia de los indicios,
huellas o vestigios del hecho delictuoso, y de los instru-
mentos, objetos o productos del delito;

XXV. Promover la uniformidad de criterios jurídicos, y 

XXVI. Las demás que le otorga esta Ley y otras dispo-
siciones aplicables.

Artículo 22. La Conferencia Nacional de Procuración de
Justicia se reunirá cada seis meses de manera ordinaria. El
Presidente de dicha Conferencia podrá convocar a sesiones
extraordinarias cuando lo estime necesario.
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CAPÍTULO V
De la Conferencia Nacional de 

Secretarios de Seguridad Pública

Artículo 23. La Conferencia Nacional de Secretarios de Se-
guridad Pública estará integrada por los titulares de las Ins-
tituciones Policial es de la Federación, los Estados y el Dis-
trito Federal y será presidida por el Secretario de Seguridad
Pública Federal.

La Conferencia contará con un Secretario Técnico que será
nombrado y removido por el Presidente de la misma.

Los titulares de las dependencias u órganos en que se inte-
gren los cuerpos de policía de los municipios, podrán parti-
cipar en la Conferencia, de conformidad con las reglas que
la misma establezca.

Artículo 24. El Presidente de la Conferencia podrá convo-
car a titulares de otras Instituciones públicas por razón de
los asuntos a tratar.

Artículo 25. Son atribuciones de la Conferencia Nacional
de Secretarios de Seguridad Pública:

I. Garantizar la coordinación de las actuaciones de las
Instituciones Policiales en los asuntos que afecten a la
Seguridad Pública;

II. Promover e impulsar la coordinación de los tres nive-
les de gobierno a fin de instrumentar las políticas de Se-
guridad Pública; 

III. Dar seguimiento a la ejecución y cumplimiento del
Plan Nacional de Desarrollo y el Programa Rector de
Profesionalización en las Instituciones Policiales;

IV. Elaborar propuestas de reformas a leyes y reglamen-
tos en materia de Seguridad Pública;

V. Proponer las medidas para vincular el Sistema con
otros nacionales, regionales o locales;

VI. Proponer programas de cooperación internacional
sobre Seguridad Pública, en coordinación con las entida-
des y dependencias competentes;

VII. Proponer y aplicar políticas y programas de coope-
ración internacional en materia de Seguridad Pública;

VIII. Analizar los proyectos y estudios que en materia de
Seguridad Pública se sometan a su consideración;

IX. Supervisar la aplicación y el funcionamiento del Sis-
tema Integral de Desarrollo Policial en términos de la
presente Ley;

X. Ordenar la instalación de los Comités que sean nece-
sarios en la materia, así como proponer a sus integrantes;

XI. Desarrollar las especialidades policiales de alto des-
empeño para hacer frente a los delitos de impacto nacio-
nal e internacional;

XII. Emitir las bases y reglas generales para la realiza-
ción de operativos conjuntos de carácter preventivo, en-
tre corporaciones policiales federales, locales y munici-
pales;

XIII. Impulsar las acciones necesarias para que los inte-
grantes del Sistema establezcan un servicio para la loca-
lización de personas y bienes;

XIV. Promover el establecimiento de un servicio de co-
municación que reciba los reportes de la comunidad, so-
bre emergencias, faltas y delitos de que tengan conoci-
miento;

XV. Garantizar que en las Instituciones Policiales se
aplique homogénea y permanentemente, el protocolo de
certificación correspondiente, aprobado por el Centro
Nacional de Evaluación y Control de Confianza;

XVI. Proponer los requisitos que debe contener el Certi-
ficado Único Policial;

XVII. Promover la aplicación homogénea de los crite-
rios de recopilación de información en las Instituciones
de Seguridad Pública;

XVIII. Garantizar el intercambio, registro, sistematiza-
ción y consulta de la información de seguridad pública
en Plataforma México;

XIX. Establecer mecanismos de coordinación, en mate-
ria de investigación de delitos, con la Conferencia Na-
cional de Procuración de Justicia;

XX. Proponer reglas generales para la vigilancia y ac-
ciones conjuntas necesarias a efecto de proteger las ins-
talaciones estratégicas del país, y

Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados68



XXI. Las demás que le otorga esta Ley y otras disposi-
ciones aplicables.

CAPÍTULO VI
De la Conferencia Nacional del 

Sistema Penitenciario

Artículo 26. La Conferencia Nacional del Sistema Peniten-
ciario, estará presidida por el funcionario que designe el ti-
tular de la Secretaría, se integrará por las autoridades de los
tres órdenes de gobierno encargados de los sistemas peni-
tenciarios y tendrán las siguientes funciones:

I. Impulsar la consolidación del Sistema Penitenciario
Nacional;

II. Homologar los mecanismos, sistemas y procedimien-
tos de seguridad en los centros penitenciarios de readap-
tación o reinserción social;

III. Proponer al Consejo Nacional políticas públicas en
materia de readaptación y reinserción social;

IV. Proponer mecanismos para adoptar la educación y el
deporte como medios de reinserción social;

V. Promover la adopción del trabajo comunitario como
mecanismo de reinserción social en las legislaciones
aplicables;

VI. Suministrar, sistematizar, consultar, actualizar e in-
tercambiar información en las bases de datos del Sistema
Único de Información Criminal, y

VII. Las demás que establezcan las disposiciones legales
aplicables y el Consejo Nacional.

CAPÍTULO VII
De la Conferencia Nacional 

de Prevención del Delito

Artículo 27. La Conferencia. Nacional de Prevención del
Delito, tendrá la integración que el Consejo Nacional deter-
mine.

Artículo 28. La Conferencia Nacional de Prevención del
Delito, tendrá las siguientes atribuciones mínimas:

I. Impulsar entre la población la cultura de la legalidad y
de prevención del delito.

II. Promover la realización de estudios sobre las causas
estructurales del delito, su distribución geodelictiva, es-
tadísticas de conductas ilícitas no denunciadas, tenden-
cias históricas y patrones de comportamiento que permi-
tan actualizar y perfeccionar las políticas criminal y de
seguridad pública nacional;

III. Promover la realización de encuestas victimológi-
cas, de fenómenos delictivos y otras que coadyuven a la
prevención del delito;

IV. Establecer los mecanismos para obtener, procesar e
interpretar la información geodelictiva y de los factores
que generan conductas antisociales, así como identificar
las zonas, sectores y grupos de alto riesgo y sus correla-
tivos factores de protección;

V. Impulsar la coordinación con las autoridades educati-
vas a fin de orientar a las instituciones, alumnos, padres
de familia y maestros acerca del fenómeno delictivo;

VI. Colaborar con las instituciones gubernamentales y
civiles en la ejecución de programas tendentes a preve-
nir las adicciones;

VII. Promover la capacitación de los integrantes de las
instituciones de seguridad pública encargadas de la pre-
vención del delito;

VIII. Elaborar programas cuyo objeto sea la preserva-
ción de la integridad de las familias, en tanto núcleos in-
dispensables para la prevención de hechos delictivos;

IX. Impulsar políticas de prevención de violencia con
perspectiva de género;

X. Proponer políticas para la ejecución de actividades
culturales, deportivas o recreativas que sean útiles en la
inhibición de conductas delictivas;

XI. Organizar seminarios, conferencias y ponencias so-
bre prevención del delito, y

XII. Las demás que establezcan otras disposiciones le-
gales o el Consejo Nacional.
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CAPÍTULO VIII
De los Consejos Regionales 
y Locales de Coordinación

Artículo 29. En el Distrito Federal y en los Estados se es-
tablecerán consejos locales encargados de la coordinación,
planeación y supervisión del Sistema en los respectivos ám-
bitos de gobierno.

En los consejos estatales participarán los municipios en los
términos de la legislación de cada entidad federativa. En el
caso del Distrito Federal, participarán las Delegaciones Po-
líticas, de conformidad con la legislación aplicable.

Artículo 30. Los Consejos Locales se integrarán por las
Instituciones de Seguridad Pública de la entidad de que se
trate y de la Federación, en los términos del artículo 8.

Además, el Consejo podrá invitar a otras autoridades de
cualquier orden de gobierno, según los temas a tratar.

Artículo 31. Cuando para el cumplimiento de la función de
Seguridad Pública sea necesaria la participación de dos o
más entidades federativas, se establecerán instancias regio-
nales de coordinación, con carácter temporal o permanente,
en las que participarán las Instituciones de Seguridad Públi-
ca correspondientes.

Del mismo modo podrán establecerse instancias intermuni-
cipales, con apego a los ordenamientos estatales correspon-
dientes. En el caso de las zonas conurbadas entre dos o más
entidades federativas se podrán suscribir convenios e insta-
lar instancias regionales con la participación de los munici-
pios respectivos y de los órganos político administrativos,
tratándose del Distrito Federal.

Artículo 32. Los consejos locales y las instancias regiona-
les se organizarán, en lo conducente, de manera similar al
Consejo Nacional y tendrán las funciones relativas para ha-
cer posible la coordinación y los fines de la Seguridad Pú-
blica, en sus ámbitos de competencia.

Artículo 33. Los consejos locales y las instancias regiona-
les podrán proponer al Consejo Nacional y a las Conferen-
cias Nacionales, acuerdos, programas específicos y conve-
nios sobre las materias de la coordinación.

TÍTULO TERCERO
DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

Artículo 34. La concurrencia de facultades entre la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios que-
dará distribuida conforme a lo siguiente:

A. Corresponde a la Federación, por conducto de la Secre-
taría: 

I. Proponer las acciones tendentes a asegurar la coordi-
nación entre la Federación, el Distrito Federal, los Esta-
dos y los Municipios;

II. Coordinar el establecimiento del Modelo Policial; 

III. Coordinar y supervisar el cumplimiento del Des-
arrollo Policial; 

1. En materia de Carrera Policial, proponer al Conse-
jo Nacional:

a) Las políticas relativas a la selección, ingreso, per-
manencia, estímulos, promoción y reconocimiento
de los Integrantes de las instituciones policiales;

b) Los lineamientos para los procedimientos de Ca-
rrera Policial que aplicarán el Consejo Federal y las
Comisiones, y

c) Las normas en materia de previsión social;

2. En materia de Profesionalización:

a) Coordinar la integración del Programa Rector que
contendrá los aspectos de formación, capacitación,
adiestramiento y actualización;

b) Proponer los procedimientos aplicables a la Pro-
fesionalización;

c) Proponer al Consejo Nacional los criterios para el
establecimiento de las Academias e Institutos de Ca-
pacitación, y

d) Proponer al Consejo Nacional el desarrollo de los
programas de investigación académica.

3. En materia de Régimen Disciplinario:
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a) Proponer al Consejo Nacional los lineamientos
para los procedimientos aplicables al Régimen Dis-
ciplinario.

IV. Formular propuestas al Centro Nacional de Evalua-
ción y Control de Confianza, para mejorar los procedi-
mientos y protocolos de evaluación a los integrantes de
las Instituciones Policiales; 

V. Integrar las propuestas del Programa Nacional de Se-
guridad Pública;

VI. Integrar las propuestas que formule la Conferencia
Nacional de Secretarios de Seguridad Pública y someter-
las a aprobación del Consejo Nacional;

VII. Coordinar la homologación de la Carrera Policial,
la Profesionalización y el Régimen Disciplinario en las
Instituciones Policiales;

VIII. Proponer los criterios para la distribución de los re-
cursos de los fondos en materia de seguridad pública;

IX. Celebrar los convenios que resulten necesarios para
los fines del Sistema;

X. Proponer acciones para la vigilancia de las instalacio-
nes estratégicas, y

XI. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les.

B. Corresponde a los gobiernos del Distrito Federal, los Es-
tados y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias:

I. Garantizar el cumplimiento de la presente Ley y de-
más disposiciones que deriven de ésta; 

II. Hacer efectiva la coordinación del Sistema; 

III. Aplicar y supervisar los procedimientos relativos a la
Carrera Policial, Profesionalización y Régimen Discipli-
nario;

IV. Constituir y operar las Comisiones y las Academias
a que se refiere esta Ley;

V. Asegurar su integración a la Plataforma México;

VI. Integrar y consultar en la Plataforma México, los ex-
pedientes de los aspirantes a ingresar en las Instituciones
Policiales;

VII. Abstenerse de contratar y emplear en las Institucio-
nes Policiales a personas que no cuentan con el registro
y certificación emitido por el centro de control de con-
fianza respectivo;

VIII. Coadyuvar a la integración y funcionamiento del
Desarrollo Policial, Ministerial y Pericial;

IX. Establecer centros estatales de control de confianza,
conforme a los lineamientos, procedimientos, protocolos
y perfiles determinados por el Centro Nacional de Eva-
luación y Control de Confianza, así como garantizar la
observancia permanente de la normatividad aplicable;

X. Integrar y consultar la información relativa a la ope-
ración y Desarrollo Policial para el registro y seguimien-
to de indicadores en Plataforma México;

XI. Participar en la ejecución de las acciones para el res-
guardo de las instalaciones estratégicas del país, y

XII. Las demás atribuciones específicas que se establez-
can en la Ley y demás disposiciones aplicables.

TÍTULO CUARTO
DE LA COORDINACIÓN DE LAS 

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I
De la Coordinación entre el 

Ministerio Público de la Federación, del 
Distrito Federal y de los Estados

Artículo 35. Cuando la investigación y persecución de los
delitos tenga que realizarse en diversos ámbitos competen-
cia de la Federación, los Estados y el Distrito Federal, la co-
ordinación y aplicación de esta ley, se hará con respeto
irrestricto de las atribuciones constitucionales y legales del
Ministerio Público.

En la función de investigación de los delitos, los cuerpos de
policía de la Federación, del Distrito Federal, de los Estados
y de los Municipios, estarán sujetos a la conducción y man-
do del Ministerio Público.
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Artículo 36. La coordinación entre los titulares del Minis-
terio Público de los ámbitos a que se refiere el artículo an-
terior, comprenderá las siguientes materias:

I. Investigación de delitos;

II. Intercambio de información;

III. Detención en flagrancia;

IV. Detención en caso urgente;

V. Investigaciones y operativos coordinados o conjuntos;

VI. Actualización del marco jurídico;

VII. Vinculación con los órganos jurisdiccionales;

VIII. Aseguramiento de instrumentos, objetos o produc-
tos del delito;

IX. Entrega de indiciados, procesados o sentenciados en
cumplimiento de órdenes de aprehensión, comparecen-
cia o reaprehensión y ejecución de órdenes ministeriales;

X. Criterios de oportunidad, beneficios legales y exclu-
yentes del delito en el procedimiento penal;

XI. Extinción de dominio;

XII. Servicios periciales;

XIII. Combate a la corrupción;

XIV. Extradiciones y asistencia jurídica internacional, y

XV. Las demás necesarias para el perfeccionamiento de
la averiguación previa y el proceso penal.

Artículo 37. Los anteriores mecanismos y acciones de co-
ordinación se aplicarán y ejecutarán mediante convenios
generales o específicos celebrados entre los titulares del Mi-
nisterio Público de los ámbitos competenciales a que se re-
fiere este capítulo, sin perjuicio de la participación de otras
Instituciones.

Artículo 38. Para la investigación y persecución de la de-
lincuencia organizada, definida en los términos de la Ley de
la materia, así como de delitos federales y del orden común,
se celebrarán protocolos o procedimientos de colaboración

que deberán contener reglas específicas de operación, entre
otras disposiciones necesarias, a fin de garantizar el éxito de
las averiguaciones previas.

Artículo 39. Tratándose de bases de datos nacionales, la
institución del Ministerio Público se reservará la informa-
ción que ponga en riesgo alguna investigación; misma que
proporcionará al Sistema inmediatamente después que deje
de existir tal circunstancia.

CAPÍTULO II
De la Coordinación para la 
Investigación de los Delitos

Artículo 40. Las facultades correspondientes al Ministerio
Público y a la Policía en la investigación de los delitos se re-
alizarán de manera coordinada, de acuerdo a los términos
mínimos siguientes:

I. En la investigación de delitos:

a) Las Instituciones Policiales se sujetarán a la con-
ducción y mando del Ministerio Público;

b) La investigación se realizará de conformidad con
las disposiciones legales aplicables, los protocolos de
actuación y las instrucciones que emita el Ministerio
Público;

c) El Ministerio Público determinará la materia de in-
vestigación de forma clara y precisa y los agentes de
Policía designados le informarán sobre los avances
de la investigación para que éste indique si los ele-
mentos recabados son adecuados para la misma;

d) El Ministerio Público acordará las diligencias que
le solicite la Policía para el perfeccionamiento de la
investigación y solicitará los mandamientos judicia-
les que resulten necesarios para ello;

e) En caso de que el Ministerio Público considere
que los elementos recabados no sean suficientes o
adecuados, instruirá sobre las diligencias subsecuen-
tes.

II. En los casos en los que las instituciones policiales to-
men conocimiento de hechos probablemente delictivos
darán aviso inmediato y por cualquier medio, al Ministe-
rio Público competente;
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III. Tratándose de delitos que sean cometidos o produz-
can efectos en dos o más entidades federativas, además,
se determinará al Ministerio Público competente, de con-
formidad con las disposiciones aplicables, así como las
Instituciones Policiales que intervendrán en la investiga-
ción, de acuerdo con los instrumentos de coordinación
que se hayan emitido al efecto;

IV. Determinar enlaces que darán servicio de manera
permanente entre las Instituciones de Procuración de
Justicia y de las Instituciones Policiales;

V. Preservar la integridad de los indicios, huellas o ves-
tigios del hecho delictuoso, así como los instrumentos,
objetos o productos del delito, y

VI. Cumplir con los mandamientos judiciales y ministe-
riales.

Artículo 41. Para la ejecución de investigaciones y operati-
vos conjuntos, la coordinación entre el Ministerio Público y
las policías se sujetará a las siguientes reglas:

I. Trabajo en equipo por casos, bajo la conducción y
mando del Agente del Ministerio Público a cargo de la
averiguación previa;

II. Selección para la integración de los equipos de traba-
jo siguiendo criterios previamente establecidos, y

III. Intercambio constante de información con sujeción a
los principios de oportunidad, precisión y pertinencia.

TÍTULO QUINTO
DISPOSICIONES COMUNES A

LOS INTEGRANTES DE LAS INSTITUCIONES 
DE SEGURIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I
De los deberes y sanciones de los integrantes 

de las Instituciones de Seguridad Pública

Artículo 42. Son deberes de los Integrantes de las Institu-
ciones de Seguridad Pública, de acuerdo con sus respectivas
competencias, los siguientes:

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así
como con apego al orden jurídico y respeto a los dere-
chos humanos;

II. Preservar la secrecía de los asuntos que por razón del
desempeño de su función conozcan;

III. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún
peligro o que hayan sido víctimas de algún delito, así
como brindar protección a sus bienes y derechos. Su ac-
tuación será congruente, oportuna y proporcional al he-
cho;

IV. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad,
sin discriminar a persona alguna por su raza, religión, se-
xo, condición económica o social, preferencia sexual,
ideología política o por algún otro motivo;

V. Abstenerse en todo momento y bajo cualquier cir-
cunstancia de infligir, tolerar o permitir actos de tortura
u otros tratos o sanciones crueles, inhumanos o degra-
dantes, aún cuando se trate de una orden superior o se ar-
gumenten circunstancias especiales, tales como amenaza
a la Seguridad Pública, urgencia de las investigaciones o
cualquier otra; al conocimiento de ello, lo denunciará in-
mediatamente ante la autoridad competente;

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas,
debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar
indebidamente las acciones o manifestaciones que en
ejercicio de sus derechos constitucionales y con carácter
pacífico realice la población;

VII. Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar com-
pensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las pre-
vistas legalmente. En particular se opondrán a cualquier
acto de corrupción y, en caso de tener conocimiento de
alguno, denunciarlo;

VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de
persona alguna sin cumplir con los requisitos previstos
en los ordenamientos constitucionales y legales aplica-
bles;

IX. Velar por la vida e integridad física de las personas
detenidas;

X. Actualizarse en el empleo de métodos de investiga-
ción que garanticen la recopilación técnica y científica
de evidencias;

XI. Utilizar los protocolos de investigación y de cadena
de custodia adoptados por las Instituciones de Seguridad
Pública;
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XII. Participar en operativos y mecanismos de coordina-
ción con otras Instituciones de Seguridad Pública, así co-
mo brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a de-
recho proceda;

XIII. Preservar las pruebas e indicios de probables he-
chos delictivos o de faltas administrativas de forma que
no pierdan su calidad probatoria y se facilite la correcta
tramitación del procedimiento correspondiente;

XIV. Abstenerse de disponer de los bienes asegurados
para beneficio propio o de terceros;

XV. Someterse a evaluaciones periódicas para acreditar
el cumplimiento de sus requisitos de permanencia;

XVI. Informar al superior jerárquico, a la brevedad po-
sible, las omisiones, actos indebidos o constitutivos de
delito, de sus subordinados o iguales en categoría jerár-
quica;

XVII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órde-
nes que reciba con motivo del desempeño de sus funcio-
nes, evitando todo acto u omisión que produzca defi-
ciencia en su cumplimiento;

XVIII. Fomentar la disciplina, responsabilidad, deci-
sión, integridad, espíritu de cuerpo y profesionalismo, en
sí mismo y en el personal bajo su mando;

XIX. Inscribir las detenciones en el Registro Nacional de
Detenciones conforme a las disposiciones aplicables;

XX. Abstenerse de sustraer, ocultar, alterar o dañar in-
formación o bienes en perjuicio de las Instituciones;

XXI. Abstenerse de dar a conocer por cualquier medio a
quien no tenga derecho documentos, registros, imáge-
nes, constancias, estadísticas, reportes o cualquier otra
información reservada o confidencial de la que tenga co-
nocimiento en ejercicio y con motivo de su empleo, car-
go o comisión;

XXII. Atender con diligencia la solicitud de informe,
queja o auxilio de la ciudadanía, o de sus propios subor-
dinados, excepto cuando la petición rebase su competen-
cia, en cuyo caso deberá turnarlo al área de las Institu-
ciones que corresponda;

XXIII. Abstenerse de introducir a las instalaciones de
sus instituciones bebidas embriagantes, sustancias psico-
trópicas, estupefacientes u otras sustancias adictivas de
carácter ilegal, prohibido o controlado, salvo cuando se-
an producto de detenciones, cateos, aseguramientos u
otros similares, y que previamente exista la autorización
correspondiente;

XXIV. Abstenerse de consumir, dentro o fuera del ser-
vicio, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras
sustancias adictivas de carácter ilegal, prohibido o con-
trolado, salvo los casos en que el consumo de los medi-
camentos controlados sea autorizado mediante prescrip-
ción médica, avalada y certificada por los servicios
médicos de la Instituciones;

XXV. Abstenerse de consumir en las instalaciones de sus
instituciones o en actos del servicio, bebidas embriagan-
tes;

XXVI. Abstenerse de realizar conductas que desacredi-
ten su persona o la imagen de las Instituciones, dentro o
fuera del servicio;

XXVII. No permitir que personas ajenas a sus institu-
ciones realicen actos inherentes a las atribuciones que
tenga encomendadas. Asimismo, no podrá hacerse
acompañar de dichas personas al realizar actos del servi-
cio, y

XXVIII. Los demás que establezcan las disposiciones
legales aplicables.

Artículo 43. Además de lo señalado en el artículo anterior,
los integrantes de las Instituciones Policiales, tendrán espe-
cíficamente las obligaciones siguientes:

I. Hacer uso de la fuerza de manera racional y propor-
cional, con pleno respeto a los derechos humanos, man-
teniéndose dentro de los límites que se marcan en los
procedimientos establecidos en los manuales respecti-
vos, con el fin de preservar la vida y la integridad de las
personas, así como mantener y restablecer el orden y la
paz públicos, evitando en la medida de lo posible el uso
de la fuerza letal;

II. Registrar en los formatos oficiales todos los datos de
importancia que incidan en las actividades, investigacio-
nes o indagaciones que realice;
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III. Remitir a la instancia que corresponda la informa-
ción recopilada, en el cumplimiento de sus misiones o en
el desempeño de sus actividades, para su análisis y re-
gistro. Asimismo, entregar la información que le sea so-
licitada por otras Instituciones de Seguridad Pública, en
los términos de las leyes correspondientes;

IV. Apoyar, junto con el personal bajo su mando, a las
autoridades que así se lo soliciten en la investigación y
persecución de delitos, así como en situaciones de grave
riesgo, catástrofes o desastres;

V. Ejecutar los mandamientos judiciales y ministeriales
de los que tenga conocimiento con motivo de sus fun-
ciones;

VI. Obtener y mantener actualizado su Certificado Úni-
co Policial;

VII. Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos
o de quienes ejerzan sobre él funciones de mando y cum-
plir con todas sus obligaciones, siempre y cuando sea
conforme a derecho;

VIII. Responder, sobre la ejecución de las órdenes di-
rectas que reciba, a un solo superior jerárquico, por regla
general, respetando la línea de mando;

IX. Participar en operativos de coordinación con otras
corporaciones policiales, así como brindarles, en su ca-
so, el apoyo que conforme a derecho proceda;

X. Mantener en buen estado el armamento, material, mu-
niciones y equipo que se le asigne con motivo de sus fun-
ciones, haciendo uso racional de ellos sólo en el desem-
peño del servicio. El uso de las armas se reservará
exclusivamente para actos del servicio que así lo deman-
den;

XI. Integrar el Informe Policial Homologado, debida-
mente requisitado;

XII. Abstenerse de asistir uniformado a bares, cantinas,
centros de apuestas y juegos, o prostíbulos u otros cen-
tros de este tipo, si no media orden expresa para el des-
empeño de funciones o en casos de flagrancia, y

XIII. Las demás que establezcan las disposiciones lega-
les aplicables.

Artículo 44. Las legislaciones aplicables establecerán las
infracciones consideradas como graves así como aquellas
aplicables a los deberes previstos esta ley, las que serán al
menos las siguientes:

a) Amonestación;

b) Suspensión, o

c) Remoción.

CAPÍTULO II
De los Sistemas Complementarios 

de Seguridad Social

Artículo 45. Los Servidores Públicos de las Instituciones
de Seguridad Pública gozarán, al menos, de las prestaciones
de seguridad social que establecen, según el caso, la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado o las leyes locales en la materia.

Artículo 46. Las Instituciones de Seguridad Pública debe-
rán garantizar medidas que contribuyan al fortalecimiento
del sistema de seguridad social para sus integrantes y de-
pendientes, para lo cual se instrumentarán sistemas comple-
mentarios de seguridad social que podrán comprender los
siguientes rubros:

I. Fortalecimiento del Seguro de Vida e Incapacidad;

II. Créditos hipotecarios y de corto plazo;

III. Sistemas de seguros educativos y similares para de-
pendientes de los servidores públicos que fallezcan en
cumplimiento de sus funciones;

IV. Servicio médico integral;

V. Servicios turísticos;

VI. Fondos de ahorro;

VII. Centros deportivos y de recreo;

VIII. Becas educativas, y

IX. Pagos de defunción y en su caso, ayuda económica a
los dependientes de los caídos en servicio.
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La Federación y las entidades federativas deberán regular la
instrumentación de los sistemas complementarios de segu-
ridad social de los integrantes de las Instituciones de Segu-
ridad Pública.

Las entidades federativas y los municipios garantizarán las
medidas complementarias de seguridad social a los miem-
bros de sus Instituciones, con cargo a sus respectivos presu-
puestos.

CAPÍTULO III
De la identificación del personal 

de las Instituciones de Seguridad Pública

Artículo 47. El documento de identificación de los inte-
grantes de las Instituciones de Seguridad Pública deberá
contener nombre, cargo, fotografía, huella digital y clave de
inscripción en el Registro Nacional de Personal de Seguri-
dad Pública.

El documento de identificación deberá contener medidas de
seguridad que garanticen. su autenticidad.

Toda persona tiene derecho a exigirle al servidor público
que se identifique, salvo los casos previstos en ley, a fin de
cerciorarse de que cuente con el registro correspondiente.

CAPÍTULO IV
De los reconocimientos al personal 

de las Instituciones de Seguridad Pública

Artículo 48. Los reconocimientos tienen por objeto premiar
el cumplimiento sobresaliente en las funciones de los servi-
dores públicos de las Instituciones de Seguridad Pública y
se asignarán en proporción a la categoría o nivel que ocu-
pen. La Federación, las entidades federativas y los munici-
pios podrán otorgar estímulos y recompensas, en sus ámbi-
tos de competencia, a los integrantes de las Instituciones de
Seguridad Pública, conforme a las disposiciones aplicables.

TÍTULO SEXTO
DEL SERVICIO DE CARRERA
EN LAS INSTITUCIONES DE 

PROCURACIÓN DE JUSTICIA

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 49. El Servicio de Carrera en las Instituciones de
Procuración de Justicia, comprenderá lo relativo al Ministe-
rio Público y a los peritos.

Las Instituciones de Procuración de Justicia que cuenten en
su estructura orgánica con policía ministerial para la investi-
gación de los delitos, se sujetarán a lo dispuesto en esta ley
para las Instituciones Policiales en materia de carrera policial.

Las reglas y procesos en materia de carrera policial y régi-
men disciplinario de la policía ministerial, serán aplicados,
operados y supervisados por las Instituciones de Procura-
ción de Justicia. Para tal efecto, establecerán las instancias
a que se refiere la fracción VIII del artículo 5 de esta ley, las
cuales contarán con las mismas facultades previstas para las
comisiones de las instituciones policiales.

Los servidores públicos que tengan bajo su mando a agen-
tes del Ministerio Público o peritos no formarán parte del
Servicio de Carrera por ese hecho. Serán nombrados y re-
movidos conforme a los ordenamientos legales aplicables;
se considerarán trabajadores de confianza, y los efectos de
su nombramiento se podrán dar por terminados en cualquier
momento.

Artículo 50. El Servicio de Carrera Ministerial y Pericial
comprenderá las etapas de ingreso, desarrollo y terminación
del servicio, conforme a lo siguiente:

I. El ingreso comprende los requisitos y procedimientos
de selección, formación, certificación iniciales, así como
registro;

II. El desarrollo comprenderá los requisitos y procedi-
mientos de formación continua y especializada; de ac-
tualización; de evaluación para la permanencia; de eva-
luación del desempeño; de desarrollo y ascenso; de
dotación de estímulos y reconocimientos, de reingreso y
de certificación. De igual forma deberá prever medidas
disciplinarias y sanciones para los miembros del Servi-
cio de Carrera, y

III. La terminación comprenderá las causas ordinarias y
extraordinarias de separación del Servicio, así como los
procedimientos y recursos de inconformidad a los que
haya lugar, ajustándose a lo establecido por las leyes y
disposiciones aplicables.

Artículo 51. El Servicio de Carrera se organizará de con-
formidad con las bases siguientes:

I. Tendrá carácter obligatorio y permanente; abarcará los
planes, programas, cursos, evaluaciones, exámenes y
concursos correspondientes a las diversas etapas que
comprende;
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II. Se regirá por los principios de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los de-
rechos humanos reconocidos en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Tendrá como objeti-
vos la preparación, competencia, capacidad y superación
constante del personal en tareas de Procuración de Justi-
cia;

III. El contenido teórico y práctico de los programas de
capacitación, actualización, especialización y certifica-
ción fomentará que los miembros de las Instituciones de
Procuración de Justicia logren la profesionalización y
ejerzan sus atribuciones con base en los principios y ob-
jetivos referidos y promoverán el efectivo aprendizaje y
el pleno desarrollo de los conocimientos, habilidades
destrezas y actitudes necesarios para el desempeño del
servicio público;

IV. Contará con un sistema de rotación del personal;

V. Determinará los perfiles, niveles jerárquicos en la es-
tructura y de rangos;

VI. Buscará desarrollo, ascenso y dotación de estímulos
con base en el mérito y la eficiencia, y,

VII. Contendrá normas para el registro y el reconoci-
miento de los certificados del personal.

CAPÍTULO II
Del Ingreso al Servicio de Carrera de las 
Instituciones de Procuración de Justicia

Artículo 52. El ingreso al Servicio de Carrera se hará por
convocatoria pública.

Los aspirantes a ingresar a las Instituciones de Procuración
de Justicia, deberán cumplir, cuando menos, con los requi-
sitos siguientes:

A. Ministerio Público.

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no tener
otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos;

II. Contar con título de licenciado en derecho expedido
y registrado legalmente, con la correspondiente cédula
profesional;

III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

IV. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable como responsable de un
delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal;

V. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabi-
litado por resolución firme como servidor público, ni es-
tar sujeto a procedimiento de responsabilidad adminis-
trativa federal o local, en los términos de las normas
aplicables;

VI. No hacer uso de sustancias, de estupefacientes u
otras que produzcan efectos similares, ni padecer alco-
holismo;

VII. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o bá-
sica que establezcan las leyes de la materia en la Federa-
ción o en las entidades federativas que correspondan; y

VIII. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de
confianza previstas en las leyes o reglamentos corres-
pondientes.

B. Peritos.

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no tener
otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos;

II. Acreditar que ha concluido, por lo menos, los estu-
dios correspondientes a la enseñanza media superior o
equivalente;

III. Tener título legalmente expedido y registrado por au-
toridad competente que lo faculte para ejercer la ciencia,
técnica, arte o disciplina de que se trate, o acreditar ple-
namente los conocimientos correspondientes a la disci-
plina sobre la que deba dictaminar cuando de acuerdo
con las normas aplicables no necesite título o cédula pro-
fesional para su ejercicio;

IV. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

V. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o bási-
ca que establezcan las leyes de la materia en la Federa-
ción o en las entidades federativas que correspondan;
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VI. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni estar
sujeto a proceso penal;

VII. No estar suspendido ni haber sido destituido o in-
habilitado por resolución firme como servidor público,
ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad admi-
nistrativa federal o local, en los términos de las normas
aplicables;

VIII. No hacer uso de sustancias psicotrópicas, de estu-
pefacientes u otras que produzcan efectos similares, ni
padecer alcoholismo, y

IX. Preservar y aprobar las evaluaciones de control de
confianza.

Lo dispuesto por este artículo aplicará sin perjuicio de otros
requisitos que establezca la legislación federal y la de las
entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de com-
petencia.

Artículo 53. Previo al ingreso de los aspirantes a los cursos
de formación inicial, deberán consultarse sus antecedentes
en el Registro Nacional y, en su caso, en los registros esta-
tales de Personal de las Instituciones de Procuración de Jus-
ticia.

Artículo 54. Los aspirantes a ingresar al Servicio de Carre-
ra de las Instituciones de Procuración de Justicia deberán
cumplir con los estudios de formación inicial. Estos estu-
dios serán obligatorios.

Corresponderá a las autoridades competentes regular en sus
legislaciones los términos en que la formación inicial se lle-
vará a cabo. La duración de los programas de formación ini-
cial no podrá ser inferior a quinientas horas clase.

CAPÍTULO III
Del Desarrollo del Servicio de Carrera 

de las Instituciones de Procuración de Justicia

Artículo 55. Son requisitos de permanencia del Ministerio
Público y de los peritos, los siguientes:

I. Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio;

II. Cumplir con los programas de profesionalización que
establezcan las disposiciones aplicables;

III. Aprobar las evaluaciones que establezcan las dispo-
siciones aplicables;

IV. Contar con la certificación y registro actualizados a
que se refiere esta Ley;

V. Cumplir las órdenes de rotación;

VI. Cumplir con las obligaciones que les impongan las
leyes respectivas, y

VII. Los demás requisitos que establezcan las disposi-
ciones aplicables.

Lo dispuesto por este artículo aplicará sin perjuicio de otros
requisitos que establezcan las autoridades competentes en
sus respectivas legislaciones.

Artículo 56. Los integrantes de las Instituciones de Procu-
ración de Justicia deberán someterse y aprobar los procesos
de evaluación de control de confianza y del desempeño con
la periodicidad y en los casos que establezca la normativi-
dad aplicable.

Artículo 57. Los resultados de los procesos de evaluación
serán confidenciales, salvo en aquellos casos en que deban
presentarse en procedimientos administrativos o judiciales.

Los expedientes conformados con las evaluaciones practi-
cadas tendrán el carácter de confidencial y se mantendrán
en reserva en los términos de las disposiciones aplicables.

Artículo 58. Las solicitudes de reincorporación al servicio
de carrera se analizarán y en su caso, concederán con arre-
glo a lo que establezcan las autoridades competentes en sus
respectivas legislaciones, siempre que el motivo de la baja
haya sido por causas distintas al incumplimiento a los re-
quisitos de permanencia o al seguimiento de un proceso de
responsabilidad administrativa o penal, local o federal.

Artículo 59. Las autoridades competentes aplicarán las san-
ciones y correctivos disciplinarios que correspondan a los
integrantes de las Instituciones de Procuración de Justicia
por el incumplimiento de sus deberes, en términos de las
disposiciones aplicables.
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CAPÍTULO IV
De la Terminación del Servicio de Carrera de 
las Instituciones de Procuración de Justicia

Artículo 60. La terminación del Servicio de Carrera será:

I. Ordinaria, que comprende:

a) Renuncia;

b) Incapacidad permanente para el desempeño de las
funciones;

c) Jubilación, y

d) Muerte.

II. Extraordinaria, que comprende:

a) Separación por el incumplimiento de los requisitos
de ingreso y permanencia, o

b) Remoción por incurrir en causas de responsabili-
dad con motivo de su encargo.

Artículo 61. La Federación y las entidades federativas es-
tablecerán los procedimientos de separación y remoción
aplicables a los Servidores Públicos de las Instituciones de
Procuración de Justicia.

Artículo 62. En caso de que los órganos jurisdiccionales
determinen que la resolución por la que se impone la sepa-
ración o remoción es injustificada, la institución respectiva
sólo estará obligada a la indemnización y al otorgamiento
de las prestaciones a que tenga derecho la persona removi-
da, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al
servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio
de defensa que se hubiese promovido de conformidad con
el artículo 123, Apartado S, fracción XIII, constitucional.

Las legislaciones correspondientes establecerán la forma
para calcular la cuantía de la indemnización que, en su ca-
so, deba cubrirse.

Tal circunstancia será registrada en el Registro Nacional co-
rrespondiente.

CAPÍTULO V
De la Profesionalización

Artículo 63. El Programa Rector de Profesionalización es
el instrumento en el que se establecen los lineamientos, pro-
gramas, actividades y contenidos mínimos para la profesio-
nalización del personal de las Instituciones de Procuración
de Justicia.

Artículo 64. Los planes de estudios se integrarán por el
conjunto de contenidos teóricos y prácticos estructurados en
unidades didácticas de enseñanza y aprendizaje, en los que
se incluyan talleres de resolución de casos.

Artículo 65. En materia de programas de Profesionaliza-
ción y planes de estudio, la Conferencia Nacional de Pro-
curación de Justicia tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover estrategias y políticas de profesionalización
de los servidores públicos de las Instituciones de Procu-
ración de Justicia;

II. Diseñar los modelos de profesionalización que co-
rrespondan para su concertación y en su caso, aplicación
en las Instituciones de Procuración de Justicia;

III. Acordar los contenidos del Programa Rector de Pro-
fesionalización de los servidores públicos de las institu-
ciones de Procuración de Justicia;

IV. Establecer criterios para supervisar que los servido-
res públicos se sujeten a los programas correspondientes
en los Institutos de Capacitación;

V. Participar en el diseño y actualización de políticas y
normas para el reclutamiento y selección de aspirantes a
las Instituciones de Procuración de Justicia y vigilar su
aplicación;

VI. Establecer programas de investigación académica en
las materias ministerial y pericial;

VII. Consensuar los criterios por los que se revalidarán
equivalencias de estudios en el ámbito de su competen-
cia, y

VIII. Las demás que le establezcan otras disposiciones
legales.
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Artículo 66. Los servidores públicos de las Instituciones de
Procuración de Justicia están obligados a participar en las
actividades de profesionalización que determine la institu-
ción respectiva, los cuales deberán cubrir un mínimo de 60
horas clase anuales.

CAPÍTULO VI
De la Certificación

Artículo 67. Los aspirantes que ingresen a las Instituciones
de Procuración de Justicia, deberán contar con la certifica-
ción y registro correspondientes, de conformidad con lo es-
tablecido por esta Ley.

Ninguna persona podrá ingresar o permanecer en las Insti-
tuciones de Procuración de Justicia sin contar con el certifi-
cado y registro vigentes.

Artículo 68. Las Instituciones de Procuración de Justicia
emitirán los certificados correspondientes a quienes acredi-
ten los requisitos de ingreso que establece esta Ley y el or-
denamiento legal aplicable a la institución de que se trate.

De igual forma, dichas Instituciones podrán emitir certifi-
caciones respecto de los conocimientos generales, técnicos
y jurídicos, habilidades, destrezas y actitudes que los servi-
dores públicos evaluados demuestren tener para desempe-
ñar su función de forma eficiente, conforme a los estánda-
res sectoriales establecidos por la Conferencia Nacional de
Procuración de Justicia.

Artículo 69. La certificación a que se refiere el párrafo pri-
mero del artículo anterior, para su validez, deberá otorgarse
en un plazo no mayor a sesenta días naturales contados a
partir de la conclusión del proceso de certificación, a efecto
de que sea ingresada en el Registro Nacional que para tal
efecto se establezca. Dicha certificación y registro tendrán
una vigencia de tres años.

La certificación a que se refiere el párrafo segundo del artí-
culo anterior, para su validez, deberá otorgarse en un plazo
no mayor a sesenta días naturales contados a partir de la
conclusión del proceso de evaluación, a efecto de que sea
ingresada en el Registro Nacional que para tal efecto se es-
tablezca. Dicha certificación y registro tendrán una vigencia
de cinco años.

Artículo 70. Los servidores públicos de las Instituciones de
Procuración de Justicia deberán someterse a los procesos de
evaluación correspondientes, con seis meses de anticipa-

ción a la expiración de la validez de su certificado y regis-
tro, a fin de obtener la revalidación de los mismos, en los
términos que determinen las autoridades competentes. Di-
cha revalidación acreditará que el servidor público ha desa-
rrollado y mantiene actualizado el perfil y aptitudes re-
queridos para el desempeño de su cargo, conforme a los
principios de actuación que establece esta Ley.

La revalidación del certificado será requisito indispensable
para su permanencia en las Instituciones de Procuración de
Justicia y deberá registrarse para los efectos a que se refie-
re el artículo anterior.

Artículo 71. La certificación que otorguen las Instituciones
de Procuración de Justicia deberá contener los requisitos y
medidas de seguridad que para tal efecto acuerde el Centro
Nacional.

Los servidores públicos de las Instituciones de Procuración
de Justicia que deseen prestar sus servicios en otra institu-
ción, ya sea en la Federación o en las Entidades Federativas,
deberán presentar el certificado que les haya sido expedido
previamente.

Las Instituciones de Procuración de Justicia reconocerán la
vigencia de los certificados debidamente expedidos y regis-
trados, en términos de los lineamientos que al efecto se es-
tablezcan, conforme a las disposiciones de esta Ley y de-
más aplicables. En caso contrario, previo a su ingreso, el
servidor público deberá someterse a los procesos de evalua-
ción.

En todos los casos, se deberán realizar las inscripciones que
correspondan en el Registro Nacional.

Artículo 72. La cancelación del certificado de los Servido-
res Públicos de las Instituciones de Procuración de Justicia
procederá:

I. Al ser separados de su encargo por incumplir con al-
guno de los requisitos de ingreso o permanencia a que se
refiere esta Ley y demás disposiciones aplicables;

II. Al ser removidos de su encargo;

III. Por no obtener la revalidación de su certificado, y

IV. Por las demás causas que establezcan las disposicio-
nes aplicables.
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Artículo 73. La institución de Procuración de Justicia que
cancele algún certificado deberá hacer la anotación respec-
tiva en el Registro Nacional de Seguridad Pública.

CAPÍTULO VII
De las Academias e Institutos de 

Capacitación ministerial, pericial y policial

Artículo 74. La Federación, el Distrito Federal y las enti-
dades federativas establecerán y operarán las Academias e
Institutos de Capacitación, que serán responsables de apli-
car los Programas Rectores de Profesionalización y los pro-
cesos de evaluación de los aspirantes y servidores públicos,
así como el cumplimiento de los perfiles genéricos de pues-
to de las Instituciones de Procuración de Justicia e Institu-
ciones Policiales, según corresponda.

Artículo 75. Las Academias e Institutos de Capacitación
tendrán las siguientes atribuciones:

I. Aplicar los procedimientos homologados del Sistema;

II. Capacitar en materia de investigación científica y téc-
nica a los servidores públicos;

III. Proponer y desarrollarlos programas de investiga-
ción académica en materia ministerial, pericial y poli-
cial, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y de-
más disposiciones aplicables;

IV. Proponer las etapas, niveles de escolaridad y grados
académicos de la Profesionalización;

V. Promover y prestar servicios educativos a sus respec-
tivas Instituciones;

VI. Aplicar las estrategias para la profesionalización de
los aspirantes y servidores públicos;

VII. Proponer y aplicar los contenidos de los planes y
programas para la formación de los servidores públicos;

VIII. Garantizar la equivalencia de los contenidos míni-
mos de planes y programas de Profesionalización;

IX. Revalidar equivalencias de estudios de la Profesio-
nalización;

X. Colaborar en el diseño y actualización de políticas y
normas para el reclutamiento y selección de aspirantes y
vigilar su aplicación;

XI. Realizar los estudios para detectar las necesidades de
capacitación de los Servidores Públicos y proponer los
cursos correspondientes;

XII. Proponer las convocatorias para el ingreso a las
Academias e Institutos de Capacitación;

XIII. Tramitar los registros, autorizaciones y reconoci-
miento de los planes y programas de estudio ante las au-
toridades competentes;

XIV. Expedir constancias de las actividades para la pro-
fesionalización que impartan;

XV. Proponer la celebración de convenios con Institu-
ciones educativas nacionales y extranjeras, públicas y
privadas, con objeto de brindar formación académica de
excelencia a los servidores públicos, y

XVI. Las demás que establezcan las disposiciones lega-
les aplicables.

TÍTULO SÉPTIMO
DEL DESARROLLO POLICIAL

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 76. El desarrollo policial es un conjunto integral
de reglas y procesos debidamente estructurados y enlazados
entre sí que comprenden la Carrera Policial, los esquemas
de profesionalización, la certificación y el régimen discipli-
nario de los Integrantes de las Instituciones Policiales y tie-
ne por objeto garantizar el desarrollo institucional, la esta-
bilidad, seguridad e igualdad de oportunidades de los
mismos; elevar la profesionalización, fomentar la vocación
de servicio, y garantizar el cumplimiento de los principios
constitucionales referidos en el artículo 6 de la Ley.

Artículo 77. Las relaciones jurídicas entre las Instituciones
Policiales y sus integrantes se rigen por la fracción XIII, del
apartado B, del artículo 123, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la presente Ley y demás
disposiciones legales aplicables.
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Todos los servidores públicos de las Instituciones Policiales
en los tres órdenes de gobierno que no pertenezcan a la Ca-
rrera Policial, se considerarán trabajadores de confianza.
Los efectos de su nombramiento se podrán dar por termina-
dos en cualquier momento, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables.

Artículo 78. Los integrantes de las Instituciones Policiales
podrán ser separados de su cargo si no cumplen con los re-
quisitos que las leyes vigentes, que en el momento de la se-
paración, señalen para permanecer en las Instituciones, sin
que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que
sea el juicio o medio de defensa para combatir la separación
y, en su caso, sólo procederá la indemnización.

Las legislaciones correspondientes establecerán la forma
para calcular la cuantía de la indemnización que, en su ca-
so, deba cubrirse.

Tal circunstancia será registrada en el Registro Nacional co-
rrespondiente.

Artículo 79. Los integrantes de las Instituciones Policiales
en servicio activo son los que realizan sus funciones en las
mismas, desempeñándose dentro del campo de su especia-
lidad, incluyendo aquellos:

I. A disposición, en espera de órdenes;

II. En situación especial, comisionados en otras Institu-
ciones o se encuentren realizando estudios en Institucio-
nes nacionales o extranjeras, y

III. Con licencia, en términos de la normatividad aplica-
ble.

Artículo 80. Se considerará como personal comisionado a
aquellos integrantes de las Instituciones Policiales que, por
orden de los titulares de las mismas se encuentren desarro-
llando actividades en apoyo a otras autoridades.

El personal comisionado estará obligado a sujetarse a los li-
neamientos disciplinarios de la Institución donde cumpla su
comisión, sin que esto lo exima de cumplir con los deberes
y normas inherentes a su grado y cargo dentro de la institu-
ción de origen.

Artículo 81. El personal desempeñará su comisión cum-
pliendo con las normas éticas y obligaciones de las institu-

ciones, debiendo esforzarse en proyectar el profesionalismo
y la excelencia de las mismas, el respeto irrestricto a los de-
rechos humanos y el interés superior de las víctimas del de-
lito.

Artículo 82. El integrante que desempeñe una comisión po-
drá ser reasignado o retirado de la misma cuando lo deter-
mine el titular de la institución correspondiente y las Comi-
siones en los siguientes supuestos:

I. Por necesidades del servicio,

II. Cuando la causa que la motivó, se modifique o deje
de existir, o

III. Cuando la solicite la autoridad a la cual se encontra-
ba comisionado.

Artículo 83. Las Instituciones Policiales, para el mejor
cumplimiento de sus objetivos, establecerán, cuando me-
nos, las siguientes áreas operativas:

I. Investigación, que será la encargada de la investiga-
ción a través de sistemas homologados de recolección,
clasificación, registro, análisis, evaluación y explotación
de información;

II. Prevención, que será la encargada de prevenir la co-
misión de delitos e infracciones administrativas, realizar
las acciones de inspección, vigilancia y vialidad en su
circunscripción, y

III. Reacción, que será la encargada de garantizar, man-
tener y restablecer el orden y la paz públicos.

Artículo 84. Las unidades de policía especializadas en la
investigación científica de los delitos podrán ubicarse en la
estructura orgánica de las Instituciones de Procuración de
Justicia, o bien, en las Instituciones Policiales, en cuyo ca-
so se coordinarán en los términos de esta Ley y demás dis-
posiciones aplicables para el desempeño de dichas funcio-
nes.

Las policías ministeriales ubicadas dentro de la estructura
orgánica de las Instituciones de Procuración de Justicia, se
sujetarán a lo dispuesto en el presente Título, quedando a
cargo de dichas instituciones, la aplicación de las normas,
supervisión y operación de los procedimientos relativos al
desarrollo policial.
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Artículo 85. Las unidades operativas de investigación rea-
lizarán, entre otras, las siguientes funciones:

I. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan ser
constitutivos de delitos, sólo cuando debido a las cir-
cunstancias del caso aquéllas no puedan ser formuladas
directamente ante el Ministerio Público, al que deberán
informar de inmediato, así como de las diligencias prac-
ticadas y dejarán de actuar cuando él lo determine;

II. Deberán verificar la información de las denuncias que
le sean presentadas cuando éstas no sean lo suficiente-
mente claras o la fuente no esté identificada, e informa-
rá al Ministerio Público para que, en su caso, le dé trá-
mite legal o la deseche de plano;

III. Practicar las diligencias necesarias que permitan el
esclarecimiento de los delitos y la identidad de los pro-
bables responsables, en cumplimiento de los mandatos
del Ministerio Público;

IV. Efectuar las detenciones en los casos del artículo 16
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos;

V. Participar en la investigación de los delitos, en la de-
tención de personas y en el aseguramiento de bienes que
el Ministerio Público considere se encuentren relaciona-
dos con los hechos delictivos, observando las disposicio-
nes constitucionales y legales aplicables;

VI. Registrar de inmediato la detención en términos de
las disposiciones aplicables, así como remitir sin demo-
ra y por cualquier medio la información al Ministerio Pú-
blico;

VII. Poner a disposición de las autoridades competentes,
sin demora alguna, a las personas detenidas y los bienes
que se encuentren bajo su custodia, observando en todo
momento el cumplimiento de los plazos constitucionales
y legales establecidos;

VIII. Preservar el lugar de los hechos y la integridad de
los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así
como los instrumentos, objetos o productos del delito.
Las unidades de la Policía facultadas para el procesa-
miento del lugar de los hechos, deberán fijar, señalar, le-
vantar, embalar y entregar la evidencia física al Ministe-
rio Público, conforme a las instrucciones de éste y en
términos de las disposiciones aplicables.

IX. Proponer al Ministerio Público que requiera a las au-
toridades competentes, informes y documentos para fi-
nes de la investigación, cuando se trate de aquellos que
solo pueda solicitar por conducto de éste;

X. Dejar constancia de cada una de sus actuaciones, así
como llevar un control y seguimiento de éstas. Durante
el curso de la investigación deberán elaborar informes
sobre el desarrollo de la misma, y rendirlos al Ministerio
Público, sin perjuicio de los informes que éste le requie-
ra;

XI. Emitir los informes, partes policiales y demás docu-
mentos que se generen, con los requisitos de fondo y for-
ma que establezcan las disposiciones aplicables, para tal
efecto se podrán apoyar en los conocimientos que resul-
ten necesarios;

XII. Proporcionar atención a víctimas, ofendidos o testi-
gos del delito; para tal efecto deberá:

a) Prestar protección y auxilio inmediato, de confor-
midad con las disposiciones legales aplicables;

b) Procurar que reciban atención médica y psicológi-
ca cuando sea necesaria;

c) Adoptar las medidas que se consideren necesarias
tendentes a evitar que se ponga en peligro su integri-
dad física y psicológica, en el ámbito de su compe-
tencia;

d) Preservar los indicios y elementos de prueba que
la víctima y ofendido aporten en el momento de la in-
tervención policial y remitirlos de inmediato al Mi-
nisterio Público encargado del asunto para que éste
acuerde lo conducente, y

e) Asegurar que puedan llevar a cabo la identifica-
ción del imputado sin riesgo para ellos.

XIII. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehensión y
demás mandatos ministeriales y jurisdiccionales de que
tenga conocimiento con motivo de sus funciones, y

XIV. Las demás que le confieran las disposiciones apli-
cables.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 200883



CAPÍTULO II
De la Carrera Policial y de la Profesionalización

Artículo 86. La Carrera Policial es el sistema de carácter
obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen los
lineamientos que definen los procedimientos de recluta-
miento, certificación, selección, ingreso, permanencia, eva-
luación, promoción, y reconocimiento; así como la separa-
ción o baja del servicio de los integrantes de las Instituciones
Policiales.

Artículo 87. Los fines de la Carrera Policial son:

I. Garantizar el desarrollo institucional y asegurar la es-
tabilidad en el empleo, con base en un esquema propor-
cional y equitativo de remuneraciones y prestaciones pa-
ra los integrantes de las Instituciones Policiales;

II. Promover la responsabilidad, honradez, diligencia,
eficiencia y eficacia en el desempeño de las funciones y
en la óptima utilización de los recursos de las Institucio-
nes;

III. Fomentar la vocación de servicio mediante la moti-
vación y el establecimiento de un adecuado sistema de
promociones que permita satisfacer las expectativas de
desarrollo profesional de los integrantes de las Institu-
ciones Policiales;

IV. Instrumentar e impulsar la capacitación y profesio-
nalización permanente de los Integrantes de las Institu-
ciones Policiales para asegurar la lealtad institucional en
la prestación de los servicios, y

V. Los demás que establezcan las disposiciones que de-
riven de esta Ley.

Artículo 88. La remuneración de los integrantes de las Ins-
tituciones Policiales será acorde con la calidad y riesgo de
las funciones en sus rangos y puestos respectivos, así como
en las misiones que cumplan.

Las remuneraciones de los integrantes de las Instituciones
Policiales no podrán ser disminuidas durante el ejercicio de
su encargo y deberán garantizar un sistema de retiro digno.

De igual forma, se establecerán sistemas de seguros para los
familiares de los policías, que contemplen el fallecimiento
y la incapacidad total y permanente acaecida en el cumpli-
miento de sus funciones.

Para tales efectos, la Conferencia Nacional de Secretarios
de Seguridad Pública deberá promover las adecuaciones le-
gales y presupuestarias respectivas, en los diferentes ámbi-
tos de competencia.

Artículo 89. La Carrera Policial comprende el grado poli-
cial, la antigüedad, las insignias, condecoraciones, estímu-
los y reconocimientos obtenidos, el resultado de los proce-
sos de promoción, así como el registro de las correcciones
disciplinarias y sanciones que, en su caso, haya acumulado
el integrante. Se regirá por las normas siguientes:

I. Las Instituciones Policiales deberán consultar los an-
tecedentes de cualquier aspirante en el Registro Nacional
antes de que se autorice su ingreso a las mismas;

II. Todo aspirante deberá tramitar, obtener y mantener
actualizado el Certificado Único Policial, que expedirá el
centro de control de confianza respectivo; 

III. Ninguna persona podrá ingresar a las Instituciones
Policiales si no ha sido debidamente certificado y regis-
trado en el Sistema;

IV. Sólo ingresarán y permanecerán en las Instituciones
Policiales, aquellos aspirantes e integrantes que cursen y
aprueben los programas de formación, capacitación y
profesionalización;

V. La permanencia de los integrantes en las Instituciones
Policiales está condicionada al cumplimiento de los re-
quisitos que determine la Ley;

VI. Los méritos de los integrantes de las Instituciones
Policiales serán evaluados por las Comisiones, encarga-
das de determinar las promociones y verificar que se
cumplan los requisitos de permanencia;

VII. Para la promoción de los integrantes de las Institu-
ciones Policiales se deberán considerar, por lo menos,
los resultados obtenidos en los programas de profesiona-
lización, los méritos demostrados en el desempeño de
sus funciones y sus aptitudes de mando y liderazgo;

VIII. Se determinará un régimen de estímulos y previ-
sión social que corresponda a las funciones de los inte-
grantes de las Instituciones Policiales;

IX. Los integrantes podrán ser cambiados de adscrip-
ción, con base en las necesidades del servicio;
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X. El cambio de un integrante de un área operativa a otra
de distinta especialidad, sólo podrá ser autorizado por la
Comisión correspondiente, y

XI. Las Comisiones establecerán los procedimientos re-
lativos a cada una de las etapas de la Carrera Policial.

La Carrera Policial es independiente de los nombramientos
para desempeñar cargos administrativos o de dirección que
el integrante llegue a desempeñar en las Instituciones Poli-
ciales. En ningún caso, los derechos adquiridos en la Carre-
ra Policial implicarán inamovilidad en dichos cargos.

En términos de las disposiciones aplicables, los titulares de
las Instituciones Policiales podrán designar a los integrantes
en cargos administrativos o de dirección de la estructura or-
gánica de las instituciones a su cargo; asimismo, podrán re-
levarlos libremente, respetando su grado policial y derechos
inherentes a la Carrera Policial.

Artículo 90. La selección es el proceso que consiste en ele-
gir, de entre los aspirantes que hayan aprobado el recluta-
miento, a quienes cubran el perfil y la formación requeridos
para ingresar a las Instituciones Policiales.

Dicho proceso comprende el periodo de los cursos de for-
mación o capacitación y concluye con la resolución de las
Comisiones sobre los aspirantes aceptados.

Artículo 91. El ingreso es el proceso de integración de los
candidatos a la estructura institucional y tendrá verificativo
al terminar la etapa de formación inicial o capacitación en
las Academias o Institutos de Capacitación Policial, el pe-
riodo de prácticas correspondiente y acrediten el cumpli-
miento de los requisitos previstos en la presente Ley.

Artículo 92. La permanencia es el resultado del cumpli-
miento constante de los requisitos establecidos en la pre-
sente Ley para continuar en el servicio activo de las Institu-
ciones Policiales.

Artículo 93. Son requisitos de ingreso y permanencia en las
Instituciones Policiales, los siguientes:

A. De Ingreso:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejer-
cicio de sus derechos políticos y civiles, sin tener otra na-
cionalidad;

II. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni estar
sujeto a proceso penal; 

III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional; 

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios si-
guientes:

a) En el caso de aspirantes a las áreas de investiga-
ción, enseñanza superior o equivalente;

b) Tratándose de aspirantes a las áreas de preven-
ción, enseñanza media superior o equivalente;

c) En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los
estudios correspondientes a la enseñanza media bási-
ca;

V. Aprobar el concurso de ingreso y los cursos de for-
mación; 

VI. Contar con los requisitos de edad y el perfil físico,
médico y de personalidad que exijan las disposiciones
aplicables; 

VII. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza; 

VIII. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares; 

IX. No padecer alcoholismo;

X. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia de
alcoholismo o el no uso de sustancias psicotrópicas, es-
tupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

XI. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público;

XII. Cumplir con los deberes establecidos en esta Ley, y
demás disposiciones que deriven de la misma;

XIII. Los demás que establezcan otras disposiciones le-
gales aplicables.

B. De Permanencia:
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I. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso; 

II. Mantener actualizado su Certificado Único Policial; 

III. No superar la edad máxima de retiro que establezcan
las disposiciones aplicables;

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios si-
guientes:

a) En el caso de aspirantes a las áreas de investiga-
ción, enseñanza superior, equivalente u homologa-
ción por desempeño, a partir de bachillerato;

b) Tratándose de aspirantes a las áreas de prevención,
enseñanza media superior o equivalente;

c) En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los
estudios correspondientes a la enseñanza media bási-
ca;

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y pro-
fesionalización;

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza;

VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño;

VIII. Participar en los procesos de promoción o ascenso
que se convoquen, conforme a las disposiciones aplica-
bles;

IX. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, es-
tupefacientes u otras que produzcan efectos similares; 

X. No padecer alcoholismo; 

XI. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de alcoholismo o el no uso de sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

XII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público;

XIII. No ausentarse del servicio sin causa justificada,
por un periodo de tres días consecutivos o de cinco días
dentro de un término de treinta días; y

XIV. Las demás que establezcan las disposiciones lega-
les aplicables.

Artículo 94. Las Comisiones fomentarán la vocación de
servicio mediante la promoción y permanencia en las Insti-
tuciones Policiales para satisfacer las expectativas de des-
arrollo profesional de sus integrantes.

Artículo 95. El régimen de estímulos es el mecanismo por
el cual las Instituciones Policiales otorgan el reconocimien-
to público a sus integrantes por actos de servicio meritorios
o por su trayectoria ejemplar, para fomentar la calidad y
efectividad en el desempeño del servicio, incrementar las
posibilidades de promoción y desarrollo de los integrantes,
así como fortalecer su identidad institucional.

Todo estímulo otorgado por las instituciones será acompa-
ñado de una constancia que acredite el otorgamiento del
mismo, la cual deberá ser integrada al expediente del ele-
mento y en su caso, con la autorización de portación de la
condecoración o distintivo correspondiente.

Artículo 96. La promoción es el acto mediante el cual se
otorga a los integrantes de las Instituciones Policiales, el
grado inmediato superior al que ostenten, dentro del orden
jerárquico previsto en las disposiciones legales aplicables.

Las promociones sólo podrán conferirse cuando exista una
vacante para la categoría jerárquica superior inmediata co-
rrespondiente a su grado.

Al personal que sea promovido, le será ratificada su nueva
categoría jerárquica mediante la expedición de la constan-
cia de grado correspondiente.

Para ocupar un grado dentro de las Instituciones Policiales,
se deberán reunir los requisitos establecidos por esta Ley y
las disposiciones normativas aplicables.

Artículo 97. Se considera escala de rangos policiales a la
relación que contiene a todos los integrantes de las Institu-
ciones Policiales y los ordena en forma descendente de
acuerdo a su categoría, jerarquía, división, servicio, anti-
güedad y demás elementos pertinentes.

Artículo 98. La antigüedad se clasificará y computará para
cada uno de los integrantes de las Instituciones Policiales,
de la siguiente forma:
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I. Antigüedad en el servicio, a partir de la fecha de su in-
greso a las Instituciones Policiales, y

II. Antigüedad en el grado, a partir de la fecha señalada
en la constancia o patente de grado correspondiente.

La antigüedad contará hasta el momento en que esta calidad
deba determinarse para los efectos de la Carrera Policial.

Artículo 99. La conclusión del servicio de un integrante es
la terminación de su nombramiento o la cesación de sus
efectos legales por las siguientes causas:

I. Separación, por incumplimiento a cualquiera de los re-
quisitos de permanencia, o cuando en los procesos de
promoción concurran las siguientes circunstancias:

a) Si hubiere sido convocado a tres procesos conse-
cutivos de promoción sin que haya participado en los
mismos, o que habiendo participado en dichos proce-
sos, no hubiese obtenido el grado inmediato superior
que le correspondería por causas imputables a él;

b) Que haya alcanzado la edad máxima correspon-
diente a su jerarquía, de acuerdo con lo establecido
en las disposiciones aplicables, y

c) Que del expediente del integrante no se despren-
dan méritos suficientes a juicio de las Comisiones
para conservar su permanencia.

II. Remoción, por incurrir en responsabilidad en el des-
empeño de sus funciones o incumplimiento de sus debe-
res, de conformidad con las disposiciones relativas al ré-
gimen disciplinario, o

III. Baja, por:

a) Renuncia;

b) Muerte, o

c) Jubilación o retiro.

Al concluir el servicio el integrante deberá entregar al fun-
cionario designado para tal efecto, toda la información, do-
cumentación, equipo, materiales, identificaciones, valores u
otros recursos que hayan sido puestos bajo su responsabili-
dad o custodia mediante acta de entrega recepción.

Artículo 100. Los integrantes de las Instituciones Policiales
que hayan alcanzado las edades límite para la permanencia,
previstas en las disposiciones que los rijan, podrán ser reu-
bicados, a consideración de las Comisiones, en otras áreas
de los servicios de las propias instituciones.

Artículo 101. La certificación es el proceso mediante el
cual los integrantes de las Instituciones Policiales se some-
ten a las evaluaciones periódicas establecidas por el Centro
de Control de Confianza correspondiente, para comprobar
el cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, so-
cioeconómicos y médicos, en los procedimientos de ingre-
so, promoción y permanencia.

Las Instituciones Policiales contratarán únicamente al per-
sonal que cuente con el requisito de certificación expedido
por su centro de control de confianza respectivo.

La presente disposición será aplicable también al personal
de los servicios de migración.

Artículo 102. La certificación tiene por objeto identificar
los factores de riesgo que interfieran, repercutan o pongan
en peligro el desempeño de las funciones policiales, con el
fin de garantizar la calidad de los servicios, enfocándose a
los siguientes aspectos de los integrantes de las Institucio-
nes Policiales:

I. Cumplimiento de los requisitos de edad y el perfil fí-
sico, médico y de personalidad que exijan las disposicio-
nes aplicables;

II. Observancia de un desarrollo patrimonial justificado,
en el que sus egresos guarden adecuada proporción con
sus ingresos;

III. Ausencia de alcoholismo o el no uso de sustancias
psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan
efectos similares; 

IV. Ausencia de vínculos con organizaciones delictivas;

V. Notoria buena conducta, no haber sido condenado por
sentencia irrevocable por delito doloso, ni estar sujeto a
proceso penal y no estar suspendido o inhabilitado, ni
haber sido destituido por resolución firme como servidor
público, y

VI. Cumplimiento de los deberes establecidos en esta
ley.
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Artículo 103. La Profesionalización es el proceso perma-
nente y progresivo de formación que se integra por las eta-
pas de formación inicial, actualización, promoción, espe-
cialización y alta dirección, para desarrollar al máximo las
competencias, capacidades y habilidades de los integrantes
de las Instituciones Policiales.

Los planes de estudio para la Profesionalización se integra-
rán por el conjunto de contenidos estructurados en unidades
didácticas de enseñanza aprendizaje que estarán compren-
didos en el programa rector que apruebe la Conferencia de
Secretarios de Seguridad Pública, a propuesta de su Presi-
dente.

CAPÍTULO III
Del Régimen Disciplinario

Artículo 104. La actuación de los Integrantes de las Insti-
tuciones Policiales se regirá por los principios de los artícu-
los 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6 de esta ley.

La disciplina comprende el aprecio de sí mismo, la pulcri-
tud, los buenos modales, el rechazo a los vicios, la puntua-
lidad en el servicio, la exactitud en la obediencia, el escru-
puloso respeto a las leyes y reglamentos, así como a los
derechos humanos.

La disciplina es la base del funcionamiento y organización
de las Instituciones Policiales, por lo que sus Integrantes de-
berán sujetar su conducta a la observancia de las leyes, ór-
denes y jerarquías, así como a la obediencia y al alto con-
cepto del honor, de la justicia y de la ética.

La disciplina demanda respeto y consideración mutua entre
quien ostente un mando y sus subordinados.

Artículo 105. Las Instituciones Policiales exigirán de sus
integrantes el más estricto cumplimiento del deber, a efecto
de salvaguardar la integridad y los derechos de las personas,
prevenir la comisión de delitos, y preservar las libertades, el
orden y la paz públicos.

Artículo 106. El régimen disciplinario se ajustará a los
principios establecidos en la Constitución Federal, la pre-
sente Ley y los ordenamientos legales aplicables y com-
prenderá los deberes, las correcciones disciplinarias, las
sanciones y los procedimientos para su aplicación.

Artículo 107. Los integrantes de las Instituciones Policia-
les, observarán los deberes previstos en los artículos 42 y 43
de esta Ley, con independencia de su adscripción orgánica.

Artículo 108. Las sanciones que apliquen las Comisiones
por infracciones a los deberes cometidas por los integrantes
de las Instituciones Policiales serán:

I. Amonestación; 

II. Suspensión, o

III. Remoción.

La aplicación de las sanciones se hará a juicio de las Co-
misiones, una vez acreditados los hechos y valorados, con-
forme a derecho, los medios probatorios aportados al pro-
cedimiento respectivo. En todo caso, deberá registrarse en
el expediente personal del infractor la sanción que se le
aplique.

La imposición de las sanciones que determinen las Comi-
siones se hará con independencia de las que correspondan
por responsabilidad civil, penal o administrativa, en que in-
curran los integrantes de las Instituciones Policiales de con-
formidad con la legislación aplicable.

CAPÍTULO IV
Del Procedimiento

Artículo 109. El procedimiento ante las Comisiones inicia-
rá por solicitud fundada y motivada del titular de la unidad
encargada de los asuntos internos que corresponda, dirigida
al presidente de la Comisión correspondiente, remitiendo
para tal efecto el expediente del presunto infractor.

El presidente resolverá si existen elementos para iniciar
procedimiento contra el presunto infractor, en caso contra-
rio devolverá el expediente a la unidad remitente.

Artículo 110. La resolución que emita el presidente de la
Comisión respecto a la no procedencia del inicio del proce-
dimiento podrá ser impugnada por la unidad solicitante me-
diante el recurso de reclamación interpuesto ante el Pleno
de la Comisión, dentro del término de cinco días contados a
partir de la notificación y recepción del expediente respec-
tivo.
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En la formulación del recurso de reclamación, la unidad
promovente hará valer los argumentos de procedencia del
procedimiento y las pruebas que lo acrediten. El Pleno de la
Comisión resolverá en un término no mayor a cinco días.

Artículo 111. Resuelto el inicio del procedimiento, el se-
cretario de la Comisión convocará a los miembros de ésta y
citará al presunto infractor a una audiencia, haciéndole sa-
ber los hechos que se le imputan, el lugar, el día y la hora
en que tendrá verificativo dicha audiencia y su derecho a
ofrecer pruebas y formular alegatos, por sí o asistido de un
defensor.

La audiencia se celebrará dentro de un plazo no menor de
cinco ni mayor de veinte días naturales posteriores a la re-
cepción del expediente por el presidente.

Artículo 112. La notificación se realizará en el domicilio
oficial de la adscripción del presunto infractor, en el último
que hubiera reportado, o en el lugar en que se encuentre fí-
sicamente y se le hará saber que queda a disposición de la
unidad administrativa de Recursos Humanos correspon-
diente en tanto se dicte la resolución definitiva respectiva.

Asimismo, el infractor deberá señalar domicilio para oír y
recibir notificaciones dentro del lugar de residencia de la
Comisión que conozca del asunto, apercibiéndolo que en
caso de no hacerlo las subsecuentes notificaciones se reali-
zarán en un lugar visible al público dentro de las instalacio-
nes que ocupe la Comisión; del mismo modo, en caso de no
ofrecer pruebas y defensas, la imputación se tendrá por con-
sentida y aceptada.

Artículo 113. El día y hora señalados para la comparecen-
cia del presunto infractor, el presidente de la Comisión, de-
clarará formalmente abierta la audiencia y enseguida el se-
cretario tomará los generales de aquél y de su defensor,
protestando al primero a conducirse con verdad y discer-
niéndole el cargo al segundo. Acto seguido procederá a dar
lectura a las constancias relativas a la imputación y datos de
cargo, con la finalidad de hacer saber al presunto infractor
los hechos que se le atribuyen.

El presidente de la Comisión concederá el uso de la palabra
al presunto infractor y a su defensor, los que expondrán en
forma concreta y específica lo que a su derecho convenga;
asimismo, conducirá la audiencia, moderará las interven-
ciones y preservará el orden de las mismas.

Artículo 114. Los miembros de la Comisión están faculta-
dos para cuestionar al compareciente, solicitar informes u
otros elementos de prueba, por conducto del secretario, con
la finalidad de allegarse de datos necesarios para el esclare-
cimiento del asunto.

Artículo 115. Las pruebas que sean presentadas por las par-
tes serán debidamente analizadas y ponderadas, resolviendo
cuáles se admiten y cuáles son desechadas dentro de la mis-
ma audiencia.

Artículo 116. Si el presidente lo considera necesario, por lo
extenso o particular de las pruebas presentadas, cerrará la
sesión, levantando el acta correspondiente, y establecerá un
término probatorio de quince días para su desahogo. En ca-
so contrario, se cerrará la audiencia y dentro del término de
veinte días hábiles se procederá a dictar la resolución co-
rrespondiente.

Artículo 117. Una vez admitidas y desahogadas todas las
pruebas y presentados los alegatos, el presidente de la Co-
misión cerrará la audiencia.

La Comisión tendrá veinte días hábiles contados a partir del
cierre de la misma, para emitir la resolución que conforme
a derecho corresponda.

La resolución se notificará personalmente al interesado por
conducto de la unidad administrativa que dio inicio al pro-
cedimiento.

Artículo 118. La resolución que dicte el Pleno de la Comi-
sión deberá estar debidamente fundada y motivada, conte-
ner una relación sucinta de los hechos y una valoración de
las pruebas aportadas.

Artículo 119. Los acuerdos dictados durante el procedi-
miento serán firmados por el presidente de la Comisión y
autentificados por el secretario de la misma.

Artículo 120. Para lo no previsto en el presente capítulo en
cuanto al desahogo y la valoración de pruebas, se aplicará
de manera supletoria el Código de Procedimientos Civiles
vigente en la Federación, las Entidades Federativas y el Dis-
trito Federal, según sea el caso.
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CAPÍTULO V
De los Órganos Policiales

SECCIÓN PRIMERA
De las Academias de Formación, de 

Capacitación y Profesionalización Policial

Artículo 121. La Federación, el Distrito Federal y las enti-
dades federativas establecerán y operarán Academias o Ins-
titutos de Formación o Capacitación Policial, según corres-
ponda, que serán responsables de aplicar el Programa
Rector que contendrá los aspectos de formación, capacita-
ción, adiestramiento y actualización de los aspirantes e in-
tegrantes de las Instituciones Policiales, así como el cum-
plimiento de los perfiles genéricos.

Artículo 122. El Programa Rector es el instrumento en el
que se establecen los programas y contenidos mínimos de
formación para cada uno de los niveles jerárquicos, unida-
des operativas y divisiones de las Instituciones Policiales.

Artículo 123. En materia de planes y programas de Profe-
sionalización, la Secretaría tendrá las siguientes atribucio-
nes:

I. Proponer los contenidos básicos de los programas pa-
ra la formación, capacitación y profesionalización de los
mandos de las Instituciones policiales;

II. Proponer los aspectos que contendrá el Programa
Rector;

III. Promover que los integrantes de las Instituciones Po-
liciales se sujeten a los programas correspondientes a las
Academias y de estudios superiores policiales;

IV. Colaborar en el diseño y actualización de políticas y
normas para el reclutamiento y selección de candidatos a
las Instituciones Policiales y vigilar su aplicación;

V. Proponer a la Conferencia Nacional de Secretarios de
Seguridad Pública, estrategias y políticas  de desarrollo
de formación de los integrantes de las Instituciones Poli-
ciales;

VI. Proponer los programas de investigación académica
en materia policial;

VII. Participar en el diseño y actualización de políticas y
normas para el reclutamiento y selección de candidatos a
las Instituciones Policiales;

VIII. Revalidar equivalencias de estudios de la Profesio-
nalización en el ámbito de su competencia, y

IX. Las demás que le establezcan otras disposiciones le-
gales.

Artículo 124. Las Academias e Institutos de Formación o
Capacitación Policial, según corresponda, tendrán las si-
guientes atribuciones:

I. Aplicar los procedimientos homologados del desarro-
llo policial;

II. Garantizar la equivalencia de los contenidos mínimos
de planes y programas de Profesionalización;

III. Proponer las etapas, niveles de escolaridad y grados
académicos de la Profesionalización;

IV. Proponer y aplicar los contenidos de los planes y pro-
gramas para la formación de los integrantes de las Insti-
tuciones Policiales;

V. Promover y prestar servicios educativos a sus respec-
tivas instituciones;

VI. Revalidar equivalencias de estudios de la Profesio-
nalización;

VII. Colaborar en el diseño y actualización de políticas
y normas para el reclutamiento y selección de aspirantes
y vigilar su aplicación;

VIII. Realizar los estudios para detectar las necesidades
de capacitación de los Integrantes de las Instituciones
Policiales y proponer los cursos correspondientes a las
Comisiones;

IX. Proponer a las Comisiones las convocatorias para el
ingreso a las Academias o Institutos de Formación o Ca-
pacitación Policial;

X. Desarrollar los programas de investigación académi-
ca en materia de desarrollo policial;
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XI. Aplicar las estrategias para la profesionalización de
los aspirantes e integrantes de las Instituciones Policia-
les;

XII. Tramitar los registros, autorizaciones y reconoci-
miento de los planes y programas de estudio ante las au-
toridades competentes; 

XIII. Expedir constancias y certificados de la formación
profesional que impartan; 

XIV. Proponer la celebración de convenios con institu-
ciones educativas nacionales y extranjeras, públicas y
privadas, con objeto de brindar formación académica de
excelencia a los integrantes de las Instituciones Policia-
les;

XV. Capacitar en materia de investigación científica y
técnica a los integrantes de las Instituciones Policiales;

XVI. Supervisar que los aspirantes e integrantes de las
Instituciones Policiales se sujeten a los manuales de las
Academias, y

XVII. Las demás que le establezcan las disposiciones le-
gales aplicables y sus respectivas Comisiones.

SECCIÓN SEGUNDA
De las Comisiones

Artículo 125. La Federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal y los municipios establecerán instancias co-
legiadas en las que participen representantes de las unidades
operativas de investigación, prevención y reacción de las
Instituciones Policiales, que serán las encargadas de cono-
cer y resolver, en sus respectivos ámbitos de competencia,
toda controversia que se suscite con relación a los procedi-
mientos de la Carrera Policial y el Régimen Disciplinario.

Para tal fin, las Instituciones Policiales constituirán sus res-
pectivas Comisiones del servicio profesional de carrera po-
licial y de honor y justicia, las que llevarán un registro de
datos de los integrantes de sus instituciones. Dichos datos se
incorporarán a Plataforma México.

En las Instituciones de Procuración de Justicia se integrarán
comisiones equivalentes, en las que intervengan represen-
tantes de los policías ministeriales.

Artículo 126. Las Comisiones, conforme a lo dispuesto en
esta Ley, realizarán y someterán a las autoridades que co-
rresponda, los estudios técnicos pertinentes para la revisión,
actualización y fijación de sus tabuladores y las zonas en
que éstos deberán regir.

Artículo 127. Las Comisiones y el Consejo Federal de Des-
arrollo Policial, se integrarán respectivamente de la si-
guiente manera:

I. Un Presidente, que será designado por el titular de la
Institución Policial de que se trate; 

II. Un Consejero por cada área o división operativa, y 

III. Un Secretario General de Acuerdos.

Los integrantes de las Instituciones Policiales a que se re-
fieren las fracciones anteriores serán de carácter permanen-
te y podrán designar a un suplente, de conformidad con las
disposiciones aplicables.

En el caso de las policías ministeriales, al menos uno de los
consejeros deberá ser miembro de la policía, designado por
el director general de la policía o su equivalente.

Artículo 128. Las Comisiones tendrán las siguientes atri-
buciones:

I. Aplicar en el ámbito de sus atribuciones, los procedi-
mientos de la Carrera Policial;

II. Proponer las reformas necesarias a los ordenamientos
jurídicos que regulan la Carrera Policial;

III. Aplicar los lineamientos, mecanismos y procedi-
mientos de reclutamiento, selección, ingreso, permanen-
cia, evaluación y promoción de los integrantes de las Ins-
tituciones Policiales;

IV. Elaborar y aplicar los lineamientos para el otorga-
miento de estímulos y recompensas a los integrantes de
las Instituciones Policiales;

V. Establecer los lineamientos para las prestaciones so-
ciales de los integrantes de las Instituciones Policiales;

VI. Vigilar el cumplimiento de los planes y programas
de Profesionalización de los Integrantes;
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VII. Expedir autorizaciones para que los integrantes de
las instituciones que cuenten con bachillerato, puedan
acceder a las divisiones de investigación, con base en su
desempeño y sujetos a evaluación;

VIII. Garantizar la observancia del régimen disciplinario
establecido a los integrantes de las Instituciones Policia-
les;

IX. Conocer y resolver respecto del incumplimiento de
los requisitos de permanencia y de las infracciones al ré-
gimen disciplinario cometidas por los integrantes de las
Instituciones Policiales;

X. Determinar las sanciones por infracciones al régimen
disciplinario, así como la conclusión del servicio por la
actualización de los supuestos previstos en la Ley; 

XI. Registrar en Plataforma México, los datos del perso-
nal sancionado, y 

XII. Las demás que señalen las disposiciones aplicables.

Artículo 129. En los procedimientos que instruyan las Co-
misiones y el Consejo Federal de Desarrollo Policial se sal-
vaguardará en todo tiempo la garantía de audiencia.

CAPÍTULO VI
De la Integración y Mando

SECCIÓN PRIMERA
De la Integración

Artículo 130. Los integrantes de la Instituciones Policiales,
de acuerdo a su jerarquía, se agrupan en las categorías si-
guientes:

I. Comisarios; 

II. Inspectores;

III. Oficiales, y

IV. Escala Básica.

En las policías ministeriales se establecerán niveles jerár-
quicos equivalentes a las primeras dos fracciones del pre-
sente artículo, con las respectivas categorías, conforme al
modelo policial previsto en esta Ley.

Artículo 131. Las categorías previstas en el artículo ante-
rior tendrán las jerarquías siguientes:

I. Comisarios:

a) Comisario General; 

b) Comisario Jefe, y 

c) Comisario.

II. Inspectores:

a) Inspector General;

b) Inspector Jefe, y 

c) Inspector.

III. Oficiales:

a) Subinspector; 

b) Oficial, y

c) Suboficial.

IV. Escala Básica:

a) Policía Primero; 

b) Policía Segundo; 

c) Policía Tercero, y 

d) Policía.

Artículo 132. Las Instituciones Policiales se organizarán
bajo un esquema de jerarquización terciaria, cuya célula bá-
sica se compondrá invariablemente por tres elementos.

Con base en las categorías jerárquicas señaladas en el artí-
culo precedente, los titulares de las instituciones municipa-
les, deberán cubrir, al menos, el mando correspondiente al
quinto nivel ascendente de organización en la jerarquía.

Las instituciones estatales y del Distrito Federal, deberán
satisfacer, como mínimo, el mando correspondiente al octa-
vo grado de organización jerárquica.
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Los titulares de las categorías jerárquicas estarán facultados
para ejercer la autoridad y mando policial en los diversos
cargos o comisiones.

Artículo 133. El orden de las categorías jerárquicas y gra-
dos tope del personal de la Instituciones con relación a las
áreas operativas y de servicios será:

I. Para las áreas operativas, de policía a Comisario Ge-
neral, y 

II. Para los servicios, de policía a Comisario Jefe.

SECCIÓN SEGUNDA
Del Mando

Artículo 134. Las Instituciones Policiales tienen a su cargo
la operación de acciones para preservar la seguridad públi-
ca del país, en sus respectivos ámbitos de competencia.

En las operaciones policiales .conjuntas, se cumplirán sin
excepción los requisitos previstos en las disposiciones cons-
titucionales y legales aplicables, recayendo el mando ope-
rativo en la Policía Federal en los siguientes casos:

I. En los asuntos que sean competencia del orden fede-
ral, o

II. Exista petición expresa de la autoridad competente de
los estados y municipios para la intervención de la Poli-
cía Federal.

En estos supuestos, las instrucciones se transmitirán a tra-
vés de los mandos de las instituciones locales que participen
en dichas operaciones.

Artículo 135. En las Instituciones Policiales se entenderá
por mando, a la autoridad ejercida por un superior jerárqui-
co en servicio activo, sobre sus subordinados o iguales en
jerarquía, cuando éstos se encuentren adscritos a él en razón
de su categoría, cargo o comisión.

Artículo 136. La implementación del perfil del mando se-
gún su competencia, los procedimientos homologados y la
equivalencia de los contenidos mínimos de planes y progra-
mas de estudio, constituirán la base fundamental para la ac-
ción nacional unificada y coordinada de los integrantes de
las Instituciones Policiales en la República.

Los perfiles de puesto de mando de los integrantes de las
Instituciones Policiales, se determinarán con base en los
modelos y lineamientos que al efecto emita la Conferencia
Nacional de Secretarios de Seguridad Pública.

Artículo 137. El mando podrá ser ejercido en las formas si-
guientes:

I. Titular, que es el ejercido por medio de nombramiento
oficial expedido por la superioridad correspondiente, y

II. Circunstancial, en los casos siguientes:

a) Interino, el designado con ese carácter por la su-
perioridad correspondiente hasta en tanto se nombra
al titular;

b) Accidental, el que se ejerce por ausencia temporal
del titular que le impida desempeñarlo, en caso de
enfermedad, licencias, vacaciones, comisiones fuera
de su adscripción u otros motivos, y

c) Incidental, el que se desempeña en casos impre-
vistos por ausencia momentánea del titular o de
quien ejerza el mando.

En cualquier caso, sólo los integrantes de las Instituciones
Policial es en servicio activo podrán ejercer el mando, sal-
vo en aquellas situaciones especiales y con licencia, en cu-
yo caso no podrán ejercer el mando.

Artículo 138. En caso de ausencia temporal, impedimento,
excusa u otros similares del mando titular, la orden y suce-
sión de mando se sujetará a lo siguiente: en ausencias del
titular, el despacho y resolución de los asuntos correspon-
dientes a la Instituciones Policiales, corresponderá al in-
ferior jerárquico inmediato, sin mediar representantes de
los mismos.

Artículo 139. Tratándose del ejercicio del mando en los
cuerpos de policía ministerial y las Instituciones de Procu-
ración de Justicia, en lo conducente, se aplicará lo dispues-
to en esta sección.

TÍTULO OCTAVO
DEL SISTEMA NACIONAL DE EVALUACIÓN Y

CONTROL DE CONFIANZA

Artículo 140. El Sistema Nacional de Evaluación y Control
de Confianza, se conforma con las instancias, órganos, ins-
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trumentos, políticas, acciones y servicios previstos en la
presente Ley, tendentes a cumplir los objetivos y fines de la
evaluación y certificación de los integrantes de las Institu-
ciones de Seguridad Pública.

Integran este Sistema: el Centro Nacional de Evaluación y
Control de Confianza, así como los Centros de Evaluación
y Control de Confianza de las Instituciones de Procuración
de Justicia e Instituciones Policiales de la Federación y las
entidades federativas.

Artículo 141. Corresponde a la Federación, por conducto
del Centro Nacional de Evaluación y Control de Confianza:

I. Establecer los criterios mínimos para la evaluación y
control de confianza de los servidores públicos, tomando
en consideración las recomendaciones, propuestas y li-
neamientos de las conferencias.

II. Determinar las normas y procedimientos técnicos pa-
ra la evaluación de los Servidores Públicos;

III. Determinar los protocolos de actuación y procedi-
mientos de evaluación de los Centros de Evaluación y
Control de Confianza de las Instituciones de Seguridad
Pública;

IV. Evaluar y certificar la correcta aplicación de los pro-
cesos que operen los Centros de Evaluación y Control de
Confianza de las Instituciones de Seguridad Pública;

V. Evaluar y certificar los procesos de evaluación y Con-
trol de Confianza que en el ámbito de Seguridad Pública
operen instituciones privadas que así lo soliciten;

VI. Verificar periódicamente que los Centros de referen-
cia apliquen los procesos certificados, conforme a los li-
neamientos y estándares que el propio Centro Nacional
establezca;

VII. Apoyar á los Centros de Evaluación y Control de
Confianza de las Instituciones de Seguridad Pública;

VIII. Promover la homologación, validación y actuali-
zación de los procedimientos y criterios de Evaluación y
Control de Confianza;

IX. Establecer los requisitos que deben contener los cer-
tificados Ministerial, Policial y Pericial y probar sus ca-
racterísticas, y

X. Las demás que resulten necesarias para el desempeño
de sus funciones.

El Centro Nacional contará con un órgano de gobierno in-
tegrado por la Secretaría de Gobernación, la Secretaría de
Seguridad Pública y la Procuraduría General de la Repúbli-
ca. El Ejecutivo Federal proveerá en la esfera administrati-
va a la organización y funcionamiento del Centro Nacional.

Artículo 142. Los certificados que emitan los Centros de
Evaluación y Control de Confianza de las Instituciones de
Seguridad Pública o Instituciones Privadas, sólo tendrán va-
lidez si el Centro emisor cuenta con la certificación vigente
del Centro Nacional, en cuanto a sus procesos y su perso-
nal.

Cuando en los procesos de certificación a cargo de los Cen-
tros de Evaluación y Control de Confianza de las Institu-
ciones de Seguridad Pública intervengan Instituciones pri-
vadas, éstas deberán contar con la certificación vigente del
Centro Nacional. En caso contrario, el proceso carecerá de
validez.

Artículo 143. Las Instituciones de Seguridad Pública de la
Federación y entidades federativas, establecerán, en los tér-
minos de las disposiciones aplicables, Centros de Evalua-
ción y Control de Confianza, encargados de operar y califi-
car los procesos de evaluación de los integrantes de dichas
instituciones, así como comprobar el cumplimiento de los
perfiles médico, ético y de personalidad de los mismos, pa-
ra garantizar la calidad de sus servicios.

Dichos Centros funcionarán bajo las políticas, lineamientos
y procedimientos establecidos por el Centro Nacional y de-
berán estar certificados por éste.

Artículo 144. Los Centros de Evaluación y Control de Con-
fianza aplicarán las evaluaciones a que se refiere esta Ley,
tanto en los procesos de selección de aspirantes, como en la
evaluación para la permanencia, el desarrollo y la promo-
ción de los Integrantes de las Instituciones de Seguridad Pú-
blica.

Artículo 145. Los Centros de Evaluación y Control de Con-
fianza tendrán las siguientes facultades:

I. Aplicar los procedimientos de Evaluación y de Control
de Confianza conforme a los criterios expedidos por el
Centro Nacional;
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II. Proponer lineamientos para la verificación y control
de confianza de los Servidores Públicos;

III. Proponer los lineamientos para la aplicación de los
exámenes médicos, toxicológicos, psicológicos, poligrá-
ficos y socioeconómicos;

IV. Establecer un sistema de registro y control, que per-
mita preservar la confidencialidad y resguardo de expe-
dientes; 

V. Verificar el cumplimiento de los perfiles médico, éti-
co y de personalidad; 

VI. Comprobar los niveles de escolaridad de los Inte-
grantes de las Instituciones de Seguridad Pública;

VII. Aplicar el procedimiento de certificación de los Ser-
vidores Públicos, aprobado por el Centro Nacional;

VIII. Expedir y actualizar los Certificados conforme a
los formatos autorizados por el Centro Nacional;

IX. Informar a las autoridades competentes, sobre los re-
sultados de las evaluaciones que practiquen;

X. Solicitar se efectúe el seguimiento individual de los
Integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública
evaluados, en los que se identifiquen factores de riesgo
que interfieran o pongan en riesgo el desempeño de sus
funciones;

XI. Detectar áreas de oportunidad para establecer pro-
gramas de prevención y atención que permitan solucio-
nar la problemática identificada;

XII. Proporcionar a las Instituciones, la asesoría y apo-
yo técnico que requieran sobre información de su com-
petencia;

XIII. Proporcionar a las autoridades competentes la in-
formación contenida en los expedientes de integrantes de
las Instituciones de Seguridad Pública y que se requieran
en procesos administrativos o judiciales, con las reservas
previstas en las leyes aplicables;

XIV. Elaborar los informes de resultados para la acepta-
ción o rechazo de los aspirantes a ingresar a las Institu-
ciones de Seguridad Pública, y

XV. Las demás que establezcan las disposiciones legales
aplicables.

TÍTULO NOVENO
DE LA INFORMACIÓN 

SOBRE SEGURIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I
Del Sistema de Información Plataforma México

Artículo 146. Plataforma México es el sistema de interco-
nexión de bases de datos, que proporciona a las Institucio-
nes de Seguridad Pública de los tres órdenes de gobierno in-
formación precisa y constante con el propósito de cumplir
los fines de la Seguridad Pública.

Artículo 147. La Federación, estados, Distrito Federal y
municipios, suministrarán, intercambiarán, sistematizarán,
consultarán, analizarán y actualizarán, la información que
diariamente se genere sobre Seguridad Pública mediante los
sistemas e instrumentos tecnológicos que la integran, a fin
de garantizar la integración y operación de la información.

El Consejo Nacional tomará las medidas necesarias, además
de las ya previstas en la Ley, para preservar la seguridad, in-
tegridad y confidencialidad de la información administrada
y sistematizada mediante los instrumentos de información
sobre Seguridad Pública de Plataforma México.

Las Instituciones de Procuración de Justicia tendrán acceso
a la información contenida en Plataforma México, en el ám-
bito de su función de investigación y persecución de los de-
litos.

Artículo 148. Los integrantes de las Instituciones de Segu-
ridad Pública de la Federación, el Distrito Federal, los esta-
dos y los municipios, están obligados a alimentar, consultar,
analizar y explotar la información sobre Seguridad Pública
en Plataforma México, en los términos de las disposiciones
normativas aplicables.

La información proveniente de Plataforma México, se con-
siderará documental pública ante las autoridades, siempre
que esté debidamente certificada.

Artículo 149. Los estados y el Distrito Federal realizarán
los trabajos y las migraciones de los servicios de telecomu-
nicaciones de su Red Estatal de acuerdo a los lineamientos
que se definan para asegurar su compatibilidad con Plata-
forma México, mediante el desarrollo e instrumentación de
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protocolos, metodologías, sistemas y productos tecnológi-
cos que aseguren la operación y funcionamiento homologa-
dos de las redes y servicios.

El Servicio de Llamadas de Emergencia y el Servicio de
Denuncia Anónima operarán con un número único de aten-
ción a la ciudadanía. El Consejo Nacional adoptará las me-
didas necesarias para la homologación de los servicios.

La Secretaría vigilará la permanencia y actualización de los
equipos y sistemas que se instalen para el servicio de inter-
conexión a Plataforma México.

Los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, promoverán la interconexión de los
municipios y demarcaciones territoriales al sistema Plata-
forma México.

Artículo 150. Los integrantes de las Instituciones Policiales
deberán llenar un Informe Policial Homologado que con-
tendrá, cuando menos, los siguientes datos:

I. El área que lo emite;

II. El usuario capturista;

III. Los Datos Generales, mismos que deberán describir:

a) Folio;

b) Número de oficio;

c) Fecha y hora del informe;

d) Fecha y hora del evento;

e) Fecha y hora de la detención, en su caso; 

f) Asunto;

g) La persona a quien va dirigido;

h) Oficiales que intervinieron, y

i) Oficial que elaboró el informe.

IV. Motivo, que se clasifica en;

a) Tipo de evento, y

b) Subtipo de evento.

V. La ubicación del evento, que contendrá:

a) Estado;

b) Municipio o Delegación;

c) Sector;

d) Comandancia;

e) Turno;

f) Colonia;

g) Calle y número;

h) Código Postal;

i) Calles de referencia;

j) Otras referencias de ubicación, y

k) Mapa para la ubicación del evento.

VI. En su caso, los caminos, en el que se considerará:

a) Tramos;

b) Kilómetros, y

c) Carretera

VII. La descripción de hechos, que deberá detallar:

a) Modo;

b) Tiempo;

c) Lugar: descripción del sitio de los hechos, del lugar
de la detención, de la ubicación de los hallazgos o de
los sitios investigados;

d) Circunstancias de ejecución;

e) Personas involucradas: sospechosos, víctimas y
testigos, y
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f) La descripción del estado en que se encuentren los
indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así
como los instrumentos, objetos o productos del deli-
to, conforme a las disposiciones aplicables.

VIII. Entrevistas realizadas;

IX. En caso de detenciones:

a) Señalar los motivos de la detención;

b) Descripción de la persona;

c) El nombre del detenido y apodo, en su caso; 

d) Descripción de estado físico aparente;

e) Objetos que le fueron encontrados;

f) Autoridad a la que fue puesto a disposición, y

g) Lugar en el que fue puesto a disposición.

El informe debe ser completo, los hechos deben describirse
con continuidad, cronológicamente y resaltando lo impor-
tante; no deberá contener afirmaciones sin el soporte de da-
tos o hechos reales, por lo que deberá evitar información de
oídas, conjeturas o conclusiones ajenas a la investigación.

SECCIÓN PRIMERA
Del Registro Nacional de Detenciones

Artículo 151. La detención por caso urgente y en flagran-
cia, así como en cumplimiento de mandamientos judiciales
deberá ser registrada de inmediato por la autoridad que la
practique en el Registro Nacional de Detenciones.

La autoridad que practique la detención o tenga conoci-
miento de la misma deberá registrar, de inmediato, al me-
nos, los datos siguientes:

I. Nombre y, en su caso, apodo del detenido;

II. Motivo, circunstancias generales, lugar y hora en que
se haya practicado la detención;

III. Nombre de quien o quienes hayan intervenido en la
detención. En su caso, rango y área de adscripción, y

IV. Lugar a donde será trasladado el detenido.

Artículo 152. El Ministerio Público, una vez que el deteni-
do sea puesto a su disposición, recabará y registrará, en su
caso, lo siguiente:

I. Domicilio, fecha de nacimiento, edad, estado civil,
grado de estudios y ocupación o profesión;

II. Clave Única de Registro de Población;

III. Grupo étnico al que pertenezca;

IV. Descripción del estado físico del detenido;

V. Huellas dactilares;

VI. Identificación antropométrica, y

VII. Otros medios que permitan la identificación del in-
dividuo;

El Ministerio Público y la policía deberán informar a quien
lo solicite de la detención de una persona y, en su caso, la
autoridad a cuya disposición se encuentre.

La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia emitirá
las disposiciones necesarias para regular los dispositivos
tecnológicos que permitan generar, enviar, recibir, consultar
o archivar toda la información a que se refiere este artículo,
la que podrá abarcar imágenes, sonidos y video, en forma
electrónica, óptica o mediante cualquier otra tecnología.

Artículo 153. La información capturada en el Registro Na-
cional de Detenciones será confidencial y reservada. A la in-
formación contenida en el registro sólo podrán tener acce-
so:

I. Las autoridades competentes en materia de investiga-
ción y persecución del delito, para los fines que se pre-
vean en los ordenamientos legales aplicables, y

II. Los probables responsables, estrictamente para la rec-
tificación de sus datos personales y para solicitar que se
asiente en el mismo el resultado del procedimiento pe-
nal, en términos de las disposiciones legales aplicables.

Bajo ninguna circunstancia se podrá proporcionar informa-
ción contenida en el Registro a terceros. El Registro no po-
drá ser utilizado como base de discriminación, vulneración
de la dignidad, intimidad, privacidad u honra de persona al-
guna.
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Al servidor público que quebrante la reserva del Registro o
proporcione información sobre el mismo, se le sujetará al
procedimiento de responsabilidad administrativa o penal,
según corresponda.

Artículo 154. Las Instituciones de Seguridad Pública serán
responsables de la administración, guarda y custodia de los
datos que integran este registro; su violación se sancionará
de acuerdo con las disposiciones previstas en la legislación
penal aplicable.

SECCIÓN SEGUNDA
Del Sistema Único de Información Criminal

Artículo 155. La Federación, los estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios serán responsables de integrar y actua-
lizar el Sistema Único de Información Criminal, con la in-
formación que generen las Instituciones de Procuración de
Justicia e Instituciones Policiales, que coadyuve a salva-
guardar la integridad y derechos de las personas, así como
preservar las libertades, el orden y la paz públicos, median-
te la prevención, persecución y sanción de las infracciones
y delitos, así como la reinserción social del delincuente y
del adolescente en conflicto con la ley penal, misma que
formará parte integral de la Plataforma México.

Artículo 156. Dentro del Sistema Único de Información
Criminal se integrará una base nacional de datos de consul-
ta obligatoria en las actividades de Seguridad Pública, sobre
personas indiciadas, procesadas o sentenciadas, donde se
incluyan su perfil criminológico, medios de identificación,
recursos y modos de operación.

Esta base nacional de datos se actualizará permanentemente
y se conformará con la información que aporten las Institu-
ciones de Seguridad Pública, relativa a las investigaciones,
averiguaciones previas, órdenes de detención y aprehensión,
procesos penales, sentencias o ejecución de penas.

Artículo 157. Las Instituciones de Procuración de Justicia
podrán reservarse la información que ponga en riesgo algu-
na investigación, pero la proporcionarán al Sistema Único
de Información Criminal inmediatamente después que deje
de existir tal condición.

Artículo 158. El Sistema Nacional de Información Peniten-
ciaria es la base de datos que, dentro del Sistema Único de
Información Criminal, contiene, administra y controla los
registros de la población penitenciaria de la Federación, el

Distrito Federal, los Estados y los Municipios en sus res-
pectivos ámbitos de competencia.

Artículo 159. La base de datos deberá contar, cuando me-
nos, con el reporte de la ficha de identificación personal de
cada interno con fotografía, estudios técnicos interdiscipli-
narios, procesos y demás información necesaria para la in-
tegración de dicho sistema.

SECCIÓN TERCERA
Del Registro Nacional de 

Personal de Seguridad Pública

Artículo 160. El Registro Nacional de Personal de Seguri-
dad Pública, conforme lo acuerden las Conferencias Nacio-
nales de Procuración de Justicia y de Secretarios de Seguri-
dad Pública, formará parte integrante de Plataforma México
y contendrá la información actualizada, relativa a los inte-
grantes de las Instituciones de la Federación, el Distrito Fe-
deral, los Estados y los Municipios, la cual preverá entre
otros datos, su ingreso, permanencia, desarrollo, evalua-
ción, reconocimiento, certificación y retiro.

Artículo 161. El Registro contendrá, por lo menos:

I. Los datos que permitan identificar plenamente y loca-
lizar al servidor público, sus huellas digitales, fotografía,
escolaridad y antecedentes laborales, así como su trayec-
toria en los servicios de Seguridad Pública;

II. Los estímulos, reconocimientos y sanciones a que se
haya hecho acreedor el servidor público, y

III. Cualquier cambio de adscripción, actividad o rango
del servidor público, así como las razones que lo moti-
varon.

Cuando a los integrantes de las Instituciones de Seguridad
Pública se les dicte cualquier auto de procesamiento, sen-
tencia condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o
resolución que modifique, confirme o revoque dichos actos,
se notificará inmediatamente al Registro.

Las órdenes de detención o aprehensión se notificarán cuan-
do no pongan en riesgo la investigación o la causa procesal.

Artículo 162. Las autoridades competentes de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los estados y los municipios ins-
cribirán y mantendrán actualizados permanentemente en el
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Registro los datos relativos a los integrantes de las Institu-
ciones de Seguridad Pública, en los términos de esta Ley.

Para efectos de esta Ley, se consideran miembros de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública, a quienes tengan un nom-
bramiento o condición jurídica equivalente, otorgado por
autoridad competente.

La infracción a esta disposición se sancionará en términos
de la presente Ley.

Artículo 163. Las disposiciones previstas en esta sección
no serán aplicables a los servidores públicos de los poderes
judiciales de la Federación, de los estados y del Distrito Fe-
deral.

SECCIÓN CUARTA
Del Registro Nacional de Armamento y Equipo

Artículo 164. Además de cumplir con las disposiciones
contenidas en otras leyes, las autoridades competentes de la
Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios
manifestarán y mantendrán permanentemente actualizado
en el Registro Nacional de Equipo y Armamento, integran-
te de Plataforma México, el cual incluirá:

I. Los vehículos que tuvieran asignados, anotándose el
número de matrícula, las placas de circulación, la marca,
modelo, tipo, número de serie y motor para el registro
del vehículo, y

II. Las armas y municiones que les hayan sido autoriza-
das por las dependencias competentes, aportando el nú-
mero de registro, la marca, modelo, calibre, matrícula y
demás elementos de identificación.

Artículo 165. Cualquier persona que ejerza funciones de
Seguridad Pública, sólo podrá portar las armas de cargo que
le hayan sido autorizadas individualmente o aquellas que se
le hubiesen asignado en lo particular y que estén registradas
colectivamente para la Institución de Seguridad Pública a
que pertenezca, de conformidad con la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos.

Las instituciones de Seguridad Pública mantendrán un re-
gistro de los elementos de identificación de huella balística
de las armas asignadas a los servidores públicos de las ins-
tituciones de Seguridad Pública. Dicha huella deberá regis-
trarse en una base de datos de carácter nacional.

Artículo 166. Las armas sólo podrán ser portadas durante el
tiempo del ejercicio de funciones, o para un horario, misión
o comisión determinados, de acuerdo con los ordenamien-
tos de cada Institución.

Artículo 167. En el caso de que los integrantes aseguren
armas o municiones, lo comunicarán de inmediato al Re-
gistro Nacional de Armamento y Equipo y las pondrán a
disposición de las autoridades competentes, en los términos
de las disposiciones aplicables.

Artículo 168. El incumplimiento de las disposiciones de es-
ta sección, dará lugar a que la portación de armas se consi-
dere ilegal y sea sancionada en los términos de las normas
aplicables.

SECCIÓN QUINTA
De la Estadística de Seguridad Pública

Artículo 169. Plataforma México contribuirá a la integra-
ción de la estadística nacional en materia de Seguridad Pú-
blica, y la analizará con el propósito de planear las estrate-
gias de las políticas tendentes a la preservación del orden y
la paz públicos.

Artículo 170. Las normas generales para la recepción de la
información serán establecidas de conformidad con la Ley
del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográ-
fica.

Artículo 171. La estadística de Seguridad Pública sistema-
tizará los datos y cifras relevantes sobre servicios de segu-
ridad preventiva, procuración y administración de justicia,
sistemas de prisión preventiva, de ejecución de sentencias y
de tratamiento de menores, y los factores asociados a la pro-
blemática de Seguridad Pública.

SECCIÓN SEXTA
De las Reglas Generales sobre la Información

Artículo 172. El Consejo Nacional determinará las bases
para incorporar otros servicios o instrumentos que tiendan a
integrar la información sobre Seguridad Pública y los me-
canismos que den agilidad y rapidez a su acceso.

También determinará las condiciones de seguridad sobre
manejo y acceso a la información, la que tendrá siempre un
responsable de inscripción. En los casos necesarios se asig-
nará una clave confidencial a los responsables de inscribir y
a las personas autorizadas para obtener la información en
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los sistemas, a fin de que quede la debida constancia de
cualquier movimiento o consulta.

Artículo 173. Para el acceso a la información sobre Seguri-
dad Pública, se establecerán diferentes niveles de consulta,
atendiendo del tipo de información, se determinará el nivel
en la clasificación que corresponda a cada Registro o infor-
mación y, en su caso, se señalará la que podrá tener carác-
ter público.

Artículo 174. Los datos contenidos en Plataforma México
se considerarán reservados. El plazo para darlos a conocer
se contará a partir de su última actualización.

Artículo 175. La información será manejada bajo los prin-
cipios de confidencialidad y reserva. No se proporcionará al
público la información que ponga en riesgo la Seguridad
Pública, la privacidad de los datos personales o atente con-
tra el honor de las personas. El incumplimiento de esta obli-
gación se sancionará en términos de las disposiciones pena-
les y administrativas aplicables.

TÍTULO DÉCIMO
DE LA PARTICIPACIÓN DE 

LA COMUNIDAD

CAPITULO ÚNICO
De los Servicios de Atención a la Población

Artículo 176. El Consejo Nacional establecerá mecanismos
eficaces para que la sociedad participe en la planeación y
supervisión de la Seguridad Pública, en los términos de es-
ta ley y demás ordenamientos aplicables.

Artículo 177. El Consejo Nacional impulsará las acciones
necesarias para que la Federación, los estados, el Distrito
Federal y los municipios, establezcan un servicio para la lo-
calización de personas y bienes.

Artículo 178. El Consejo Nacional promoverá que la Fede-
ración, los estados, el Distrito Federal y los municipios es-
tablezcan un servicio de comunicación que reciba los re-
portes de la comunidad, sobre las emergencias, faltas y
delitos de que tenga conocimiento.

El servicio tendrá comunicación directa con las Institucio-
nes de Seguridad Pública, de salud, de protección civil y las
demás asistenciales públicas y privadas.

Artículo 179. Las instancias de coordinación que prevé es-
ta Ley promoverán la participación de la comunidad, para:

I. Conocer y opinar sobre políticas y Seguridad Pública;

II. Sugerir medidas específicas y acciones concretas pa-
ra mejorar esta función; 

III. Realizar labores de seguimiento;

IV. Proponer reconocimientos por méritos o estímulos
para los Integrantes de las Instituciones;

V. Realizar denuncias o quejas sobre irregularidades, y

VI. Auxiliar a las autoridades competentes en el ejerci-
cio de sus tareas y participar en las actividades que no se-
an confidenciales o pongan en riesgo el buen desempeño
en la función de Seguridad Pública.

Artículo 180. El Consejo Nacional promoverá que las Ins-
tituciones de Seguridad Pública cuenten con una entidad de
consulta y participación de la comunidad, para alcanzar los
propósitos del artículo anterior.

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO
DE LAS RESPONSABILIDADES 

DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

Artículo 181. Las responsabilidades administrativas, civi-
les y penales en que incurran los servidores públicos fede-
rales, estatales y municipales por el manejo o aplicación in-
debidos de los recursos de los fondos a que se refiere el
artículo 8 de la presente Ley, serán determinadas y sancio-
nadas conforme a las disposiciones legales aplicables y por
las autoridades federales competentes.

Artículo 182. La Auditoria Superior de la Federación de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, fiscalizará
los recursos federales que ejerzan las entidades federativas
y los municipios en materia de Seguridad Pública, en tér-
minos del Título Tercero de la Ley de Fiscalización Supe-
rior de la Federación.

Artículo 183. El servidor público que indebidamente ins-
criba a una persona como integrante en una Institución, sin
contar con el certificado correspondiente, se hará acreedor
a una multa de quinientos a mil días de salario mínimo ge-
neral vigente en el Distrito Federal en el momento de co-
meterse la conducta descrita y destitución e inhabilitación
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de tres años a seis años para desempeñar otro empleo, car-
go o comisión públicos, sin perjuicio de las penas estable-
cidas en otras disposiciones.

Las Instituciones de Seguridad Pública impondrán las san-
ciones a que se refiere el presente artículo, en el ámbito de
sus competencias.

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO
DE LAS INSTALACIONES ESTRATÉGICAS

Artículo 184. Para efectos de esta Ley, se consideran insta-
laciones estratégicas, a los espacios, inmuebles, construc-
ciones, muebles, equipo y demás bienes, destinados al fun-
cionamiento, mantenimiento y operación de las actividades
consideradas como estratégicas por la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como de aquellas que
tiendan a mantener la integridad, estabilidad y permanencia
del Estado Mexicano, en términos de la Ley de Seguridad
Nacional.

Artículo 185. La Federación, el Distrito Federal, los Esta-
dos y los Municipios serán los encargados de llevar a cabo
la protección, supervisión y desarrollo de las acciones ne-
cesarias para la vigilancia de dichas instalaciones y para ga-
rantizar su integridad y operación.

Artículo 186. El resguardo de las instalaciones estratégicas
queda a cargo de la Federación, que se coordinará con las
Instituciones locales y municipales correspondientes por ra-
zón del territorio en el ejercicio de esta función, las cuales
garantizarán la seguridad perimetral y el apoyo operativo en
caso necesario.

Para tal efecto, las secretarías de Gobernación, Defensa,
Marina y Armada de México, Seguridad Pública constitui-
rán un Grupo de Coordinación Interinstitucional para las
Instalaciones Estratégicas, que expedirá, mediante acuerdos
generales de observancia obligatoria, la normatividad apli-
cable en la materia.

Artículo 187. El Consejo Nacional establecerá los casos,
condiciones y requisitos necesarios para el bloqueo de las
señales de telefonía celular en las instalaciones de carácter
estratégico para los fines de seguridad pública.

Las decisiones que en ese sentido emita el Consejo Nacio-
nal, deberán ser ejecutadas por las distintas Instituciones de
Seguridad Pública que lo integran.

TÍTULO DÉCIMO TERCERO
DE LOS SERVICIOS 

PRIVADOS DE SEGURIDAD

Artículo 188. Además de cumplir con las disposiciones de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los parti-
culares que presten servicios de seguridad, protección, vigi-
lancia o custodia de personas, lugares o establecimientos,
de bienes o valores, incluido su traslado; deberán obtener
autorización previa de la Secretaría de Seguridad Pública,
cuando los servicios comprendan dos o más entidades fede-
rativas; o de la autoridad administrativa que establezcan las
leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el te-
rritorio de una entidad. Conforme a las bases que esta ley
dispone, las instancias de coordinación promoverán que di-
chas leyes locales prevean los requisitos y condiciones para
la prestación del servicio, la denominación, los mecanismos
para la supervisión y las causas y procedimientos para de-
terminar sanciones.

Artículo 189. Los servicios privados de seguridad son au-
xiliares a la función de Seguridad Pública. Sus integrantes
coadyuvarán con las autoridades y las Instituciones de Se-
guridad Pública en situaciones de urgencia, desastre o cuan-
do así lo solicite la autoridad competente de la Federación,
los estados, el Distrito Federal y los municipios, de acuerdo
a los requisitos y condiciones que establezca la autorización
respectiva.

Artículo 190. Los particulares que se dediquen a estos ser-
vicios, así como el personal que utilicen, se regirán en lo
conducente, por las normas que esta ley y las demás aplica-
bles establecen para las Instituciones de Seguridad Pública;
incluyendo los principios de actuación y desempeño y la
obligación de aportar los datos para el registro de su perso-
nal y equipo y, en general, proporcionar la información es-
tadística y sobre la delincuencia a la autoridad.

Los ordenamientos legales de las entidades federativas es-
tablecerán la obligación de las empresas privadas de segu-
ridad, para que su personal sea sometido a procedimientos
de evaluación y control de confianza.

TÍTULO DÉCIMO CUARTO
DE LOS PROCEDIMIENTOS POLICIALES

CAPÍTULO ÚNICO
Del Uso de la Fuerza Pública

Artículo 191. Las Instituciones encargadas de hacer cum-
plir la ley y preservar el Estado de Derecho establecerán
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una serie de métodos lo más amplio posible y dotarán a los
funcionarios correspondientes de distintos tipos de armas y
municiones de modo que puedan hacer un uso diferenciado
de la fuerza y de las armas de fuego.

La fuerza pública es el instrumento legítimo mediante el
cual los Integrantes hacen frente a las situaciones, actos y
hechos que afectan o ponen en peligro la preservación de la
libertad, el orden y la paz públicos, así como la integridad y
derechos de las personas, a fin de mantener los conceptos de
seguridad pública que aseguren la vigencia de la legalidad
y el respeto de las garantías individuales.

El uso de la fuerza pública será ejercido contra individuos o
grupos que sean sorprendidos violando la ley y que requie-
ran acciones concretas de las Instituciones para detenerlos y
presentarlos ante la autoridad correspondiente, con el fin
primordial de garantizar la integridad de las personas, pre-
servar el orden y la paz públicos.

Artículo 192. Los integrantes encargados de hacer cumplir
la ley podrán usar la fuerza pública sólo cuando sea estric-
tamente necesario y en la medida que lo requiera el desem-
peño de sus tareas.

En el desempeño de sus funciones, los integrantes utilizarán
en la medida de lo posible medios no violentos antes de re-
currir al empleo de la fuerza y de armas de fuego. Podrán
utilizar la fuerza y armas de fuego solamente cuando otros
medios resulten ineficaces o no garanticen de ninguna ma-
nera el logro del resultado previsto.

Cuando el empleo de las armas de fuego sea inevitable, los
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley:

a) Ejercerán moderación y actuarán en proporción a la
gravedad del delito y al objetivo legítimo que se persiga;

b) Reducirán al mínimo los daños y lesiones, asimismo
respetarán y protegerán la vida humana;

c) Procederán de modo que se presten lo antes posible
asistencia y servicios médicos a las personas heridas o
afectadas, y

d) Procurarán notificar lo sucedido, a la menor brevedad
posible, a los familiares de las personas heridas o afecta-
das.

Artículo 193. Todo policía tiene derecho a la protección de
su vida e integridad física, al respeto a su dignidad como ser
humano y autoridad, por parte de sus superiores y de la ciu-
dadanía, por lo que podrá portar, mostrar y, en caso necesa-
rio, hacer uso de sus armas en forma racional y proporcio-
nal para asegurar la defensa oportuna de las personas o
derechos de terceros o de los propios.

Artículo 194. Las Instituciones Policiales desarrollarán, en
el ámbito de sus respectivas competencias, los métodos pa-
ra el empleo de la fuerza pública en las distintas áreas de in-
vestigación, prevención y reacción, en los términos del pre-
sente Título.

SECCIÓN PRIMERA
De sus Objetivos

Artículo 195. Los objetivos del uso de la fuerza pública son
los siguientes:

I. Hacer cumplir la Ley;

II. Evitar la violación y garantizar el restablecimiento de
derechos fundamentales de las personas;

III. Mantener la vigencia del Estado de Derecho;

IV. Salvaguardar el orden y la paz públicos;

V. Evitar la toma, destrozo o incendio de la propiedad
pública o privada y de instalaciones o infraestructura
destinados a los servicios públicos;

VI. Garantizar el normal funcionamiento de servicios
públicos y el libre tránsito de personas y bienes, y

VII. Disuadir a personas que participan de manera vio-
lenta en conflictos que comprometen el mantenimiento
del orden público.

Artículo 196. En caso de agresión ilegítima actual o inmi-
nente, el derecho de legítima defensa faculta al personal de
las Instituciones a hacer uso de fuerza proporcional a la
amenaza, a adoptar medidas de protección activa o pasiva y
defensa de sus personas o de la de otros, incluyendo el em-
pleo de su armamento reglamentario.

Artículo 197. En el uso de la fuerza pública, los Integran-
tes deberán apegarse a los principios siguientes:
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I. Necesidad;

II. Proporcionalidad;

III. Racionalidad, y

IV. Oportunidad.

Artículo 198. Sólo cuando sea estrictamente necesario, los
integrantes emplearán la fuerza para impedir la perturba-
ción del orden público y para reestablecerlo.

Artículo 199. El uso de la fuerza será adecuado y en pro-
porción a la resistencia del infractor o agresión recibida,
atendiendo a su intensidad, duración y magnitud.

Este principio de proporcionalidad establece básicamente
que no se debe actuar con todo el potencial de una unidad si
las personas contra las que se usa la fuerza se encuentran en
una situación cuantitativa y cualitativa inferior. En conse-
cuencia, la fuerza empleada debe ser prudente y limitada,
sólo para alcanzar la neutralización de la agresión.

El uso de la fuerza está en directa relación con los medios
que emplean las personas que participan en la agresión, su
número y grado de hostilidad.

Artículo 200. La racionalidad en el uso de la fuerza impli-
ca que ésta será empleada de acuerdo a la reflexión y lógi-
ca con relación a la situación hostil que se presenta, a efec-
to de valorar el objetivo que se persigue, las circunstancias
del caso y las capacidades tanto del sujeto a controlar como
la de los propios Integrantes.

Artículo 201. La oportunidad en el uso de la fuerza públi-
ca tenderá a la actuación policial inmediata para evitar o
neutralizar un daño o peligro inminente o actual, que vul-
nere o lesione la integridad, derechos o bienes de las perso-
nas, las libertades, la seguridad ciudadana o la paz pública.

Artículo 202. El empleo de armas de fuego sólo será justi-
ficable en situaciones de extrema necesidad y como último
recurso cuando fracasen todos los medios de negociación y
persuasión y se empleará sólo en las situaciones siguientes:

I. En defensa propia o de otras personas en caso de peli-
gro inminente de muerte o lesiones graves;

II. Para detener a una persona plenamente identificada
que represente peligro y oponga resistencia o para impe-
dir su fuga;

III. Para impedir la toma de instalaciones militares y ci-
viles que se encuentren bajo custodia;

IV. Para evitar ser desarmados o impedir la captura del
armamento, y

V. Para impedir que personas, con su accionar, traten de
dificultar o evitar a las unidades cumplir su misión cons-
titucional.

SECCIÓN SEGUNDA
Procedimiento Sistemático 

Operativo del empleo de la Fuerza Pública

Artículo 203. Para el empleo de las armas de fuego, el per-
sonal de la Instituciones Policiales deberá observar, confor-
me a las circunstancias de cada caso, lo siguiente:

I. Planificación, preparación y movilización para el em-
pleo de medios humanos, materiales y técnicos, en di-
recta relación con el principio de proporcionalidad, iden-
tificándose como personal de instituciones policiales y
darán una clara advertencia de su intención de emplear
armas de fuego, con tiempo suficiente para que se tome
en cuenta;

II. El empleo de las armas debe ser ordenado y controla-
do por el comandante de la unidad empleada, con auto-
rización del superior inmediato; 

III. Ejecución de disparos al aire con munición de fo-
gueo; 

IV. Ejecución de disparos al suelo con munición de gue-
rra o munición no letal;

V. Si la amenaza continúa, ejecución de disparos con
munición no letal en caso de contar con ella, en zonas no
vitales;

VI. Se deben tomar todas las precauciones para evitar
daños a personas no comprometidas en el conflicto o a
las propiedades adyacentes al área donde se desarrolla el
hecho delictivo, y
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VII. En todo caso se tendrá en cuenta que el empleo de
armas de fuego debe basarse en el mínimo necesario, di-
rigido y controlado.

Artículo 204. En términos del artículo anterior, después de
haberse efectuado disparos deben adoptarse las siguientes
medidas:

I. Médicas. Todas las personas heridas deben recibir los
primeros auxilios en el menor tiempo posible, siempre
que dicha asistencia no ponga en peligro la vida de los
socorristas, y

II. Informes. El informe de la relación de los hechos, ela-
borado a la brevedad posible, que incluya los siguientes
aspectos:

a) Fecha, hora y lugar donde se efectuaron los dispa-
ros.

b) Unidad que participa;

c) Causas de la acción;

d) Motivo por el cual el personal abrió fuego;

e) Tipo de armas empleadas y cantidad de cartuchos
disparados;

f) Las consecuencias aparentes de los disparos, y

g) Un diagrama de la escena del incidente.

Artículo 205. El personal de las Instituciones Policiales re-
cibirá la capacitación y adiestramientos necesarios para el
empleo de armas de fuego en los supuestos legalmente pre-
vistos.

Una vez que haya recibido el adiestramiento, el personal de
las Instituciones Policiales será examinado conforme al pro-
tocolo de evaluación y control de confianza correspondien-
te. El personal que deba portar arma de fuego deberá estar
autorizado para hacerlo sólo tras haber finalizado la capaci-
tación especializada en su empleo.

En la capacitación del personal encargado de hacer cumplir
la ley, se prestará especial atención a las cuestiones de ética
policial y derechos humanos, especialmente en el proceso
de indagación, a los medios que puedan sustituir el empleo
de la fuerza y de armas de fuego.

SECCIÓN TERCERA
De la Responsabilidad del 

Uso Ilícito de la Fuerza Pública

Artículo 206. En caso de que el personal haya recurrido al
uso ilícito de la fuerza y de armas de fuego, y no adopten to-
das las medidas a su disposición para impedir, eliminar o
denunciar ese uso, serán acreedores, de acuerdo a su parti-
cipación, a la responsabilidad a que diere lugar, sea admi-
nistrativa, civil o penal.

Artículo 207. El personal no podrá alegar obediencia de ór-
denes superiores si tenía conocimiento de que la orden de
emplear la fuerza o armas de fuego, a raíz de la cual se ha
ocasionado la muerte o heridas graves a una persona, era
manifiestamente ilícita y tuvo una oportunidad razonable de
negarse a cumplirla.

También serán responsables los superiores que dieron las
órdenes ilícitas.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se ADICIONAN los artículos
223 párrafo quinto; 211 bis-2 párrafo cuarto; 211 bis-3 pá-
rrafo tercero; 250 bis, 250 bis-1 y 250 bis-2 del Código Pe-
nal Federal; para quedar como sigue:

Artículo 223. ... 

I a IV

…

…

…

Cuando los recursos materia del peculado sean aporta-
ciones federales para los fines de seguridad pública se
aplicará hasta un tercio más de las penas señaladas en los
párrafos anteriores.

Artículo 211 bis-2. ...

…

…
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A quien indebidamente conozca, obtenga, copie o utilice in-
formación contenida en Plataforma México o en cualquier
sistema informático de Seguridad Pública, protegido por al-
gún medio de seguridad, se le impondrá pena de cinco a
diez años de prisión y multa de quinientos a mil días de sa-
lario mínimo general vigente en el Distrito Federal. Si el
responsable es o hubiera sido servidor público, se impondrá
además, inhabilitación de cinco a diez años para desempe-
ñarse en otro empleo, puesto, cargo o comisión pública vin-
culados con la Seguridad Pública.

Artículo 211 bis-3. ...

…

A quien estando autorizado para acceder a sistemas y equi-
pos de informática en materia de Seguridad Pública, inde-
bidamente obtenga, copie o utilice información que conten-
gan, se le impondrá pena de cinco a diez años de prisión y
multa de quinientos a mil días de salario mínimo general vi-
gente en el Distrito Federal. Si el responsable es o hubiera
sido servidor público, se impondrá además, una mitad más
de la pena impuesta e inhabilitación por un plazo igual al de
la pena resultante para desempeñarse en otro empleo, pues-
to, cargo o comisión pública vinculados con la Seguridad
Pública.

Artículo 250 bis. Al que cometa el delito de falsificación de
uniformes y divisas de cualquier corporación policial, se le
impondrá de cinco a doce años de prisión y hasta quinien-
tos días multa.

Comete el delito de falsificación de uniformes y divisas de
las fuerzas armadas, corporaciones policiales o de cualquier
institución de seguridad pública o procuración de justicia, el
que sin autorización de la Institución correspondiente fabri-
que, confeccione, produzca, imprima o pinte, cualquiera de
los uniformes, insignias, credenciales de identificación, me-
dallas, divisas, gafetes, escudos, documentos, adheribles,
distintivos o piezas que contengan imágenes siglas u otros
elementos utilizados en dichas instituciones.

Se entiende por uniformes, divisas o insignias para los efec-
tos de este artículo, los señalados en las disposiciones apli-
cables de las fuerzas armadas, policías o de cualquier insti-
tución de seguridad pública o procuración de justicia.

Artículo 250 bis-1. Se impondrá de cinco a doce años de
prisión y hasta quinientos días multa, al que:

I. Almacene, distribuya, posea o introduzca al territorio
nacional uniformes y divisas de instituciones policiales
falsificadas;

II. A sabiendas, adquiera, enajene o use por cualquier
medio o título, uniformes, divisas, balizaje, credenciales
de identificación o insignias de las fuerzas armadas, las
policías o cualquier institución de seguridad pública o
procuración de justicia, falsificadas;

III. Procurándose sin autorización los verdaderos unifor-
mes o divisas de las fuerzas armadas, las policías o cual-
quier institución de seguridad pública o procuración de
justicia, hiciere uso indebido de ellos;

IV. Deje de prestar sus servicios como integrante de una
institución policial, no entregue cuando fuere requerido
alguno de los objetos mencionados en este Capítulo.

Cuando se utilicen vehículos con balizaje, colores, equipa-
miento, originales, falsificados o con apariencia tal que se
asemejen a los vehículos utilizados por las fuerzas armadas
mexicanas, corporaciones policiacas, instituciones de segu-
ridad pública o procuración de justicia, para cometer un de-
lito, la pena prevista en este artículo se elevará hasta una
mitad.

Se entiende por balizaje para los efectos de este artículo, los
señalados en las disposiciones aplicables de las fuerzas ar-
madas, policías o de cualquier institución de seguridad pú-
blica o procuración de justicia.

Se presumirá el conocimiento de la falsedad, cuando el ob-
jeto material se adquiera o enajene en la vía pública, mer-
cados o establecimientos no autorizados por las Institucio-
nes competentes.

A quien cometa en grado de tentativa los supuestos típicos
contenidos en este artículo, se le impondrá de cuatro a ocho
años de prisión y hasta trescientos días multa.

Artículo 250 bis-2. Se impondrá de uno a cinco años de pri-
sión y hasta quinientos días multa:

I. Al que sin autorización de las fuerzas armadas, corpo-
raciones policiacas, instituciones de seguridad pública, o
de procuración de justicia, produzca, almacene, pinte,
posea o distribuya uniformes, balizaje, insignias, creden-
ciales de identificación y divisas con tamaño similar o
igual al reglamentario, cuando dichas piezas, sin ser co-
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pia del original, presenten algunas de las imágenes o
elementos de los contenidos en aquellos, resultando con
ello objetos o piezas con apariencia similar, confundibles
con uniformes y divisas emitidas legalmente, y

II. Al servidor público o ex servidor público de las fuer-
zas armadas, corporaciones policiacas, instituciones de
seguridad pública o de procuración de justicia que faci-
lite o enajene por cualquier medio y título los uniformes
o divisas otorgados por dichas Instituciones.

Las penas señaladas en los artículos precedentes se agrava-
rán hasta una mitad más, y se impondrá además privación
del cargo o comisión e inhabilitación para ocupar otro has-
ta por diez años, cuando el delito sea cometido por servido-
res públicos o ex servidores públicos de las fuerzas arma-
das, corporaciones policiacas, instituciones de seguridad
pública o de procuración de justicia.

Cuando se cometa un delito señalado en este Capítulo, el
importe de la multa se hará efectivo a favor de la Institución
agraviada.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción, salvo lo previsto en los artículos transitorios siguien-
tes.

SEGUNDO. La Federación contará con el plazo de un año
a partir de la entrada en vigor de este Decreto para crear e
instalar el Centro Nacional de Evaluación y Control de
Confianza, el cual deberá certificar a los Centros de Eva-
luación y Control de Confianza de las Instituciones de Se-
guridad Pública y sus respectivos procesos de evaluación en
el mismo plazo.

TERCERO. En el plazo de tres años a partir de la entrada
en vigor de este Decreto, las Instituciones de Seguridad Pú-
blica, por conducto de los Centros de Evaluación y Control
de Confianza, deberán practicar las evaluaciones respecti-
vas a sus integrantes, de conformidad con lo dispuesto en la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y
sus respectivos ordenamientos legales.

CUARTO. Todos los integrantes de las Instituciones de Se-
guridad Pública deberán contar con el certificado a que se
refiere el Artículo 21 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y la Ley General del Sistema Na-

cional de Seguridad Pública, en el plazo de tres años a par-
tir de la entrada en vigor de este Decreto. Quienes no ob-
tengan el certificado serán separados del servicio, obser-
vando lo dispuesto en el artículo 123, Apartado B, Fracción
XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

QUINTO. Los servicios de carrera vigentes en las Institu-
ciones de Seguridad Pública a la fecha de entrada en vigor
de este Decreto, deberán ajustarse a los requisitos, criterios
y procedimientos que establece la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, en la rama correspondiente,
en un plazo no mayor a un año.

SEXTO. Los servidores públicos que obtengan el certifica-
do y que satisfagan los requisitos de ingreso y permanencia
que se establecen en la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y los ordenamientos legales aplica-
bles, ingresarán o serán homologados al servicio de carrera,
en las ramas ministerial, policial y pericial, según corres-
ponda, en la jerarquía y grado, así como antigüedad y dere-
chos que resulten aplicables, de conformidad con lo previs-
to en el presente Decreto.

SÉPTIMO. Las acciones que, en cumplimiento a las dis-
posiciones de esta Ley, corresponda ejecutar a las autorida-
des de los tres órdenes de gobierno en materia de Sistemas
Complementarios de Seguridad Social, deberán cubrirse
con cargo al presupuesto de dichas autoridades en razón de
sus competencias.

OCTAVO. Se abroga la Ley General que Establece las Ba-
ses de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica y se derogan las demás disposiciones que se opongan
a la presente Ley.

Reitero a Usted, ciudadano Presidente de la Cámara de Di-
putados, la seguridad de mi consideración más atenta y dis-
tinguida.

Notas:

1 Controversia constitucional 132/2006, sentencia 10 de marzo de 2008.

2 Jurisprudencia, No. De registro 187,982, tesis P./J.142/2002, Materia
Constitucional, Novena Época, Instancia Pleno, Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación y su gaceta, XV, Enero de 2002, PÁGINA 1042:
“FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JURÍDICO
MEXICANO. SUS CARACTERÍSTICAS GENERALES.”

Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados106



Sufragio Efectivo. No Reelección.

Palacio Nacional, a los veintinueve días de septiembre de dos mil
ocho.— Felipe de Jesús Calderón Hinojosa (rúbrica), Presidente de los
Estados Unidos Mexicanos.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Seguridad Pública,
y de Justicia, con opinión de la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública.

MOVIMIENTO DEL 68

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es el posicionamiento
relativo a la conmemoración de los 40 años de los aconte-
cimientos del 2 de octubre de 1968.

Para que el rector de la Universidad Nacional Autónoma de
México esté con nosotros precisamente en este punto, se
pide a los diputados Javier González Garza, Héctor Larios
Córdova, Emilio Antonio Gamboa Patrón, Alejandro Cha-
nona Burguete, Gloria Lavara Mejía, Ricardo Cantú Garza,
Silvia Luna Rodríguez y Aída Marina Arvizu Rivas que se
sirvan acompañar a este recinto al señor rector, doctor Jo-
sé Narro Robles.

RECESO

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Hacemos un receso para que ingrese el señor rector e ini-
ciemos con este punto.

(Receso)

Presidencia de la diputada 
Martha Hilda González Calderón

MOVIMIENTO DEL 68

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Damos la más cordial bienvenida a los invitados dis-
tinguidos que nos acompañan en la conmemoración de los
acontecimientos del 2 de octubre de 1968.

Damos la bienvenida al doctor José Narro Robles, rector de
la Universidad Nacional Autónoma de México; al doctor
Sergio Manuel Alcocer Martínez de Castro, secretario ge-
neral de la Universidad Nacional Autónoma de México; a
la doctora Rosaura Ruiz Gutiérrez, secretaria de Desarro-
llo Institucional de nuestra máxima casa de estudios; al
señor Ramiro Jesús Sandoval, secretario de Servicios a la
Comunidad de la Universidad Nacional Autónoma de
México.

Asimismo, al maestro Juan José Pérez Castañeda, secreta-
rio administrativo de la Universidad Nacional Autónoma
de México; al licenciado Enrique del Val, coordinador de
Planeación de la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico; al licenciado Luis Raúl González Pérez, abogado ge-
neral de la Universidad Nacional Autónoma de México; al
doctor Manuel Peimbert, miembro de la Junta de Gobierno
de la UNAM.

Así como a directores de facultades, escuelas, bachillera-
tos, institutos y centros; y a directores generales de nuestra
máxima casa de estudios.

Se han registrado para posicionar el tema de la conmemo-
ración de los 40 años de los acontecimientos del 2 de octu-
bre de 1968 los siguientes diputados:

Por el Grupo Parlamentario de Alternativa, Elsa Conde Ro-
dríguez; por el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, Sil-
via Luna Rodríguez; por el Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, Ricardo Cantú Garza; por el Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
Luis Alejandro Rodríguez; por el Grupo Parlamentario de
Convergencia, Alejandro Chanona Burguete; por el Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
Eduardo Sánchez Hernández; por el Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, Javier Guerrero
García; y por el Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, Juan José Rodríguez Prats.

Tiene la palabra la diputada Elsa Conde Rodríguez, del
Grupo Parlamentario de Alternativa, hasta por 10 minutos.

La diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez: Con
su venia, señora presidenta.

Honorable asamblea, en 2006 el titular del Tercer Tribunal
Unitario en Materia Penal, Jesús Guadalupe Luna Altami-
rano, exoneró a Luis Echeverría Álvarez, al considerar que
no existía ninguna prueba que lo inculpara como responsa-
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ble de los hechos ocurridos el 2 de octubre de 1968, cuan-
do fungía él como secretario de Gobernación.

A pesar de ello, en su alegato, el juez determinó que sí hu-
bo genocidio planeado y ejecutado. Es decir, el 2 de octu-
bre de 1968 un grupo de estudiantes fue eliminado por mo-
tivos políticos.

Si Luis Echeverría Álvarez ya fue exonerado, ¿entonces a
quién inculpar por este genocidio planeado y ejecutado en
la plaza de Tlatelolco? ¿Quiénes fueron los autores y quié-
nes los cómplices de este genocidio?

A cuatro décadas de estos sucesos, lo único que tenemos
por certeza es que hay culpables sin castigo y decenas de
muertos, a los cuales la incipiente democracia nuestra no
ha hecho justicia.

Los crímenes de 1968 no pueden quedar en un pasado irre-
soluto, operando constantemente sobre nuestro presente.
Como sociedad, estamos obligados a reflexionar sobre la
tesis del juez español Baltasar Garzón, quien al referirse al
caso de Argentina menciona: “Que la obediencia de vida
sea un valor legitimado por la palabra del derecho es la me-
jor forma de permitir la repetición de las prácticas genoci-
das”.

Hacer memoria es hacer política. Por ello, para esta socie-
dad que se resiste al olvido, cuatro décadas de impunidad
deben traducirse en una sola palabra: justicia, para los caí-
dos del 68.

Así como el régimen posrevolucionario adquirió una deu-
da con los campesinos que dieron su vida en la Revolución
de 1910, que por cierto sigue sin saldarse, los gobiernos ac-
tuales —producto de la alternancia política, que sólo es po-
sible bajo un sistema democrático— tienen una deuda con
el movimiento de 1968. Con la alternancia política llegó el
Partido Acción Nacional al poder, y este partido y su go-
bierno tienen la responsabilidad de saldar esa deuda histó-
rica.

El Movimiento Estudiantil de 1968 fue un momento de
ruptura. La juventud mexicana reaccionó frente al fracaso
posrevolucionario, cuya pura política esencial nunca fue
suficiente para cumplir sus propias divisas: justicia, liber-
tad y democracia.

Gracias al movimiento del 68 el sistema político mexicano
observó signos de apertura; la democracia como forma de

vida y no sólo como retórica, inició un camino de posibili-
dad con la reforma política de 1976, con la eclosión de la
pluralidad y la heterogeneidad de la sociedad mexicana,
producto de los movimientos políticos del 86 y del 88, la
definitiva reforma de 1996 y la consolidación del Instituto
Federal Electoral.

Con estos cambios el autoritarismo, la injusticia y las pala-
bras huecas del régimen de partido de Estado parecieron
encontrarse seriamente en entredicho. Hace 40 años Méxi-
co se derrumbó; un México autoritario y paternalista se vi-
no abajo gracias a una juventud que no se resignó a seguir
el curso del viejo régimen. Por eso pregunto hoy al Partido
Acción Nacional, ¿están ustedes dispuestos o no, no con
discursos sino con actos de gobierno, a hacer justicia al
movimiento del 68?

Puede ser ése su compromiso hoy para conmemorar 40
años de resistencia y de lucha contra la impunidad, ¿o ten-
dremos que esperar al 2012 o al 18, cuando de nueva cuen-
ta se dé la alternancia por la vía de la democracia en este
país?

También 1968 fue el tiempo de la izquierda, de una iz-
quierda revolucionaria, ciertamente radical, comprometida
con la denuncia de las promesas incumplidas y con el des-
enmascaramiento de una nueva alianza entre los herederos
políticos de la Revolución y el conservadurismo oligopóli-
co que durante tantos años ejerció un control férreo sobre
el país; una izquierda joven, activa, creativa y contestataria
que tuvo la osadía de tomarle la palabra a un régimen em-
peñado en la simulación y en las apariencias; un régimen
que ni por equivocación podía autodenominarse democrá-
tico. La dictadura perfecta, mencionó alguna vez el escritor
Vargas Llosa.

Sin embargo, como izquierda también tenemos una deuda
con el movimiento del 68; una deuda que tiene que ver con
el hacernos cargo del actual déficit democrático con que vi-
ve nuestro sistema político; desterrar de una vez y para
siempre el clientelismo y el corporativismo de nuestras ins-
tituciones políticas, el charrismo y la corrupción de las ins-
tituciones sindicales.

En pocas palabras, desterrar las transacciones que todavía
se realizan con ese viejo régimen político. No, no es sufi-
ciente un discurso de izquierda; no es suficiente luchar
contra la desigualdad y contra la discriminación. Requeri-
mos una práctica democrática comprometida de verdad
con la democracia.
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El movimiento estudiantil del 68 se reveló contra el viejo
régimen para acabar con el autoritarismo revolucionario.
En pocas palabras, para iniciar nuestro tardío arribo a la
construcción de la ciudadanía.

¿Qué ha hecho la izquierda, si no ser cómplice del cierre de
espacios de participación ciudadana? En los últimos cinco
años la izquierda ha hecho un triste papel al votar reformas
electorales que limitan la pluralidad y gobernabilidad de-
mocrática; reformas que se traducen en un precario sistema
de partidos cómodamente instalados en la repartición del
poder; la izquierda partidista ha perdido contacto con la
ciudadanía.

¿Será capaz esta izquierda de recuperar el rumbo hacia una
sociedad más democrática y con ello dar continuidad a lo
que inició el movimiento del 68? Y sin embargo, el movi-
miento del 68 no sólo significó una revolución política; so-
bre todo significó una revolución cultural. Para las mujeres
mexicanas el 68 fue un parteaguas, el inicio de nuestra
emancipación.

Para nosotras significó, por primera vez, vivir la experien-
cia de la libertad y la igualdad aunque fuera sólo por unos
cuantos meses. Por primera vez, hombres y mujeres salie-
ron a las calles para reclamar la democratización no sólo
del régimen político, sino también de nuestra sociedad. Ésa
fue la señal, y muchos la comprendieron y la respaldaron
dando a la sociedad mexicana la posibilidad de, por prime-
ra vez, verse entre pares. Junto con el 68 llegaron para que-
darse, por ejemplo, la píldora anticonceptiva y el derecho a
decidir sobre nuestros cuerpos y sobre nuestras vidas.

Por eso hoy, a 40 años de ese movimiento que revolucionó
la vida de las mujeres mexicanas, y habiendo avanzado en
la conquista de nuestro derecho a decidir, queremos rendir
un homenaje a las mujeres del 68. Este movimiento nos
abrió las puertas hacia la democracia, hacia la igualdad y
hacia la no discriminación, pero nuestra actual clase políti-
ca sigue renuente a cruzar el umbral, una clase política que
ignora sus deudas con el pasado y que es incapaz también
de conmoverse con el presente.

Conmoverse, por ejemplo, ante la muerte de Ramiro Gui-
llén Tapia, dirigente campesino popoluca, que en un acto
de desesperación se prendió fuego ante la mirada indife-
rente de las autoridades de Veracruz. Ramiro Guillén Tapia
es una metáfora del México actual frente a la mirada indo-
lente de una clase política que no se compromete, sino con
ella misma.

Para terminar. En cambio, una sociedad civil, cada vez más
vital y participativa, busca fuera del sistema de partidos
avanzar hacia el futuro sin olvidarse de saldar las cuentas
con su pasado. Esperemos que la izquierda salga a su en-
cuentro muy pronto. Muchas gracias.

Presidencia del diputado 
César Horacio Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Gracias, diputada.

Queremos dar la bienvenida a su excelencia, la señora
Margaret Patricia Munn, secretaria de Estado de Relacio-
nes Exteriores del Reino Unido de la Gran Bretaña, a quien
le damos la más cordial de las bienvenidas, así como tam-
bién al señor embajador Giles Paxman, del Reino Unido de
la Gran Bretaña en México. Sean ustedes muy bienvenidos.

A continuación tiene el uso de la palabra la diputada Silvia
Luna Rodríguez, en representación del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza, hasta por 10 minutos.

La diputada Silvia Luna Rodríguez: Con su permiso, se-
ñor presidente.

Como pocos momentos, 1968 constituye un parteaguas en
la historia del siglo XX. En ese año una generación de jó-
venes estudiantes universitarios, hijos de la clase media ur-
bana, tomaron las calles para rebelarse ante lo establecido.

Ciudades tan distantes no sólo en la geografía, sino en el
desarrollo social, político y económico en el mundo como:
París, México, Los Ángeles, Chicago, Berlín o Praga se
vieron envueltas en protestas estudiantiles con propósitos
diferentes, pero sorprendentemente parecidos en sus expre-
siones y formas de manifestar el descontento, las consignas
y las actitudes.

A 40 años de esos hechos, continuamos intentando enten-
der el significado del 68 para la actual sociedad mexicana.
Sin embargo, en este esfuerzo colectivo existe un consen-
so esencial: éste fue un movimiento profundamente antiau-
toritario, fue una reacción en contra de la falta de liberta-
des y en contra de un modo de pensar y hacer la política.

Aunque existen diversas interpretaciones sobre el impacto
que ha tenido el 68, para los cambios y transformaciones
en el ámbito político y cultural del país, no hay duda de que
este movimiento anticipó una larga lucha por el derecho a
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la democracia y a la diversidad, a la ciudadanía y a la li-
bertad de los mexicanos y las mexicanas.

En la década de los sesenta la Revolución Mexicana había
consolidado algunos logros de impacto social, tales como
el reparto agrario, la seguridad social, la educación pública
gratuita y un crecimiento y nivel de desarrollo que coloca-
ba a nuestro país como un modelo a seguir en la región.

Sin embargo, en el ámbito político el aparato oficial de do-
minación era abrumador. Las organizaciones sindicales y
campesinas, los medios de comunicación, las elecciones, y
en parte también los sectores académicos e intelectuales,
estaban controlados casi en su totalidad por el régimen.

El partido oficial tenía la capacidad de ganar por todos los
métodos cada una de las elecciones que se realizaban en el
país, y de manera simultánea cooptaban a los líderes disi-
dentes o de ser necesario se les coaccionaba con métodos
represivos.

El Poder Legislativo y el Judicial carecían de autonomía,
actuaban bajo el peso de la decisión presidencial, no dis-
crepaban del Ejecutivo, no proponían y, en su actuar, no re-
presentaban los intereses de la nación, limitaban su función
a legitimar las decisiones del presidente.

Nuestro país contaba con un entramado jurídico de una na-
ción democrática, se comprometía en el ámbito internacio-
nal con las causas libertarias, se presentaba ante el mundo
como un país moderno, republicano y comprometido con
el desarrollo; era precisamente esa ambigüedad y simula-
ción la que hacía difícil que la inconformidad existente se
canalizara como una propuesta política organizada.

La crítica era controlada, y quien se atrevía a evadir, a ma-
nifestar una opinión libre, enfrentaba el riesgo de sufrir las
represalias del poder.

En ese contexto fue el sector estudiantil universitario, sec-
tor que era producto del esfuerzo educativo del Estado, en
donde reventó la presión acumulada por la rígida estructu-
ra de control del régimen.

El Estado impulsó la educación pública, la alfabetización
de los mexicanos, sin abrir los espacios a una sociedad más
crítica y educada.

Los hechos que dieron origen al movimiento forman parte
de la historia; sus impactos en el país son indiscutibles.

La irrupción de los estudiantes en las calles y la conforma-
ción de lo que sería un movimiento social que rebasó con
mucho el ámbito estudiantil puso en vilo la conciencia de
la sociedad.

El movimiento estudiantil del 68 centró su combate contra
el autoritarismo del Estado. Fue un movimiento que vino a
cambiar el espectro social y cultural de un país acostum-
brado a la imposición y al ostracismo.

Las palabras democracia y libertad aparecieron desde ese
momento en el lenguaje de los estudiantes y sectores im-
portantes de la sociedad; una democracia que clamaba por
la pluralidad y por la libertad. Y de las acciones y movili-
zaciones, que muchos de sus protagonistas califican como
festivas, partió todo.

Del clima de insatisfacción de los jóvenes que hasta ese
momento no habían encontrado forma para expresarlo y
hacer escuchar su voz, surgió un movimiento que tuvo el
valor y el atrevimiento de manifestar al régimen su incon-
formidad. Las brigadas estudiantiles, las campañas infor-
mativas y las asambleas fueron formas incipientes de una
democracia que era vista por los jóvenes como una ideal o
una utopía posible. La democracia que no se daba en los
círculos de poder, donde se concentraban las decisiones,
apareció en las calles, en las movilizaciones multitudina-
rias, en las pintas, en las mantas, en las consignas de una
generación que decidió tomar el cielo por asalto.

El pliego de peticiones que el Consejo Nacional de Huelga
hizo público reflejaba, ante todo, el rechazo de la juventud
ante la irracionalidad de la violencia gubernamental y la
existencia de normas y aparatos represivos. Las seis de-
mandas planteadas tenían precisamente ese sentido: desti-
tución del jefe y subjefe de la Policía Preventiva del Dis-
trito Federal; desaparición del cuerpo de granaderos;
libertad a los presos políticos; derogación de los artículos
145 y 145 Bis del Código Penal Federal, relativos al delito
de disolución social; y la indemnización a los familiares de
los muertos y heridos.

Además de una demanda adicional: el deslindamiento de
responsabilidades de los actos de represión y vandalismo
por parte de las autoridades, por conducto de la policía, los
granaderos y el Ejército.

Esas exigencias, con la consiguiente demanda de diálogo
público, situaron a los interlocutores gubernamentales en
una posición extremadamente vulnerable. Las demandas
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de destitución de jefes policiacos, reforma normativa, libe-
ración de presos e indemnizaciones entraban en los márge-
nes de una negociación tradicional. No así el deslinde de
responsabilidades y, mucho menos, el reconocimiento pú-
blico y autocrítico de la represión gubernamental.

El movimiento estudiantil puso al régimen entre la espada
y la pared, dado que no podía ceder sin poner en riesgo el
destino del sistema político autoritario. Era momento de
entender que era tiempo de exigir, de sacudirse las apatías
y avanzar en el camino hacia la democracia. Así lo enten-
dían los jóvenes del 68.

En estas cuatro décadas, al menos en su significado moral
y ético, existe un veredicto sobre el 2 de octubre de 1968
en la historia de México. Aunque nunca se sabrá el núme-
ro exacto de muertos, aquella tarde en Tlatelolco no hay
duda de que fue un crimen masivo, un sacrificio inútil e in-
justificable contra un movimiento estudiantil.

En todas las ciudades donde se dieron manifestaciones es-
tudiantiles en 1968, se resolvieron o fueron encauzadas a
través de medios políticos; México fue una vergonzosa ex-
cepción.

Las víctimas de ésta trágica tarde del 2 de octubre continú-
an esperando justicia. Los autores intelectuales y materia-
les de estos hechos continúan impunes, dando vigencia a
una tradición de ineficacia, incapacidad o falta de voluntad
política por hacer política por parte de las instituciones.

El régimen político mexicano, admirado a lo largo de los
años sesenta como un mecanismo eficiente que combinaba
el crecimiento económico y una cierta vocación social con
una variedad de autoritarismo político, mostró ese 2 de oc-
tubre su verdadero rostro.

Con la matanza, el régimen del partido gobernante selló su
destino. Un orden político que asesina a su incidencia cívi-
ca era visto como una dictadura, y en esa medida el siste-
ma político mexicano tenía el tiempo contado.

En ese sentido, una de las principales aportaciones de esta
generación a la cultura política, a la lucha por la democra-
cia, fue el haber puesto en evidencia a un régimen político
que se encontraba anquilosado con una fuerte tendencia
conservadora. El movimiento introdujo a la vida política
mexicana, y le confirió, una nueva significación a la de-
mocracia.

Con el solo hecho de conquistar la calle o la mera circuns-
tancia de cristalizar, con un gran movimiento de masas, el
movimiento del 68 contribuyó a derribar el mito de la in-
vulnerabilidad del poder y abrió cauces a nuevas formas de
participación política.

Mucho de lo que la democracia ha avanzado hoy tiene su
explicación en el movimiento del 68. Las luchas democrá-
ticas actuales solamente se entienden en función de todos
estos antecedentes.

Para las generaciones de hoy el mundo necesita todavía
muchos cambios. Nuevos retos han surgido, pero si com-
paramos el mundo del 68 con el de hoy, nos daremos cuen-
ta que también hemos vivido enormes cambios. Muchos de
éstos se han logrado por medio de una revolución pacífica,
otros con el sacrificio de una generación que acabó sumida
en dictaduras brutales, tal vez las peores en la historia del
continente. El 2 de octubre del 68 será por siempre en Mé-
xico recordatorio de lo que no debe volver a suceder.

Hoy enfrentamos otros desafíos, como la urgencia de una
transformación educativa. Debemos enseñar a pensar, a en-
tender, a actuar, a tolerar y, lo que es muy importante, en-
señar a aprender. Una auténtica revolución educativa exige
revisar profunda y permanentemente objetivos y conceptos
de nuestro sistema educativo. La transformación que se im-
pulse debe surgir en cada aula y estará fundada en la unión
de esfuerzo y en la participación de la sociedad.

Ningún pueblo puede desenvolverse a plenitud dependien-
do exclusivamente de los conocimientos ajenos, ni decidir
su futuro por sí mismo mientras factores externos sean ca-
paces de frenar o distorsionar, en cualquier momento, su
proceso de desarrollo. Cobra así nueva vigencia un antiguo
principio, según el cual se es libre por el saber.

La semilla de cambio sembrada en los días del 68 ha fruc-
tificado en varios aspectos: el escenario político, la cultura
y cosmovisión de la juventud, su compromiso social, la
idea de que el cambio es posible y la perspectiva según la
cual la democracia es un valor fundamental para impulsar
el desarrollo de la sociedad como un todo forman parte de
este legado.

Hoy son 40 años en que la distancia nos permite recordar.
Sabemos que el mundo es diferente. Será oportuno saber
también qué piensan los jóvenes de esta generación y no
dejar de recordar que hay una generación que en la historia
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nos remarca que el mundo es un sueño que nunca debe ter-
minarse. Muchas gracias.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Gracias, diputada.

Despedimos a la señora secretaria de Estado Margaret
Munn, del Reino Unido. Y al excelentísimo señor embaja-
dor agradecemos su visita, embajador Giles Paxman.

También queremos destacar la presencia de alumnos de la
escuela primaria Emiliano Zapata, del Distrito Federal.
Bienvenidos.

También nos acompañan alumnos de la Universidad Ibero-
americana de Puebla. Bienvenidos.

Saludamos a un grupo de invitados de la Comisión de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios que hoy asisten a
la Cámara para la instalación y renovación de la mesa di-
rectiva de esta comisión. Ellos nos visitan de Baja Califor-
nia.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se pide a la Secretaría que instruya el cierre del sistema
electrónico de asistencia y dé cuenta del registro de diputa-
das y diputados.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: ¿Falta algún compañero diputado o compañera dipu-
tada por registrar su asistencia?

Ciérrese el sistema electrónico.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se instruye a la Secretaría que registre la asistencia del di-
putado Alejandro Chanona.

La Secretaria diputada María del Carmen Pinete Var-
gas: Se informa a la Presidencia que hasta el momento hay
una asistencia de 429 diputadas y diputados. Quienes no
han registrado su asistencia disponen de 15 minutos para
hacerlo por cédula.

MOVIMIENTO DEL 68

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Continuando con el punto que estamos desahogando, invi-
tamos al señor diputado Ricardo Cantú Garza para que, en
representación del Partido del Trabajo, haga uso de los 10
minutos que tiene asignados. Se le concede el uso de la pa-
labra, diputado.

El diputado Ricardo Cantú Garza: Gracias, diputado
presidente.

Compañeras diputada y compañeros diputados, el movi-
miento estudiantil del 68 representa la explosión social
contra un sistema económico y político de dominación que
mostraba claras señales de agotamiento.

Era el rechazo abierto a un modelo de sociedad que había
privilegiado la concentración de la riqueza en manos de
monopolios y oligopolios, y había generado una polariza-
ción social, un desarrollo desigual de nuestra nación.

Al mismo tiempo, representa el punto culminante de la lu-
cha social contra un sistema político autoritario que se ne-
gaba a reconocer los derechos y las libertades políticas de
la sociedad mexicana.

También puso al desnudo que el Estado no era y no es el
representante del interés general de la población, sino el re-
presentante de la clase capitalista dominante que para man-
tener la subordinación del pueblo tiene que hacer uso de la
fuerza pública y de la violencia.

La rebelión estudiantil que se inició desde julio del 68, y
que culminó con la represión del 2 de octubre de ese año,
coincidió con otros movimientos igualmente importantes
en otras partes del mundo, como el de la Primavera de Pra-
ga y la Revolución de Mayo en París, Francia, que detona-
ron el despertar de la sociedad civil para protestar contra el
autoritarismo de los gobiernos.

En nuestro país, los estudiantes enarbolaron la bandera de
exigir el diálogo, libertad para los presos políticos y una re-
forma legislativa que derogara los artículos del Código Pe-
nal Federal en que se sustentaba el delito de disolución so-
cial.

Se trataba de movimientos pacíficos de protesta ajenos a la
violencia que no atentaban a la seguridad y al patrimonio
de los mexicanos. Sin embargo, ya asomaba la violencia
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descarnada del Estado mexicano contra los jóvenes que de-
mandaban una nueva sociedad y un nuevo estado de cosas.
Así fue como el gobierno de Díaz Ordaz, en vez de propi-
ciar el diálogo, el 2 de octubre lanzó la represión, alcan-
zando su punto máximo cuando militares y francotiradores
abrieron fuego contra miles de estudiantes y otros ciudada-
nos inermes congregados en un mitin en la Plaza de las
Tres Culturas, en Tlatelolco.

Para justificar esta represión, el gobierno federal usó el ar-
gumento de que el movimiento estudiantil era una conjura
comunista empujada por la entonces Unión Soviética y por
Cuba, cuyos propósitos eran desestabilizar a las institucio-
nes nacionales, entorpecer la justa olímpica, que se cele-
braba en el país ese año, y enviar el mensaje al mundo de
que México era una nación ingobernable.

También se valió del pretexto de que los estudiantes reali-
zaban disturbios en las calles, así como actos vandálicos,
en cada una de las conmemoraciones que se llevaban a ca-
bo en la Ciudad de México.

Haciendo gala de la fuerza represiva, el gobierno federal
creó ex profeso dos unidades paramilitares: el Batallón
Olimpia, integrado por policías y militares comandados
por el general José Hernández Toledo; y los Halcones, en-
cabezados por el coronel Manuel Díaz Escobar.

Como en todas las actividades de inspiración militar, el je-
fe máximo era el presidente Gustavo Díaz Ordaz y la ma-
no ejecutora era la de Luis Echeverría Álvarez, secretario
de Gobernación, y Alfonso Corona del Rosal, en su calidad
de regente de la Ciudad de México.

Dada la magnitud del movimiento estudiantil, la fuerza mi-
litar ocupó a punta de bayoneta las instalaciones de la
UNAM y del Poli la madrugada del 30 de julio del 68. No
debe olvidarse la reacción heroica del rector de la UNAM,
Javier Barros Sierra, quien encabezó una manifestación de
Ciudad Universitaria a Félix Cuevas para protestar contra
la incursión militar y defender la autonomía universitaria.

Los estudiantes siempre se pronunciaron por el diálogo.
Prueba de ello es que presentaron el pliego petitorio de seis
puntos en el que exigían libertad a los presos políticos, des-
titución de los generales Luis Cueto y Raúl Mendiolea, la
desaparición del cuerpo de granaderos, derogación del Có-
digo Penal Federal del delito de disolución social, indem-
nización para los familiares de los muertos.

Para dar dirección, organización y potenciar el movimien-
to se constituyó el 5 de agosto el Comité de Huelga del Po-
li, y tres días después se formó el Consejo Nacional de
Huelga con representantes del Poli y de la UNAM, Cha-
pingo y la Nacional de Maestros, que se convirtió en el úni-
co interlocutor legítimo ante el gobierno.

Como una forma de silenciar al movimiento y detener su
difusión y crecimiento, el gobierno de Díaz Ordaz contó
con la complicidad de los medios masivos de comunica-
ción, cuyos propietarios fueron premiados por el propio
gobierno por su mutismo ante el genocidio. El control de la
producción del papel y de publicidad, que mantenía el Es-
tado mexicano, coadyuvó en el ominoso y cobarde silencio
de estos medios de comunicación.

¿Qué simboliza el movimiento estudiantil de octubre del
68? Para el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
ese movimiento significa la lucha por las libertades políti-
cas, la lucha por la libertad del conocimiento y el pensa-
miento crítico, la lucha en contra de los prejuicios sociales
y del conservadurismo de la clase dominante.

Sirvió como detonante para que se permitiera la entrada
masiva de estudiantes en todas las universidades públicas
del país. Representa la lucha por la apertura política plas-
mada en la ley electoral que dio entrada a la participación
de la izquierda en los procesos electorales.

Asimismo, influyó para que el Estado mexicano recono-
ciera la autonomía de las instituciones electorales, aunque
a la fecha no la ha respetado totalmente. Prueba irrefutable
de esta afirmación es el fraude electoral perpetrado en
2006.

En el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo nos pre-
guntamos qué ha pasado en México a 40 años del movi-
miento estudiantil del 68. Para nosotros continúan vigentes
la democracia simulada, los fraudes electorales y las ma-
fias enquistadas en el gobierno en todo el país.

A 40 años del movimiento un puñado de oligarcas que se
adueñaron de la nación se han enriquecido hasta la sacie-
dad al amparo de la política gubernamental que continúa
manteniendo bajo férreo control a la sociedad. Bajo el es-
quema del neoliberalismo estos oligarcas son los que ma-
nejan al país en contubernio con las cúpulas de los partidos
que han detentado la Presidencia de la República. Dictan la
política interior y exterior, compran todo lo que se les an-
toja, mientras la mayoría del pueblo mexicano se debate en
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la miseria, la exclusión, la marginación y la migración de
millones de ellos a Estados Unidos, porque aquí no se ge-
neran los empleos necesarios.

¿Qué tenemos que hacer para reivindicar a los héroes del
68? Para el Grupo Parlamentario del PT es prioritario des-
terrar al neoliberalismo, cuya expresión es el capitalismo
salvaje que, afortunadamente en estos momentos está en
fase terminal, como lo prueba la crisis actual en Estados
Unidos de Norteamérica.

Desterrar el neoliberalismo significa romper con la cultura
criminal del individualismo y con los valores del mercado,
para imponer una cultura basada en la responsabilidad co-
lectiva y la solidaridad.

La mejor manera de honrar a los caídos del 68 es preservar
la educación pública gratuita, ampliar la cobertura de in-
greso a todas las universidades públicas, otorgar mayores
recursos a la educación superior y promover un modelo
educativo que vea a la educación como una poderosa pa-
lanca para formar seres humanos con un conocimiento in-
tegral de nuestra realidad, y que sean capaces de transfor-
marla, como lo querían los estudiantes del 68.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, seamos
realistas: no dejemos de soñar en un mundo mejor, que sí
es posible. Es cuanto, diputado presidente.

Presidencia del diputado 
José Luis Espinosa Piña

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Mu-
chas gracias, señor diputado Ricardo Cantú Garza. Se con-
cede el uso de la palabra, al diputado Luis Alejandro Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México.

El diputado Luis Alejandro Rodríguez: Con su venia,
presidente.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, hoy se
cumplen 40 años del movimiento estudiantil que fue un
parteaguas en la historia de nuestra sociedad y nuestra de-
mocracia.

Estos jóvenes guerreros que reclamaban por sus derechos
civiles protestaban en contra de un autoritarismo, exigían
la libertad de presos políticos, pero vivían también temero-

sos por ser reprimidos en la manifestación de sus ideas.
Hoy son recordados por su coraje y valentía por haberse
enfrentado a un sistema autócrata que hacía caso omiso de
la desigualdad y el rezago económico.

Sin embargo, este suceso no fue un acontecimiento aislado
en nuestro país, ya que en el ámbito mundial surgieron
eventos políticos que involucraron a la sociedad, como la
Primavera de Praga; en Nueva York el movimiento hippie,
y el de estudiantes que protestaban por la guerra que se es-
taba llevando en Vietnam por considerarla sólo una forma
de Estados Unidos para demostrar al mundo que era la na-
ción más poderosa y que podía intervenir en cualquier lu-
gar que se le apeteciera.

También en Francia, en mayo de 1968, se produjo una se-
rie de huelgas estudiantiles en numerosas universidades e
institutos de París, seguidos de confrontaciones entre jóve-
nes y la policía para reprimir la manifestación de ideas.

También había movimientos estudiantiles en Japón, pues
los jóvenes estaban hartos del metodismo japonés y desea-
ban un poco de libertad, además de que criticaban fuerte-
mente el sistema gubernamental del país. Las manifesta-
ciones en Tokio eran bastante agudas y, como en otros
países, la policía tuvo que intervenir en estas ocasiones.
Esto demostró al mundo que se avecinaba un cambio de
época.

Sin embargo, el movimiento de México se caracterizó por
haber sido fuertemente reprimido y haber terminado con un
alto saldo rojo. Esto sembró el terror en la población de jó-
venes, que sólo buscaban la atención por parte del gobier-
no para que atendieran sus demandas.

Por tanto, para entender la coyuntura de la época es nece-
sario puntualizar la falta de respeto y la reprimenda a las
exigencias de la voz del pueblo, así como un periodo de
Guerra Fría en donde el hemisferio occidental veía como
una amenaza el ideal del comunismo que se expandía de
manera vertiginosa en toda la juventud. Tal es el ejemplo
de la izquierda en nuestro país, que estaba conformada por
maoístas, espartaquistas, troskistas y guevaristas, que jun-
tos formaban el Partido Comunista.

La influencia ideológica del exterior cobró gran fuerza en
la población, debido a que el desarrollo estabilizador sólo
había generado riqueza para algunos sectores empresaria-
les, provocando el malestar de la gente y la exigencia por
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un sistema plural, justo, que ofreciera educación de cali-
dad, empleo y libre expresión, así como un sistema de de-
sarrollo y estabilidad económica.

Asimismo, en julio del 68 se suscitan acontecimientos por
elementos de seguridad que reprimen riñas de estudiantes
en la vocacional 2 y en la preparatoria Isaac Ochotorena.
Pero el 2 de octubre, del mismo año, es cuando se derrama
la gota del vaso de la intolerancia y del autoritarismo por
parte de un gobierno, que no permitía que se le cuestiona-
se, mucho menos cuando a los ojos del mundo se encauza-
ba al país, en vísperas de unos Juegos Olímpicos, en don-
de supuestamente se buscaba posicionar a México en la
falsa idea de ser parte del primer mundo.

En el resultado aún se desconoce si fueron cientos o miles
de muertos y heridos, así como más de 2 mil detenidos. Ése
fue el costo de un cambio radical en nuestra sociedad, que
entendió que no se puede callar la voz del pueblo median-
te las armas, y manteniendo una actitud soberbia en donde
se hace caso omiso de los problemas que afectan a la so-
ciedad.

Actualmente no podemos pensar que el movimiento estu-
diantil del 68 haya establecido por completo un canal de
comunicación entre gobierno y sociedad. Se ha demostra-
do que no se están atacando los problemas de raíz y que la
sociedad aún exige. Es decir, en este momento aún existe
un gran rezago educativo, un alarmante crecimiento de in-
seguridad y desempleo, así como un deterioro desenfrena-
do que acaba con nuestros recursos naturales.

Esto es prueba de la falta de visión en los cambios de las
autoridades para mejorar la calidad de vida de los mexica-
nos. En este sentido, en esta fecha que se celebran cuatro
décadas de un suceso que marcó la historia de nuestra de-
mocracia, es nuestro deber como legisladores velar por la
tolerancia, la protección de todos los derechos civiles de la
población de nuestro México.

El 2 de octubre no se olvida, porque muchos de los moti-
vos originales que encauzaron estos estudiantes aún no han
sido atendidos y deben ser cuidados por esta legislatura.
Por su atención, muchísimas gracias.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Mu-
chas gracias, señor diputado Rodríguez. Ahora se concede
el uso de la palabra al diputado Alejandro Chanona Bur-
guete, del Partido Convergencia.

El diputado Alejandro Chanona Burguete: Con el per-
miso de la Presidencia.

Doctor José Narro, rector de la Universidad Nacional Au-
tónoma de México, sea usted bienvenido con su distingui-
do equipo.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, el 2
de octubre de 1968 se produjo una balacera con hombres
que traían guante blanco en la mano y tiraron contra una
multitud inerme, en la que había niños, mujeres, ancianos;
mucha gente en una plaza encajonada que no encontraba
salida por ningún lado.

Empezaron a correr. En los hospitales estaban heridos en la
espalda, en la nuca, en la cabeza. Realmente fue una masa-
cre que se debió al miedo del gobierno. Lo que pasó en Tla-
telolco fue una verdadera infamia. Así lo dice Elena Ponia-
towska.

El gobierno tenía miedo, ¿de qué? ¿De que su imagen se
deteriorara ante la comunidad internacional, que esperaba
los juegos olímpicos, de una supuesta intriga del comunis-
mo internacional o de estudiantes armados únicamente con
el valor, la ingenuidad y el idealismo de su juventud?

No, el gobierno tenía miedo del amanecer de una sociedad
cansada de callar y obedecer, de una ciudadanía que desea-
ba recuperar lo que siempre le había correspondido: su de-
recho a expresarse, a mostrar sus anhelos de una sociedad
mejor, de una sociedad de iguales y libres.

La respuesta del gobierno autocrático de Díaz Ordaz estu-
vo a la altura de su pequeñez y de su miedo: mátenlos, má-
tenlos. Los gritos del pueblo sólo se apagaban con el es-
truendo de los tanques, con el silbar de las balas. Se les
olvidó, a quienes perpetraron esa masacre, que el camino
de la libertad se riega con la sangre de los mártires, que los
gritos de las víctimas convocan al despertar de los pueblos.

Rosario Castellanos, chiapaneca por elección, reclama:
¿quién, quiénes? Nadie. Al día siguiente, nadie. La plaza
amaneció barrida, los periódicos dieron como noticia prin-
cipal el estado del tiempo y en la televisión, en la radio, en
el cine, no hubo ningún cambio de programa, ningún anun-
cio intercalado ni un minuto de silencio en el banquete.

Solamente Excélsior, único bastión de la libertad de pren-
sa de aquellos días, publicó: “Se calcula que participaron
unos 5 mil soldados y muchos agentes policiacos, la ma-
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yoría vestidos de civiles. Tenían como contraseña un pa-
ñuelo envuelto en la mano derecha, así se identificaban
unos a otros, ya que casi ninguno llevaba credencial, por
protección frente a los estudiantes. El fuego intenso duró
29 minutos, luego los disparos decrecieron, pero no acaba-
ron.

Han pasado cuatro décadas, el silencio se ha levantado, la
verdad histórica se ha abierto camino, pero la verdad jurí-
dica se enfrenta a los vestigios del antiguo régimen.

En efecto, se han abierto canales a la democracia, pero aho-
ra, quienes en este tiempo callaron cínicamente y justifica-
ron la matanza, pretenden cerrar esos cauces y emprender
un camino de regreso al autoritarismo. Lo que es peor, las
causas profundas del movimiento del 68 siguen vigentes.
El fracaso del proyecto de la revolución institucionalizada
con su saldo de desigualdad, asomada desde entonces, des-
de 1968, sigue vigente porque es un proyecto que aparen-
temente ha sido cambiado por uno más cuestionable.

La voz de Octavio Paz condenó al régimen y con valentía
se desvinculó; en su Posdata nos dice: “El otro México es
pobre y miserable; además es, efectivamente, otro. El otro
México, el sumergido y reprimido, reaparece en el México
moderno: cuando hablamos a solas, hablamos con él;
cuando hablamos con él, hablamos con nosotros mismos”.

La desigualdad nos confronta y nos envilece como socie-
dad. El régimen no lo percibió en 1968, no atina verlo 40
años después. Ese régimen, en voz de Luis Echeverría, no
le pide perdón a nadie. Debemos recordar el 2 de octubre,
pero pretender institucionalizar esa conmemoración en las
fechas cívicas no tendría sentido si no hay respuesta —rei-
tero— en la verdad jurídica.

Tendrá sentido cuando la búsqueda de privilegios deje sin
lugar a la búsqueda de la justicia social, de la inclusión so-
cial de un México diferente. Cuando hagamos realidad los
sueños de quienes cayeron asesinados o fueron tomados
presos en la Plaza de las Tres Culturas.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, dejo
en sus conciencias nuevamente la voz de Elena Poniatows-
ka y dice así, doctor Narro: “La sangre pisoteada de cien-
tos de estudiantes, hombres, mujeres, niños, soldados y an-
cianos, se ha secado en la tierra de Tlatelolco. Por ahora la
sangre ha vuelto al lugar de su quietud. Más tarde brotarán
las flores entre las ruinas y entre los sepulcros”.

Yo los exhorto, compañeras legisladoras y compañeros le-
gisladores, a que no abandonemos la búsqueda de la utopía.
Demos paso a una sociedad de hombres y mujeres libres.
Construyamos de una vez por todas una sociedad de igua-
les. ¡2 de octubre no se olvida! Es cuanto, señor presi-
dente.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado Alejandro Chanona. Se concede el uso de la
palabra al diputado Eduardo Sánchez Hernández, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
hasta por 10 minutos, señor diputado.

Aprovechamos para dar la bienvenida a un grupo de estu-
diantes de bachillerato que nos visitan de Puebla. Bienve-
nidos.

El diputado Eduardo Sánchez Hernández: Gracias, di-
putado presidente.

1968 fue un año de convulsiones en todo el mundo. La gue-
rra de Vietnam, la invasión soviética sobre Checoslova-
quia, el golpe de Estado en Panamá, el asesinato de Martin
Luther King y otros sucesos sangrientos dieron marco al
surgimiento de revueltas estudiantiles que lo mismo en
México que en Chicago, París o Berlín clamaban libertad
para una generación atrapada entre la rigidez, el miedo y
los prejuicios de sus mayores.

Los ideales, los sueños de miles de jóvenes se estrellaron
contra el muro de la intolerancia. El mundo no supo qué
hacer con ellos y los abandonó a la manipulación, las am-
biciones y los intereses de quienes apostaban y siguen
apostando a las ganancias del río revuelto.

Lo que pasó después todos lo sabemos. En México, como
en otras partes del mundo, las cosas se salieron de control
y entonces se impuso la fuerza y pagaron justos por peca-
dores. La cacería de brujas no se hizo esperar y muy pron-
to se señalaron culpables. Hubo muchas manos que se es-
condieron después de lanzar la piedra y hoy seguimos
escuchando medias verdades.

El recuerdo nos traerá de regreso siempre en esta misma fe-
cha, los reclamos de las buenas conciencias, que en 1968
exigieron al gobierno un castigo ejemplar para los estu-
diantes revoltosos y que hoy, como cada año, se lavan las
manos censurando los acontecimientos que ellos mismos
instigaron.
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Y ya mejor ni hablar de los que durante cuatro décadas han
lucrado con la desgracia de los que alguna vez fueron sus
compañeros.

Son muchas…

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Permí-
tame, señor diputado, permítame un segundo.

Señoras diputadas y señores diputados, estamos escuchan-
do la intervención, el posicionamiento de los grupos parla-
mentarios. Les pido respeto al orador y respeto al recinto,
respeto a la sesión por la naturaleza de lo que estamos tra-
tando. Gracias. Prosiga, señor diputado.

El diputado Eduardo Sánchez Hernández: Claro que sí,
señor diputado presidente.

Son muchas las lecciones que podemos tomar de lo que pa-
só hace 40 años, y más allá de remover viejas heridas, las
nuevas generaciones esperan conclusiones surgidas a partir
de la reflexión.

Pertenezco a una generación que está convencida de que la
historia sirve para no repetir errores. “Estudia el pasado —
decía Confucio— y podrás pronosticar el futuro”.

Sabemos que utilizar la historia para abundar en las dife-
rencias de los mexicanos, es un enorme despropósito. Lo
mejor que podemos hacer los políticos, por nuestras fami-
lias y por nuestra patria, es allanar el camino que lleva al
acercamiento de quienes piensan distinto.

Mi generación considera que es mucho más lo que nos une
que lo que nos separa; que hay muchas personas de buena
fe en todos los partidos políticos, que además están dis-
puestas a trabajar por México.

Sabemos que el verdadero reto es imaginar fórmulas, en-
contrar soluciones y aportar ideas que ayuden a ponernos
de acuerdo. No es mucho lo que una sola persona puede lo-
grar aquí, pero sí lo que una voluntad puede alcanzar si fa-
cilita el avance de las otras.

Pertenezco a esa generación que repudia la violencia y la
considera solución de nada. La violencia es una debilidad.
En los muros de este Palacio Legislativo están inscritos con
oro los nombres de muchas mujeres y hombres que ofren-
daron sus vidas para construir esta tribuna que sustituyera

a las armas por el diálogo. Bien vale la pena honrar sus me-
morias, trabajando en la solución de los problemas en lugar
de dedicar tanto tiempo a encontrarle el inconveniente a la
solución que plantea el de enfrente.

Creemos que hay que despejarle el camino a las propuestas
y entender que a veces no es tan importante la paternidad
de las soluciones, como la habilidad de quienes ponen es-
fuerzo y talento para convertirlas en realidad.

Mi generación apuesta por el diálogo, la tolerancia y el
respeto. A nosotros nos ofenden más que los insultos, la po-
breza de nuestra gente, la violencia, la inseguridad y la im-
punidad en la que vivimos todos los mexicanos. Donde hay
justicia no hay miseria.

Mi generación está en deuda con la gente pobre, con las
víctimas de la delincuencia y con quienes han confiado en
nosotros, en todos nosotros, para construir un México más
justo. Nosotros aspiramos a generar soluciones, llevarlas a
cabo y convencernos de que es mejor dejar que otros, más
adelante, cosechen lo que hoy sembremos.

Es necesario ya que los mexicanos entendamos que hay
que pensar en el largo plazo y actuar en el inmediato, no al
revés. Las grandes naciones lo han hecho así y los resulta-
dos están a la vista de todos.

Compañeras y compañeros, el 2 de octubre de 1968 yo te-
nía cuatro años de edad. Y de entonces a la fecha he escu-
chado cualquier cantidad de versiones de lo que entonces
sucedió. Más allá de lo que se diga, la realidad nos ha al-
canzado y hoy cada quien ocupa el lugar que se ha procu-
rado.

Nuestros jóvenes viven en libertad, la Universidad Nacio-
nal Autónoma de México es considerada una de las univer-
sidades más prestigiosas a nivel mundial. Es la casa de la
pluralidad donde convergen y conviven todas las ideolo-
gías, ejemplo de educación, orgullo de México.

La sociedad de hoy es mucho más tolerante que la de hace
40 años y nuestro ejército goza, como ninguna otra institu-
ción, del respeto, reconocimiento y aprecio de los mexica-
nos. Su lealtad, disciplina y espíritu de servicio son ejem-
plo a seguir para el resto de nuestras instituciones.

Mi generación está consciente de que estamos mejor pre-
parados que nuestros padres. Sabemos que el mundo de
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hoy nos ofrece muchas más herramientas de las que ellos
tuvieron a su alcance. Nuestros retos son enormes y mu-
chos los obstáculos que debemos vencer.

Pero la dificultad es una excusa que la historia nunca acep-
ta. A nosotros nos corresponde la solución de nuestros pro-
blemas y lo tenemos que hacer con talento, audacia e ima-
ginación. La política de nuestros días debe estar al servicio
de facilitar las cosas, de ser aliados de las buenas ideas, aun
de las de nuestros adversarios y ser enemigos del sabotaje,
el encono y la estéril discusión entre ideologías.

De nada habrá valido tanta preparación, tanta tecnología,
tanto conocimiento, si no lo unimos en beneficio de todos.
Alvin Toffler dijo alguna vez: “si no aprendemos de la his-
toria nos vemos obligados a repetirla”. Es cierto, pero si no
cambiamos el futuro que se avizora, nos veremos obliga-
dos a soportarlo, y eso podría ser peor. Muchas gracias.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Mu-
chas gracias, diputado Sánchez Hernández.

Ahora se concede el uso de la palabra al diputado Javier
González Garza, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

El diputado Javier González Garza: Gracias, señor pre-
sidente.

Con todo respeto le pido a usted que guardemos un minu-
to de silencio en memoria de los caídos el 2 de octubre de
1968.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Solici-
to a los presentes ponerse de pie para guardar un minuto de
silencio.

(Minuto de silencio)

El diputado Javier González Garza: Señor rector, seño-
res funcionarios y señoras funcionarias de nuestra máxima
casa de estudios, bienvenidos.

El movimiento estudiantil popular de 1968 no fue espontá-
neo, fue producto del autoritarismo y temor del gobierno
de Gustavo Díaz Ordaz. Había también en el aire el espíri-
tu que ha alimentado, en este país, las luchas democráticas
y libertarias. Solamente así puede explicarse lo que sucedió
en Tlatelolco. La lucha eterna entre autoritarismo y deseo
de libertad.

Unos años antes se había producido un gran movimiento
nacional de médicos que luchaban por mejoras para en-
frentar con dignidad la tarea de curar a la sociedad. La re-
presión contra luchadores sindicales se volvió común. El
gran movimiento ferrocarrilero que impulsaba la libertad
sindical fue violentamente reprimido y sus principales diri-
gentes fueron encarcelados.

Recordemos que Valentín Campa y Demetrio Vallejo esta-
ban todavía presos en esos años. Una de las demandas del
movimiento era precisamente la libertad de presos políti-
cos.

12 años antes, el domingo 23 de septiembre de 1956 se ha-
bía producido la ocupación militar del internado del Insti-
tuto Politécnico Nacional, fundado por el general Lázaro
Cárdenas con el propósito de ofrecer condiciones dignas a
todos aquellos estudiantes pobres, sobre todo de la provin-
cia mexicana, que venían a prepararse para enfrentar los
grandes desafíos técnicos de la época. Dirigentes dignos y
valientes, como el doctor Nicandro Mendoza, defendieron
con toda su fuerza al Politécnico.

En aquellos años se cerraban los espacios de lucha electo-
ral. Recordemos a Rubén Jaramillo, en Morelos. Años de
participación democrática, de lucha por el reconocimiento
de su organización política electoral; siempre hostigado
por el régimen hasta que fue asesinado, junto con su fami-
lia, el 23 de mayo de 1962.

Las luchas en las escuelas de agricultura en la Ciudad de
México y en Ciudad Juárez fueron reprimidas. También a
ese régimen, como a éste, le parecía que la inversión en
educación era un gasto inútil e innecesario.

No olvidemos que en Guerrero, Lucio Cabañas y Genaro
Vázquez iniciaron su lucha en organizaciones político-
electorales. Ahí está la Asociación Cívica Guerrerense,
fundada por Genaro el 2 de septiembre de 1959. Esa orga-
nización participaría el año siguiente en la elección en
Iguala, Guerrero. Les cometieron un fraude y en el proce-
so de protesta los masacraron, el 30 de diciembre de 1960.
Genaro Vázquez fue acusado de ser el causante de esa ma-
tanza.

El gobierno también arremetió contra los movimientos de
Salvador Nava, en San Luis Potosí, los estudiantes de la
Universidad Nicolaíta, de San Nicolás de Hidalgo, y la
Universidad de Tabasco. Así podríamos seguir.
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Era la época de la represión del Estado en contra de la di-
sonancia, en contra de la oposición, en contra de los dife-
rentes.

El 12 de octubre del 68 se inauguraron las Olimpiadas.
Aquel régimen autoritario suponía que eso haría que entrá-
semos en la modernidad y la antesala del primer mundo.
Cuando un evento estudiantil provocó una pequeña riña, el
régimen reaccionó con miedo, quiso imponer orden para
que nada perturbara las Olimpiadas.

El movimiento comenzó con la organización de una pro-
testa en contra de esos primeros actos y, ante la incapaci-
dad del gobierno de establecer un diálogo, reprimió otra
vez. Crecimos entonces y nos transformamos en un movi-
miento que luchaba por las libertades del pueblo y que exi-
gía democracia, justicia, libertad de presos políticos y la
derogación del 145 y 145 Bis del Código Penal. Aquel de-
lito de disolución social definido en tiempos de la Segunda
Guerra Mundial como una medida de protección en contra
del Eje, que únicamente se utilizó para perseguir a los lu-
chadores sociales en nuestro país.

En ese momento, Luis Echeverría y Gustavo Díaz Ordaz
hicieron pública la teoría de la conspiración internacional;
nos acusaron de estar al servicio de otras naciones, de ser
representantes del comunismo internacional, cuando real-
mente éramos unos jóvenes aprendiendo a ser libres.

La fuerza moral del movimiento se acrecentó con la actitud
y acción de mucha gente; destacó el caso del ingeniero Ja-
vier Barros Sierra, rector de la Universidad Nacional Autó-
noma de México.

Cuando ante la represión en la Prepa 1 izó la bandera na-
cional a media asta y marchó con lo mejor de la comunidad
universitaria en defensa de los estudiantes, el rector pasó a
ser, como todos nosotros, denostado por los medios de co-
municación y personeros del régimen. ¡2 de octubre no se
olvida!

Esta legislatura debería aprobar la inscripción en letras de
oro de Mártires del 68. Esto como un acto de desagravio de
la Cámara de Diputados consigo misma. Recordemos las
frases de Luis M. Farías, líder de la mayoría de los diputa-
dos en 1968, cuando dijo: “La medida fue necesaria. Aho-
ra sólo resta que el rector, en vista de que no fue posible por
sus propios medios restablecer el orden, agradezca la me-
dida adoptada por el gobierno federal”.

Recordemos, el 1 de septiembre de 1969, el informe de
Díaz Ordaz, tres minutos de aplausos en su recibimiento.
Son los tres minutos de ignominia más importantes en
nuestra historia.

El movimiento estudiantil popular del 68 fue civil, pacífi-
co, generoso prodigó cambios innegables. No fue fácil vi-
vir después del 2 de octubre. Empezó a hacerse imprescin-
dible cambiar ese sistema y a esos gobernantes.

El movimiento nos cambió a todos los que participamos en
él. Convivimos con jóvenes de gran valor y nos dimos
cuenta de que la vida sólo tiene sentido si se pone al servi-
cio de los demás. No podemos olvidar a los que murieron
entonces, eran los mejores.

Avances sí, ha habido avances. Por ejemplo, en la libertad
de expresión, ahora podemos decir que eran unos asesinos,
que son asesinos. Pero la impunidad sigue igual. Hoy tene-
mos luchadores sociales desaparecidos, como los del EPR;
presos políticos, como los líderes de Atenco, sentenciados
materialmente a cadena perpetua; seguimos sin libertad
sindical.

El gobierno no quiere el referéndum, sigue sin querer es-
cuchar la opinión de la gente. Podemos decir y demostrar
que un funcionario es un delincuente y no pasa nada. En
Oaxaca culpan a los que fueron agredidos. Ayer mismo la
policía de Puebla detuvo a cuatro muchachos universitarios
por cometer un horribilísimo crimen: pintar en una pared la
consigna ¡2 de octubre no se olvida!

La impunidad sigue igual. La desigualdad ha empeorado.
Ante el fraude electoral de 2006 nos quieren multar por una
protesta pacífica organizada con el propósito de proteger a
la gente.

El movimiento estudiantil nunca fue derrotado; fue masa-
crado en un terreno que jamás se planteó como terreno de
su lucha, la vía armada. La única lucha que se pierde es la
que se abandona o se olvida. Por eso nuestra lucha es hoy
en defensa de Pemex, en defensa de las universidades pú-
blicas, en defensa de los más pobres, en defensa de la pa-
tria. Hoy les decimos que esta lucha no la vamos a aban-
donar.

Y naturalmente, ¡2 de octubre no se olvida!
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Presidencia del diputado 
César Horacio Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Gracias, diputado. Se concede el uso de la palabra al dipu-
tado Juan José Rodríguez Prats, en representación del Gru-
po Parlamentario de Acción Nacional.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con su permi-
so, señor presidente.

Señor rector José Narro, con su presencia, usted honra a
sus antecesores y principalmente a un mexicano: Javier Ba-
rros Sierra.

Él, precisamente en aquel diálogo con Gastón García Can-
tú, planteaba la interrogante ¿qué fue el 68? Y se ha derra-
mado mucha tinta, se han hecho muchísimas especulacio-
nes. Yo me permitiría definir el 68 como “el aldabonazo a
la conciencia de los mexicanos”.

Por muy confuso, heterogéneo y delirante que haya sido, el
68 nació de una resistencia global a cerrar los ojos. Fue la
voz de la inteligencia, de la civilidad, de las instituciones
de cultura criticando las instancias del poder.

Y, en un acto de justicia, debemos recordar que en esta Cá-
mara se levantó la voz, única voz de un partido político, el
Partido Acción Nacional, en las personas del maestro Ra-
fael Preciado Hernández, de José Ángel Conchello, de Ge-
rardo Medina, de Efraín González Morfin, de Manuel Gon-
zález Hinojosa, y allá en el centro de la universidad, de
Diego Fernández de Cevallos, denunciando un sistema au-
toritario.

El PAN fue congruente entonces y lo es ahora, y desde el
poder ha creado las instituciones para que se sancione y se
castigue, pero entendamos también, que hoy ya no estamos
en presencia del Ejecutivo absoluto, sino que hay poderes
y hay división de poderes. Asumamos cada uno sus res-
ponsabilidades. El PAN puede presumir que sigue siendo
congruente. Y el Partido Acción Nacional ha hecho el aná-
lisis con otros estudiosos y participantes del 68. Y hubo
consecuencias, unas positivas, otras voces han sido críti-
cas.

La voz de un gran líder, Gilberto Guevara Niebla, conclu-
ye su libro hablando de las fallas provocadas, fundamen-
talmente, en el relajamiento de la educación pública. De
Luis González de Alba, que dijo con claridad: “Fuimos

más hábiles en criticar al poder que ahora en ejercerlo y en
construir acuerdos y transformar a México”. Porque aque-
lla generación, hay que decirlo, ahora estamos en el poder
y tenemos responsabilidades.

También surgió, y lo han dicho muchos estudiosos, la cul-
tura maniquea, el dividir a los mexicanos en trincheras y
etiquetar movimientos. El movimiento del 68 no fue ni de
izquierda ni de derecha, fue la voz de la juventud, fue la in-
quietud, fue la rebeldía y sus banderas derivan del pensa-
miento liberal; era defender al ciudadano frente a las arbi-
trariedades del Estado, y es el reclamo, desde el principio,
de la ideología liberal. Fue una crítica al poder.

A partir de entonces las relaciones entre el Estado y la so-
ciedad estuvieron plagadas de jaloneos, que eran manifes-
tación de una atención constante, pero desafortunadamente,
también a partir del 68, somos una sociedad envenenada.
Hemos entrado en la Torre de Babel, como lo decía algún
analista, para generar un discurso que no comunica ni tien-
de puentes al acuerdo.

Luis González y González, un gran historiador, analiza las
generaciones que han ejercido el poder en México y dice
una frase que me parece certera: “en ninguna de las mino-
rías rectoras ha habido suficiente sitio para los coléricos,
los nerviosos, los amorfos y los apáticos”. Eso es algo que
debemos evitar y que desafortunadamente es una herida
que sigue sangrando y que no podemos lograr que cicatri-
ce.

Sí, aprendamos lecciones del pasado; pero no el cultivo del
rencor, no el cultivo de la frustración, no el cultivo de la
amargura. Sí, aprendamos del 68, porque de ahí deriva un
compromiso generacional, un compromiso con los que ahí
estuvimos protestando en las calles y que hoy debemos se-
guir transformando a México.

Viene al caso la frase de Neruda: “Nosotros, los de enton-
ces, ya no somos los mismos”. Ya no es la juventud que se-
ñala errores, sino hoy somos los de más de 60 años que con
madurez debemos dar instituciones y soluciones a la pro-
blemática nacional. Tenemos que defender a la racionali-
dad con pasión, y el Congreso es el escenario donde debe
surgir la racionalidad. Debemos reconciliarnos con la polí-
tica.

En 1908 Porfirio Díaz decía que México estaba preparado
para la democracia. En 1928 Plutarco Elías Calles hablaba
de que México debería pasar del país de caudillos y de
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hombres indispensables, al país de leyes e instituciones. En
1968 una generación lanzó su mensaje y protestó. En 1988
se dio la elección más competida, con el estigma del frau-
de en la historia de México.

¿Hoy qué debemos hacer? ¿Cuál es el llamado ante lo que
sucede en el 2008? Yo señalaría que es un compromiso de
equipo. La problemática del reconocimiento de si alcanza
simultáneamente dos cimas: la memoria y la promesa. La
primera mira hacia el pasado, la segunda hacia el futuro;
pero ambas deben pensarse juntas en el presente vivo del
reconocimiento de sí, gracias a algunos rasgos que poseen
en común.

Asumamos nuestro deber. El deber es la deuda contraída
con los otros, es el legado que nos liga con nuestros ante-
pasados, es decir, con todos aquellos que nos han dado to-
do cuanto somos y tenemos. Pero es también el pacto, el
acuerdo, el compromiso que nosotros mismos contraemos
con nuestros contemporáneos, y finalmente es la responsa-
bilidad que asumimos hacia nuestros descendientes, hacia
todos aquellos que han de sucedernos.

El deber, pues, es un segundo puente entre el yo mortal y
el nosotros inmortal, pero también entre el pasado y el por-
venir; entre lo que nos ha sido dado o legado y lo que nos-
otros mismos instituimos con el propósito de darlo o legar-
lo a nuestros descendientes. Además, al igual que el saber,
también suele repartirse de forma diferenciada y discrimi-
natoria. Se ha impuesto forzadamente o asumido volunta-
riamente.

El deber se encuentra distribuido muy desigualmente entre
unos individuos y otros. Y definitivamente entre los que de
alguna manera formamos parte en la toma de decisiones,
ese deber es superior.

Ahora es difícil huir atrás o hacia delante o hacia un pasa-
do inmaculado y reaccionario, o hacia un progreso sin mie-
do y sin reproches. La ética no es un paseo al campo ni
unas vacaciones en el Caribe, enfrenta a los desarraigados
en la evidencia de su desarraigo.

El 68 forma parte de una experiencia ética colectiva con
una condición clara: no engañarse con una concepción de-
masiado benigna y edificante de la ética. La ética no es ni
tiene por qué ser el catecismo laico de la buena conducta;
no se espera de la ética que desgrane el rosario de las re-
glas del saber vivir, ni que venda al mejor postor las rece-
tas supremas del parecer privado y la felicidad pública. To-

do lo contrario, la ética es inquietante, la ética es inquietud,
es un campo de batalla, es un enfrentamiento de gigantes,
es un enfrentamiento de principios; es un cuestionamiento
cotidiano de nuestros principios con nuestras conductas y
nuestras actitudes.

No estoy de acuerdo con el discurso escéptico y pesimista
de que la democracia ha fracasado o que la alternancia no
es útil, no estoy de acuerdo en que estemos viendo hacia el
pasado en el ánimo de derrumbar un porvenir y una espe-
ranza. Yo creo que nuestra democracia es perfectible y el
mayor peligro es la regresión. Por eso concluyo diciendo a
nuestra generación del 68, a nuestra generación que hoy es-
tá en trincheras de responsabilidad, una frase muy simple
pero muy certera: escucha el consejo de la aurora. Muchas
gracias.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Gracias, señor diputado Rodríguez Prats.

La Presidencia agradece la presencia del señor doctor José
Narro Robles, rector de la Universidad Nacional Autónoma
de México, así como de los funcionarios universitarios que
hoy lo acompañan. Pedimos a la comisión de cortesía
acompañarlo para abandonar el salón de sesiones cuando
así lo decida. Gracias por su presencia este día.

Damos la bienvenida a los alumnos de la Universidad La
Salle de Cuernavaca, Morelos, que hoy nos acompañan.
Bienvenidos.

Continúe la Secretaría con el siguiente punto.

COMISIONES LEGISLATIVAS

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coor-
dinación Política.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en el artículo 8, tercer párra-
fo, del acuerdo relativo al orden del día de las sesiones, las
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discusiones de los dictámenes y la operación del sistema
electrónico de votación, le pido atentamente que se some-
tan a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados
los siguientes movimientos, solicitados por el diputado
Héctor Larios Córdova, coordinador del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional:

• Que la diputada María Gabriela González Martínez
cause baja como integrante de la Comisión Especial pa-
ra la promoción del acceso digital a los mexicanos.

• Que el diputado Marco Antonio Peyrot Solís cause al-
ta como integrante de la Comisión Especial para la pro-
moción del acceso digital a los mexicanos.

• Que el diputado Antonio Valladolid Rodríguez cause
baja como integrante de la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios.

• Que el diputado José Nicolás Morales Ramos cause
baja como presidente de la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios.

• Que el diputado Antonio Valladolid Rodríguez cause
alta como presidente de la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios.

• Que el diputado Antonio Valladolid Rodríguez cause
baja como secretario de la Comisión de Vigilancia de la
Auditoría Superior de la Federación y quede como inte-
grante de ésta.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 1 de octubre de 2008.— Diputado
Javier González Garza (rúbrica), Presidente.»

En votación económica se pregunta si se aprueban. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Es cuanto.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobados.

LEY DE COORDINACION FISCAL - 
LEY FEDERAL DE DERECHOS

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se recibió del diputado Francisco Javier Calzada Vázquez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, iniciativa que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley
Federal de Derechos. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de Coordinación Fiscal, y Federal de Dere-
chos, a cargo del diputado Francisco Javier Calzada Váz-
quez, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, diputado Francisco Javier Calzada Váz-
quez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática en la LX Legislatura de la hono-
rable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 263 Bis y se reforma el 275
de la Ley Federal de Derechos; y se reforma el párrafo se-
gundo del artículo 2, y se adicionan los artículos 4-C y 4-
D a la Ley de Coordinación Fiscal, con objeto de distri-
buir entre las entidades federativas la recaudación por
concepto de derecho adicional a la minería, al tenor de las
siguiente

Exposición de Motivos

1. Importancia y desempeño de la industria minera

La industria minera tiene en México gran importancia eco-
nómica y social en el impulso del desarrollo regional, esta-
tal y municipal. La actividad minera da empleo a casi 300
mil personas y es proveedora de materias primas esencia-
les para otras industrias tan importantes como la siderúrgi-
ca, la química, de la construcción y de la informática.

Durante los últimos años, la industria minera en el país ha
tenido un auge en el crecimiento de sus principales indica-
dores. Según datos de la Cámara Minera de México,1 el va-
lor de la producción minero-metalúrgica pasó de 26.1 a
88.8 miles de millones de pesos entre 2002 y 2007; en tan-
to que datos de la Secretaría de Economía2 señalan que la
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producción minera total pasó de 45 mil 219 millones a 100
mil 633 millones de pesos entre 2002 y 2006.

En cuanto a las inversiones, el sector tuvo en 2002 su pun-
to mínimo, con solamente 258 millones de dólares, pero en
2007 se superó con creces, pues se registró una inversión
de 2 mil 156 millones de dólares.
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Parte fundamental del auge de la industria minera ha sido
el incremento espectacular de los precios internacionales
de los principales minerales que produce el país, el oro, la
plata, el cobre y el zinc, que en conjunto representan casi
70 por ciento del valor total de la producción de la indus-
tria minera.

Entre 2001 y junio de 2008, el precio del oro pasó de 271
a 911.4 dólares la onza; la plata, de 4.4 a 17.4 dólares la on-
za; el cobre, de 71.6 a 368.3 centavos de dólar por libra ; y
el zinc, de 40.2 a 103.0 centavos de dólar por libra.

2. Efectos nocivos sobre el ambiente

Los buenos resultados de la industria minera no están exen-
tos de problemas colaterales. Los efectos nocivos sobre el
ambiente constituyen la consecuencia negativa de la de-
manda de minerales que usamos a diario. El cuadro si-
guiente resume algunos efectos ambientales negativos de
la explotación minera:
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Es cierto que se han dado avances en materia de protección
ambiental en la actividad minera, como demuestra el hecho
de que el sector cuenta con el mayor número de empresas
certificadas como industria limpia. Además, la industria
minera realiza importantes inversiones y esfuerzos para el
uso eficiente y tratamiento de agua. Asimismo, para auto-
rizar la explotación de una minera es indispensable realizar
previamente los estudios de impacto ambiental correspon-
dientes.

Sin embargo, todo esto no garantiza que una vez puesta en
marcha la operación de una mina no haya efectos negativos
sobre el ambiente y las comunidades. Por ello, los gobier-
nos locales se ven constantemente presionados por los ha-
bitantes de las localidades mineras no sólo para regular el
establecimiento de las minas sino para hacer frente a las
consecuencias negativas que la actividad tiene sobre el
agua, el suelo, el aire y, en general, la salud de las perso-
nas.

3. Iniciativas relacionadas y propuesta de “impuesto
ecológico”

Diputados y senadores de la presente legislatura, así como
el Ejecutivo federal, han presentado iniciativas tendentes a
modificar la distribución de los recursos federales. Respec-
to al artículo 2 de la Ley de Coordinación Fiscal, el cual de-
fine la recaudación federal participable, ninguna de esas
iniciativas ha tenido la intención de distribuir entre los mu-
nicipios el derecho a la minería. Dos iniciativas del diputa-
do Alberto Amador Leal (PRI), una de los diputados José
Rosas Aispuro (PRI) y Emilio Gambo Patrón (PRI), y una
del diputado Fernando Enrique Mayans Canabal (PRD),
entre otras disposiciones, proponían que el Fondo General
de Participaciones se constituyera con 25 por ciento de la
recaudación federal participable; en tanto, las iniciativas de
los senadores Ulises Ramírez Núñez (PAN) y Alfonso Elías
Serrano (PRI), y del diputado Jericó Abramo Masso (PRI)
proponían que dicha proporción fuera de 21.5, 22.5 y 30
por ciento, respectivamente.

Se ha sugerido, como una solución práctica del problema
mencionado en el numeral anterior, gravar con un impues-
to especial (“ecológico”) las empresas mineras, para que
tres órdenes de gobierno obtengan recursos adicionales que
les permitan hacer frente a los efectos ambientales de la ac-
tividad minera.

Merece especial mención la iniciativa presentada por el se-
nador Tomás Torres Mercado, quien en un esfuerzo por

mejorar el ambiente de las comunidades donde se asientan
las instalaciones productivas mineras, propone crear un
“derecho sobre explotación minera para la atención del en-
torno ecológico”, equivalente a 1 por ciento de la produc-
ción bruta de las empresas. Sin embargo, este nuevo dere-
cho, por su base y objeto gravable, en todo caso sería un
impuesto especial, y por no precisar el concepto de “pro-
ducción bruta” la determinación líquida de la contribución
presenta dificultades.

Otro argumento que se ha esgrimido para crear impuestos
a las empresas mineras es que éstas obtienen enormes be-
neficios por la coyuntura favorable de los precios mundia-
les de algunos minerales. La experiencia indica que ese ti-
po de auge, basado en el alza de las cotizaciones
internacionales, suele ser inestable, pues las condiciones de
oferta y demanda mundial de minerales pueden hacer va-
riar bruscamente, tanto hacia arriba como hacia bajo, los
precios de los minerales. Recordemos que entre 1995 y
2001, el precio del oro descendió más de 30 por ciento.

Ya sea por las ganancias de las empresas o por interés eco-
lógico, un nuevo impuesto a la industria minera podría ter-
minar generando menor recaudación, debido a que se per-
derá competitividad y México dejará de ser un destino de
inversiones en el sector, lo que reducirá las inversiones y la
producción de la actividad; y este efecto puede potenciarse
en una coyuntura de descenso de los precios de los mine-
rales.

4. El caso del derecho a la extracción de hidrocarburos

Hay un trato dispar entre el derecho a la minería y el dere-
cho por la extracción de hidrocarburos, no obstante que
ambos se refieren al aprovechamiento de bienes del domi-
nio público de la nación. En primer lugar, el derecho por la
extracción de hidrocarburos está fuera de la RFP y el dere-
cho a la minería no.

En segundo lugar, hay un solo derecho a la minería, en tan-
to que se tienen dos tipos de derechos sobre la extracción
de hidrocarburos, uno ordinario y otro extraordinario, con
cuya recaudación se financian dos fondos en el Ramo 28,
siendo el criterio principal de distribución entre las entida-
des federativas su participación porcentual en el valor de la
extracción de petróleo y gas, o en el valor del crudo expor-
tado. La siguiente tabla resume ambos fondos:
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5. Nota sobre el destino de los recursos

Sería de gran utilidad que los recursos que reciban los mu-
nicipios por concepto de recaudación del derecho a la mi-
nería se invirtieran directamente en estudios, proyectos,
programas, obras y acciones para atender los efectos de ín-
dole ambiental propios de la exploración, construcción, ex-
plotación y cierre de minas, lo cual redundaría en beneficio
de los habitantes de las comunidades mineras.

Sin embargo, en la sentencia dictada por la Suprema Corte
de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionali-
dad número 29/2008, promovida por diputados de la LX
Legislatura del Congreso de la Unión contra el propio Con-
greso y el presidente constitucional de los Estados Unidos
Mexicanos, publicada en el DOF el 11 de julio de 2008, de-
jó en claro lo siguiente:

No debe perderse de vista que las participaciones derivadas
tanto del sistema de coordinación fiscal como de los im-
puestos especiales… encajan en el principio constitucional
de libre administración fiscal local y municipal… por lo
que no pueden tener un destino específico que imponga la
federación, ya que sería contrario a su autonomía financie-
ra, lo que conlleva a que sea incondicionada su entrega.

Así pues, no es posible fijar un destino específico a este ti-
po de recursos, pero nada impide que se haga mención que
dichos recursos podrán ser invertidos, si así lo determina la
entidad federativa, en acciones para remediar problemas
relacionados con el ambiente en las comunidades mineras.

6. Propuesta de esta iniciativa

Todas las consideraciones expuestas conducen a plantear
una propuesta que rescate lo mejor de las iniciativas pre-
sentadas con anterioridad, y que al mismo tiempo benefi-
cie, de manera principal y justa, a las entidades federativas

en las cuales se lleva a cabo la actividad de extracción de
los minerales propiedad de la nación. Para ello, esta ini-
ciativa propone la creación, en el Ramo 28, de un fondo
de participaciones en el derecho adicional a la minería,
a través de las siguientes medidas:

6.1. Creación del derecho adicional a la minería

Esta iniciativa propone la creación de un derecho adicional
sobre la minería, que se fijaría en una tasa de 3 por ciento
sobre el valor nominal anual de la producción minera total.
La base de cálculo sería el último dato anual disponible que
haya calculado la Secretaría de Economía a través de la Di-
rección General de Minas. Este valor, como se señaló en el
numeral 1 de las consideraciones, ascendió en 2006 a 100
mil 633 millones de pesos, lo que significa que se podrían
recaudar por este nuevo derecho unos 3 mil millones de pe-
sos.

6.2. Exclusión de la RFP del derecho a la minería

Se propone excluir de la recaudación federal participable
(RFP) el derecho a la minería. En el periodo enero-agosto
de 2008, el derecho a la minería representó 0.09 por ciento
de la RFP y 0.35 por ciento de las participaciones a entida-
des federativas. Suponiendo que para 2009 se mantenga es-
ta última proporción, es probable que por concepto de de-
recho a la minería se recauden poco mas de 1 mil 500
millones de pesos.

Esa cifra es acorde con la tendencia que actualmente se ob-
serva en la recaudación por este concepto, pues se ha re-
gistrado fuerte incremento de los ingresos por derecho a la
minería a partir de mayo, que lo sitúan en 1 mil 48 millo-
nes de pesos en cifras acumuladas a agosto de 2008.
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6.3. Creación del fondo de participaciones en el derecho
adicional a la minería

Se propone que el actual derecho a la minería señalado en
el artículo 263 de la Ley Federal de Derechos sea acredita-
ble contra el nuevo derecho adicional a la minería. El fon-
do de participaciones en el derecho adicional a la minería
se integraría con 50 por ciento de la recaudación neta del
derecho adicional a la minería, dejando el restante 50 por
ciento para la federación.

El criterio de distribución de los recursos de este nuevo
fondo del Ramo 28 entre las entidades federativas debe ser
claro, transparente, justo y, al mismo tiempo, práctico. A
nuestro juicio, la participación porcentual de cada entidad
federativa en el valor nominal anual de la producción mi-
nera total, es un indicador que cumple con estos requisitos.

7. Cambios necesarios de la legislación

Para llevar a cabo lo señalado, se propone adicionar el ar-
tículo 263 Bis a la Ley Federal de Derechos para estable-
cer el derecho adicional a la minería. Asimismo, se modi-
ficaría el artículo 275 de la misma ley.

En cuanto a la Ley de Coordinación Fiscal, es preciso re-
formar el párrafo segundo del artículo 2 para excluir de la
RFP el derecho a la minería; adicionar el artículo 4-C, en
el cual se establece el fondo de participaciones en el dere-
cho adicional a la minería, y adicionar el artículo 4-D, don-
de se establece que los recursos del fondo podrán destinar-
se, si así lo consideran convenientes las entidades
federativas, para atender problemas ambientales en las lo-
calidades mineras.

Los recursos de este nuevo fondo beneficiarían a todas las
entidades federativas, y en especial a las entidades en las
cuales se lleva a cabo predominantemente la actividad mi-
nera nacional, Esta propuesta es sin duda una manera más
justa de reparto respecto a la que se tiene en el esquema ac-
tual en el cual se mete dentro de una gran bolsa común la
recaudación por el derecho a la minería. El cuadro siguien-
te resume cómo quedaría en la legislación correspondiente
el derecho adicional a la minería:

Por su carácter intrínseco, los yacimientos minerales se en-
cuentran generalmente en zonas rurales remotas, en las que
la estructura administrativa de los municipios opera con
mecanismos obsoletos y debilidades institucionales que
afectan la competitividad industrial.

La restauración ecológica del entorno de la minas es una
necesidad a la que se enfrentan las autoridades locales, pa-
ra la cual requieren recursos. Es justo que esta demanda
pueda solventarse a través de los recursos que se recaudan
precisamente por esta actividad, es decir, por el pago de de-
recho a la minería.

Esta propuesta tiene por objetivo coadyuvar al desarrollo
sustentable de la minería, ya que por un lado se asegura la
disponibilidad de minerales (no se perjudica a las empresas
con nuevos impuestos) y por otro, atiende los problemas
ambientales derivados de sus actividades, lo cual evitará
problemas de salud.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 263 Bis y se re-
forma el 275 de la Ley Federal de Derechos; y se refor-
ma el párrafo segundo del artículo 2, y se adicionan los
artículos 4-C y 4-D de la Ley de Coordinación Fiscal

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 263 Bis y se re-
forma el 275 de la Ley Federal de Derechos, para quedar
como sigue:
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Artículo 263 Bis. Los titulares de concesiones y asigna-
ciones mineras estarán obligados al pago anual del derecho
adicional sobre la minería, aplicando una tasa de 3.0 por
ciento sobre el valor nominal anual de la producción mine-
ra total. La base de cálculo será el último dato anual que
haya calculado la Secretaría de Economía a través de la Di-
rección General de Minas.

A cuenta de este derecho se harán pagos provisionales tri-
mestrales que se pagarán a más tardar el último día hábil de
abril, julio y octubre del ejercicio de que se trate y enero
del siguiente año.

El pago provisional se calculará aplicando al valor de los
minerales extraídos desde el inicio del ejercicio y hasta el
último día del trimestre a que corresponda el pago, la tasa
de 3.0 por ciento. Al pago provisional así determinado se
restarán los pagos provisionales efectivamente pagados de
este derecho, realizados en los trimestres anteriores corres-
pondientes a dicho ejercicio, siendo la diferencia el pago
provisional por enterar.

Se deberá presentar una declaración anual por este derecho
a más tardar el último día hábil de marzo del siguiente año
del ejercicio de que se trate, en la que se podrán acreditar
los pagos provisionales trimestrales efectivamente pagados
de este derecho del ejercicio que corresponda.

El derecho a que se refiere este artículo podrá ser acredita-
do contra el derecho sobre la minería señalado en el artícu-
lo 263 de esta ley. Dicho acreditamiento sólo se efectuará
en el ejercicio fiscal en que se genere, por lo que en ningún
caso podrá acreditarse en ejercicios posteriores.

Artículo 275. Las entidades federativas participarán en los
ingresos por derecho sobre minería y por derecho extraor-
dinario sobre minería en los términos de los artículos 4-C
y 4-D de la Ley de Coordinación Fiscal.

Artículo Segundo. Se reforma el párrafo segundo del artí-
culo 2, y se adicionan los artículos 4-C y 4-D de la Ley de
Coordinación Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 2. El Fondo…

La recaudación federal participable será la que obtenga la
federación por todos sus impuestos, así como por el dere-

cho sobre la extracción de petróleo, disminuidos con el to-
tal de las devoluciones por los mismos conceptos.

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 4-C. El 50 por ciento de la recaudación neta del
derecho adicional a la minería se distribuirá entre las enti-
dades federativas, conforme a su participación porcentual
en el valor nominal anual de la producción minera total, de
acuerdo con la información más reciente de que disponga
la Dirección General de Minas de la Secretaría de Econo-
mía.

Artículo 4-D. Sin menoscabo de su autonomía financiera,
las entidades federativas podrán destinar los recursos seña-
lados en el artículo anterior para subsanar problemas am-
bientales, y realizar proyectos de infraestructura para el
desarrollo social y económico en sus localidades mineras.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Informe anual de 2007, LXXI asamblea general ordinaria, página 7.

2 Anuario estadístico de la minería mexicana ampliada 2006, versión
2007, página 57.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de octubre de
2008.— Diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (rúbrica).»
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El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se recibió del diputado Francisco Javier Calzada Vázquez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, iniciativa de reformas al artículo 2 de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
«Iniciativa que reforma el artículo 2 de la Ley del Impues-
to Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del dipu-
tado Francisco Javier Calzada Vázquez, del Grupo Parla-
mentario del PRD

El que suscribe, diputado federal Francisco Javier Calzada
Vázquez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática en la LX Legislatura de la
honorable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como los artículos 55, fracción II, y 56 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presenta iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un numeral al
inciso A), fracción I, del artículo 2 de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios, con objeto de esta-
blecer la tasa aplicable a la enajenación de mezcal certifi-
cado de origen, al tenor de las siguientes

Consideraciones

México tiene como una de sus tradiciones más representa-
tivas la producción de tequila y mezcal. Estas bebidas son
verdaderos embajadores de México ante el mundo, al lle-
var con ellos el sabor, el aroma y la calidad de los produc-
tos mexicanos certificados de origen.

El mezcal se define como una bebida alcohólica regional
obtenida por destilación y rectificación de mostos prepara-
dos directa y originalmente con los azúcares extraídos de
las cabezas maduras de ciertos especies de agave1, previa-
mente hidrolizadas o cocidas, y sometidas a fermentación
alcohólica con levaduras, cultivadas o no, siendo suscepti-
ble de ser enriquecido siempre y cuando no se eliminen los

componentes que le dan las características a este produc-
to.2

De acuerdo con algunas estadísticas del sector, la zona de
producción del agave mezcalero abarca una región geográ-
fica que incluye siete entidades federativas, la mayoría de
ellas entre las más pobres del país: Oaxaca, Durango, Gue-
rrero, Guanajuato, San Luis Potosí, Tamaulipas y Zacate-
cas. Algunos municipios de estas entidades que ya produ-
cen o son potenciales productoras de mezcal, cuentan con
municipios de alta y muy alta marginación y niveles muy
bajos de desarrollo humano. Aquí cabe hacer notar que la
producción del agave para elaboración del tequila certifi-
cado de origen se da solamente en los estados de Jalisco,
Guanajuato, Nayarit, Tamaulipas y Michoacán.

Por otro lado, destaca que para la producción del maguey
mezcalero son benéficos los terrenos que casi todo el tiem-
po están cubiertos por días soleados y con climas más ca-
lurosos, de tal suerte que la producción de esta bebida al-
cohólica puede convertirse en una alternativa para la
creación de fuentes de trabajo y mejores expectativas de
bienestar para las familias que viven en zonas desérticas y
semidesérticas. El mezcal, en su mayor parte, sigue siendo
elaborado por campesinos e indígenas pobres de las zonas
áridas del país.

En 2007 la producción de mezcal creció 42%, según datos
del Consejo Mexicano Regulador de la Calidad del Mezcal
(Comercam), a esto se agrega el hecho de que la produc-
ción del agave mezcalero es mucho más intensiva que la
del mezcal tequilero, de tal suerte que no necesita grandes
extensiones de tierra para su cultivo, como se desprende de
las cifras del cuadro 1:

No obstante que los elementos antes mencionados revelan
beneficios sociales y un gran dinamismo en la producción
de mezcal, ésta tiene un trato desigual en términos de estí-
mulos fiscales respecto a la producción de tequila. Esta in-
equidad es todavía más injusta desde el momento en que
tanto la producción de tequila como la producción de mez-
cal se encuentran gravadas con la misma tasa del mismo
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Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios (IEPS),
que es de 50%, como lo especifica el Artículo Segundo de
la Ley del IEPS, que a la letra dice:

“Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a
continuación se señalan, se aplicarán las tasas siguien-
tes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14°GL. ......
25%

2. Con una graduación alcohólica de más de 14° y has-
ta 20°GL. ...... 30%

3. Con una graduación alcohólica de más de 20°GL.
....... 50%”

Esto es así porque las normas oficiales referentes a las di-
versas denominaciones y tipos de Mezcal y Tequila, espe-
cifican una gradación de alcohol similar, como se muestra
en el siguiente cuadro 2.

Sin embargo, por el lado de los apoyos a la producción, el
tequila ha sido más beneficiado que el mezcal. Es evidente
que dentro del Programa Especial Concurrente para el
Campo (PEC), incluido en el Presupuesto de Egresos de la
Federación, la producción de tequila ha contado con el do-
ble de recursos respecto a la producción de mezcal, como
se observa en el cuadro 3:

Ante este panorama, es preciso tomar medidas que tiendan
a revertir esta inequidad en los apoyos a la producción de
tequila y de mezcal. Para ello, la alternativa más económi-
ca y operativamente más sencilla es modificar la Ley del
IEPS para que los productores de mezcal paguen una tasa
menor de IEPS.

Con base en cifras de la SHCP y del INEGI, se puede cal-
cular que una reducción de 10 puntos porcentuales respec-
to a la tasa actual, tendría un costo menor a los 100 millo-
nes de pesos, según los datos del cuadro 4:

Para que este estímulo fiscal no provoque un incremento en
la importación de sucedáneos de mezcal (legal o ilegalmen-
te), se especifica claramente en el texto propuesto de la Ley
en comento que esta disposición aplica exclusivamente al
mezcal certificado de origen, de tal suerte que el beneficio de
esta medida se concentrará en la producción y el empleo
dentro de las Entidades Federativas, Municipios y Regiones
señalados en la Declaración General de Protección a la de-
nominación de origen mezcal, que como ya quedó expuesto,
estas zonas se encuentran entre las más pobres del país.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de
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Decreto que adiciona un numeral al inciso A), fracción
I, del artículo 2 de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios

Artículo Único. Se adiciona un numeral al inciso A), frac-
ción I, del artículo 2 de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2. Al valor de los actos o actividades que a conti-
nuación se señalan, se aplicarán las tasas siguientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) ...

1. a 3. ...

4. Mezcal certificado de origen en sus diversas de-
nominaciones y tipos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 40%

Transitorios

Único. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Agave Angustifolia Haw (maguey espadín); Agave Esperrima jaco-
bi, Amarilidáceas (maguey de cerro, bruto o cenizo); Agave Weberi ce-
la, Amarilidáceas (maguey de mezcal); Agave Patatorum zucc, Amari-
lidáceas (maguey de mezcal); Agave Salmiana Otto Ex Salm SSP
Crassispina (Trel) Gentry (maguey verde o mezcalero); y otras espe-
cies de agave que sean cultivados en las entidades federativas, munici-
pios y regiones que señala la declaración general de protección a la de-
nominación de origen mezcal, siempre y cuando no sean utilizadas
como materia prima para otras bebidas con denominaciones de origen
dentro del mismo estado.

2 De acuerdo al porcentaje de los carbohidratos provenientes del aga-
ve que se utilicen en la elaboración del mezcal, éste se clasifica en dos
tipos: mezcal 100% agave y mezcal; y de acuerdo a las características
adquiridas en procesos posteriores a la destilación y rectificación, el ti-
po de mezcal puede tener tres categorías: añejado, joven o reposado.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de
2008.— Diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se recibió de la diputada Elda Gómez Lugo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
iniciativa que reforma el artículo 366 del Código Penal Fe-
deral. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
«Iniciativa que reforma el artículo 366 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Elda Gómez Lugo, del Gru-
po Parlamentario del PRI

La suscrita, Elda Gómez Lugo, diputada federal integrante
de la LX Legislatura del Congreso de la Unión por el Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
55, fracción II, 56 y 60 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración del Pleno iniciativa de ley
con proyecto de decreto por el que se reforman las fraccio-
nes I y II, se adiciona un inciso f) a la fracción II y se de-
rogan los últimos dos párrafos del artículo 366 del Código
Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Compañeras y compañeros, vengo a hablarles de un tema
que nos preocupa y afecta a todos: a los altos niveles de in-
seguridad que vivimos en el país hoy día. En particular,
quisiera hacer énfasis en el delito del secuestro, el cual se
ha convertido en un corto tiempo en un negocio redondo
para quienes se dedican a cometer este tipo de ilícito.

Si bien la seguridad es una condición humana indispensa-
ble que permite la convivencia y supervivencia de los ciu-
dadanos, vemos con tristeza y con un creciente sentimien-
to de inseguridad y desconfianza, como en México las
instituciones encargadas de brindar seguridad a la ciudada-
nía han sido ampliamente superadas por la delincuencia or-
ganizada.

La práctica del secuestro dejó de ser solamente el arma de
extremistas revolucionarios contra un determinado gobier-
no, para convertirse en una industria en crecimiento, la cual
lamentablemente, día con día cobra más fuerza en el país.

Si bien es cierto que el secuestro ya se había convertido en
un problema grave en varios países latinoamericanos des-
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de los años ochenta; en esta década el miedo al secuestro
en nuestro país, se ha convertido en terror general debido a
la variedad de éstos y a la organización criminal de los mis-
mos, ya que los secuestradores operan de una manera más
amplia y refinada.

Uno de los cambios más notables es el secuestro de ciuda-
danos no tan adinerados, como empresarios o industriales
de la pequeña industria, profesionistas o comerciantes,
quienes tienen acceso a dinero efectivo, y quienes se han
vuelto blanco fácil para los secuestradores.

México, después de Colombia, es el país donde ocurre el
mayor número de secuestros por día, semana, mes y año.
También nos encontramos entre los primeros lugares de
muerte y torturas a las víctimas que oponen resistencias o
simplemente no cumplen con las cifras, tiempos y condi-
ciones exigidas.

La “industria del secuestro” se ha convertido, de hecho, en
una fuente inagotable de recursos para los criminales al
amparo de la impunidad y complicidad de las autoridades,
por lo que los índices de violencia en este rubro se multi-
plican en perjuicio de gente de todos los estratos socioeco-
nómicos.

El secuestro es perpetrado por individuos a quienes les im-
porta muy poco la vida de otros, tienen tan poco respeto al
sistema legal y normativo de la sociedad en la que se des-
envuelven y su objetivo los lleva a vejaciones, que pueden
terminar inclusive con la vida de su víctima.

De acuerdo con cifras oficiales sobre los estados que pre-
sentan mayor incidencia de secuestros denunciados, y por
los que se pidió rescate, el Distrito Federal es el que pre-
senta mayor incidencia, con 77 casos, el estado de México
67; Baja California 41, Guerrero 33 y Jalisco con 20. En
promedio se registraron en el país mil casos de secuestro,
cifra que se mantiene constante respecto a 2006, por lo que
podemos decir que el delito del secuestro aumentó en 35
por ciento en 2007 comparado con 2006.

Ante esa lamentable realidad no podemos quedarnos calla-
dos. Como representantes de los mexicanos, debemos to-
mar cartas en el asunto, no podemos permanecer impávi-
dos ante el dolor de familias enteras que ven perturbada su
tranquilidad, por la acción dolosa de personas sin escrúpu-
los que arrebatan del seno familiar a uno de los suyos, des-
conociendo su paradero, y en el peor de los casos, enfren-
tando la muerte de ese ser querido.

El secuestro es un delito que ataca la integridad y dignidad
humana y ataca el patrimonio de las personas creando una
industria informal y criminal paralela a la sociedad pro-
ductiva de nuestra Nación. Este binomio es quizás lo que
debe dar sustento a la intención de atender con un profun-
do énfasis a este delito que vulnera profundamente el sus-
tento original y fundamental del Estado mexicano, el teji-
do social y familiar.

Es necesario legislar en busca de abatir la comisión de es-
te delito, en busca de eliminar la rentabilidad que han he-
cho los plagiarios de esta conducta antisocial y en aras de
devolver a la sociedad la paz y la tranquilidad que desde
hace tiempo ya les arrebato el crimen organizado.

Asimismo, es necesario que impulsemos reformas que de-
jen claro, tanto para la sociedad como para los delincuen-
tes, que el delito del secuestro será tratado como una ofen-
sa al Estado y que el delincuente enfrentará toda la fuerza
y el peso que autoridad ostenta.

Es necesario combatir la creciente amenaza que constituye
para la seguridad de los ciudadanos el delito de secuestro,
no sólo por atender a la necesidad del individuo de disfru-
tar de sus libertades sino porque también es necesario dar
respuesta institucional a los graves efectos económicos y
sociales que ocasiona este delito. Por ello, una acción in-
dispensable y necesaria es la federalización del secuestro,
no es posible que cada Estado de la República tenga una le-
gislación diferente, por lo que el criterio para castigar este
delito debe unificarse y penarse en prisiones de alta segu-
ridad.

Por lo expuesto y fundamentado, se somete a considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforman las fracciones I y II, se adiciona un in-
ciso f) a la fracción II y se derogan los últimos dos párra-
fos del artículo 366 del Código Penal Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 366. Al que prive de la libertad a otro se aplica-
rán

I. De sesenta a ochenta años de prisión y diez mil días
multa, si la privación de la libertad se efectúa con el pro-
pósito de
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a) Obtener rescate;

b) Detener en calidad de rehén a una persona y ame-
nazar con privarla de la vida o con causarle daño,
para que la autoridad o un particular realice o deje de
realizar un acto cualquiera;

c) Causar daño o perjuicio a la persona privada de la
libertad o a cualquier otra; o

d) Cometer secuestro exprés, desde el momento
mismo de su realización, entendiéndose por éste, el
que, para ejecutar los delitos de robo o extorsión,
prive de la libertad a otro. Lo anterior, con indepen-
dencia de las demás sanciones que conforme a este
código le correspondan por otros delitos que de su
conducta resulten.

II. Cadena perpetua y quince mil días de multa si en
la privación de la libertad a que se hace referencia en la
fracción anterior concurre alguna o algunas de las cir-
cunstancias siguientes:

a) Que se realice en camino público o en lugar des-
protegido o solitario;

b) Que el autor sea o haya sido integrante de alguna
institución de seguridad pública, o se ostente como
tal sin serlo;

c) Que quienes lo lleven a cabo obren en grupo de
dos o más personas;

d) Que se realice con violencia;

e) Que la víctima sea menor de dieciséis o mayor de
sesenta años de edad, o que por cualquier otra cir-
cunstancia se encuentre en inferioridad física o men-
tal respecto de quien ejecuta la privación de la liber-
tad; o

f) Que el autor tenga algún parentesco con la víc-
tima.

III. Se aplicarán de veinticinco a cincuenta años de pri-
sión y de cuatro mil a ocho mil días multa, cuando la
privación de libertad se efectúe con el fin de trasladar a
un menor de dieciséis años fuera de territorio nacional,
con el propósito de obtener un lucro indebido por la
venta o la entrega del menor.

Se impondrá una pena de treinta a cincuenta años de pri-
sión al o a los secuestradores, si a la víctima del secuestro
se le causa alguna lesión de las previstas en los artículos
291 a 293 de este Código.

En caso de que el secuestrado sea privado de la vida por su
o sus secuestradores, se aplicará pena de cadena perpetua.

Transitorios

Primero. Quedará sin efecto cualquier disposición que se
oponga al presente decreto.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Tercero. La reglamentación y normatividad en la materia
deberán adecuarse en un plazo no mayor de treinta días,
una vez publicado el presente decreto.

Diputada Elda Gómez Lugo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Túrnese a la Comisión de Justicia.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se recibió iniciativa que reforma el artículo 40 de la Ley de
Coordinación Fiscal, suscrita por diversos diputados del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen:
«Iniciativa que reforma el artículo 40 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, suscrita por diputados del Grupo Parlamen-
tario del PRI

Los suscritos, diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional de la LX Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio
de la facultad que otorgan los artículos 70, 71, fracción II,
y 72, inciso h), de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y con fundamento en los artículos 55,
fracción II, 62, 63 y demás relativos y conexos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
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los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 40 de la Ley de Coordinación Fiscal, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reducción de la pobreza y de la marginación que afec-
tan a millones de mexicanos es una tarea impostergable pa-
ra el país. Pese a que las cifras oficiales registran una dis-
minución de la pobreza en los últimos años y las crisis
recientes a escala mundial, alerta sobre la necesidad de au-
mentar el ritmo de reducción de la pobreza y, más aún, de
evitar que esta tendencia se revierta.

Para fomentar el desarrollo económico y el progreso social
es imprescindible aplicar una adecuada política fiscal y una
estrategia de inversión social que considere la asignación y
la ejecución transparente de recursos y sea cuidadosamen-
te orientada, administrada y evaluada para que sus acciones
se dirijan a beneficiar efectivamente a los sectores más po-
bres. Se requiere destinar recursos públicos suficientes a
los programas sociales y, en particular, a las acciones orien-
tadas a superar la pobreza extrema.

La política social requiere el impulso de una estrategia de
descentralización para fortalecer a los gobiernos locales y
mejorar la capacidad de respuesta a las demandas sociales;
ampliar la participación de las entidades en la definición y
ejecución de las acciones y programas; utilizar con trans-
parencia y equidad los recursos; focalizar las inversiones
en el marco de una estrategia integral que desarrolle accio-
nes para mejorar la capacitación de las personas; ampliar la
infraestructura de servicios; crear condiciones que generen
empleo productivo; y, al mismo tiempo, consolidar los me-
canismos de planeación y evaluación de políticas y progra-
mas.

La lucha contra la pobreza y la discriminación social, en el
marco de políticas sociales integrales, debe dar prioridad a
los campos de la salud, la nutrición, el empleo y la educa-
ción, con atención especial a la niñez, la juventud, las mu-
jeres cabezas de familia y madres menores de edad, las co-
munidades indígenas, los trabajadores migratorios y sus
familias, los grupos de la tercera edad, las personas con
discapacidad y otros grupos vulnerables.

Para resolver el problema del desarrollo social y del diseño
de una política social que trascienda la red de protección
para la pobreza se necesita vincular la política social y sus

reglas con las normas para vivir el tan llamado “auténtico
federalismo”, que incluye la rendición de cuentas y asigna-
ción efectiva de responsabilidades.

La estrategia de una política social que permita el desarro-
llo no sólo depende de que los actores políticos nos ponga-
mos de acuerdo en una nueva forma de recaudación: tam-
bién depende en gran medida de los acuerdos a que se
llegue para asignar recursos y responsabilidades entre los
tres órdenes de gobierno.

De acuerdo con el plan de desarrollo de cada entidad fede-
rativa, el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia otorga apoyos alimentarios a los siguientes grupos
vulnerables:

• Familias en desamparo;

• Menores de cinco años no escolarizados con desnutri-
ción en riesgo;

• Sujetos vulnerables; y

• Aplicación del programa de desayunos escolares, fríos
y calientes

Cada DIF estatal elabora año tras año un anteproyecto de
presupuesto y metas que somete a consideración, revisión
y autorización del DIF Nacional, con arreglo a lo estable-
cido en la normatividad que proviene de las políticas y los
lineamientos para la operación de los programas alimenta-
rios, en función de las metas propuestas en términos de
atención a cobertura del mayor número de beneficiarios en
cada entidad federativa; una vez aprobado dicho antepro-
yecto, se informa trimestralmente al sistema nacional acer-
ca de la aplicación de los recursos provenientes del Ramo
33, Fondo V.I., “De Aportaciones Múltiples”, respecto a los
apoyos alimentarios otorgados mensualmente a los DIF
municipales. Aquí se desencadena una enorme confusión
debido a que de manera oficial se aprueba por el DIF Na-
cional la adquisición de infraestructura vehicular y espa-
cios de alimentación, así como equipo de cómputo, de co-
cina, de oficina, de trabajo, gastos de operación, etcétera.

Se sugiere un fortalecimiento institucional para que las en-
tidades federativas se corresponsabilicen del uso de recur-
sos federales, para que se cumpla la rendición de cuentas y
para que sean igualmente evaluadas junto con el gobierno
federal.
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De ser aprobada esta iniciativa, permitiría continuar otor-
gando mayor transparencia y equidad en la asignación de
los recursos a partir de una verdadera focalización, para
ampliar cobertura a un mayor número de población vulne-
rable. Por ello se somete a consideración de esta asamblea
la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 40 de la Ley de Coor-
dinación Fiscal

Artículo Único. Se reforma el artículo 40 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 40. Las aportaciones federales que con cargo al
Fondo de Aportaciones Múltiples reciban los estados de la
federación y el Distrito Federal se destinarán exclusiva-
mente al otorgamiento de desayunos escolares, apoyos ali-
mentarios tales como infraestructura vehicular, equipo
de informática, recurso humano y material de apoyo
que tengan que ver con el ejercicio de este recurso y de
asistencia social a la población en condiciones de pobreza
extrema, apoyos a la población en desamparo, así como a
la construcción, equipamiento y rehabilitación de espacios
de alimentación y de infraestructura física de los niveles de
educación básica y superior en su modalidad universitaria.

Transitorios

Primero. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral
de la Familia deberá emitir las políticas y los lineamientos
necesarios para la operación de los programas alimentarios
y garantizar el ejercicio de los derechos que concede esta
reforma.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de octubre de 2008.— Diputa-
dos: Samuel Aguilar Solís, Luis Enrique Benítez Ojeda, Juana Leticia
Herrera Ale, José Rubén Escajeda Jiménez, José Rosas Aispuro Torres,
Lourdes Quiñones Canales (rúbricas).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

Tiene la palabra el ciudadano diputado José Alfonso Suá-
rez del Real y Aguilera, para presentar iniciativa que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta y de la Ley del Impuesto Empresarial

a Tasa Única, suscrita por los diputados José Alfonso Suá-
rez del Real y Aguilera, Pablo Trejo Pérez y Aurora Cer-
vantes Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

No se encuentra en el salón el diputado José Alfonso Suá-
rez del Real. Está en comisión.

DELITO DE SECUESTRO

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se concede el uso de la palabra al ciudadano diputado Cé-
sar Camacho Quiroz, para presentar iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; e iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley Federal para Preve-
nir y Sancionar el Secuestro, y que reforma y adiciona di-
versas disposiciones del Código Penal Federal, del Código
Federal de Procedimientos Penales, de la Ley Federal con-
tra la Delincuencia Organizada, del Código Civil Federal,
de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualis-
tas de Seguros, de la Ley de la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores, y de la Ley de Instituciones de Crédito,
suscritas por legisladores integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

En tanto, tiene el uso de la palabra el ciudadano diputado
César Camacho Quiroz.

El diputado César Camacho Quiroz: Gracias, señor pre-
sidente.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, en el
siglo XIX la peste azotó a Europa, y hoy, para desgracia de
todos, el secuestro es la peste que está carcomiendo a la so-
ciedad mexicana.

En lo que va del año cerca de 500 secuestros han sido de-
nunciados en todo el país. Este crimen, por supuesto, no
sólo atenta contra la vida, contra la libertad, contra la dig-
nidad, sino que lleva —y creo que no es exageración de-
cirlo— a morir un poco cada instante a quien lamentable-
mente padece este crimen.

Las consecuencias evidentemente trascienden a las vícti-
mas. Impactan a su familia, al mercado laboral, por su-
puesto a la gente más cercana, pero a la sociedad toda. No
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sólo el agravio hace que todos lo padezcamos, sino que
también en consecuencia la responsabilidad la comparta-
mos.

Hay no sólo detrimento económico, secuelas psicológicas
que duran toda la vida, sino que cambia radicalmente la ca-
lidad de vida de los mexicanos.

Es evidente la deficiente estructura jurídica para hacerle
frente a este crimen, lamentablemente de moda. La concu-
rrencia competencial hace que estados como Quintana Roo
tengan penas mínimas de 5 años; Morelos, de 10, como si
la dignidad y la libertad de las personas valiera distinto en
cada entidad de la república.

Los secuestrables, así como los ajusticiables, a fin de cuen-
tas, somos todos. Por ello la propuesta es una reforma de
hondo calado que, modificando la Constitución, permita al
Congreso de la Unión tener facultades exclusivas y que por
ahora pueda expedir una ley para prevenir y sancionar el
secuestro y otras leyes secundarias de las que ya el señor
presidente dio cuenta, para mantener una visión integral
del fenómeno, no sólo contemplar el tema de la pena o la
investigación, sino que esta especie de cadena sea robuste-
cida eslabón por eslabón.

La Policía Preventiva, la de investigación, el Ministerio
Público a cargo de la integración de las averiguaciones pre-
vias, la autoridad judicial, y por supuesto, un sistema peni-
tenciario que, respetando los derechos de las personas, tra-
te como lo que son a los secuestradores; a estos criminales
que no merecen consideración alguna de la sociedad.

Se trata, entre otras cosas, de crear un tipo penal más claro
y protector, y algo importante, federalizar el secuestro,
porque la concurrencia competencial a los únicos que ha
ayudado es, justamente a los secuestradores, que ampara-
dos por deficiencias jurídicas o por confusiones terminoló-
gicas, acaban haciendo de las suyas.

La instauración de una comisión federal para combatir el
secuestro, un programa nacional para su prevención, perse-
cución y sanción, que incluye también medidas de atención
y protección a las víctimas, a los familiares, a los testigos,
además de los programas de capacitación y control de con-
fianza para el Ministerio Público y la policía, que se ins-
criba en la modificación radical que tenemos que hacer al
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

La inhibición del delito mediante la prohibición de seguros
de riesgo, la integración de bases de datos criminales, telé-
fonos únicos para denuncia, creación de un fondo antise-
cuestros integrado por recursos federales y aquellos prove-
nientes de la extinción de dominio. La regulación de las
instituciones del sistema financiero, que suelen convertirse
involuntariamente en un eslabón delicado y pernicioso en
esta cadena delictiva. La suspensión de beneficios prelibe-
racionales a los condenados por este delito, entre otras co-
sas.

Esta iniciativa la presento a nombre de todos los diputados
de la bancada priista y de los senadores de la misma afilia-
ción política, porque queremos acreditar que no sólo esta-
mos cumpliendo un deber jurídico, sino atendiendo una
responsabilidad ética y profesional, y porque ejercemos
aquí no sólo un derecho, sino la oportunidad de que la con-
vicción personal de que cada uno aporte a la solución inte-
gral a esta fenomenología creciente, nosotros la podamos
demostrar a plenitud.

Tengo la certeza de que en el combate al secuestro estare-
mos de acuerdo todas las fracciones parlamentarias. Éste es
un tema en el que la sociedad civil y el poder público tene-
mos que caminar de la mano para hacer frente común a es-
ta demanda de paz, de seguridad y de justicia.

Dijera Dolores Castro: “Duelen los pulgares, y siguen do-
liendo hasta los pies, y duele que esto ya no le duela a na-
die”. Esta indolencia ante el secuestro, a la que lamenta-
blemente nadie escapa, no puede seguir así. Gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por le-
gisladores del Grupo Parlamentario del PRI

Los diputados Emilio Gamboa Patrón, César Camacho
Quiroz, Juan Francisco Rivera Bedoya y Jorge Mario Les-
cieur Talavera; y los senadores Manlio Fabio Beltrones Ri-
vera, Jesús Murillo Karam, Pedro Joaquín Coldwell, Fer-
nando Jorge Castro Trenti, Fernando Baeza Meléndez y
Francisco Labastida Ochoa, integrantes de la LX Legisla-
tura por el Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 73, fracción XXX, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 55 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General, someten a
consideración de la Honorable Cámara de Diputados la ini-
ciativa con proyecto de decreto mediante el cual se refor-
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ma la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

Actualmente, el delito de secuestro es de las conductas más
reprochables en nuestra sociedad, pues no sólo afecta uno
de los bienes jurídicos más importantes para el ser humano
sino que genera el mayor estado de inseguridad en el país.

La diversidad legislativa en materia de secuestro, la falta
de investigación y de coordinación entre las corporaciones
encargadas de su prevención y de procuración de justicia,
la desatención a las víctimas de secuestro, así como la in-
existente política criminal son sin duda algunos de los fac-
tores que han impedido que nuestras autoridades puedan
combatir de manera frontal este ilícito.

La federalización de este delito obedece a la necesidad no
sólo de unificar el tipo penal y su sanción sino de coordi-
nar a las autoridades encargadas en la investigación del de-
lito y establecer criterios uniformes de política criminal.

La reciente reforma constitucional, en materia de justicia
penal y seguridad pública, estableció que el problema de la
delincuencia organizada debía ser atendido de manera co-
ordinada y uniforme por la federación. El ilícito de secues-
tro es uno de los delitos que pueden ser investigados por la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, sin embar-
go, no todos serán conocidos por la federación, pues se ten-
drán que reunir los presupuestos que exige la ley para que
se configure el delito de delincuencia organizada. 

Por eso, consideramos indispensable que se asegure que
todos los delitos de secuestro se investiguen de manera co-
ordinada y que existan criterios uniformes en la prevención
y combate a este delito, por lo que proponemos la federali-
zación del delito de secuestro.

Se exceptúan los casos del llamado secuestro exprés o se-
cuestros con objeto de ejecutar los delitos de robo o extor-
sión, los cuales deberán seguir siendo atendidos por las en-
tidades federativas y por la federación, en su caso.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción XXI del artí-
culo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma la fracción XXI del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad

I. a XX. …

XXI. Para establecer los delitos y faltas contra la Fede-
ración y fijar los castigos que por ellos deban imponer-
se, así como legislar en materia de delincuencia organi-
zada y secuestro.

…

…

XXII. a XXX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro de los tres me-
ses siguientes a la entrada en vigor del presente decreto,
expedirá la Ley Federal para Prevenir y Sancionar el Se-
cuestro.

Tercero. Las legislaciones en materia de secuestro de las
entidades federativas continuarán en vigor hasta en tanto el
Congreso de la Unión ejerza la facultad conferida en el ar-
tículo 73, fracción XXI, de esta Constitución. Los procesos
penales iniciados con fundamento en dichas legislaciones,
y las sentencias emitidas con base en éstas, no serán afec-
tados por la entrada en vigor de la legislación federal. Por
tanto, deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente,
conforme a las disposiciones vigentes, antes de la entrada
en vigor de esta última.

Cuarto. La Cámara de Diputados, en el Presupuesto inme-
diato siguiente a la entrada en vigor del presente decreto,
deberá destinar los recursos necesarios para que la federa-
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ción esté en condiciones de cumplir con la obligación de
persecución exclusiva del delito de secuestro. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de octubre de 2008. — Diputa-
dos: Emilio Gamboa Patrón, César Camacho Quiroz, Juan Francisco
Rivera Bedoya, Jorge Mario Lescieur Talavera, Carlos Ernesto Zata-
rain González, José Manuel del Río Virgen, Jesús Ramírez Stabros,
Antonio de Jesús Díaz Athié, Alejandro Olivares Monterrubio, Isael
Villa Villa, María Mercedes Colín Guadarrama, Fernando Quetzalcóatl
Moctezuma, Lilia Guadalupe Merodio Reza, Héctor Hugo Olivares
Ventura, María Beatriz Pagés Llergo Rebollar, Elda Gómez Lugo,
Eduardo Sánchez Hernández, Carlos Armando Biebrich Torres, Arturo
Martínez Rocha, Víctor Manuel Méndez Lanz, Enrique Serrano Esco-
bar, María Oralia Vega Ortiz, Martha Rocío Partida Guzmán, Jesús Al-
cántara Núñez, Raúl Cervantes Andrade, Mauricio Ortiz Proal, Alfon-
so Rolando Izquierdo Bustamante, Wenceslao Herrera Coyac, Narcizo
Alberto Amador Leal, Guillermina López Balbuena, Andrés Marco
Antonio Bernal Gutiérrez, Patricia Villanueva Abraján, Sara Latife
Ruiz Chávez, Carlos Chaurand Arzate, Diego Aguilar, Jesús Manuel
Patrón Montalvo, José Rosas Aispuro Torres, Salvador Barajas del To-
ro, Roberto Badillo Martínez, Yary del Carmen Gebhardt Garduza, Lo-
rena Martínez Rodríguez, Lourdes Quiñones Canales, Carlos Rojas
Gutiérrez, Tomás Gloria Requena,  Jorge Luis de la Garza Treviño,
María del Carmen Pinete Vargas, José Ascención Orihuela Bárcenas,
Mayra Gisela Peñuelas Acuña, Samuel Aguilar Solís; senadores: Man-
lio Fabio Beltrones Rivera, Jesús Murillo Karam, Pedro Joaquín Cold-
well, Fernando Jorge Castro Trenti, Fernando Baeza Meléndez, Fran-
cisco Labastida Ochoa (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.

«Iniciativa que expide la Ley Federal para Prevenir y San-
cionar el Secuestro; y que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones del Código Penal Federal, del Código Federal
de Procedimientos Penales, de la Ley Federal contra la De-
lincuencia Organizada, del Código Civil Federal, de la Ley
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Se-
guros, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, y de la Ley de Instituciones de Crédito, suscrita
por legisladores del Grupo Parlamentario del PRI

Los diputados Emilio Gamboa Patrón, César Camacho
Quiroz, Juan Francisco Rivera Bedoya y Jorge Mario Les-
cieur Talavera, y los senadores Manlio Fabio Beltrones Ri-
vera, Jesús Murillo Karam, Pedro Joaquín Coldwell, Fer-
nando Jorge Castro Trenti, Fernando Baeza Meléndez y
Francisco Labastida Ochoa, integrantes de la LX Legisla-
tura por el Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, con fundamento en los artículos 71, frac-

ción II, 72, y 73, fracción XXX, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y 55 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General, nos per-
mitimos someter a consideración de esta Honorable Cáma-
ra de Diputados la presente iniciativa con proyecto de de-
creto, mediante el cual se expide la Ley Federal para
Prevenir y Sancionar el Secuestro; se reforman los artícu-
los 85, fracción I, inciso f), y el artículo 366, y se deroga el
artículo 366 Bis del Código Penal Federal; se adiciona una
fracción XVII al artículo 194 del Código Federal de Proce-
dimientos Penales; se reforma la fracción V y se adiciona
una fracción VII a la Ley Federal Contra la Delincuencia
Organizada; se reforma el artículo 669 del Código Civil
Federal; se reforman los artículos 3, fracción II, inciso 6),
y 8, fracción XII, de la Ley General de Instituciones y So-
ciedades Mutualistas de Seguros; se adicionan un segundo
y tercer párrafo al artículo 19 de la Ley de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores; y se reforma el artículo 117
de la Ley de Instituciones de Crédito; con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

El gobierno mexicano, para garantizar la seguridad de las
personas y contribuir a la creación de un Sistema Nacional
de Seguridad Democrática, tiene la obligación de combatir
con todos los instrumentos que tenga a su disposición la di-
versidad de conductas delictivas, es por ello que reformó la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
instaurando el sistema procesal penal acusatorio, adecuán-
dolo a la cultura jurídica mexicana y a la realidad social
que vive el país, reformando figuras jurídicas existentes ta-
les como el arraigo, y creando otras, como la presentación
de grabaciones telefónicas como prueba, siempre y cuando
sean aportadas por uno de los participantes en ellas y que
tengan relación con un delito, y la extinción de dominio,
entre otras.

En los últimos años, el secuestro se ha convertido en una
de las conductas delictivas que más lastiman y hacen mella
en la sociedad mexicana, toda vez que sus consecuencias
dejan profunda huella en las víctimas y familiares que lo
sufren, no solo por el detrimento económico, sino por las
secuelas físicas y psicológicas que perduran en la mayoría
de ocasiones para toda la vida. En nuestro país cientos de
personas se han visto trastocadas en su dignidad y absur-
damente privadas de su libertad, y peor aún algunas de es-
tas personas, por desgracia han sido asesinadas de manera
cobarde. 
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Para sumarnos al establecimiento de un sistema nacional
de seguridad democrática, y combatir enérgica y eficaz-
mente esa infame y despreciable conducta, y buscar que la
sociedad pueda recuperar la confianza en las instituciones
de procuración e impartición de justicia y reivindicar su de-
recho a la esperanza de un país seguro, se propone la crea-
ción de una ley integral que se anticipe al fenómeno delic-
tivo del secuestro y lo acometa de la mejor manera cuando
ocurra, que vaya más allá de la sola tipificación de la con-
ducta y lo abarque desde al menos tres vertientes: la pre-
vención, sanción y atención a las víctimas, por lo que se
tiene que implementar una política criminal acorde a
nuestro entorno social, cultural y jurídico para abatir este
delito.

La Ley Federal para Prevenir y Sancionar el Secuestro que
hoy se propone, plasma disposiciones generales con el ob-
jeto de prevenir, perseguir y sancionar el delito de secues-
tro, obligando a todas dependencias encargadas de la pro-
curación de justicia y la seguridad pública, en el ámbito de
sus respectivas atribuciones, a realizar acciones que tien-
dan a abatir esta cruel conducta.

Por lo que se instruye su coordinación, en términos de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y de la
Ley General que Establece las Bases de Coordinación del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, para la creación de
una Comisión Federal para Combatir el Secuestro, que de-
berá elaborar un programa nacional, campañas de preven-
ción, protección y atención a víctimas del secuestro, sus fa-
miliares y testigos, así como las medidas y acciones para
fortalecer la prevención social del delito de secuestro y su
persecución y sanción. 

Para alcanzar dichos fines se establecen las directrices a
seguir por parte de los integrantes de la Comisión Federal
para Combatir el Secuestro, así como la creación de un
Fondo Federal para el Combate del Delito de Secuestro, al
que se le destinarán los recursos necesarios que cada año
apruebe la Cámara de Diputados en el Presupuesto de
Egresos de la Federación y los bienes obtenidos con moti-
vo del procedimiento de extinción de dominio por el deli-
to de secuestro.

Hemos afirmado que en la lucha contra la delincuencia, el
Ejecutivo nunca estará sólo. Congruentes con tal afirma-
ción y con el mandato constitucional que nos atañe deriva-
do de la función pública que desempeñamos, se propone
una ley especializada que prevé la creación de una Subpro-
curaduría Especializada en la Investigación del Delito de

Secuestro, así como una Policía Federal Antisecuestros, y
Grupos Especializados en este delito (GEA); de igual ma-
nera, se establecen bases y normas mínimas para la selec-
ción, ingreso, formación, permanencia, capacitación, eva-
luación, reconocimiento y certificación continua de los
elementos que deberán conformar dicha policía y los Mi-
nisterios Públicos adscritos a la Subprocuraduría. También
se incluyen mecanismos de evaluación permanente y con-
troles de confianza a las autoridades encargadas de los cen-
tros federales de readaptación social.

No pasa inadvertido que algunos de los elementos de segu-
ridad pública y procuración de justicia que tienen la obliga-
ción de proteger la seguridad de las personas, ahora forman
parte de las organizaciones criminales, ya sea participando
dentro o fuera de ellas, y peor aún, ejerciendo un cargo pú-
blico, por lo que se establece autoridades especializadas
antisecuestros, capaces de investigar, negociar, rescatar a la
víctima y detener a los responsables del delito. Así, se im-
planta la evaluación y actualización de los planes y progra-
mas de capacitación y formación de servidores públicos
que proporcionen controles de confianza y diversos exá-
menes. Estas evaluaciones deberán realizarse una vez al
año y contemplar, por lo menos, los exámenes psicométri-
cos y de personalidad; toxicológicos en diversas substan-
cias; médicos (condición general de salud y biométrico);
patrimonial y de entorno social; de confianza (polígrafo) y
de tácticas policiales y de inteligencia, por lo que estos
exámenes también se encaminan a perseguir este delito y
rescatar a la víctima.

Se prevé la coordinación entre instituciones de un mismo
ámbito de gobierno; la colaboración con las entidades fede-
rativas; y apostar por la inteligencia como método de inves-
tigación. Entre otras técnicas de investigación, se incluye la
figura de los agentes infiltrados, a fin de que la autoridad co-
nozca las estructuras de organización, formas de operación
y ámbitos de actuación de los secuestradores. 

Por otra parte, debido a las lagunas que presentan las Le-
yes de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y de
Instituciones de Crédito, en la práctica, la garantía de acce-
der a una justicia pronta y expedita se viola constantemen-
te, en perjuicio de la víctima, debido a lo tardado de la res-
puesta en las indagatorias donde se requieren datos que
solamente pueden obtenerse a través de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores y que sirven para acreditar los
elementos del delito de secuestro, por lo que desafortuna-
damente existen muchos casos en los que tales informes
son remitidos después de tres meses de haber recibido el
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requerimiento por parte de la autoridad ministerial; incluso
hay ocasiones en que dicha respuesta ha dilatado hasta un
año. Por tal motivo y en aras de eficientar la investigación
del secuestro, se establece un término de cinco días como
máximo para que la citada Comisión proporcione a la Pro-
curaduría General de la República la información que ésta
le solicite respecto de operaciones bancarias de personas
sujetas a investigación.

Igualmente, se fomenta la cultura de la denuncia, creando
conciencia en la población mediante estrategias y progra-
mas, destinados a erradicar la comisión del delito de se-
cuestro, señalando en ellos las repercusiones que conlleva
el mismo y la importancia de su denuncia ante las autori-
dades correspondientes.

Es necesaria la regulación, el registro, el establecimiento y
el acceso a la base de datos de telefonía móvil y fija para
ubicar los teléfonos que son utilizados para la comisión del
delito de secuestro, por lo que aunado a esta disposición, se
establece que los Centros Federales de Readaptación So-
cial deben implementar tecnologías modernas y eficaces
para bloquear señales de telefonía.

La intención es combatir en igualdad de circunstancias a
los delincuentes, por lo que se debe dotar a las policías,
cuerpos de seguridad pública y procuraduría, de los instru-
mentos y herramientas necesarias que hagan posible el
combate eficaz de estos delitos en el país. 

El secuestro en México, a diferencia de otros países, se re-
aliza con fines meramente de extorsión, por lo que se plan-
tea combatir este delito arremetiendo precisamente el obje-
to o finalidad del mismo, que es la obtención de dinero, por
lo que se diseñan varias herramientas para evitar el pago
del rescate. No debe pasar inadvertido que el pago del res-
cate no garantiza que la persona secuestrada sea liberada,
con en los últimos lamentables acontecimientos quedó de
manifiesto. La experiencia de otros países en donde este
delito tenía una gran incidencia, nos indica que su comba-
te fue encaminado a evitar que los secuestradores cobraran
el rescate.

En ese sentido se prohíbe la venta, adquisición e interme-
diación de seguros de riesgo con instituciones de seguro,
que tengan la finalidad de pagar un eventual rescate de se-
cuestro ocurrido en el territorio nacional, por lo que se pro-
pone reformar la Ley General de Instituciones y Socieda-
des Mutualistas de Seguros para especificar dicha
prohibición. 

Como se ha señalado, debemos atacar el patrimonio de los
secuestradores y de su entorno más directo, de sus cómpli-
ces, y hasta en la medida de lo posible, de su entorno fa-
miliar, por lo que se instruye que la incipiente figura en
nuestro sistema de la extinción de dominio, se deberá pro-
mover en los asuntos de secuestro, siempre y cuando los
bienes sujetos a esta acción sean instrumento, objeto o pro-
ducto del delito.

Igualmente se prohíbe la figura de los negociadores con
ánimo de lucro, con dicha medida se intenta que estas per-
sonas no entorpezcan la investigación del delito y la ubica-
ción de la víctima; la intención, además de salvaguardar la
integridad física y corporal de la víctima, también obedece
a proteger el patrimonio del secuestrado y de su familia. En
ese sentido, si el negociador arregla el pago y éste se reali-
za, no se asegura la liberación de la víctima, como ya se ha
señalado.

No pasa inadvertido que países como Italia, Colombia y
Rusia, entre otros, contemplan medidas encaminadas al no
pago del rescate para inhibir la comisión del delito, quitán-
dole el objeto del mismo, es decir, obtener un lucro, plan-
teando el congelamiento o suspensión de operaciones de
cuentas bancarias o de otros bienes del secuestrado o de sus
familiares, figura que opera correctamente en esas latitu-
des, porque existe un grado alto de confianza en las autori-
dades encargadas de la seguridad pública.

En esta iniciativa no se plantea el congelamiento de cuen-
tas, porque creemos que el primer paso es establecer una
infraestructura sólida conformada por una política criminal
adecuada e instituciones especializadas capacitadas para
combatir con eficiencia el delito, anteponiendo el rescate
de la víctima y captura de los delincuentes, por lo que en
un futuro se podría establecer esta figura de combate para
inhibir el secuestro. 

Se crea un tipo penal más claro y protector, ya que se con-
templa la protección a los menores de 18 años, se protege
a personas que no tienen capacidad de comprender el sig-
nificado del hecho o para resistirlo, mujeres embarazadas,
que el delito sea cometido en el domicilio particular, cen-
tro de trabajo o en vehículo, agravando la penalidad. Ade-
más, se contemplan otras figuras como el secuestro virtual
o simulado. Para lograr una armonía en nuestra legislación
y evitar la duplicidad de tipos penales, se sugiere derogar
el artículo 366 Bis del Código Penal Federal.
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Toda vez que una de las estrategias para combatir eficaz-
mente el secuestro es la federalización de su legislación,
persecución y sanción a través de la reforma constitucional
al artículo 73 que acompaña a la presente propuesta, se re-
forma el artículo 366 del Código Penal Federal, con el ob-
jeto de modificar la denominación del tipo penal común-
mente llamado “secuestro exprés” y preservarlo como un
delito competencia tanto de las autoridades federales como
locales, nombrándolo “privación ilegal de la libertad con el
propósito de ejecutar los delitos de robo y extorsión”; para
que la Federación combata eficazmente el delito de se-
cuestro contemplado en la presente iniciativa.

Por otro lado, se establece una política de atención integral
a víctimas, sus familiares y testigos, para que se les otorgue
orientación jurídica, asistencia médica y psicológica, res-
guardo de su identidad y/o protección de su integridad an-
te amenazas, agresiones, intimidaciones o venganzas de los
imputados o de quienes estén ligados con ellos, que podrá
consistir en personal capacitado para resguardar su seguri-
dad personal; vigilancia permanente o itinerante de su do-
micilio o lugar de trabajo; apoyo para cambios de residen-
cia temporales o permanentes y cambio de identidad, entre
otras medidas.

Igualmente se reforma el Código Civil Federal para que, de
ser necesario, se realice la declaratoria de ausencia, la cual
se podrá decretar judicialmente en cualquier momento des-
pués de que se tenga conocimiento ministerial del secues-
tro, para efectos de que los familiares o los representantes
legales de la víctima puedan administrar sus bienes.

Se establece el pago de recompensas para aquellas perso-
nas que aporten información útil para la captura de secues-
tradores o desarticulación de organizaciones criminales de-
dicadas a este delito, o bien, para el rescate de la víctima. 

En otro orden de ideas, los centros preventivos y de reclu-
sión no han sido impedimento para que secuestradores si-
gan operando desde el interior, por lo que se propone que
siempre deberán permanecer en los Centros Federales de
Readaptación Social de máxima seguridad, los procesados
o sentenciados por el delito de secuestro.

Toda vez que de conformidad con la reforma constitucio-
nal al sistema de justicia penal, aprobada recientemente por
el Congreso de la Unión y publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 18 de junio de 2008, ya han entrado en vi-
gor algunas disposiciones y figuras jurídicas tendentes al

combate eficaz a la delincuencia, se armonizan en la Ley
que se propone, a fin de dotar a la autoridad de herramien-
tas idóneas que permitan su eficaz actuación.

Así, lo referente al artículo 16 constitucional, párrafo déci-
mo, se propone establecer las reglas para que la solicitud
de orden de cateo pueda realizarse por medios distintos a la
forma escrita. Ello se espera que contribuya de manera im-
portante en la persecución del delito de secuestro, pues sin
duda una de las preocupaciones de las autoridades encar-
gadas de la procuración de justicia es la celeridad en la
emisión de la resolución del pedimento de una orden de ca-
teo, ya que hasta antes de la reforma constitucional aludida
en líneas que anteceden, se limitaba a la forma escrita, lo
cual ha generado una actuación muchas veces tardía del
ministerio público, bajo el riesgo de la desaparición, alte-
ración o destrucción de las evidencias buscadas.

En lo relativo a las disposiciones contenidas en el artículo
16 constitucional, párrafo onceavo, resulta congruente la
propuesta de establecer que las comunicaciones entre par-
ticulares podrán ser grabadas, sin orden judicial, y aporta-
das como prueba durante el juicio, siempre y cuando algu-
no de éstos participe en ellas, se encuentren relacionadas
con la comisión de un delito y no violen el deber de confi-
dencialidad que establece la ley.

Por cuanto hace al artículo 18 constitucional, párrafos oc-
tavo y noveno, se adecua el proyecto que se propone al in-
cluir reglas especiales para procesados y sentenciados por
secuestro, tales como la excepción de compurgar sus penas
en los centros penitenciarios más cercanos a su domicilio
–en todos los casos–, la restricción de comunicaciones
–salvo el acceso a su defensor– y medidas de vigilancia es-
pecial, así como las autoridades competentes para tales
efectos, con la finalidad de evitar abusos en su aplicación
y, en consecuencia, posibles violaciones de garantías indi-
viduales de procesados y sentenciados. 

Finalmente, para dar armonía y congruencia a otros orde-
namientos jurídicos, se propone reformar los artículos 85
del Código Penal Federal, 194 del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales y 2 de la Ley Federal Contra la Delin-
cuencia Organizada.

Por todo lo anteriormente argumentado, se somete a consi-
deración de esta Asamblea el siguiente proyecto de
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Decreto por el que se expide la Ley Federal para Preve-
nir y Sancionar el Secuestro; se reforman los artículos
85, fracción I, inciso f), y el artículo 366, y se deroga el
artículo 366 Bis del Código Penal Federal; se adiciona
una fracción XVII al artículo 194 del Código Federal de
Procedimientos Penales; se reforma la fracción V y se
adiciona una fracción VII a la Ley Federal Contra la
Delincuencia Organizada; se reforma el artículo 669 del
Código Civil Federal; se reforman los artículos 3, frac-
ción II, inciso 6), y 8, fracción XII, de la Ley General de
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros; se
adicionan un segundo y tercer párrafo al artículo 19 de
la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores;
y se reforma el artículo 117 de la Ley de Instituciones de
Crédito.

Artículo Primero. Se expide la Ley Federal para Prevenir
y Sancionar el Secuestro, para quedar como sigue:

Ley Federal para Prevenir y Sancionar
el Secuestro

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto la prevención,
persecución y sanción del delito de secuestro, sentar las ba-
ses de la política criminal del Estado Mexicano a seguir, así
como la protección, atención y asistencia a las víctimas,
sus familiares y testigos de este delito. Sus disposiciones
son de orden público y de aplicación en todo el territorio
nacional.

Artículo 2. En todo lo no previsto por esta Ley serán apli-
cables supletoriamente las disposiciones del Código Penal
Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales, o
en su caso, de la Ley Federal Contra la Delincuencia Orga-
nizada.

Artículo 3. Los familiares del secuestrado a que hace refe-
rencia la presente Ley serán sus ascendientes, descendien-
tes o parientes colaterales hasta el cuarto grado de consan-
guinidad o civil y tercero de afinidad.

Capítulo II
Del Delito de Secuestro

Artículo 4. Se sancionará de veinte a cuarenta años de pri-
sión y de dos mil a diez mil días multa:

I. A quien prive de la libertad corporal a otro con el pro-
pósito de:

a) Causar algún daño o perjuicio económico a la víc-
tima o a un tercero;

b) Determinar a otro para que realice o deje de rea-
lizar un acto cualquiera; o

c) Alterar el estado emocional de un tercero.

II. Si en la privación de la libertad a que se hace refe-
rencia en la fracción anterior se actualiza cualquiera de
las circunstancias siguientes se aumentará en una mitad
por cada una de éstas:

a) Que la conducta sea ejecutada en el domicilio par-
ticular de la víctima o su centro de trabajo o a bordo
de un vehículo;

b) Que el autor o partícipe sea o haya sido integrante
de alguna institución de seguridad pública, procura-
ción de justicia o haya sido personal operativo de una
empresa que preste servicios de seguridad privada.

c) Cuando el sujeto activo del delito se valga de la
función pública que tenga o se hubiere ostentado con
esa calidad sin tenerla. Además, se impondrá al servi-
dor público la destitución del empleo, cargo o comi-
sión e inhabilitación para desempeñar otro hasta por
un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta.

d) Que quienes lo lleven a cabo obren en grupo de
dos o más personas; 

e) Si el delito es cometido en contra de una persona
menor de dieciocho años de edad o en contra de per-
sona que no tenga capacidad para comprender el sig-
nificado del hecho o capacidad para resistirlo; o
cuando la víctima sea persona mayor de sesenta años
de edad.

f) Cuando el sujeto activo del delito tenga parentes-
co por consanguinidad, afinidad, civil; que no exis-
tiendo parentesco alguno habite en el domicilio con
la víctima; tenga una relación de trabajo, confianza,
sentimental, afectiva o cuando sea tutor o curador de
la víctima.

g) Cuando la víctima se encuentre embarazada.
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III. Se aplicarán de veinticinco a cincuenta años de pri-
sión y de ocho mil a quince mil días multa, cuando la
privación de libertad corporal se efectúe con el fin de
trasladar a un menor de dieciocho años fuera de territo-
rio nacional, con el propósito de obtener un lucro inde-
bido por la venta o la entrega del menor.

Las penas a que hace referencia esta fracción se aumenta-
rán en la proporción que señala la fracción II cuando se ac-
tualice alguna de las hipótesis señaladas.

Se impondrá una pena de treinta a cincuenta años de pri-
sión al o a los secuestradores, si a la víctima del secuestro
se le causa alguna lesión de las previstas en los artículos
291 a 293 del Código Penal Federal.

En caso de que durante el secuestro, la víctima sea privada
de la vida por su o sus secuestradores, se aplicará pena de
cincuenta hasta setenta años de prisión.

En caso de que la víctima fallezca durante el secuestro por
cualquier causa imputable al sujeto activo se aplicará una
pena de cuarenta a sesenta años de prisión. Si la víctima fa-
llece con posterioridad al secuestro pero por consecuencia
de éste, se aplicará la misma sanción.

Todas las sanciones anteriores serán con independencia de
las demás que conforme al Código Penal Federal le corres-
pondan por otros delitos que de su conducta resulten.

Si espontáneamente se libera al secuestrado dentro de los
tres días siguientes al de la privación de la libertad, la pena
será de dos a seis años y de cien a quinientos días multa.

Artículo 5. A quien simule encontrarse privado de su li-
bertad, con el propósito de obtener rescate o con la inten-
ción de que la autoridad o un particular realice o deje de
realizar un acto cualquiera que sea, se le impondrán de dos
a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa.

Las mismas penas se impondrán a cualquiera que interven-
ga en la comisión de este delito.

Este delito se perseguirá por querella de parte ofendida
cuando esta última sea un ascendiente, descendiente, cón-
yuge, parientes por consanguinidad hasta el cuarto grado,
concubina o concubinario, adoptante o adoptado, y parien-
tes por afinidad hasta el segundo grado.

Artículo 6. La calidad específica de servidor público, será
comunicable a quienes no la tengan, siempre y cuando és-
tos tuvieran conocimiento de dicha calidad, y además sir-
viera para la ejecución del delito.

Artículo 7. En caso de concurso ideal o real, se impondrán
las penas previstas para cada uno de los delitos cometidos
sin que exceda de las máximas señaladas en el Código Pe-
nal Federal.

Artículo 8. Cuando una persona sentenciada sea declarada
penalmente responsable de la comisión del delito de se-
cuestro, el Juez deberá condenarla también al pago de la
reparación del daño a favor de la víctima y sus familiares.
Este incluirá:

I. Los costos del tratamiento médico;

II. Los costos de la terapia psicológica;

III. Los ingresos perdidos;

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados;

V. La devolución de los bienes o dinero mediante el cual
se realizó el pago del rescate; y

VI. El resarcimiento derivado de cualquier otra pérdida
sufrida por la víctima que haya sido generada por la co-
misión del delito.

Artículo 9. El importe de la multa, así como la reparación
del daño en caso de que la víctima o familiar no haga efec-
tiva, se entregará al Fondo Federal para el Combate del De-
lito de Secuestro. 

Capítulo III
De la Política Criminal del Estado Mexicano 

en Materia de Prevención, Persecución 
y Sanción del Delito de Secuestro

Artículo 10. Las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, así como la Procuraduría General
de la República, en el ámbito de sus respectivas atribucio-
nes, colaborarán en la realización de programas permanen-
tes para prevenir el delito de secuestro.

Artículo 11. Las autoridades señaladas en el artículo ante-
rior, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, deberán
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coordinarse en términos de la Ley General que Establece
las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, con los estados, el Distrito Federal y los mu-
nicipios, para colaborar en la prevención, persecución y
sanción del delito de secuestro.

Artículo 12. El Gobierno Federal establecerá una Comi-
sión Federal para Combatir el Secuestro conforme al artí-
culo 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal para coordinar las acciones de sus miembros en la
materia para elaborar y poner en práctica el Programa Na-
cional para Prevenir, Perseguir y Sancionar el delito de se-
cuestro, el cual deberá incluir, cuando menos, las políticas
públicas en materia de prevención, persecución y sanción
del delito, así como la protección y atención a las víctimas
y familiares. Dicha Comisión estará integrada por depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal
así como por la Procuraduría General de la República.

Artículo 13. El Ejecutivo Federal designará a los miem-
bros de la Comisión Federal para Combatir el Secuestro
que incluirá, como mínimo, a los titulares de las Secretarí-
as de Seguridad Pública, Gobernación, de la Función Pú-
blica, y de la Procuraduría General de la República.

Cuando la Comisión Federal para Combatir el Secuestro lo
juzgue conveniente podrá invitar a funcionarios de los tres
Poderes de la Unión y de los tres órdenes de gobierno; así
como a organizaciones sociales, académicos o a cualquier
otra persona del sector público o privado para que asistan
a alguna de sus reuniones para efectos consultivos.

Artículo 14. La Comisión Federal para Combatir el Se-
cuestro funcionará de conformidad con lo siguiente:

I. Será presidida por un Secretario Técnico que designe
el Presidente de la República; y

II. Elaborará su Reglamento Interno conforme al cual se
establecerán las bases para su funcionamiento.

Artículo 15. La Comisión Federal para Combatir el Se-
cuestro deberá:

I. Elaborar el Programa Nacional para Prevenir, Perse-
guir y Sancionar el Secuestro;

II. Desarrollar campañas de prevención, protección y
atención en materia de secuestro;

III. Desarrollar programas de asistencia integral para el
secuestrado y sus familiares;

IV. Promover convenios de colaboración interinstitucio-
nal y suscribir acuerdos de coordinación con los gobier-
nos de las entidades federativas y los municipios, con la
finalidad de prevenir, perseguir y sancionar el delito de
secuestro, en términos del artículo 4° de Ley General
que Establece las Bases de Coordinación del Sistema
Nacional de Seguridad Pública;

V. Dar seguimiento y evaluación de los resultados que
se obtengan por la ejecución de los convenios y acuer-
dos a que se refiere la fracción anterior. Los convenios
y acuerdos deberán ajustarse, en lo conducente, a la Ley
General que Establece las Bases de Coordinación del
Sistema Nacional de Seguridad Pública;

VI. Recopilar, con la ayuda del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública y demás instituciones y organismos
pertinentes, los datos estadísticos relativos a la inciden-
cia delictiva en materia de secuestro, con la finalidad de
publicarlos periódicamente;

VII. Elaborar un informe anual con los resultados obte-
nidos del Programa Nacional para Prevenir, Perseguir y
Sancionar el Secuestro, el cual será remitido al C. Pre-
sidente Constitucional de los Estados Unidos Mexica-
nos y al Congreso de la Unión.

Artículo 16. La Comisión Federal para Combatir el Se-
cuestro, en el diseño del Programa Nacional para Prevenir,
Perseguir y Sancionar el Secuestro, deberá contemplar las
acciones necesarias para cubrir, como mínimo, los siguien-
tes rubros:

I. Medidas de atención y protección a las víctimas, sus fa-
miliares y testigos;

II. Fomentar el diseño, evaluación y actualización de los
planes y programas de capacitación y formación de Mi-
nisterios Públicos, así como de miembros de cuerpos
policiales, que como mínimo deberán establecer:

a) La selección, ingreso, formación, permanencia, ca-
pacitación, evaluación, reconocimiento y certifica-
ción continua necesaria a los servidores públicos. Es-
tas actividades estarán dirigidas, como mínimo, a
todos los miembros de las instituciones del Gobierno
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Federal vinculadas a la seguridad pública y procura-
ción de justicia;

b) La evaluación permanente y de control de con-
fianza, a través de un organismo certificado, al per-
sonal de las instituciones policiales, de procuración
de justicia y centros de readaptación social. Dicha
evaluación deberá realizarse una vez al año y con-
templar, por lo menos, los exámenes psicométricos y
de personalidad; toxicológicos en diversas substan-
cias; médicos (condición general de salud y biomé-
trico); patrimonial y de entorno social; de confianza
(polígrafo) y de tácticas policiales y de inteligencia.
El acreditamiento de los exámenes será tomando en
cuenta para el concurso de grados y mandos.

III. Promover acciones tendientes a fortalecer la pre-
vención social del delito conforme a las siguientes di-
rectrices:

a) Sensibilizar a la población, para fomentar la cul-
tura de la denuncia, para tal efecto, la Secretaría de
Seguridad Pública y la Procuraduría General de la
República deberán implementar un número telefóni-
co único de denuncia del secuestro, y de inmediato
actúen coordinadamente en el ámbito de sus respec-
tivas competencias;

b) Desarrollar estrategias y programas dirigidos a la
población, destinados a erradicar la comisión del de-
lito de secuestro, señalando en ellos las repercusio-
nes que conlleva el mismo;

c) Realizar campañas de información acerca de los
métodos utilizados por los responsables del delito de
secuestro para cometer esta conducta.

IV. Regulación del registro, establecimiento y acceso a
bases de datos de los equipos de telefonía móvil y fija, así
como el acceso a la información sobre la ubicación física
de los teléfonos móviles en tiempo real, de conformidad
con la legislación aplicable, en los casos en que sean uti-
lizados para la comisión del delito de secuestro.

Artículo 17. Las autoridades federales adoptarán políticas
y programas a fin de:

I. Establecer las bases de la coordinación para la aplica-
ción del Programa Nacional para Prevenir, Perseguir y
Sancionar el Secuestro;

II. Facilitar la cooperación con gobiernos locales y de
otras naciones, así como de organismos internacionales
e instituciones académicas sobre la materia; y

III. Recopilar e intercambiar los datos y las estadísticas
delictivas del secuestro, respetando la confidencialidad
de los datos personales de las víctimas.

Artículo 18. Las autoridades encargadas de la prevención
y procuración de justicia, deberán rendir un informe se-
mestral a la Comisión Federal para Combatir el Secuestro,
referente a las personas y organizaciones que se dediquen
al secuestro.

Artículo 19. En términos del artículo 21 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Secretaría de
Seguridad Pública y la Procuraduría General de la Repú-
blica, en Coordinación con la Comisión Federal para Com-
batir el Secuestro, deberán establecer un módulo de infor-
mación en el Sistema Único de Información Criminal de
Plataforma México para el registro, seguimiento y comba-
te al delito del secuestro.

Para tal efecto, la Secretaría de Seguridad Pública y la Pro-
curaduría General de la República deberán coordinarse en
términos de la Ley General que Establece las Bases de Co-
ordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, con
los estados, el Distrito Federal y los municipios, para la
conformación de una base de datos efectiva que permita
que las autoridades tengan conocimiento de las personas y
organizaciones criminales que se dedican a cometer el de-
lito de secuestro, así como sus métodos de operación, eje-
cución y bienes sujetos a la extinción de dominio; debien-
do además, proporcionar los datos estadísticos en esta
materia.

Capítulo IV
Fondo Federal para el 

Combate del Delito de Secuestro

Artículo 20. Para llevar a cabo el Programa Nacional para
Prevenir, Perseguir y Sancionar el Secuestro y la imple-
mentación de acciones necesarias para el cumplimiento de
la presente ley, se crea el Fondo Federal para el Combate
del Delito de Secuestro.

Artículo 21. El Fondo Federal para el Combate del Delito
de Secuestro estará integrado por:
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I. Los recursos que cada año apruebe la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, en el Presupuesto de
Egresos de la Federación; 

II. Los bienes obtenidos a través del procedimiento de
extinción de dominio, por el delito de secuestro; y

III. El importe de la sanción pecuniaria o de la repara-
ción del daño, en términos de lo establecido por el artí-
culo 9 de esta Ley. 

Artículo 22. El Fondo Federal para el Combate del Delito
de Secuestro será administrado por la Comisión Federal
para Combatir el Secuestro a través del Secretario Técnico,
quien tendrá la obligación de rendir un informe semestral a
la Comisión y al Congreso de la Unión en el que se indique
la aplicación de los recursos y los resultados obtenidos.

Artículo 23. Los recursos destinados al Fondo Federal pa-
ra el Combate del Delito de Secuestro, en los términos de
la presente ley, se aplicarán para la prevención, persecu-
ción y sanción del delito de secuestro, y para el cumpli-
miento del Programa, así como para el pago de recompen-
sas, en su caso.

El pago de la recompensa, se realizará a la persona que
aporte información útil para rescatar a la víctima, la captu-
ra de secuestradores o desarticulación de organizaciones
criminales dedicadas a este delito. La Comisión Federal
para Combatir el Secuestro determinará dentro del Progra-
ma Nacional para Prevenir, Perseguir y Sancionar el Se-
cuestro las cantidades que se destinen para el pago de este
concepto.

Artículo 24. La Subprocuraduría Especializada en la In-
vestigación del Delito de Secuestro, en los casos en que sea
procedente, promoverá el procedimiento de extinción de
dominio de los bienes que han sido instrumento, objeto o
producto del delito de secuestro, en términos del artículo
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Capítulo V
De la Subprocuraduría Especializada 

en la Investigación del Delito de Secuestro, 
la Policía Antisecuestros y los 

Grupos Especializados Antisecuestros

Artículo 25. La Procuraduría General de la República,
contará con una Subprocuraduría Especializada en la In-

vestigación del Delito de Secuestro, así como con una Po-
licía Federal Antisecuestros, que tendrán como función pri-
mordial prevenir, investigar, perseguir el delito y rescatar a
las víctimas del mismo. 

La Subprocuraduría deberá contar como mínimo con áreas
específicas dedicadas a la estadística e informática; inves-
tigación; persuasión y negociación; procesos judiciales;
aseguramiento de bienes y extinción de dominio; y aten-
ción y protección a víctimas, sus familiares y testigos.

Los Ministerios Públicos adscritos a dicha Subprocuradu-
ría, deberán tener una formación especializada en materia
de secuestro; persuasión y negociación; protección y aten-
ción a víctimas de este delito.

La Policía Antisecuestros, deberá planear y ejecutar las ope-
raciones necesarias tendientes al rescate y protección de las
víctimas, así como para la captura de los secuestradores, por
lo que deberá ser especializada y capacitada para prevenir,
investigar y rescatar a las víctimas de secuestro.

La Subprocuraduría deberá contar con Grupos Especializa-
dos Antisecuestros, denominados GEA, integrados prefe-
rentemente por Ministerios Públicos, elementos de la Poli-
cía Federal Antisecuestros, peritos y demás personal que se
estime necesario, encargados de diseñar y ejecutar las es-
trategias a seguir en cada caso en específico. En todos los
GEA, el Ministerio Público estará al mando.

Artículo 26. La Ley Orgánica de la Procuraduría General
de la República, su reglamento y la Ley General que Esta-
blece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, determinarán, respectivamente, la orga-
nización de la Subprocuraduría, la Policía Federal Antise-
cuestros y los GEA , así como las bases para su selección,
ingreso, formación, permanencia, capacitación, evalua-
ción, reconocimiento y certificación continua.

Capítulo VI
De la Protección y Asistencia a las Víctimas 

del Secuestro, sus Familiares y Testigos

Artículo 27. Las autoridades federales adoptarán todas las
medidas necesarias para el cumplimiento del Programa
Nacional para Prevenir, Perseguir y Sancionar el Secuestro
y garantizar la protección y asistencia a las víctimas del se-
cuestro, sus familiares y testigos. Para esos efectos deberán
tomar en cuenta las recomendaciones que al efecto realice
la Comisión Federal para Combatir el Secuestro.
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La víctima del secuestro, sus familiares y testigos, tienen
los siguientes derechos: 

I. Orientación jurídica, durante todas las etapas del pro-
cedimiento y proceso jurídico-penal, civil y administra-
tivo;

II. Asistencia médica y psicológica, en todo momento, y
que según sea el caso, deberá ser en su lengua o idioma;

III. Proporcionar protección, seguridad y salvaguarda de
su integridad ante amenazas, agresiones, intimidaciones
o venganzas de los imputados o de quienes estén ligados
con ellos, que podrá consistir en:

a) Personal capacitado para resguardar su seguridad
personal;

b) Vigilancia permanente o itinerante de su domici-
lio o lugar de trabajo; 

c) Apoyo para cambios de residencia temporales o
permanentes;

d) Cambio de identidad; 

e) Aplicación de medidas cautelares a imputados; y

f) Las demás que determine el Programa Nacional.

IV. Resguardar su identidad, con la finalidad de asegu-
rar que sus datos personales no sean divulgados; y

V. Los demás que les confieran otras leyes.

Artículo 28. La víctima del delito tiene el derecho a que el
juicio de declaración de ausencia se realice en cualquier
momento después de la ocurrencia del secuestro en térmi-
nos del Código Civil Federal. 

Capítulo VII
De los Encubridores y Negociadores

Artículo 29. Se prohíbe la negociación o intermediación
con ánimo de lucro, de personas privadas para el rescate de
la víctima del secuestro.

Artículo 30. Aún cuando exista acuerdo entre la víctima o
sus familiares con personas dedicadas a la negociación o
intermediación para el rescate, éstos únicamente podrán

asesorar a los familiares, pero sin la posibilidad de interve-
nir en el rescate de la víctima, para no entorpecer la inves-
tigación y persecución del delito a cargo de las autoridades.

Artículo 31. No obstante que se prohíbe la negociación o
intermediación, las personas dedicadas a estas actividades
tienen la obligación de informar en todo momento al Mi-
nisterio Público la comisión del delito de secuestro, inme-
diatamente después de que hayan tenido conocimiento del
mismo. 

Artículo 32. Se impondrá de dos a ocho años de prisión y
doscientos cincuenta a mil días multa, al que:

I. Teniendo conocimiento de los planes o actividades
encaminadas a la ejecución de un delito de secuestro no
diere aviso oportuno a las autoridades; o

II. No diere aviso a las autoridades de un secuestro del
que tenga conocimiento directo. Las autoridades que co-
nozcan del delito, guardarán en secreto la identidad de
quien dé el aviso referido, en términos de la presente
Ley.

Artículo 33. Se impondrá pena de dos a diez años de pri-
sión y de doscientos a mil días multa, al que en relación
con las conductas sancionadas por el artículo anterior y
fuera de las causas de exclusión del delito previstas por la
ley: 

I. Teniendo conocimiento de un secuestro y sin haber
participado en él, entorpezca la investigación corres-
pondiente; o

II. Actúe como intermediario en las negociaciones del
rescate, sin el acuerdo de quienes representen o gestio-
nen en favor de la víctima; 

III. Colabore en la difusión pública de las pretensiones
o mensajes de los secuestradores, fuera del estricto de-
recho a la información; 

IV. Actúe como asesor con fines lucrativos de quienes
representen o gestionen en favor de la víctima, evite in-
formar o colaborar con la autoridad competente en el
conocimiento de la comisión del secuestro; 

V. Aconseje el no presentar la denuncia del secuestro
cometido, o bien el no colaborar o el obstruir la actua-
ción de las autoridades; 
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VI. A quien teniendo conocimiento de un secuestro par-
ticipe en una transacción en dinero o cualquier otro
bien, a sabiendas de que dichos bienes van a destinarse
al pago de la liberación de un secuestrado; 

VII. Efectúe el cambio de moneda nacional por divisas,
o de éstas por moneda nacional sabiendo que es con el
propósito directo de pagar el rescate a que se refiere la
fracción I del artículo 4º de esta Ley; o

VIII. Intimide a la víctima, a sus familiares o a sus re-
presentantes o gestores, durante o después del secuestro,
para que no colaboren con las autoridades competentes

Capítulo VIII
De las Técnicas de Investigación

Artículo 34. Los cateos requieren autorización judicial.
Las solicitudes de orden de cateo se formularán bajo pro-
testa de decir verdad, por escrito o en conferencia privada
con el juez o, en casos en que se pueda perder la evidencia
o corra peligro la víctima, por teléfono o cualquier otro me-
dio de comunicación. 

Cuando las solicitudes o una parte de ellas no se hagan por
escrito, la solicitud oral requerirá un registro fidedigno
equivalente que contenga la parte no escrita. 

Las solicitudes de cateo del Ministerio Público contendrán
una breve descripción de los antecedentes de la investiga-
ción, así como los indicios para establecer como probable
que en el lugar que se pretende catear existen objetos, do-
cumentos, huellas u otros indicios relacionados con el de-
lito de secuestro. 

La resolución judicial que ordena el cateo deberá contener:

I. El nombre del Juez que autoriza el cateo y la identifi-
cación del procedimiento en el cual se ordena;

II. La determinación concreta del lugar o los lugares que
habrán de ser cateados y lo que se espera encontrar co-
mo resultado de éste; y

III. El motivo del cateo, debiéndose indicar o expresar
los indicios de los que se desprenda como posible que se
encuentran en el lugar la persona o personas que hayan
de aprehenderse o los objetos que se buscan. El juez de-
cidirá sobre la procedencia de la solicitud inmediata-

mente, usando como base para la fundamentación y mo-
tivación la información contenida en la solicitud.

Las solicitudes de cateo por el delito de secuestro serán re-
sueltas por el Juez de manera inmediata.

Cualquier retardo por parte de la autoridad judicial que im-
plique riesgo para la víctima o captura de sus victimarios
será sancionado por la ley penal.

Artículo 35. Las comunicaciones entre particulares podrán
ser intervenidas y grabadas, sin orden judicial, para ser
aportadas como prueba, cuando:

I. Sea una comunicación entre particulares y uno de
ellos la grabe;

II. Sea una comunicación entre particulares y un tercero
con conocimiento y acuerdo de uno de los participantes
la grabe;

III. Sea una comunicación de un particular participante
con otro, a instancias del Ministerio Público y el delito
sobre el que versa la comunicación, sea cualquiera de
las modalidades del secuestro que señale esta Ley.

Artículo 36. El Ministerio Público podrá intervenir las co-
municaciones privadas, cuando de forma voluntaria lo au-
torice alguno de los particulares que participen en ellas,
siempre y cuando sea necesario para recabar información
relacionada con la comisión del secuestro.

Artículo 37. En las investigaciones relativas al delito de
secuestro, deberán tomarse en consideración las estructuras
de organización, formas de operación y ámbitos de actua-
ción de los secuestradores. Para tales efectos, el Subprocu-
rador Especializado en la Investigación del Delito de Se-
cuestro podrá autorizar la infiltración de agentes. 

Artículo 38. Para la investigación del delito a que se refie-
re esta Ley, el Ministerio Público gozará de la acción más
amplia para emplear los medios de investigación que esti-
me conducentes según su criterio, aunque no sean de los
que menciona la ley, siempre que estos medios no sean
contrarios a derecho.

Los requerimientos que formule el Procurador General de
la República o el servidor público en quien se delegue esta
facultad, de información o documentos relativos al sistema
financiero, se harán por conducto de la Comisión Nacional

Año III, Primer Periodo, 2 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados148



Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de Segu-
ros y Fianzas, de la Comisión Nacional del Sistema de
Ahorro para el Retiro y del Servicio de Administración Tri-
butaria, en sus respectivas competencias. Los requerimien-
tos de información o documentos de naturaleza fiscal, se
harán por conducto de la Unidad de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público que determine el titular de dicha
Secretaría.

La información y documentos así obtenidos sólo podrán ser
utilizados en la investigación y para efectos del proceso pe-
nal, debiéndose guardar la más estricta confidencialidad. Al
servidor público que quebrante la reserva de las actuaciones
o proporcione copia de ellas o de los documentos que obren
en la averiguación, se le sujetará al procedimiento de res-
ponsabilidad administrativa y penal, según corresponda.

Capítulo IX
De la Prisión Preventiva y Ejecución 
de las Penas y Medidas de Seguridad

Artículo 39. Siempre deberán permanecer en los Centros
Federales de Readaptación Social de máxima seguridad,
los procesados o sentenciados por el delito de secuestro.

Artículo 40. Los sentenciados por los delitos señalados en el
artículo 4 de la presente Ley no tendrán derecho a los bene-
ficios de la libertad preparatoria o de la condena condicional,
salvo que se trate de quienes colaboren con la autoridad pa-
ra el rescate de una víctima o la captura o desarticulación de
personas dedicadas a esta conducta delictiva.

Artículo 41. La misma regla se aplicará en relación al tra-
tamiento preliberacional y la remisión parcial de la pena a
que se refiere la ley que establece las normas sobre ejecu-
ción de penas y medidas de seguridad.

Artículo 42. Los Centros Federales de Readaptación So-
cial deberán implementar la tecnología necesaria para que
de forma permanente y continua sean bloqueadas las seña-
les de telefonía celular dentro de esos centros, de confor-
midad con la legislación aplicable.

Artículo 43. Los sentenciados por el delito de secuestro re-
gulado por esta Ley, no podrán compurgar sus penas en los
centros penitenciarios más cercanos a su domicilio.

Artículo 44. Las autoridades competentes podrán restrin-
gir las comunicaciones de los inculpados y sentenciados
por secuestro con terceros, salvo el acceso a su defensor, e

imponer medidas de vigilancia especial a quienes se en-
cuentren internos. 

Para los efectos del párrafo anterior, serán autoridades
competentes:

a) Durante el proceso, el juez de la causa, a solicitud del
Ministerio Público; y

b) Durante la ejecución de la sentencia, el director del
reclusorio, con ratificación posterior del consejo técnico
interdisciplinario, en términos de la Ley que Establece
las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sen-
tenciados.

El responsable del centro de reclusión deberá aplicar la res-
tricción de comunicaciones en los términos que fue autori-
zada.

Serán causas para la restricción de comunicaciones, cuan-
do el procesado o sentenciado, según sea el caso:

a) Obstaculice el proceso;

b) Cometa posibles conductas delictivas; o

c) Exista riesgo fundado de que se evada de la justicia. 

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo deberá integrar la Comisión Federal
para Combatir el Secuestro dentro de los dos meses siguien-
tes a la entrada en vigor del presente Decreto, y expedir el
Reglamento Interno conforme al cual se establecerán las ba-
ses para su funcionamiento, dentro de los siguientes dos
meses.

Tercero. La Cámara de Diputados, en el presupuesto in-
mediato siguiente a la entrada en vigor del presente Decre-
to, deberá destinar los recursos necesarios para la creación
del Fondo Federal para el Combate del Delito de Secues-
tro.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 85, frac-
ción I, inciso f), y el artículo 366, y se deroga el artículo
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366 Bis del Código Penal Federal, para quedar como si-
gue: 

Artículo 85. No se concederá la libertad preparatoria a:

I. Los sentenciados por alguno de los delitos previstos
en este Código que a continuación se señalan:

a) a e) …

f) Privación ilegal de la libertad con el propósito
de ejecutar los delitos de robo o extorsión, previs-
to en el artículo 366, salvo el último párrafo, y trá-
fico de menores, previsto en el artículo 366 Ter.

g) a l) …

II. y III. …

…

Artículo 366. Al que prive ilegalmente a otro de su li-
bertad con el propósito de ejecutar los delitos de robo o
extorsión, se le impondrá pena de quince a cuarenta
años de prisión y de dos mil a diez mil días multa.

Si espontáneamente se libera al secuestrado sin lograr
alguno de los propósitos a que se refiere el párrafo an-
terior, la pena será de dos a seis años y de cien a qui-
nientos días multa.

Artículo 366 Bis. Se deroga.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción XVII al ar-
tículo 194 del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, para quedar como sigue:

Artículo 194. Se califican como delitos graves, para todos
los efectos legales, por afectar de manera importante valo-
res fundamentales de la sociedad, los previstos en los or-
denamientos legales siguientes:

I. Del Código Penal Federal, los delitos siguientes:

1) a 22) …

23) Privación ilegal de la libertad con el propósi-
to de ejecutar los delitos de robo o extorsión, pre-
visto en el artículo 366, salvo el último párrafo, y
tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter;

24) a 35) …

II. a XVI. …

XVII. De la Ley Federal para Prevenir y Sancionar el
Secuestro, los previstos en el artículo 4.

…

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción V y se adiciona
una fracción VII a la Ley Federal contra la Delincuen-
cia Organizada, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. a IV. …

V. Corrupción de personas menores de dieciocho años
de edad o de personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas que
no tienen capacidad para resistirlo previsto en el artícu-
lo 201; Pornografía de personas menores de dieciocho
años de edad o de personas que no tienen capacidad pa-
ra comprender el significado del hecho o de personas
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el ar-
tículo 202; Turismo sexual en contra de personas meno-
res de dieciocho años de edad o de personas que no tie-
nen capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tienen capacidad para resistirlo,
previsto en los artículos 203 y 203 BIS; Lenocinio de
personas menores de dieciocho años de edad o de per-
sonas que no tienen capacidad para comprender el sig-
nificado del hecho o de personas que no tienen capaci-
dad para resistirlo, previsto en el artículo 204; asalto,
previsto en los artículos 286 y 287; privación ilegal de
la libertad con el propósito de ejecutar los delitos de
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robo o extorsión, previsto en el artículo 366; tráfico
de menores o personas que no tiene capacidad para
comprender el significado del hecho, previsto en el artí-
culo 366 Ter, y robo de vehículos, previsto en el artícu-
lo 381 bis del Código Penal Federal, o en las disposi-
ciones correspondientes de las legislaciones penales
Estatales o del Distrito Federal;

VI. Trata de personas, previsto y sancionado en los artí-
culos 5 y 6 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata
de Personas; y

VII. Secuestro, previsto en el artículo 4 de la Ley Fe-
deral para Prevenir y Sancionar el Secuestro.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Artículo Quinto. Se reforma el artículo 669 del Código
Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 669. Pasados dos años desde el día en que haya
sido nombrado el representante, habrá acción para pedir la
declaración de ausencia, salvo que el ausente haya sido
víctima del delito de secuestro, por lo qué se podrá de-
cretar en cualquier momento después de que se tenga co-
nocimiento ministerial, en términos del presente título.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Artículo Sexto. Se reforman los artículos 3, fracción II,
inciso 6), y 8, fracción XII, de la Ley General de Insti-
tuciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, para
quedar como sigue:

Artículo 3o. En materia de actividad aseguradora:

I. …

II. Se prohíbe contratar con empresas extranjeras:

1). a 5). …

6). Seguros de los demás ramos contra riesgos que
puedan ocurrir en territorio mexicano, incluso aque-
llos que pretendan asegurar el pago del rescate de
una persona que haya sido secuestrada. No se
considerarán como tales los seguros que no residen-
tes en territorio mexicano contraten fuera del mismo
para sus personas o sus vehículos, para cubrir ries-
gos durante sus internaciones eventuales.

III. a IV. …

…

…

Artículo 8o. Los seguros comprendidos dentro de la enu-
meración de operaciones y ramos del artículo anterior, son
los siguientes:

I. a XI Bis-1. … 

XII. Para el ramo de diversos, el pago de la indemniza-
ción debida por daños y perjuicios ocasionados a perso-
nas o cosas por cualquiera otra eventualidad, excep-
tuando aquellos que pretendan asegurar el pago del
rescate de una persona que haya sido secuestrada y

XIII.…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Artículo Séptimo. Se adicionan un segundo y un tercer
párrafos al artículo 19 de la Ley de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, para quedar como sigue:

Artículo 19. …

Tratándose de solicitudes relativas a información y do-
cumentación de las operaciones y los servicios previstos
en los artículos 46 y 48 de la Ley de Instituciones de
Crédito que realicen las autoridades a que se refieren
las fracciones I, II y III del artículo 117 del mismo or-
denamiento, para la comprobación del cuerpo del deli-
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to y la probable responsabilidad del indiciado, la Comi-
sión dará respuesta al solicitante en un término no ma-
yor de cinco días hábiles.

El reglamento interno establecerá los requisitos que de-
berán contener las solicitudes de información que reali-
cen las autoridades a que se refieren las fracciones I a
IX del artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, con objeto de que las instituciones financieras estén
en aptitud de proveer lo correspondiente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Artículo Octavo. Se reforma el artículo 117 de la Ley de
Instituciones de Crédito, para quedar como sigue:

Artículo 117. … 

…

…

I. … a IX. ...

…

…

…

…

…

…

Las instituciones de crédito deberán dar contestación a
los requerimientos que la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores les formule en virtud de las peticiones de
las autoridades indicadas en este artículo, dentro de los
plazos que la misma determine. Cuando se trate de so-
licitudes que realicen las autoridades a que se refie-
ren las fracciones I, II y III, las obligadas darán res-
puesta en un término no mayor de tres días hábiles.
La propia Comisión podrá sancionar a las instituciones

de crédito que no cumplan los plazos y condiciones que
establezca, de conformidad con lo dispuesto en los artí-
culos 108 a 110 de la presente ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de octubre de 2008. — Diputa-
dos: Emilio Gamboa Patrón, César Camacho Quiroz, Juan Francisco
Rivera Bedoya, Jorge Mario Lescieur Talavera, Carlos Ernesto Zata-
rain González, José Manuel del Río Virgen, Jesús Ramírez Stabros,
Antonio de Jesús Díaz Athié, Alejandro Olivares Monterrubio, Isael
Villa Villa, María Mercedes Colín Guadarrama, Fernando Quetzalcóatl
Moctezuma, Lilia Guadalupe Merodio Reza, Héctor Hugo Olivares
Ventura, María Beatriz Pagés Llergo Rebollar, Elda Gómez Lugo,
Eduardo Sánchez Hernández, Carlos Armando Biebrich Torres, Arturo
Martínez Rocha, Víctor Manuel Méndez Lanz, Enrique Serrano Esco-
bar, María Oralia Vega Ortiz, Martha Rocío Partida Guzmán, Jesús Al-
cántara Núñez, Raúl Cervantes Andrade, Mauricio Ortiz Proal, Alfon-
so Rolando Izquierdo Bustamante, Wenceslao Herrera Coyac, Narcizo
Alberto Amador Leal, Guillermina López Balbuena, Andrés Marco
Antonio Bernal Gutiérrez, Patricia Villanueva Abraján, Sara Latife
Ruiz Chávez, Carlos Chaurand Arzate, Diego Aguilar, Jesús Manuel
Patrón Montalvo, José Rosas Aispuro Torres, Salvador Barajas del To-
ro, Roberto Badillo Martínez, Yary del Carmen Gebhardt Garduza, Lo-
rena Martínez Rodríguez, Lourdes Quiñones Canales, Carlos Rojas
Gutiérrez, Tomás Gloria Requena, Jorge Luis de la Garza Treviño, Ma-
ría del Carmen Pinete Vargas, José Ascención Orihuela Bárcenas,
Mayra Gisela Peñuelas Acuña, Samuel Aguilar Solís; senadores: Man-
lio Fabio Beltrones Rivera, Jesús Murillo Karam, Pedro Joaquín Cold-
well, Fernando Jorge Castro Trenti, Fernando Baeza Meléndez, Fran-
cisco Labastida Ochoa (rúbricas).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, de Segu-
ridad Pública, y de Hacienda y Crédito Público, con opi-
nión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.
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